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La importancia que el Derecho del Mar ha adquirido en nue£ - 
tro siglo, y la vitalidad y trascendencia de sus temas, han side 
un reclame irresistible para penetrar en su estudio, con el prop6 
sito de ofrecer una visiôn general de los muchos conflictos que -
alteran la paz de los espacios marines, y de los métodos a que re
curren los Estados para buscarles soluciôn.
Al sumergirnos en la etiologfa politica y social de estas —  
controversias, para entregarlas ya descarnadas a los sistemas que 
pretenden resolverlas, queremos dar un contenido humane a muchos 
temas procesales, condenados al elitismo cientifico per causa de 
su aridez.
Se abordarân, per tante, en un amplio capitule, las mâs i m ­
portantes cuestiones sobre el mar, porque estâmes convencidos que 
mostrando la materia de la controversia, el método de soluciôn ad 
quirirâ toda su singularidad e importancia.
Se harâ un anâlisis critico de los métodos de soluciôn de —
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controversias, tal y como aparecen regulados en el Derecho Interna 
cional vigente, con especial referenda a los sistemas propuestos 
en la Tercera Conferencia del Derecho del Mar, no sôlo por la im - 
portancia que revisten como instrumentes pacificadores de ese dere 
cho milenario y conflictivo, que sôlo ahora inicia su integral cod^ 
ficaciôn, sine por el ejemplo que représenta para otras âreas, su 
avanzada posiciôn en el Derecho Internacional Pûblico.
Debe quedar claro, sin embargo, que la informaciôn que recoge 
este trabajo, abarca solamente hasta la segunda fase del Noveno —  
Période de Sesiones -verano de 1980- de la Conferencia sobre el De 
recho del Mar, y que el texte oficioso del proyecto de convenciôn, 
no refleja nesariamente el contenido definitive del future Conve - 
nie, ni la opiniôn unânime de todos los paises negociadores.
Al exponer los temas sustantivos, queremos recorder las fric- 
ciones que ya se han producido en el pasado y tomar experiencia de 
la historia; deseamos comprender las controversias que actualmente 
nos afectan para determiner la mejor forma de solucionarlas y, por 
ûltimo, pretendemos advertir a las futures generaciones, que si —  
bien los océanos son parte de la herencia que intentâmes transm_i - 
tirles, elles llevan en su seno el germen del conflicto que hemos 
depositado todos los hombres, pero principalmente los de este s_i - 
glo.
Después de senalar cuales son los mâs importantes problèmes - 
que condicionan los temas marines de nuestro tiempo, pasaremos al 
estudio de instituciones netamente procesales como son; el concep- 
to y la clasificaciôn de los conflictos internacionales y los méto
Ill
dos tradicionales de arreglo, para concluir con los sistemas espe- 
cificamente utilizados en el Derecho del mar.
El método aplicado en esta investigacién es de tipo socio-po- 
litico mâs que jurîdico, porque estâmes convencidos que el derecho 
se entiende mejor y se aplica con mayor justicia, cuando se cono - 
cen los intereses, muchas veces ocultos, que influyen en su créa - 
cién, en el mantenimiento de su vigencia o en su repetida viola —  
ciôn.
Las fuentes bibliogrâficas consultadas son bâsicamente doctr^ 
nales, pero se ha recurrido también a los précédantes judiciales, 
a las declaraciones de Organismes Internacionales, a los textes - 
normatives del Derecho de Gentes, incluse a notas period!sticas.
El enfoque omnicomprensivo de este trabajo, puede exponerlo - 
a las justas crîticas de los grandes conocedores del tema, intere- 
sados quizâs en una visién vertical de âreas mâs restringidas, pe­
ro , icomo podrîa profundizar en un solo aspecto, sin antes buscar 
en el curve horizonte de los mares, una primera comprensiôn de -- 
los problemas que empanan actualmente el future del hombre?
INTRODUCCION GENERAL
Ese extenso y misterioso mar, cuyos confines verdaderos fue- 
ron recientemente conocidos; el que colindaba al occidente hace - 
apenas cinco siglos con el oscuro vacîo espacial -hoy ocupado por 
el Continente Americano-; esa fuente inagotable de alimentes, se- 
gûn GROCIO, tornado tantas veces en la historia bajo el dominie ex 
elusive de ciertas potencias, como si no fuese patrimonio de to - 
dos; esa masa liquida que cubre la mayor parte de nuestro planeta, 
ha reducido notablemente sus proporciones, se ha empequehecido a 
los ojos del hombre quien se disputa rabiosamente sus riquezas, - ' 
consciente de que el carâcter imperecedero de las mismas era sôlo 
un mite.
En realidad, el volumen de las aguas marinas es sorprendente 
mente pequeho si le comparâmes con la extensa superficie sôlida - 
que las contiene. Es verdad que dos tercios de nuestro planeta e£ 
tân cubiertos por ese liquide, pero se trata de una capa muy su - 
tii. La profundidad media de todos los océanos no supera los 1.J00 
metros y no son pocos los lechos marines que pueden alcanzarse —
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con una inmersiôn poco profunda, como el Mar del Norte, por ejem­
plo, que posee una profundidad promedio de 80 metros. JACQUES ---
COUSTEAU hacîa una comparaciôn bastante ilustrativa sobre el tema; 
si el mundo fuese reducido a las dimensiones de un huevo, decîa, 
todas las aguas, dulces o saladas, apenas sumarîan una gota.
La Vida sigue ahî, sin embargo, y la codicia y el temor bus- 
can en el mar su realizaciôn o su protecciôn desde tiempos inmemo 
riales, aunque los ûltimos siglos hayan sido testigos de una para 
dôjica mutaciôn, a propôsito de la soberanîa o dominio de las na- 
ciones sobre el mar. Las pretensiones no muy lejanas de las gran­
des potencias marîtimas, que ya se habian restringido ante el em- 
puje del comercio internacional y del principle de libertad de —  
los mares,volvieron insistentes, como fantasmas hambrientos al anoche 
cer de este mileniQpero ahora como exigencias de los parses del tercer 
mundo, los que justifican sus intereses expansionistas, no en el ego
ismo hegemônico que impulsé al imperialismo maritime de otros ---
tiempos, quizâs no totalmente idos, sine en la necesidad angustio 
sa de asegurar su propia supervivencia.
Después de resistir el ataque dialêctico de quienes ondeaban 
la libertad de los mares, como un principle de justicia basado - 
en una falsa igualdad de los Estados para explotar sus recursos, 
los desheredados han vuelto sus ojos en busca de respuesta, a los 
fondes abismales de ese mar primitive que sirviô de matriz, y han 
visto c6mo el tiburôn destrozaba a sus presas indefensas y cômo - 
los delfines unidos podian rechazarlo.
Animados por esta moraleja, los paises subdesarrollados han
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planteado a la Comunldad de Naciones, suprema legisladora, temas 
tan comprometidos y vitales como la explotaciôn de los fondos ma­
rines internacionales, en bénéficié de la humanidad; la contamina 
ciôn de los mares y el aprovechamiento y conservaciôn de sus re - 
ourses; la extensiôn y la naturaleza de los derechos estatales so 
bre la plataforma continental y la zona econômica exclusiva; y la 
extensiôn del mar territorial, sôlo para citar algunos ejemplos.
"Las controversias suscitadas en tomo a estos espacios maritimosj. •. han 
puesto de manifiesto que son los principios quridicos los que estân librando - 
la batalla por encima de los intereses^.,. que estamos en presencia de un pro- 
ceso juridico en evoluciôn^ que esta adquiriendo la necesaria 'opinio juris ' - 
para incorporarse al derecho internacional en normas contemporâneas", (1) .
Esta reformulaciôn de la naturaleza y extensiôn de las compe 
tencias estatales sobre sus espacios maritimes adyacentes, dentro 
de una tendencia dominante de ampliaciôn, contraria muchas veces 
al derecho vigente, no es un problema meramente académico, pues - 
son factores reales los que influyen en la extensiôn de estos te­
rritories y dan contenido a una multitud de conflictos internacio­
nales, cuya simple formulaciôn ha servido para despertar, brusca- 
mente por cierto, al otrora anquilosado derecho de gentes. En la 
medida en que se logre diagnosticar la presencia de estos facto - 
res y medir su influencia en el proceso de las relaciones interna 
cionales, el proceso de revisiôn del derecho del mar adquirirâ —  
una dinâmica nueva y sus normas serân mâs complétas y equitativas.
"Al examinar los procesos legislativos de la Comunidad Internacionalj - 
dice WILFRED JENKS^ aparecen una serie de cuestiones que requieren un anâlisis
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especial a la luz de los cambios acaecidos, Son^ principalmente: la frecuencia 
con que el derecho consuetudinario estdblecidOj es puesto en tela de juicio—  
por los nuevos miembros de la Comunidad Internacional; el grado en que la prâc^  
tica colectiva de los Estados, a troués de las organizaciones internacionales, 
représenta hoy dia un elemento importante en el crecimiento de la costumbre; 
el efecto de los poderes normativos o cuasi-judiciales de las organizaciones - 
internacionales; la relaciôn entre el tratado-ley y el derecho internacional 
general; el papel de las sentencias arbitrales y judiciales, tanto nacionales 
como internacionales, en el actual desarrollo del derecho^ y por ûltimo, las - 
perspectives de codificaciôn del derecho internacional,"
Este autor nos advierte, ademâs, del grave peligro que signi 
fica para el derecho tradicional, la explosiôn demogrâfica que se 
ha verificado en el seno de la comunidad internacional, ya que —  
desde la segunda guerra mundial han nacido a la vida independien- 
te mâs de 80 Estados. Las naciones que recientemente han consegui^ 
do o recuperado su independencia politica o econômica o que, por 
razones histôricas conservan una psicologia de independencia re - 
cién conquistada, ademâs de aportar nuevos problemas al derecho - 
internacional, contemplan desde perspectivas inêditas viejas cue£ 
tiones y se muestran inclinadas a valorar profundamente las pre - 
rrogativas de la soberanîa. En consecuencia, la autoridad del de­
recho consuetudinario se ha ido debilitando, porque surgiô princ_i 
palmente de la prâctica de los primitivos miembros de la comun^ - 
dad internacional, y su validez actual es discutida por los nue - 
vos Estados que de ninguna manera participaron en su constituciôn.
Es urgente por lo tanto remodelar el derecho consuetudinario.
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sobre una base geogrâfica mâs amplia, y conseguir paulatinamente 
un reconocimiento mâs general y fundamentado de la costumbre ya - 
establecida y de la que se va elaborando; sôlo asî puede ser pro- 
tegido el derecho consuetudinario internacional de la continua —  
amenaza de desintegraciôn. (2),
"El dereoho internacional représenta un producto de la historia europea 
â,e los ûltimos cuatro siglos, Esto es particularmente cierto cuando lo aplica 
mos al derecho maritimo. De aqui, por consiguiente, que la actual comunidad - 
de naciones (global por primera vez), ponga en cuestiôn y en tela de juicio - 
la validez y la vigencia de un gran nûmero de instituciones clâsicas, tipicas 
de un orden monopolisticamente eiœopeo," (3) .
Debemos admitir que "el orden juridico internacional creado por aque_ 
'lia sociedad, heredera de la tradiciân y cultura de Occidente, sôlo sirviô a 
conciliar la libertad de cada miembro con la libertad de los demâs, convir —  
tiêndose en un guardian del orden entre los ciudadanos. La nueva comunidad in 
temacional, agrega JORGE CASTANEDA, formada en su mayoria por paises escasa- 
mente desarrollados, entre los cuales hay un buen nûmero de antiguas colonias, 
tiene nuevas necesidades y aspiraciones, y requiere adecuar a ellas su dere_ - 
cho, "
"Es preciso compléter el derecho tradicional con nuevos capitulos, Asi - 
como el Estado modemo, alejândcse de un concepto puramente formai de laigua]^ 
dad entre los ciudadanos, se vio precisado a crear toda una legislaciôn so_ —  
cial, una legislaciôn protectora, fundada en el reconocimiento de que ciertos 
grupos sociales estân en situaciôn de desventaja frente a otros grupos econô- 
micamente mâs poderosos, la sociedad internacional tendra que crear institu -
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ciones y normas que ofvezcan a los Estados pooo desarrollados no sôlo protec- 
oiôn, sino medios para aaelerar su evoluaiôn,,, y a que la sooiedad contemporâ 
nea no puede mirar oon indiferencia y pasividad el retraso oreoiente de algu­
nos de sus miembros, "
"El derecho internacional del prôximo futuro no podrâ contentarse con s^ 
lo afirmar la libertad politica y la integridad territorial de unos Estados - 
frente a otros, y con proveer métodos para el arreglo pacifico de las contro­
versias, sino que deberâ. procurer el surgimiento de condiciones que impidan - 
esas controversias,,,, mediante la liquidaciôn de aquellas normas internacio­
nales que reflejan y convalidan situaciones de desigualdad, heredadas de la - 
êpoca en que el derecho de gentes fue creado por una oligarquia internacional 
para su uso y bénéficia, y la creaciôn de nuevas normas que ofrezcan protec^  - 
ciôn a los Estados débites y que estinmlen, regulen y garanticen ta coopéra - 
ciôn econômica internacional" (4).
Todo parece indicar que la nueva evoluciôn del derecho del - 
mar se realizarâ merced al impulso de factores econômicos, ya que 
las nuevas perspectivas de un mundo en crecimiento y el desarro - 
llo tecnolôgico en tema de explotaciôn de recursos marinos, logra 
do por una minorîa de paises, reclaman una nueva composiciôn de - 
las relaciones internacionales en donde los paises menos privile- 
giados adopten con prudencia y racionalidad un papel defensive de 
su propio futuro.
El camino hacia el mar que hoy sirve de incentive a tantes - 
paises en desgracia, reavivando no pocas esperahzas perdidas, ha 
dejado de ser sôlo el entronque con la via de comunicaciôn mâs —  
grande que jamâs haya relacionado a la humanidad, para convertir-
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se en un camino abierto a las riquezas, tanto biolôgicas como geo 
lôgicas que atesoran los océanos, las que, mâs que concurrir con 
las materias primas terrestres, vienen a completarlas e incluse a 
sustituirlas, en un memento decisive, cuando el fantasma de la ex 
tinciôn de muchos productos no renovables, ya amenaza a los pue - 
blos del mundo.
A las cuantiosas réservas marîtimas en petrôleo y minérales, 
y a las no tan abundantes ni tan racionalmente explotadas de la - 
pesca y caza, debe ahadirse el interês creciente que los fondos - 
marinos han adquirido en la estrategia militar de las grandes po­
tencias .
Desgraciadamente los intereses encontrados no identifican en 
tre sî a los paises en desarrollo frente a los industrializados, 
aunque los primeros aparezcan unidos en el propôsito de conseguir 
un nuevo orden econômico internacional, a travês de una profunda 
revisiôn del derecho del mar. En realidad, en uno y otro grupo se 
presentan factores de colisiôn interna: Nacionalismo contra inter 
nacionalismo; socialisme contra capitalisme; revisionismo jurîdi­
co contra tradicionalismo; pretensiones absolutistes de los pa^ - 
ses costeros contra expectatives de los Estados sin litoral o en 
desventaja geogrâfica de participer en las riquezas marinas de —  
los primeros; temores de los paises productores de materias pr^ - 
mas que también pueden ser extraîdas del mar y necesidades de las 
naciones netamente importadoras de las mismas, sôlo para mostrar 
algunas actitudes en conflicto.
"Teniendo en ouenta las difevencias de naturaleza, grado e importancia -
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de esos diverses factores, conviene indagar si acaso las soluciones referen - 
tes a la delimitaciôn del mar territorial, la zona contigua, ,,,la explora —  
ciôn y la explotaciôn de .los fondos marinos mâs allâ de la jurisdicciôn Esta- 
tal y otros temas, dehen tener una formulaciôn ûnica y universal como préten­
de la III Conferencia del Derecho del Mar o, por lo contrario, tener un carâc^  
ter flexible y regional de acuerdo con las caracteristicas especificas de las 
diversas âreas del globo terrâqueo. La primera posibilidad parece tener un —  
fin bâsico preliminar, Como tal, ella corresponde a un desideratum de orden - 
general, que significa que todos los sistemas parciales se le sometan, y c o ­
rresponde asimismo a un propôsito de justicia y equilibria, al cual se confor 
men todos los objetivos locales, Sin embargo, la segunda se impondrâ en la m£ 
dida en que la primera no encuentre receptividad en el proceso de codi fica —  
ciôn y no merezca comprensiôn y apoyo de parte del consenso de la doctrina y 
de los gobiemos", (5).
La complejidad de este derecho aûn en construcciôn, la varie 
dad e importancia de sus temas, tan intimamente entrelazados a —  
los conceptos de soberanîa y prosperidad nacional, y las deficien 
cias lôgicas de los sistemas y estructuras internacionales que ge 
neran y aplican el derecho del mar, son razones mâs que suficien- 
tes para temer que se convierta en una caja de Pandora y que de - 
sencadene gravîsimos conflictos entre los miembros de la comuni - 
dad internacional, pues el carâcter paritario que pretenden sus - 
componentes, en nada facilita la constituciôn de un ôrgano supra- 
nacional que concentre competencies y resuelva con imperio las —  
controversias surgidas entre ellos.
Por lo que respecta a la soberanîa nacional sobre algunas —
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porciones del mar, en la que se basan algunos paises para recha - 
zar las normas y la jurisdicciôn internacionales, ya que limitan 
por su propia naturaleza los derechos inherentes a este concepto, 
la voz del africano GUGLIELMO GOBBI inicia un "crescendo" critico - 
digno de escucharse. "Es évidente, dice , que a estos Estados no hasta que 
su soherania se manifieste en el hecho mismo de adherirse a un acuerdo inter­
nacional, lo que presupone el reconocimiento de su independencia, Parece que 
atribuyan al concepto de soberania cierta mistica y mâgica prerrogativa que 
exorbita la propia voluntad de los Estados, y que hace del poder en si, algo 
absoluto y por su propia naturaleza ilimitado,,, Una soberania que no preten­
ds ejercitar su derecho a ponerse limites, por temor a perder la magica poten 
d a  que se conecta al concepto de lo absoluto, Una enfermedad que el mundo —
bien conoce, y no sôlo el tercer mundo, Concepto profunckmente errado por --
cuanto la soberania esta limitada de hecho por la presencia de otras sobera - 
nias similares;. sujetas todas a las limitaciones propias de una comunidad in- 
temacional" (6) .
Muchos creyeron que la creaciôn de un foro universal y de a_l 
gunos régionales, que reunieran a todos los Estados del mundo, o 
del ârea respectiva, servirian para erradicar gran parte de los - 
conflictos internacionales y educar a las naciones en una nueva - 
filosofia de la cooperaciôn, contraria por supuesto a los extre - 
mismos engendrados por un equivocado concepto de soberania.
La desilusiôn fue mâs dolorosa que la misma realidad. Las or 
ganizaciones internacionales nacieron sin manos para controlar a 
los grupos estatalmente organizados. CESAR SEPULVEDA, refiriêndo- 
se al articulo 15 de la Carta de la Organizaciôn de Estados Amer_i
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canos de 19 48, en la que se prohibe la intervenciôn directa o ind_i 
recta de un Estado o grupo de Estados, en los asuntos internos o - 
externos de cualquier otro, sea cual fuere el motivo o la forma de 
injerencia, comenta que esta norma "oonstituye una rotunda manifestaoiân 
de nacionalismo y a la vez una negaciôn de lo supranacional.
Este principio constituye el presupuesto bâsico del sistema internacional 
americano y, al mismo tiempo, explica su falta de funcionamiento, ... pues ré­
sulta dificil conciliar la actividad de una organizaciôn intergubernamental —  
que propende a expedir decisiones supranacionales con postura de soberania rea 
firmada" (7) .
La verdad es que ni los humanos ni las naciones podemos conv£ 
vir mucho tiempo en el mismo planeta, sin que surja entre nosotros 
algun motivo de conflicto. No pretendemos con esta afirmaciôn 11e- 
var al campo de la polémica el eterno tema del egoîsmo y la incom- 
prensiôn. Creemos que las desavenencias son inevitables, porque —  
igual como sucede entre los hombres, los Estados tienen también —  
una personalidad , un concepto del valor a su existencia y una ten 
dencia natural a sobrevivir a costa incluso de sus semejantes.
La pluralidad de su presencia supone por lo tanto, una dife - 
rente forma de percibir la realidad, mas de una incompatibilidad - 
en sus sistemas de valores y la colisiôn, muchas veces irresoluble, 
de contrapuestos intereses.
Pero estos fenômenos, siempre présentes en la historia de la 
humanidad, han acrecentado en nuestro siglo sus terribles conse —  
cuencias, con el surgir de un gran nûmero de Estados âvidos de con
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firmar su independencia, ahora en el campo de la economla y de la 
potencia militar, y con el progreso del transporte y de las comu- 
nicaciones, porque multiplicande los contactes entre los miembros 
de la comunidad internacional aumentan también, en la misma pro - 
porciôn, los cases de conflicto.
Si admitimos la existencia de valores e intereses que carac- 
terizan y contraponen a los sistemas polîtico-econémicos de nues­
tro tiempo, cpor quê no habrîamos de reconocer que vivimos una s£ 
tuacién permanente de conflicto?
Lo verdaderamente grave no son las manifestaciones particula 
res de esta lamentable situaciôn, sino la falta de disposiciôn pa 
ra evitarlas o resolverlas. KURT WALDHEIM, secretario General de 
las Naciones Unidas, declarô, por ejemplo, en la apertura de la - 
primera conferencia de prensa del aho 1979, que las perspectivas 
para solucionar los grandes problemas internacionales no eran muy 
buenas. Después de la Segunda Guerra Mundial, dijo, se tuvo la e£ 
peranza de que los gobiernos usarlan la maquinaria de soluciôn es 
tablecida por las Naciones Unidas y numerosas organizaciones re - 
gionales, sin embargo, en la actualidad todo el mundo estaba tra- 
tando de resolver problemas usando la fuerza militar y otros me - 
dios. Si ello no les daba resultado, acudlan a las Naciones Un_i -
das esperando milagros de la organizaciôn. Se acusaban unos a ---
otros pero no se culpaban a sî mismos.
El gran problema lo constituye la falta de voluntad politica 
de parte de los gobiernos para llegar a soluciones acordadas, pa-
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ra aceptar negociar. Mientras una de las partes estuviera ganando 
o se encontrara del lado triunfante, se olvidaba de las Naciones 
Unidas; no deseaba que la organizaciôn se ocupara del problema. - 
Temîa que su acciôn pudiera resultar obstaculizada. En el momento 
en que estaba perdiendo, la parte ocurrîa a la organizaciôn, y —  
luego se sentîa decepcionada porque el problema no podîa ser re - 
suelto inmediatamente.
Es importante senalar que si bien las Naciones Unidas no ---
siempre pueden resolver los problemas, es una "vâlvula de seguridad" 
para muchos gobiernos, aunque esto no sea reconocido adecuadamen- 
te... y debemos decir ademâs la verdad... que contamos con un in£ 
trumento que es capaz de aportar su contribuciôn a la soluciôn de 
los problemas mundiales. Pero este instrumente tiene que ser usa- 
do. Si no lo es, las perspectivas para la paz serân sombrîas. (8).
Una posiciôn realista que admita la inevitabilidad relativa 
de los enfrentamientos internacionales, atenderâ con mayor inte - 
rês los métodos de soluciôn ya existantes en el derecho tradicio­
nal y los que se estân gestando en ese prolongado enfrentamiento 
ante las Naciones Unidas, en donde "la viatima mâs acusada es, segûn 
CERVERA PERY, el indefenso mar,,, el que, cada vez mâs aoosado, paroelado y 
maltratado, espera todavia un tratamiento de justicia y equidad en bénéficie 
de quienes de un modo integral lo necesitan," (9) .
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CAPITULO PRIMERO
LOS PRINCIPALES CONFLICTOS EN EL DERECHO DEL MAR,
I .  ANTECEDENTES.
Durante muchos siglos, las vastas extensiones oceânicas y ma 
ritimas fueron gobernadas por Neptuno, hijo de Saturno, adorado - 
por los Helenos con el nombre de Poseidôn. A él rendlan pleitesîa 
las primitivas naciones, agradeciendo, como si fuese un don inme- 
recido, el alimento que el mar les entregaba, sus perlas y cora - 
les y los beneficios econômicos, pero sobre todo culturales, de - 
una navegaciôn que floreciô primero en el Mediterrâneo y recorriô 
después, timidamente, las mârgenes orientales del Atlântico.
El mundo estaba entonces formado por un puhado de pueblos mo 
vides en continua guerra. Nada parecîa amenazar a ese reinado mi- 
tolôgico sustentado en el temor y la ignorancia de la humanidad, 
y menos todavia a sus rugientes y oscuras posesiones.
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Pero sucediô que la curiosidad y la ambiçiôn se enfrentaron 
a los mismos dioses del Olimpo, y vencieron. El mar quedô como bo 
tin del que todos los seres humanos podian disfrutar, en la medi­
da en que vencieran sus temores ancestrales y aprendieran a domi- 
narlo.
Ya bajo el dominio de los hombres, el mar planted una prime­
ra cuestiôn; la seguridad. La franja maritima que rodeaba las co£ 
tas de una naciôn, fue objeto de una especial protecciôn y, ya en 
trado el medievo, nos relata GIULIANO, la necesidad de custodiar 
la vida de las personas y la seguridad del comercio, de las insi- 
dias de la pirateria y de las incursiones en el mar, empujaron a 
muchos soberanos a asumir funciones de policia y de jurisdicciôn 
represiva, tanto en los mares adyacentes a sus costas, como en a- 
quêllos mâs frecuentados por las corrientes del trâfico maritimo 
de sus propios sûbditos. Y toda vez que los beneficios de un con­
trol como êste se revertian necesariamente, no sôlo sobre los sûb 
ditos del soberano que lo ejercitaba, sino ademâs, sobre los nave 
gantes extranjeros, pareciô lôgico y fue por mucho tiempo tolera- 
do, el cobro de tributes a cargo de estos ûltimos y en bénéficié 
del Estado protector, como contrapartida lôgica la mayor segur^ - 
dad gozada por ellos en la utilizaciôn de ciertas aguas para el - 
trânsito y la pesca, y como participaciôn en el costo que el ejer 
cicio del control requeria.
Otra prâctica comprensible y tolerada en la misma época, de- 
rivada hasta cierto punto del control ejercido por las naves pro- 
tectoras, pero que no alteraba el principle de libertad de los ma
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res, fue la exigencia de que toda embarcaciôn recogiera sus vêlas 
y disminuyera, por lo tanto, su velocidad, al cruzarse con una na­
ve de guerra destinada a la vigilancia, con el propôsito de que - 
esta ûltima pudiera cerciorarse del carâcter "inooente" de la nave- 
gaciôn de la nave extranjera, cuyas posibilidades de maniobra ha­
bian quedado reducidas al minimo.
Estos poderes tributaries y de control sobre naves extranje- 
ras, admitides en principle por las naciones que se beneficiaban 
de la seguridad résultante, se hincharon al contacte prolongado - 
de la brisa marina, hasta transformarse en un supuesto derecho de 
soberania sobre grandes extensiones de mar.
Las potencias maritimas "protectoras", apoyândose en el sonore 
argumente de sus canones, afirmaron su legitimaciôn, no sôlo para 
imponer tributes a la navegaciôn estranjera, sino para condicio - 
narla a su propia autorizaciôn, o prohibirle incluso el paso por 
las aguas sujetas a su "soberania”, o el ejercicio de la pesca.
A finales del siglo XV, dice MARIO GIULIANO, a las antiguas 
afirmaciones de soberania de Venecia y de Gônova sobre el Adriât_i 
ce y sobre el Mar de Liguria, respectivamente, se agregaron las - 
pretensiones mucho mâs amplias y ambiciosas de Espana y Portugal 
sobre grandes extensiones oceânicas; sobre el Atlântico y el Ind£ 
co y, desde el primer cuarto del siglo XVI, sobre el Pacifico. Ya 
a principios del siglo XV los soberanos del reino de Dinamarca y 
Noruega habian reclamado, por su parte, la exclusiva soberania so 
bre todas las aguas del Ocêano Atlântico septentrional, compendi- 
das entre las costas noruegas y las de Islandia y Groenlandia, —
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hasta el archipiélago de Spitzberg. Tales pretensiones fueron com 
batidas en los dos siglos sucesivos, al mismo tiempo que anâlogas 
afirmaciones de soberania alteraron las aguas del Bâltico, soste- 
nidas no sôlo por Dinamarca, sino ademâs por Suecia yj'Polonia: y
no mucho después, en los albores del siglo XVII, la dinastia  ---
STUART comenzô a afirmar la soberania de Inglaterra sobre los 11a 
mados "mares britdnioos", que se extendian desde Noruega hasta el Ca­
bo Finisterre.
Por lo que respecta a Espana y Portugal, la exclusividad que 
pretendian sobre la navegaciôn en sus mares, se traducia, prâcti- 
camente, en el monopolio de la explotaciôn y del comercio de las 
tierras recién descubiertas en Ultramar (1), al prohibir a otras 
naciones el trato directe con los natives.
Desde el 17 de septiembre de 1501, los Reyes Catôlicos proh_i 
bieron a los extranjeros los viajes a Las Indias. Y aun dentro —  
del reino, determinadas provincias carecian de este derecho, ori- 
ginalmente reservado a los habitantes de Castilla, Leôn y Aragôn, 
(hasta 1533 se reconocieron a Navarra los mismos derechos). El co 
mercio con las Indias también fue prohibido a los extranjeros me­
diante real cédula de 1538, bajo amenaza de confiscar la mercan - 
cia, destacando entre otras muchas cédulas sobre el mismo tema, - 
la de 1608 que déclara como extranjeros a los holandeses, celande 
ses, alemanes, ingleses, franceses, italianos y todos los demâs - 
pueblos del norte, y la de 1614 que reiteraba terminantemente la 
prohibiciôn, bajo pena de muerte.
Portugal por su parte, prohibiô a los bartos extranjeros el
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viajar a territories de Ultramar, a menos que obtuviesen una auto 
rizaciôn especial (ley 1591), anulando esta posibilidad por ley - 
de 1695 que no sôlo revocô las autorizaciones para viajar, sino - 
que prohibiô a los barcos extranjeros el comercio con Las Indias, 
Brasil, Guinea y el resto de la zona portuguesa del descubrimien- 
to, con excepciôn de las Islas Azores y la Isla de Madera. La san 
ciôn era la pêrdida del barco y la mercancîa y la pena de muerte 
para los extranjeros y sûbditos, que infringieran e-sta disposiciôn.
Todas estas pretensiones produjeron la oposiciôn expresa de 
los paises afectados, dando lugar a las primeras controversias im 
portantes en el derecho internacional del mar, ya que si bien — »- 
eran escasas las normas convencionales en esta materia, y pocas - 
también las normas consuetudinarias, distorsionadas por cierto al 
momento de justificar en ellas una soberanîa vâlida sobre ciertos 
espacios, los principios de un jus gentium maritimo ya empiezan a - 
librar su primera batalla, principalmente el de la libertad de —  
los mares, cuya exigencia mâs characteristics era la libertad de - 
navegaciôn, seguida por la libertad de pesca.
Curiosamente, las controversias que nos servirân de antece - 
dentes son de carâcter juridico, pero los argumentos empleados —  
fueron aprovechados alternativamente y sin ningûn recato por los 
contendientes, segûn conviniesen a sus pretensiones politicas.
1. LA CONTROVERSIA ANGLO-PORTUGUESA.
La polémica diplomâtica entre Portugal e Inglaterra en torno
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a la legalidad de los viajes de sûbditos ingleses a las costas a- 
fricanas, tuvo comienzo al subir al trono la reina Isabel de In -
glaterra, quien apoyô abiertamente estos viajes, asumiendo el ---
riesgo de pêrdida total de la nave, equipândola y entregando una 
décima parte del valor de las mercancîas en bienes de aprovisiona 
miento, mientras los salarios eran abonados por el naviero. Una - 
tercera parte del bénéficie liquide pasaba a la Corona(2).
No sôlo apoyô Isabel los proyectos mercantiles de sus sûbditos, 
sino también a la pirateria,pues fue durante su reinado cuando la 
fiebre de las aventuras navales llegô a su cénit, fomentada por du­
res hombres de mar como DRAKE, el Conde de Cumberland y muchos otros.
El punto de vista juridico de Inglaterra en esta primera eta- 
pa, se basaba en dos consideraciones: sostenla, por una parte, —  
que a cada Estado le correspondla segûn el derecho de gentes, la 
libertad de comercio y navegaciôn, y, por la otra, que un Estado - 
podla prohibir el comercio a sûbditos de otros soberanos en su —  
propio territorio, pero si bien ello era legal, no obstante era - 
injusto.
Este derecho sôlo podla referirse a tierras efectivamente po- 
seldas, lo que no ocurrla, segûn Inglaterra, en muchos territorios 
reclamados por Portugal. Pero suponiendo la posesiôn verdadera de 
de esta naciôn, la prohibiciôn portuguesa era contraria al princ£ 
pio de reciprocidad que debe régir entre pueblos cristianos y al - 
principio de tratamiento dquitativo de los sûbditos de Estados que 
mantienen relaciones paclficas, ya que a los portugueses les esta 
ba asegurada la libre prâctica del comercio en toda Inglaterra.
- 20 -
Portugal alegaba, per su parte, haber adquirido las tierras 
de Ultramar por tîtulos légales indiscutibles (el descubrimiento, 
la cristianizaciôn y las bulas papales), de modo que estos terri­
tories se habîan convertido en parte intégrante de Portugal, en - 
la que efectivamente era ejercido su senorîo. En consecuencia, —  
Portugal podîa dictar allî leyes sobre el comercio, lo cual no s6 
lo era legal, sino absolutamente justo, teniendo en cuenta los es 
fuerzos y gastos que pesaron sobre la naciôn, cuando la explora - 
ciôn y la conquista, ademâs de que la prohibiciôn contribuîa a la 
seguridad estatal -pues los indigenes podîan ser inducidos, por - 
sûbditos de otros paises, a iniciar una insurrecciôn contra la Co 
rona portuguesa- y, por otra parte, servie a la divulgaciôn del - 
cristianismo.
Cuando Portugal vio que sus esfuerzos para conseguir que la 
reine de Inglaterra dictera una prohibiciôn de comercio para sus 
sûbditos, habian fracasado, confiscô en 1569 todos los bienes in- 
gleses en Portugal y prohibiô el comercio con Inglaterra.
La controversia concluyô parcialmente con el Tratado de Rea­
ding de 1576, que reconocia a los sûbditos de ambas partes la li- 
bertad de comercio por un periodo de très ahos; a los ingleses en 
Portugal, Madera y Azores, a los portugueses en Inglaterra e Ir - 
lande. La cuestiôn de los viajes a la berberia quedô abierta.
2. LA CONTROVERSIA ANGLO-ESPAÜOLA.
Las protestas del Embajador Espahol Bernardin Mendoza contra
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la expedlciôn de Drake, empleando argumentes anâlogos a los portu 
gueses, fueron rechazados por la reina de Inglaterra, quien alegô 
que no vela la razôn de que les fueran prohibidos a sus sûbditos 
las expediciones a Las Indias (occidentales), ya que este derecho 
no podîa derivarse de la donaciôn papal, pues en este aspecto no 
poseîa el Papa prerrogativas, ademâs que no podîa alcanzar con su 
autoridad a quien no le debîa obediencia.
Siguiendo las conclusiones de un dictamen jurîdico en favor 
de Inglaterra, solicitado por la misma reina en 1578, a propôsito 
de la exclusiôn de sûbditos ingleses con fundamento en las bulas 
papales, se dijo que el Papa no poseîa atribuciones de soberanîa 
secular sobre los paganos, por lo que no podîa disponer "sin causa" 
de las tierras de êstos a favor de Espana (y Portugal). Las bulas 
tenîan en realidad, segûn el dictamen, la misma significaciôn ju- 
rîdica y el mismo alcance que el poder papal; constituîan un me - 
dio para la divulgaciôn del cristianismo y no una concesiôn para 
conquistar e imponer un poder absolute a los indîgenas. Espana ha
bîa hecho uso ilegal de esta autorizaciôn, consecuencia de lo ---
cual era la nulidad de la adjudicaciôn papal del pretendido mono­
polio hispano de la navegaciôn. Por otra parte, concluîa el dicta 
men, todos los soberanos hân tenido y tienen segûn el jus gentium, 
un derecho al trâfico.
La reina de Inglaterra alegô ademâs, refiriêndose probable - 
mente a los franceses que habîan conseguido establecer una colo -
nia en Haitî, que otros sûbditos pricticaban el comercio y se ---
asentaban en lugares donde los espaholes no tenîan posesiones, pe
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ro dentro del ârea aparentemente adjudicada, y que ello se lleva- 
ba a cabo sin violar el derecho de las naciones, pues una usuca - 
pi6n presuponla la posesiôn efectiva.
Por lo tanto, "si Espana no puede prohibit a otros el oomeroio en Ul­
tramar^ menos aun puede prohibir-decla. concluyendo Isabel de Inglate ­
rra- la naoegaaiSn por el inmenso oaêano, pues *el mar y el aire estân a dis- 
posioion de todos para uso oormm’, Ni un pueblo ni una persona privada pueden 
adquirir un dereoho sobre el ooêano^ pues ni la naturaleza ni el uso piXblioo - 
permiten dioha posesiôn",
Los tratados de Londres de 1604 y de Madrid de 1630 no reso_l 
vieron el conflicto, pues Espana se negô a hacer una renuncia for 
mal al monopolio comercial que pretendîa sobre sus dominios de u^ 
tramar. Los convenios concedian libertad de comercio a los sûbdi­
tos de ambas partes contratantes, en los territories y en la med^ 
da en que habîa sido habituai "antes de la guerra entre Felipe II e Isa­
bel" con lo que se evitô incluir a Las Indias en el ârea autoriza- 
da, restringiendo geogrâficamente el efecto legal de los tratados 
al ârea europea. (3).
3. LA CONTROVERSIA DE HOLANDA CONTRA ESPAfJA, PORTUGAL E INGLATERRA.
La oposiciôn de los dos grandes paîses ibéricos a la polîti- 
ca mercantilista de las provincias unidas -Espana condicionaba el 
tratado de paz con Holanda, llamado "tregua de los dooe anos", firmado 
en Amberes el 9 de abril de 1609, a que esta naciôn se abstuviera
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del comercio con América (Indias Occidentales), y Portugal le ce- 
rraba el paso que conducîa a las verdaderas Indias- y la adopciôn, 
por la Gran Bretana, de una polltica restrictiva de la libertad - 
de la pesca que los holandeses venîan ejercitando en los mares —  
prôximos a las Islas, determinaron la ediciôn, en 1609, de la co- 
nocida obra de HUGO DE GROOT; "Mare Liberum  ^sive de iure quod Betavis - 
aompetit ad indiaana oommeroia^ dissertatio", en la que resumiô, con s61^ 
das razones, las bases de la libertad de los mares.
"El Mare Libenm fue esorito -decîa GARCIA ARIAS al prologar en - 
1955 la primera ediciôn de esta obra en lengua espanola- contra Por 
tugalj publicado contra Espana y utilizado por los holandeses contra la Gran - 
Bretana, Fue redactado para defender la libertad de los mares para la navega - 
ciôn y el comercio por todos los ocêanos, e impreso para tratar de obtener la 
libertad de la pesca en los mares prôximos". Se iniciô con esta magna o- 
bra, una batalla libresca seguida por la lucha a canonazos entre 
los buques holandeses e ingleses en très guerras consecutivas, —  
hasta que las provincias unidas, viendo arruinado su poderîo marî 
timo y comercial, tuvieron que doblar sus cabezas para examinar - 
los libros de finanzas e incrementar sus actividades bancarias, - 
como un medio para conservar su antiguo prestigio y su opulencia.
Al iniciarse el siglo XVII, han quedado atrâs los conflictos 
con la Iglesia, los problemas de sucesiôn de los grandes reinos y 
la filosofia liberal que Inglaterra habîa sostenido cuando sus in 
tereses se vieron restringidos. Las naciones buscan ahora apode - 
rarse del ocêano, "la controversia no es de un golfo o de un brazo de mar^ 
o de todo lo que puede verse desde el litoral, Los portugueses reclaman para -
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siy todo lo que existe entre dos mundos, separados por tan gran espaaio que en 
muchos siglos no han podido dejar fama de si, Y si atendemos a la parte de los 
espaholes, los cuales se enauentran en la misma causa, casi todo el ocêano es­
ta repartido entre estos dos pueblos y quedan todos los demâs reducidos a las 
estrecheces de la zona ârtica, Asi queda muy defraudada la Naturaleza que, al 
rodear todos los pueblos con las aguas, creyô que el agua séria para todos. En 
el inmenso espacio del mar, si alguien exceptuase en su provecho el imperium - 
de lo que es de uso comûn, séria considerado como detentador de un donrinio in- 
moderado; si'alguno prohibiese a otros la pesca, no se libraria de la mancha - 
de una loca ambiciân, Y ique diremos del que ademâs impida la navegaciân en la 
cual nada perece sino para uno mismo?",
"El Rey del Universo -sentenciaba GROCIO- que se réserva el ultimo - 
castigo, tardio, oculto e inevitable, delega sin embargo su justicia en dos jue_ 
ces que estân siempre présentes en todo actuar humano, y a los cuales no esca- 
pan ni los pecadores de mas suerte: la conciencia de cada uno y la fama o esti^  
maciôn piXblica, Estos tribunales estân abiertos a los que no tienen otros; a - 
êstos recurren los débiles; en estos son vencidos los que vencen por la fuerzq 
los que no ponen medida al desenfreno, los que tienen en poco lo que se compra 
con sangre humana, los que defienden las injurias, aquêllos cuyos manifiestos 
delitos es necesario condenar con el juicio aquiesciente de los buenos, sin —  
que sean absueltos por el parecer de ellos mismos,"
"A ambos fueros, nosotros présentâmes esta causa nueva," (4).
Ahos después, Inglaterra replicaba a los argumentos holande­
ses con la magna obra de ^OHN SELDEN publicada en 1635, aunque ya 
habîa sido presentada al rey Jacobo I en 1618 bajo el tîtulo De do_
minio maris regio, y que hoy conocemos como Mare clausum seu de Donrinio -
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Maris Libri Duo, Precedida, sin embargo, por una obra extensa y vi- 
gorosa publicada en 1625 por el mercedario lusitano Fray SERAFIN 
DE FREITAS, profesor de la Universidad de Valladolid, con el tîtu 
lo De iusto Imperio Lusitanorum asiatico, en la que recogiô la trad^ —  
ciôn portuguesa del monopolio marîtimo.
Ambas obras se complementan, pues DE FREITAS viene a defen - 
der el monopolio de la navegaciôn oceânica y SELDEN los derechos 
monopolizadores sobre el mar prôximo, atacando asî, entre los dos, 
las tesis recogidas eh Mare Liberum, desde los ângulos jurîdico e - 
histôrico respectivamente y con similar intenciôn polîtica, aun - 
que la obra del juriste inglês tuvo mayor repercusiôn.
A principios del siglo XVIII, sin embargo, y no obstante que 
la flota inglesa habîa vencido consecutivamente a Holanda, impo - 
niendo durante casi un siglo a todas las naciones su Mare Clausum,,, 
not so much by discourses, as by the louder lenguage of a pajerful navy" (5), 
la Gran Bretana habîa perdido ya su tesis doctrinal; el principle 
de la libertad de los mares se impone nuevamente, limitado sôlo - 
por la nueva nociôn del mar territorial que consagra el dominio - 
soberano del Estado ribereho, aunque el predominio naval de Ingla 
terra, como situaciôn polîtica de hecho, se prolongarâ todavîa —  
por muchos ahos. (6).
4. LA CONTROVERSIA HISPANO-VENETA.
No tanto por su importancia histôrica, sino anecdôtica, la - 
controversia entre Espaha y Venecia es digna de ocupar un lugar -
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crîtico en la veleidosa polîtica marîtima de estos siglos.
En el punto mâs âlgido de la rivalidad Hispano-Britânica, o- 
riginada por la prohibiciôn espanola de viajar y comerciar con —  
sus colonias a todas las demâs naciones, se escuchô la voz airada 
de Francisco de Vera, embajador de Felipe II en Venecia, quien re 
sumiendo las tesis libérales de los mâs ilustres juristes espaho­
les, se lamentaba a su soberano por carta del 7 de octubre de ---
1589, de las "injustas” pretensiones vénetas sobre el Adriâtico.
"Ya desde haoe muchos ahos -decîa- esta sehoria pretende sin fimdamento algu­
no, que el golfo es suyo, oomo si Dios no hubiese areado esta parte del mar, - 
oomo el res to, para el servioio de todos".
Por eso los ingleses, concluîan sus argumentos en favor de - 
la libertad de los mares, agregando, no sin cierta ironîa, que el 
soberano de Espaha no podîa impedir al resto de los Estados el —  
trâfico regular y legîtimo hacia sus posesiones de Las Indias, —  
precisamente por las mismas razones que habîan servido a los ju - 
ristas espaholes, para llegar a la conclusion que los venecianos 
no podîan impedir legîtimamente a los extranjeros comerciar en el 
Adriâtico. (7).
La controversia Hispano-Véneta sobre la libertad o el domi - 
nio marîtimo, surgiô poco después de la polémica Anglo-Holandesa 
suscitada por GROCIO, pero, al contrario de ésta, en aquélla los 
cahonazos precedieron a los libros. La polémica no fue exclusiva- 
mente marîtima. En realidad, los venecianos no defendîan "suo golfo" 
de la enérgica polîtica comercial desarrollada por Espaha en el - 
mar Adriâtico, ni las perturbadoras escuadras del Duque de Osuna,
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Virrey de Nâpoles, intentaban oponerse sôlo a las pretensiones vé 
netas de dominio exclusivo. En el fondo de esta historia serpen - 
teaban los intereses del mismo Duque, apoyado ante la Corte espa- 
hola por el poeta y politico Francisco de Quevedo, por apoderarse 
de aquella histôrica ciudad para engrosar sus dominios y los de - 
Espaha. Y bien puede decirse que el proyecto de su protector estu 
vo a un "tris" de realizarse, pero que desgraciadamente dio al "tvaé'
El fr.acaso de esta conspiraciôn con la derrota del Duque de 
Osuna, acallô las reclamaciones espaholas, pero no las exigencias 
de la razôn, la que obtuvo en el seno del derecho de las naciones 
su mâs sonado triunfo; el de la libertad de los mares, contrarian 
do las pretensiones de los orgullosos venecianos.
I I . LOS SIGLOS X V I I I  Y X I X .
Estos siglos fueron el escenario de los grandes movimientos 
colonizadores de Africa y Asia, contrapartida histôrica de las —  
triunfantes guerras de Independencia de América, y cuna de las — - 
profundas revoluciones ideolôgicas e industriales que después di- 
vidirian al mundo en dos grandes zonas de influencia, pero el mar 
no fue gravemente lesionado.
El concepto de alta mar concentraba en esta época, todas las 
libertades conocidas en materia de uso y explotaciôn de los recur 
SOS maritimos. Quedaba ademâs abstraido de la jurisdicciôn de los 
Estados, a no ser por especificas y justificadas aplicaciones del 
principle de competencia universal, en la represiôn de delitos eu
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ya internacionalidad empezô a ser reconocida al afectar intereses 
comunes de la humanidad, como es el comercio de esclavos, la tra- 
ta de blancas, la pirateria y la destruccidn de cables submarines, 
entre otros.
Los adelantos cientificos en materia de navegaciôn, pesca y 
caza maritimas, no hacian prévisible una explotaciôn espectacular 
en estas âreas, si bien la teorîa maltusiana del hambre progresi- 
va, despertô la conciencia de los pueblos sobre la importancia —  
del mar como fuente de aprovisionamiento, y la necesidad de explo 
tar racionalmente sus recursos vivos.
El mar territorial y los derechos exclusives de pesca en zo­
nas prôximas a los Estados, fueron temas que acapararon la aten - 
ciôn en estos siglos y dieron lugar a mâs de una controversia in- 
ternacional. La régla de las très millas marinas, anchura indica- 
tiva de la soberania estatal sobre las aguas adyacentes a sus co£ 
tas, adquiere carta de naturaleza, primero doctrinal y después —  
consuetudinaria, y représenta una de las mâs évidentes manifesta- 
ciones del Estado moderno.
Ya desde mediados del siglo XIV, uno de los mâs grandes ju - 
ristas de la Edad Media, el principal représentante de la escuela 
de los postglosadores, BARTOLO SEVERI DE SASSOFERRATO, sentô las 
bases de la soberanîa absoluta de las aguas territoriales, acla - 
rando su naturaleza jurîdica por primera vez en la doctrina.
En realidad, la nociôn de mar territorial como espacio acuâ- 
tico adyacente al territorio de un Estado, es muy antigua, pero -
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no es sino hasta la Edad Media en que empieza a ocupar un rango - 
entre las instituciones juridicas.
Las incursiones de los piratas berberiscos en el Mediterrâ - 
neo y el temor a las flotas de paises hostiles, hicieron sentir a 
los Estados, la necesidad politico-defensiva de imponer su juris­
dicciôn a una zona marîtima marginal a sus costas. Cuestiones de 
orden sanitario reforzaron el concepto, permitiendo fijar determ^ 
nadas cuarentenas a fin de evitar la extensiôn de enfermedades —  
contagiosas procédantes del oriente. Y, en fin, razones de prote£ 
ciôn econômica hicieron que los Estados reservaran a sus sûbditos 
el derecho excusivo de pesca a lo largo del litoral y, a veces, - 
en âreas realmente desconectadas del territorio, justificando es­
ta ûltima pretensiôn, no ya en un principiode adyacencia, sino en 
derechos adquiridos por explotaciôn inmemorial.
La obra principal de BARTOLO DE SASSOFERRATO, De Insula, es en 
cierta medida revolucionaria, porque quiebra la concepciôn roma - 
nîstica del "dorrrCnium maris” y restringe la soberanîa absoluta del - 
monarca al sôlo mar territorial, permitiendo, contrario sensu, que - 
el mar se considéré a partir de esta franja, como res comunis,es de 
cir, de todos y de nadie.
Fue BARTOLO quien iniciô la disputa sobre los criterios de - 
mediciôn de las aguas territoriales, la que se extendiô hasta los 
siglos que nos ocupan, proponiendo un criterio cuantitativo. "La -
jurisdicciôn sobre el mar territorial debe extenderse sobre las 100 millas ad­
yacentes, medida équivalente a una distancia no superior a *dos jomadas ' y que 
puede, por lo tanto, considerarse como lugar vecino". Método éste anterior
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al del puro alcance del horizonte visual y mucho mâs amplie que - 
el criterio de la efectividad sustentado por el holandés CORNELIO 
VAN BYNKERSHOECK, présidente del TribXinal Supremo de La Haya, en 
su obra Dissertatio de dominio nuris de 1703, en la que afirma que "el 
imperio del Estado termina alli donde termina el poder de sus armas", poder - 
que en su época quedô ilustrado por el alcance de un tiro de ca - 
hôn, (très millas aproximadamente, una légua marina). Durante los 
siglos XVIII y XIX, esta medida, universalmente admitida, pasô a 
convertirse en una norma de derecho internacional. (8).
Otros temas empezaron a preocupar a los Estados y a incidir 
en el derecho convencional de las naciones; el paso inocente de - 
naves extranjeras por el mar territorial y los estrechos interna- 
cionales como los de Gibraltar, Calais, Moluca y 3ab-el mandeb, - 
para citar los mâs importantes; la protecciôn de los recursos ma- 
rinos de alta mar, pero identificados de alguna manera con la eco 
nomia de ciertos paises; los cables submarines y los canales art_i 
ficiales, cuyos ejemplos mâs importantes se originaron en proyec- 
tos e iniciativas de finales del siglo XIX, como el Canal de Suez 
y el de Panamâ; ciertas reivindicaciones sobre una no bien defin_i 
da plataforma continental, amén de algunos proyectos populares y 
polémicos, pero no realizados hasta la fecha, a pesar de su anti- 
güedad y de su indiscutible viabilidad, como el tunel bajo el Ca­
nal de la Mancha y el paso submarine del Estrecho de Gibraltar.
I I I .  LA REVOLUCIÔN MARfï IMA DEL SIGLO XX.
Todas las instituciones juridicas gestadas en los océanos —
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durante los milenios transcurridos desde que el hombre tomô contac 
to con el mar, no pueden compararse en importancia con los frutos 
maritimes de este siglo.
Dos revoluciones faltan por hacer, la de los grandes espacios; 
el aêreo y el maritime. Ambas han comenzado la batalla en la ûlti­
ma mitad de la centuria. La primera con la pretensiôn de abrir nue 
vas fronteras al hombre con el auxilio de la ciencia, la segunda - 
con el manifiesto deseo de romper un orden injuste, cerrando las - 
puertas a una clara tendencia de colonizaciôn maritime en favor de 
unas cuantas potencies privilegiadas.
Los sorprendentes avances en la ciencia y la-tecnologia; el 
despertar de nuevos Estados a la vida internacional; el peligro - 
constante de una guerra nuclear basado en la inestabilidad de las 
relaciones politicas; las angustiosas necesidades de una pobla —  
ciôn multiplicada y la bûsqueda incesante de espacios y de mate - 
ries primas como factor de hegemonia, son algunas de las tristes 
caracteristicas de nuestra época.
"En los siglos pasados", decia el peruano ARAMBURU MENCHACA, en 
una conferencia pronunciada en la Sociedad de Estudios Internacio 
nales, "el mar interesô a los hombres por dos razones: su aprovechamiento e- 
aonômico y su valor estratêgioo, Ambos intereses siguen predominando ahora,. —  
aoreaentados por lo que el mar, gracias a la modema tecnologia, ofrece en am­
bas direcciones, "
"Pero hay mâs. No solamente augura nuevas posibilidcd.es para mejorar eco_ 
nônrùcamente nuestras condiciones de vida, sino que se ha revelado como elemen-
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to indispensable para la vida misma, Antaho, las actividades econâmicas estu - 
vieron limitadas a la pesca y la navegaciôn, Hoy, el mar ofrece mâs, mucho mâs, 
Ofrece nuevas posihilidades y nuevas esperanzas, aunque tamhiên amenaza con —  
nuevos peligros,"
"La mineria maritima ha alcanzado realizaciones sorprendentes, sobre t£- 
do, en cuanto a extracciôn de petrôleo, Ld agricultura maritima es una de las 
réservas con que cuenta una humanidad en alarmante crecirrriento. La pesca indu^ 
trializada ha alcanzado, por un lado, extraordinarias cifras y, por otro, ha - 
revelado las imprudencias de la explotaciôn masiva, como ocurre con la caza de 
ballenas, sobre cuya extinciôn ya llamaba la atenciôn, desde 1830, JOSE MARIA 
PANDO, concilier en el Perû'y en Espaha,' Y la navegaciôn ofrece tambiên este 
doble aspecto, con el progreso y los peligros que acusan los supertanques p£ - 
troleros y los buques nucleares o que transportan sustancias nucleares, al con 
taminar peligrosamente el medio marino" (9) .
El mar esté pereciendo a consecuencia de la contaminaciôn, - 
pero tan alarmante como la extinciôn de las especies, es que 11e- 
guen a utilizarse sus fondes para fines bélicos, en una contienda 
universal que reclamarîa, como paradoja del destine, la vida de - 
todos los que alguna vez surgimos precisamente de su seno.
Toda esta problemâtica ha influîdo en la estructura y conte- 
nido del derecho internacional. Las vîas legislativas tradiciona- 
les han sido subvertidas, las declaraciones de organismes con vo- 
caciôn universal como las Naciones Unidas, carentes de obligato - 
riedad institucional, adquieren en ocasiones un valor superior al 
de los acuerdos interestatales, al ser incorporadas a los princi­
pios reconocidos por las naciones civilizadas, argumentando que -
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fueron los mismos Estados los que les asignaron tal carâcter.
"La desovientaoiôn résultante se manifiesta en la doctrina del Hus gentium' 
a travês de expresiones tan inusitadas como aquellas de 'Soft Law', 'Soft Lia­
bility' y 'consenso'. Este lenguaje revela el proceso de erosiôn que estânrsu- 
friendo las fuentes tradicionales; el tratado va perdiendo sus caracteristicas 
clàsicas de un acuerdo; la costumbre se va adquiriendo a travês'del 'consenso'; 
la nociôn de principios se va ensanchando, por no decir diluyendo, en una ampli_ 
sima categoria de 'derecho espontâneo ',,, Todo êsto puede ser interpretado como 
un signo de crisis de derecho internacional y de sus instituciones, pero tam —  
biên como indicaciôn de una fase de renovaciôn social, en que la exigencia de - 
revalorar los contenidos juridicos parece preminente respecto a la estdbilidad 
de las relaciones intemacionales" (10) .
La forma jurîdica pues, asî como los procedimientos de forma- 
ciôn, confirmaciôn y aplicaciôn del derecho internacional del mar, 
han originado mâs de una controversia. El conocimiento de los con­
flictos de naturaleza sustantiva nos obliga, por otra parte, a re- 
currir a las principales fuentes del derecho marîtimo, sobre todo 
si queremos distinguir el tipo de soluciôn que podrîa adoptarse.
No hemos de ocuparnos en forma especîfica de todos los aspec 
tos del derecho consuetudinario, ni de los convenios bilatérales, 
ni de las conclusiones, ciertamente importantes, de las muchas con 
ferencias régionales sobre el derecho del mar, aunque haremos las 
referencias necesarias a medida que désarroilemos esta investiga - 
ciôn, pero sî expondremos sumariamente la situaciôn y los antece - 
dentes del derecho multinacional de los tratados, el ya estableci- 
do y el que estâ ahora en formaciôn, por ser un ângulo importante
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en la panorâmica que pretendemos ofrecer, y por constituer, en 
tima instancia, el principal depositario de normas aplicables a - 
la soluciôn de los conflictos marinos.
LOS CONVENIOS INTERNACIONALES.
"El fenômeno de la aodïfiaaoiân -dice CESAR SEPULVEDA- oonstïtuye un 
indice en el progreso del derecho internacional de nuestro tiempo,,, El trabajo 
que en este sentido emprendiô la sociedad de Naciones fracasô, tal vez por pre- 
maturOj por deficiencias de la têcnica empleada, o porque los tôpicos escogidos 
estàban permeados de conflictos?,
"Bay ahora, sin embargo, me j ores oportunidades para ir codificando las re_ 
glas del derecho de gentes -dice el escritor mexicano- pues ya estâ mâs 
tendida en la comunidad internacional la nociôn de que es esta una tarea que no 
puede posponerse por mâs tiempo, no sôlo para acàbar con las oscuridades, ince^ 
tidumbres y lagunas de este orden juridico, que pueden perpetuarse si no se ha- 
ce un esfuerzo para reducir el caos creciente, sino tambiên para organizar y —  
sistematizar el cuerpo amorfo y no muy coherente de las reglas que forman este 
sistema juridico" (11) .
I V ,  LA CONFERENCIA DE LA HAYA DE 1930 SOBRE EL DERECHO DEL MAR.
La necesidad de codificar el derecho internacional del mar, 
fue una exigencia que se impueieron las naciones en este siglo. - 
Precisamente bajo los auspicios de la Sociedad de Naciones, se —  
convocô en 1930 a una conferencia que deberîa ocuparse de la ex - 
tensiôn de las aguas territoriales, de la navegaciôn, de la zona
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contigua y de otros temas dignos de codificaciôn. La reuniôn mul­
tinacional no condujo a un preciso proyecto de convenio, pero sir 
viô para hacer patente la amplia problemâtica de los temas m a r i ­
nes , y la inseguridad jurîdica que se desprende de un derecho em_i 
nentemente consuetudinario, como lo fue nuestra disciplina hasta 
mediados del siglo, lo que facilitaba las pretensiones de las gran 
des potencies, casualmente creadoras de sus normes.
Cuarenta y siete Estados estuvieron representados en la con­
ferencia. Ellos habîan alcanzado ya un acuerdo de principio sobre 
libertad de navegaciôn, la naturaleza jurîdica del mar territorial, 
las lîneas de base y la reglamentaciôn del peso inocente, y sin - 
embargo, las graves diferencias a propôsito del mar territorial y 
su extensiôn repercutieron sobre los otros temas, hasta cierto —  
punto secundarios, e hicieron imposible la conclusiôn de esa pri­
mera Convenciôn Internacional sobre el derecho del mar.
Las divididas posiciones a propôsito de la anchura del mar te 
rritorial y de la admisibilidad y naturaleza de la zona contigua, 
sôlo sirvieron para demostrar el debilitamiento de una norma inter 
nacional, reconocida todavîa a finales del siglo pasado, que fija- 
ba como extensiôn de la soberanîa estatal sobre el mar, la distan­
cia de très millas. Esta fue "La gran venaida", "el primer îdolo marino - 
destruido" (12) .
— 36“
V.  I CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL MAR,
Uno de los grandes aciertos de la comisiôn de derecho inter­
nacional de las Naciones Unidas, fue la elaboraciôn de los proyec 
tos que sirvieron de materia a la conferencia celebrada en Gine - 
bra, del 24 de febrero al 29 de abril de 1958, bajo los auspicios 
de esta organizaciôn internacional.
El resultado de esta conferencia debe ser valorado desde una 
correcta perspectiva histôrica. Pocos eran entonces los Estados - 
que constituîan la Comunidad Internacional y reducidos los temas 
principales que obtuvieron la atenciôn inmediata de los partie^ - 
pantes, pero la importancia de esta primera codificaciôn del dere 
cho del mar fue enorme, pues sus disposiciones pretendîan una obl£ 
gatoriedad "erga omenes" y no sôlo entre los Estados firmantes, ade 
mâs que no contemplaba ninguna clâusula de renuncia, sino apenas 
la posibilidad de revisiôn una vez transcurridos cinco anos de su 
entrada en vigor.,
Cuatro fueron los convenios aprobados en Ginebra;
a) La convenciôn sobre la alta mar, en vigor desde el 20 de 
septiembre de 1962 y que el 1° de marzo de 1975 contaba ya con —  
cincuenta y cinco adhesiones.
b) La convenciôn sobre el mar territorial y la zona contigua, 
obligatoria desde el 10 de septiembre de 1964, con cuarenta y cin­
co Estados sometidos a sus normas al aho de 1975.
c) La convenciôn sobre la plataforma continental, vigente de£
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de el 1° de junio de 1964 y que habîa recibido hasta 1975 •, las
ratificaciones o adhesiones de cincuenta y cinco Estados, y
d) La convenciôn sobre pesca y conservaciôn de los recursos 
vivos de alta mar, aplicable desde marzo de 1966 y que hasta 1975 
contaba con la obediencia de treinta y cinco paîses.
Tambiên se formulô en esta conferencia, un protocole adicio- 
nal de f irma facultativa, referido a la soluciôn de controver­
sies .
No obstante la rapidez con que los convenios entraron en vi­
gor y el respetable nûmero de paîses sometidos a ellos, si se tie 
ne en cuenta que fueron 86 los participantes, una de las primeras 
crîticas dirigidas contra estos instrumentes, es su escasa repre- 
sentatividad en el mundo actual, formado por casi 160 naciones; - 
otra ataca su limitado contenido y los criterio conservadores que 
se emplearon en su elaboraciôn pues ni siquiera se fijô una anchu 
ra definitiva al mar territorial, y, por ûltimo, la que mâs nos - 
interesa, déplora la voluntariedad que se asignô al tema de solu­
ciôn de controversies, ya que sôlo fue materia de un protocole fa 
cultativo agregado a los cuatro convenios sobre materias substan­
tives .
Desde la conferencia de mérite hasta la fecha, casi se ha du 
plicado el nûmero de Estados que forman la Comunidad Internacio - 
nal. Estas nuevas estructuras no han querido someterse, y con ra­
zôn, a un derecho creado antes de su nacimiento, que refieje ade­
mâs los criterios interesados de las grandes potencies y las dis­
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tintas, o por lo menos atenuadas, necesidades de ese tiempo. Si se 
piensa, por lo tanto, que sôlo una tercera parte de la comunidad - 
de naciones estâ regida por esta codificaciôn, no serâ difîcil ima 
ginar la multitud de controversies que derivan de la diferente po- 
siciôn de los Estados frente al derecho del mar convencional. Ni - 
siquiera tenemos el consuelo de que sus normes hayan sido incorpo 
rades a la prâctica de las naciones no firmantes, para considerar- 
las parte del derecho internacional general por via consuetudina - 
ria, pues ha ocurrido lo contrario en muchos de sus temas, contri- 
buyendo a su debilitamiento, los mismos paises que un dia se corn - 
prometieron a obedecer sus normes.
Es verdad que esta codificaciôn es el reflejo de un sistema 
jurîdicamente liberal, en cuanto que reconoce la igualdad de los - 
Estados para gozar de las libertades de alta mar, pero materialmen 
te monopolîstico, porque la capacidad de las naciones para ejerci- 
tar esas prerrogativas.no es realmente paritaria. Pero no harîamos 
justicia si desconociêramos los efectos clarificadores que estos - 
convenios han reportado al derecho del mar, y la presencia en e -- 
llos de tendencies socializantes y reformadoras, pues junto a las 
figuras tradicionales del mar territorial y de la alta mar, apare- 
cen nuevos regimenes como la plataforma continental, la pesca y la 
conservaciôn de los recursos vivos de esa parte del mar ajena a —  
las soberanîas estatales, asî como normes en favor de los Estados 
sin litoral, y otras que procuran prévenir y castigar el comercio 
de esclavos y la piraterie en alta mar.
Estas convenciones han servido para diferenciar claramente, -
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al menos cuatro zonas sobre las que el Estado costero ejercita, - 
en diferente medida, sus poderes soberanos; aguas interiores, mar 
territorial, zona contigua y plataforma continental, cuyas caracte 
risticas y conflictos veremos en su opôrtunidad.
La conferencia de Ginebra tuvo el mêrito ademâs, de indicar 
claramente la necesidad de tutelar la seguridad de la navegaciôn y 
la preservaciôn del medio marino, como intereses compartidos por - 
la comunidad internacional; de proponer un contenido definitivo a 
los controvertidos derechos de "paso inofensivo" y de "perseauoiân", ade 
mâs de determiner el verdadero "status" jurîdico de la alta mar, co 
mo un espacio sometido a la exclusive aplicaciôn del derecho inter 
nacional.
MARIO SCERNI, después de reconocer el impulso que esta conven 
ciôn ha significado para el derecho del mar, sehala entre los pro­
blemas mâs importantes que no fueron tratados en forma satisfacto- 
ria y que esperan todavîa una respuesta de la actividad normative 
de las Naciones Unidas.
Primero.- El individualizar una nociôn de "linea de hase" mâs précisa 
que la prevista en el convenio sobre el mar territorial^ 
en el que no se tuvo en cuenta algunas situaciones part£ 
culares como, por ejemplo, la relative a las aguas terr£ 
toriales de los Estados formados por un archipiélago y - 
que han provocado notables inconvenientes en la prâctica 
internacional.
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Segundo.- El fijar un limite mâximo a la extensiôn del mar terri­
torial, pues ni esta conferencia, ni la convocada en —  
1960, lograron determiner su anchura, complicando toda­
vîa mâs la situaciôn existante en esta materia, ya que 
permitiô la idea interesada de los Estados, de que esta 
delimitaciôn era una cuestiôn de derecho interno, la —  
que no sôlo resultô peligrosa, sino aitamente lesiva de 
los intereses de la comunidad internacional.
Tercero.- El establecer un rêgimen que se ocupe del suelo y sub - 
suelo marino, fijando un limite mâximo a la extensiôn - 
de la plataforma continental, para evitar que los Esta­
dos costeros extiendan abusivamente el ejercicio de su 
soberanîa mâs allâ de cualquier previsiôn, pues el cri­
terio de la explotabilidad de la plataforma es extrema- 
damente mutable e impide una reglamentaciôn séria del - 
llamado "deep-sea-mining", es decir, de la explotaciôn de 
los recursos minérales que se encuentran en los fondos 
oceânicos, en bénéficié de toda la humanidad (13).
Por ûltimo, la crîtica referida a la voluntariedad del proto 
colo sobre soluciôn de controversies es ;parcialmente merecida.
Entendemos la profunda complejidad de los temas del mar, la 
politizaciôn progresiva de las controversies intemacionales, y - 
los inconvenientes de una jurisdicciôn obligatoria aceptada por - 
clâusula compromisoria, pero tambiên que una sana voluntad de en- 
tendimiento y una sincere vocaciôn pacifiste, no hubieran tenido 
inconvenientes en aceptar, como parte intégrante de los tratados.
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las normes referentes a la soluciôn de controversies, menos aûn - 
cuando las disposiciones de este protocole permitîan recurrir a - 
un tribunal de arbitraje en vez de llevar el litigio a la Corte - 
Internacional de Justicia, o incluse someter previamente el con - 
flicto al mêtodo de la conciliaciôn.
Esta deficiencia no debe repetirse en la codificaciôn que so 
bre el derecho del mar prépara, desde hace mâs de diez ahos, la - 
comunidad internacional.
V I ,  I I  CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL 
MAR,
Poco habrîa que decir de esta reuniôn, celebrada tambiên en 
Ginebra en el aho de 1960, con la participaciôn de 88 estados.
La conferencia tuvo como mira principal el fijar un limite - 
mâximo al mar territorial, en un esfuerzo por compléter la prime­
ra conferencia que no habîa logrado establecer una régla définit^ 
va en este tema.
Hasta finales del siglo XIX, la distancia de très millas ha­
bîa sido reconocida por la mayorîa de los Estados. Las nuevas ne­
cesidades y los grandes descubrimientos cientîficos de nuestro si 
glo, hicieron estrecha esta franja, pues el alcance de las armas 
se habîa multiplicado, disminuyendo por lo tanto la seguridad de 
las costas bordeadas por tan angosto margen; la pesca y la extrac 
ciôn de hidrocarburos maritimes necesitaban de mayor espacio, co­
mo tambiên el ejercicio de las medidas migratorias, aduanales y -
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sanitarias de los paises costeros, por lo que las pretensiones no 
se conformaban con la extensiôn reconocida por la antigua norma - 
consuetudinaria.
Los Estados Unidos y Canadâ propusieron el limite de las 6 - 
millas marinas, mâs otras tantas de zona adyacente, suponiendo —  
que el predominio existente en ese tiempo de los Estados occiden­
tales o pro-occidentales, serla decisive para la adopciôn de esta 
regia, y que el mar territorial quedarîa por fin delimitado. La - 
votaciôn fue dramâtica. No se obtuvo la mayorla requerida por la 
falta de un voto, fracasando as! la conferencia, "aunque no es segu- 
ro que ello haya signifioado neoesariamente un mal", dice JORGE CASTANEDA. 
Las opiniones de los Estados estaban entonces sumamente divididas y cualquier 
régla que se hubiese podido adoptar, ya fuera estableciendo una anchura de seis 
rrrillas de mar territorial mas otras seis de zona exclusiva de pesca, o bien, 
un mar territorial de doce millas, hubiera sido el resultado de mayorias suma­
mente pequehas. Durante los ahos transcurridos desde entonces, la régla de las 
doce millas ha ganado un numéro considerable de adeptos y se ha consolidado ha^ 
ta el grado de que se le suele considerar como la régla vigente en la actuali- 
dad," (14).
No se créa, sin embargo, que a falta de limite concrete el - 
mar territorial podla extenderse arbitrariamente, a placer de los 
Estados. En el convenio respective de la primera conferencia, si 
bien no se estableciô una anchura précisa a este espacio, si se - 
hizo por lo que respecta a la zona contigua, entendida como la —  
franja marîtima adyacente al mar territorial, en la que el Estado 
puede ejercitar algunos poderes de policîa y de conservaciôn de -
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los recursos marinos. Se estableciô que esta zona se extenderîa - 
mâs allâ del mar territorial, pero no mâs lejos de doce millas —  
contadas a partir de la lînea de base de donde éste se mide.
La anchura del mar territorial podîa ser fijada unilateral^ - 
mente por los Estados, siempre que fuese inferior a las doce m£ - 
lias, ya que este limite correspondîa a una zona contigua cuya ab 
sorciôn no estaba autorizada. De esto podemos concluir, que aque- 
llos gobiernos que habîan suscrito el convenio de Ginebra sobre - 
el mar territorial, y no obstante extendieron su soberanîa sobre 
este espacio hasta las mismas doce millas o inclusive a mayor —  
distancia, cometieron en su tiempo un ilîcito internacional, aun­
que después la costumbre hubiera convalidado cualquier otro crite 
rio cuantitativo, como de hecho ha sucedido.
V I I .  LA TERCERA CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERE­
CHO DEL MAR,
El fracaso de la conferencia de 1960 y la desconfianza a los 
convenios de 1958, mostrada principalmente por los paises reciên 
nacidos a la vida internacional, hizo que el tema permaneciera —  
dormido por algunos ahos, y no habîa de despertar, dice ALBERTO - 
SZEKELY, hasta que una importante cuestiôn, nueva para el derecho 
del mar, llegô a la atenciôn de la comunidad internacional gra —  
cias a los adelantos tecnolôgicos. Se trataba de los recursos de 
los fondos marinos fuera de la jurisdicciôn nacional, de los que 
poco se sabîa, debido principalmente a la escasez de investigacio 
nés cientîficas y tecnologîa adecuada para su explotaciôn. El em-
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bajador de Malta ante las Naciones Unidas, ARVID PARDO, sorpren - 
di6 a la comunidad internacional pronunciando un histôrico diseur 
so de cuatro horas ante la primera comisiôn (asuntos politicos y 
de seguridad) de la Asamblea General, pidiendo a esta organiza —  
ciôn que se ocupara del tema de la utilizaciôn pacîfica de los —  
fondos oceânicos intemacionales y de su explotaciôn en bénéficie 
de la humanidad (15).
Partiendo de la premisa de que el progreso tecnolôgico de —  
los ûltimos anos, permitia ya la exploraciôn y explotaciôn de los 
fondos marinos a profundidades insospechadas, el embajador PARDO 
solicité en esa histôrica fecha de 1° de noviembre de 1967, la —  
adopciôn de un tratado y la creaciôn de un organisme internacio - 
nal, en base a los siguientes principios:
1.- El lecho del mar y el fondo del ocêano, mâs allâ de los limi­
tes de la jurisdicciôn nacional, no son susceptibles de apro- 
piaciôn por ningûn Estado.
2.- La exploraciôn de la zona se efectuarâ de acuerdo con los pro 
pôsitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas.
3.- Su exploraciôn y explotaciôn se llevarâ a cabo en interés de 
toda la humanidad, tomando en cuenta especialmente las neces_i 
dades de los paises en via de desarrollo.
4.- La zona quedarâ reservada exclusivamente para fines pacificos.
La Asamblea General, recogiendo la propuesta maltesa, creô - 
una comisiôn especial de los fondos marinos integrada por treinta
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y cinco Estados, posteriormente ampliada a cuarenta y cinco, y de 
nominada ''CorrvLs'idn sobre la utilizaoiôn oon fines paaifiaos de las fondas ma 
.rinos y oaeânioos mâs allâ de los limites de la jurisdiooiôn naoional", (16) , 
la que debîa ocuparse de la elaboraciôn de principles y normas so 
bre el tema, del examen de los problèmes que plantearîa un meca - 
nismo internacional de exploraciôn y explotacidn de los fondes ma 
rinos en bénéficié de toda la humanidad, y de la réserva exclusi­
ve de esta zona para fines pacîficos.
"Sin embargo - agrega PASTOR RIDRUEJO- en los debates de la aomisiSn 
se fue abriendo aaminOj la idea de que las cuestiones expuestas no podian ser 
examinadas oon independenoia de la amplia problemâtioa que integraba el der^ - 
cho intemaoional del mar^ par lo que era neoesario un replanteamiento global 
a travês de una nueva aonferenoia sobre el tema,"
La tesis de celebrar una nueva reuniôn codificadora se con - 
virtiô en una exigencia de los paises del tercer mundo, sobre to- 
do de aquellos que no habîan podido intervenir en la elaboraciôn 
del derecho maritime existante.
Los Estados desarrollados, principalmente los Estados ünidos 
y la Uniôn Soviêtica, admitian que se convocara a otra conferen - 
cia, siempre que êsta se ocupara de temas complementarios de los 
Tratados de 1958, como serian:
1.- Limite de la plataforma continental, como presupuesto para la 
creaciôn de un rêgimen y un mécanisme de los fondes marines y 
oceânicos situados mâs allâ de la jurisdicciôn nacional.
2.- Extensiôn del mar territorial hasta 12 millas nâuticas, con -
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la condiciôn de libertad de paso y sobrevuelo en aquellos es- 
trechos internacionales que, en virtud de los nuevos limites, 
pasasen a convertirse en mar territorial de uno o mâs Esta 
dos. Se intentaba asi, en base a motivaciones estratâgicas, - 
suprimir el rêgimen tradicional de paso inocente para sust_i - 
tuirlo por el de libertad de paso, que alcanzaria incluse a - 
las aeronaves militares.
3.- Derechos preferentes de pesca a los Estados riberenos, en una 
zona de alta mar adyacente a su mar territorial.
La Asamblea General, despuês de intenses debates, adopté la 
tesis de los paises subdesarrollados y convocô, mediante résolu - 
ciôn del 17 de diciembre de 1970, a una conferencia sobre el dere 
cho del mar, cuyo amplio temario se ocuparia del establecimiento 
de un rêgimen internacional equitativo -incluido un meeanismo in­
ternacional- para la zona y los recursos de los fondes marines y 
oceânicos y su subsuelo fuera de los limites de jurisdicciôn na - 
cional, de la definiciôn précisa de la zona, y una amplia gama de 
cuestiones conexas, incluidos los regimenes de alta mar, plata —  
forma continental, mar territorial (incluse la cuestiôn de su an- 
chura y la cuestiôn de los estrechos internacionales) y zona con- 
tigua, ademâs de la pesca y conservaciôn de los recursos vives de 
alta mar (incluida la cuestiôn de los derechos preferenciales de 
los Estados riberenos), de la protecciôn del medio marine (inclu^ 
da, entre otras, la prevenciôn de la contaminaciôn) y de la inves 
tigaciôn cientifica. . • . ' -
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Esta misma resoluciôn, la 2750 C (XXV), no s61o convoca a la 
conferencia de mérite, a celebrarse en 1973, sine que amplia ade­
mâs la composiciôn y las tareas de la comisiôn de fondes mari­
nes, encargândoles la redacciôn de una lista de temas y un pro 
yecto de articules sobre el derecho del mar, incluida la norma- 
tiva que deberia aplicarse al rêgimen y mécanisme de los fondes 
marines que le fue originariamente confiada.
Despuês de seis ârduas sesiones celebradas a lo largo de - 
1971, 1972 y 1973, subdividida la comisiôn en très secciones de 
trabajo, no se habia alcanzado ni siquiera una soluciôn global de 
los problemas maritimes a nivel de principios, y sôlo se presentô 
un texte que ilustraba los puntos de acuerdo y desacuerdo. El pro 
yecto de articules sobre el que se volcarian las discusiones for- 
males de la convenciôn, nunca pudo presentarse.
La rigidez de las tesis en conflicto, la cautela de los nego 
ciadores y la importancia y amplitud de los intereses que preten- 
dian someterse a una reglamentaciôn universal, no sôlo limitaron 
el êxito de esta comisiôn, sine que han venido dificultando las 
conclusiones definitivas de la III Conferencia sobre el Derecho - 
del mar, la que celebrô su primer periodo de sesiones en New York, 
a finales de 1973, para tratar materias organizativas, incluyen - 
do la elecciôn de autoridades, la adopciôn de la agenda y las re­
glas de procedimiento de la conferencia, la que fue inaugurada.
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en cuanto a materias sustantivas, en Caracas, del 20 al 25 de Ago£
to de 1974, seguida por una tercera sesiôn, en la primavera de ---
1975 celebrada en Ginebra y otra muchas, siempre en Estados Unidos 
o en Suiza, hasta completar la nûmero diez, cuyo primer periodo se 
desarrollarâ en los prôximos meses de marzo y abril de 1981, en —  
New York.
Nadie creyô que esta conferencia pudiera prolongarse por tan- 
to tiempo, a pesar de su pretensiôn de englobar todos los asuntos 
relacionados con el mar, y no obstante que se optô por el lento —  
mêtodo del consenso como procedimiento obligatorio, antes de recu- 
rrir, como ûltima medida, a la votaciôn direçta.
V I I I .  EL MÉTODO DEL CONSENSO Y LOS FACTORES QUE DIFICULTAN LA I I I  
CONFERENCIA SOBRE EL DERECHO DEL MAR,
El mâs grave de los inconvenientes que ha venido sufriendo —  
la conferencia, es el mêtodo acordado para tomar decisiones.
Partiendo de la importancia y complejidad de los temas que —  
ocuparian a los delegados, y buscando la universalidad y eficacia 
del futuro convenio, se acrodô que las diferentes posiciones se —  
rian expuestas en un primer momento y sometidas a continuaciôn a - 
los ajustes de la negociaciôn, hasta que el texto definitive, mâs 
que satisfacer a todos, no fuera por lo menos rechazado expresamen 
te por los Estados participantes.
El consenso asi conseguido, sôlo puede derivar de dificiles y
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dilatadas negociaciones, y el texto résultante, tiene que ser, por 
fuerza, ambiguo e interpretable, si quiere recoger en apariencia - 
opiniones dispares sobre un mismo tema.
Este mêtodo explica la lentitud de la conferencia, pero tarn - 
biên presagia multitud de conflictos al momento de interpretar o - 
aplicar la convenciôn que ahora se élabora.
Si el consenso résulta imposible, puede recurrirse a la vota­
ciôn, amenaza que mâs de una vez han esgrimido los paises del ter­
cer mundo, los de Latinoamêrica, principalmente, conscientes de su 
superioridad numêrica y hastiados de los desplantes y exigencies - 
de las grandes potencies, pero un mînimo de sentido comûn ha po£ - 
puesto el recurso a este ûltimo sistema. Todos sabemos que un con­
venio multinacional, en donde no queden obligados paises como Esta 
dos Unidos, Canadâ, la URSS, Japôn y otros importantes Estados Eu- 
ropeos, no sôlo pierde su alcance e importancia, sino que se con - 
vierte en una grave amenaza para la paz y seguridad internaciona - 
les, al chocar concretamente los intereses de estas naciones con - 
los reflejados en una legislaciôn convencional a la que son ajenas.
La importancia del tema justifica una desviaciôn para expl^ - 
carlo: el diccionario define el consenso como "la opinion aoleotiva, 
aun cuando no unanime de varias personas"; este têrmino es usado en las 
organizaciones del sistema de las Naciones Unidas en un sentido 1^ 
geramente diferente, y es importante que denote tanto un proceso - 
de negociaciôn como sus resultados. A lo que nos referimos es a 
una prâotiaa destinada a lograr la elaboraciôn de un texto mediante negociaciôn 
y aprobaciôn sin someterlo a votaciôn.
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Los fundadores del sistema de las Naciones Unidas adoptaron 
el punto de vista del sistema parlamentario tradicional, basado - 
en el gobierno de la mayorîa que se manifiesta mediante votaciôn 
de las decisiones. Sin embargo, el mêtodo de consenso apareciô en 
1964 en las Naciones Unidas como mêtodo de trabajo deliberadamen- 
te buscado. El conflicto entre los Estados miembros sobre la f^ - 
nanciaciôn de las operaciones del mantenimiento de la paz (opera- 
ciones en El Congo y en Suez) habîan llegado a un clîmax. Algunos
paises, especialmente los Estados Unidos, consideraban que la ---
Asamblea General podîa hacer que la financiaciôn de esas operacio 
nés fueran responsabilidad de todos los Estados miembros, agregan 
do que los que rehusaran a pagar sus contribuciones, debîan que - 
dar sujetos a las disposiciones del artîculo 19 de la Carta (sus- 
pensiôn del derecho de voto a los Estados retrasados en el pago - 
de sus contribuciones financières).
La URSS y Francia impugnaron la obligatoriedad de las contr^ 
buciones requeridas y, como EE.UU. insistiera en la aplicaciôn —  
del artîculo 19, la URSS amenazô con retirarse de la Organizaciôn.
El entonces secretario general U'THANT, obtuvo el consenti^ - 
miento de varias delegaciones para no plantear los asuntos que hu 
biesen suscitado objecciones, mientras tuviera lugar el debate ge 
neral. Luego de que las partes hubieran negociado el asunto y lie 
gado a un resultado aceptable, êste serîa leido por el Présidente 
y declarado como aprobado de no haber expresiôn de oposiciôn.
La utilidad de este mêtodo, adoptado posteriormente por los 
ôrganos negociadores de controversies econômicas difîciles, y ---
-51-
aplicado ahora en la III Conferencia de la O.N.U. sobre el der^ - 
cho del mar, se refleja en las palabras del Secretario general de 
la UNCTAD en 1964: "Es obvio que no existe un fin prâatioo inmediato en —  
aprobar reoomendaaiones mediante una simple mayovia de los paises en desarro^ - 
lloj pero sin los votos favorables de los paises desarrollados, cuando la efe- 
cuoiôn de esas recomendaciones depende de su aceptaoiôn por êstos ûltimos" (18)
BERNARDO ZULETA, représentante especial del Secretario Gene­
ral de la ONU ante la conferencia, dijo a la prensa durante el pe 
riodo de la sêptima sesiôn celebrada en Ginebra, que "era inevita­
ble que continuara la conferencia sobre el derecho del mar^ ya que las négocia 
ciones que estaban teniendo lugar, tocaban problemas realmente fundamentales^ 
y que el éxrtto de lograr una avenencia sobre estos temas podria decidir si ten 
driamos una convenciôn generalmente aceptable en el futuro prôximo, o si las - 
negociaciones habiân de continuar en una atmôsfera en que la credibilidad so_ - 
bre la conferencia parecia entrar en juego,
Hemos rebasado -decîa- la etapa de las dificultades de procedimiento, 
aunque êstas, en una conferencia de este tipOy estân tan inevitablemente liga- 
das con los problemas politicos que algunas veces es dificil marcar la linea - 
entre ambos, Cuando un equipo se enfrenta a la prueba final, lucha por encon - 
trar el escenario mâs favorable. Coda Estado parece percibir los aspectos par- 
ticulares de la convenciôn a la luz de su propia posiciôn geogrâfica y en vis­
ta de sus propios problemas, vis-a-vis con sus vecinos. La conciliaciôn de po­
siciones diferentes en una formulaciôn que no pergudique los intereses de nin- 
gûn Estado, es obviamente un asunto sumamente dificil pero no insoluble,
Como antecedente, es claro que aûn existen graves dfidultades en réla —  
ciôn al acceso de los Estados sin litoral o en situaciôn geogrâfica desventago-
-52-
sa, a los reoursos vivientes de los Estados aosterosj otvo pvohlema difioil a 
que se ha enfrentado la ocnfevenoia durante varios anos -por su novedad, ya - 
que no existen preoedentes en la historia- es la cuestiôn del sistema para la 
explotaciôn y exploraciôn de los fendos marines y el estdblecimdento de una em 
presa internacional. Se requiere una gran cantidad de tiempo y paciencia para 
hacer comprensible y viable el concepto bâsico de una empresa, a fin de conci- 
liar los intereses de la comunidad internacional en congunto, con los de quie- 
nes cuentan con la tecnologia y los medios financières, y probablemente con el 
mercode para los minérales de los fondes marines; la resistencia de los paises 
con litoral para someter a la gurisdicciôn obligatoria las controversias sobre 
adirrtnistraciôn de recursos vives de su zona econômica, es otro egemplo en que 
deben conciliarse los derechos soberanos de los Estados costeros con los inte­
reses de otros Estados,
Un prôximo periodo de sesiones es claramente inevitable -decîa el Sr. 
ZULETA, ya para concluir- incluse si tenemos êxito en hallar soluciones 
a todos estos problemas centrales, y a que existe una gran cantidad de otros de 
carâcter guridico y de redacciôn que tienen que ser resueltos," (19) .
Los problemas de que se ocupa la III Conferencia de las Na - 
ciones Unidas sobre el derecho del mar, han hecho de ella la con­
ferencia internacional mâs amplia, larga y compleja de toda la — - 
historia y con mucho la mâs importante. iPor qué no ha tenido êxi 
to aûn? se preguntaba en 1978 JOSE CERVERA PERY... "Eo existe una —  
simple respuesta, sino mâs bien, una intrincada maraha de gran complejidad a - 
la que no son ajenos los conflictos de tipo politico y econômico, donde las 
tesis tercermundistas contrastan esenciabmente con las tesis de los paises in­
dus tria lizados," (20).
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Pero no ha sido sôlo la trascendencia de los temas y las po­
siciones politicas encontradas lo que ha dificultado, a mi enten- 
der, la conferencia de mérite. Creo que esta reuniôn se ha conver 
tido en un foro donde el placer del protagonismo y la reivindica- 
ciôn de antiguas y recientes injurias, han tenido también un peso 
negative.
El carâcter universal de la conferencia es, por otra parte, 
su mayor mérite y uno de sus lastres mâs évidentes. En la reuniôn 
de Caracas de 1974, asistieron ciento cuarenta y siete paises. El 
grupovafricane que participaba por primera vez en la elaboraciôn - 
de un instrumente internacional de esta envergadura, estaba forma 
do por cuarenta y dos Estados; el grupo de los paises asiâticos - 
era de cuarenta y uno; los combatives Estados latinoamericanos, a 
la vanguardia de las reivindicaciones marîtimas, sumaban veinti - 
cinco; la Europa occidental participô con veintiocho paises entre 
los que inexplicablemente se incluyô a los Estados Unidos y Cana­
dâ y, por ûltimo, los Estados de la Europa oriental fueron once.
A la primera parte del noveno periodo de sesiones (marzo-a - 
bril de 1980) , concurrieron ciento cincuenta y dos Estados. Entre 
elles Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas 
para Namibia, como la autoridad administrativa jurîdica, ademâs - 
de muchos movimientos de liberaciôn reconocidos por las correspon 
dientes organizaciones régionales que participan en la conferen - 
cia como observadores,
Las organizaciones que disfrutan de tal condiciôn son: La Or 
ganizaciôn Popular del Africa Sudoccidental, el Congreso Nacional
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Africano (Sudâfrica), el Congreso Panafricanista (Sudâfrica), el 
Consejo Nacional Africano (Zimbabwe), el Frente de Liberaciôn de 
la Costa Somali y la Organizaciôn para la Liberaciôn de Palestina,
En el séptimo periodo de sesiones, el grupo ârabe, solicitô 
que se autorizara a estos movimientos de liberaciôn, reconocidos 
por las Naciones Unidas, a adherirse a la convenciôn una vez con- 
cluida.
Otra propuesta, presentada por Nueva Zelanda y patrocinada - 
también por Fiji, Papûa-Nueva Guinea y Surinam, permitirîa a los 
territorios invitados a concurrir a la conferencia como observado 
res, a firmar y adherirse a la convenciôn. Los territorios que —  
disfrutan de tal condiciôn son las Islas Cook, las Antillas Holan 
desas y los Estados asociados de las Indias Occidentales (21).
Bsta moderna torre de Babel, donde cada quién defiende lo —
que le es propio, no tiene que sufrir la misma suerte de la cons-
trucciôn biblica, pero tampoco la divisiôn de la herencia serâ pa 
cifica entre la humanidad, porque cada Estado exige la mejor par­
te sin entenderse de las cargas hereditarias.
El caudal de la sucesiôn, formado por "los recursos que sin duda
esconden los mares en su seno, ofrecen nuevas perspectives a los paises indus-
trializados en la adquisiciôn de materias primas, lo que ha dado a esta confe­
rencia un halo engahoso de riquezas fabulosas, que en algûn momento han puesto 
en segundo piano a intereses mâs reales y a problemas de mâs urgente soluciôn.
Este espejismo, demasiado rrrttificado, ha contribuido y no poco, a desli- 
zar la conferencia hacia realizaciones futures de dificil realizaciôn.
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A tal sïtuaoiSn han contribuido en gran medida los paises africanos, los 
que por primera vez en la historia han participado en una discusiân de princi­
pios, sobre ley es que deberian regular el uso del mar y la explotaciôn de sus 
recursos. Sobre la actitud muchas veces extremista de estos paises, han influi 
do en modo déterminante, la experiencia del pasado colonial y la conciencia de 
no poder compétir libremente con los paises mâs aoanzados en la explotaciôn de 
la riqueza del mar, siguiendo los conocimientos y medios ofrecidos por la mo- 
dema tecnologia", (22) ,
El desengano ha seguido al optimismo de los conferencistas, 
en mâs de una ocasiôn. Al finalizar la parte segunda del octavo - 
periodo de sesiones, en 1979, el hoy finado Présidente de la con­
ferencia, HAMILTON SHIRLEY AMERASINGHE, comentô que êsta habia ha­
bia alcanzado una fase critica en sus deliberaciones, y expresô - 
la esperanza de que, en la primera parte del prôximo periodo de - 
sesiones (1980), el texto negociador sobre el cual habia estado - 
trabajando desde 1975, séria formalizado y que los Gobiernos pre- 
sentarian todas las enmiendas formales antes de la apertura de la 
segunda parte, ya que la conferencia estableciô como fecha limite 
para la aprobaciôn de una convenciôn del derecho del mar, el f^ - 
nal de ese periodo (23).
1981 amaneciô sombrio en todos los mares. La conferencia no 
habia concluido, su Présidente por tantos y dificiles ahos habia - 
muerto, y el cambio de administraciôn en el Gobierno de los Esta­
dos Unidos adelantô terribles presagios. Basta una simple nota pe 
riodistica para sentir el desaliento que toda regresiôn produce: 
"Ayer se iniciô una nueva ronda en la conferencia del mar -decia el periô-
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dico espanol ABC del 10 de marzo- que tendria que ser la ûltima, segûn 
todos los oalaulos, Fero desde que la Administraoiôn Reagan advirtiô la semana 
pasada que neaesitaba reexaminar los acuerdos y oambiô el mando de su delega - 
oiôn, puesto por Carter, las posibilidades de aoncluir no y a ahora, sino en un 
futuro prévisible, se hah alegado enormemente",
El derecho del mar se ha convertido, sin embargo, en una es- 
tructura dinâmica. Muchas de sus instituciones estân ya vivas y - 
no necesitan ninguna codificaciôn para imponerse omnes". Claro
que los conflictos se verlan reducidos si hubiera una normativa - 
universal que estableciera, la forma de composiciôn de los intere 
ses maritimes y los mêtodos para solucionar los muchos conflictos 
que éstos generan. La labor empero, no ha sido inûtil. El consen­
so obtenido en muchas cuestiones, ha servido para legitimar insti 
tuciones que reclaman desde hace tiempo un reconocimiento univer­
sal .
Cuando se preguntô al représentante especial del Secretario 
General de las Naciones Unidas ante la conferencia, en abril de - 
1978, si êsta podria establecer un derecho consuetudinario del u- 
so del mar, por la costumbre, mâs bien que codificândolo, contes- 
tô:
"Ello séria posible en algunas âreas del dereaho del mar -en aquêllas a- 
guas que son conseauenaia de un proceso de desarrollo progresivo del derecho - 
intemaoional taies como, por egemplo, el mar territorial y la zona econômica, 
y algunos aspectos de la naoegaciôn-, Pero existen algunos aspectos de este — ' 
problema que no es posible desarrollar en esa forma, sobre la base del derecho 
consuetudinario, porque requiere claramente arreglos institucionales, y, por -
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tanto, organizaciones aonstitucionales, Esto es bastante claro en el caso de - 
los aspectos de explotaciôn minera de los fondos marinos en la convenciôn, Es­
to es claro también en muchos aspectos relacionados con la protecciôn del - 
dio ambiente y la prevenciôn de la contaminaciôn marina. Es claro igualmente - 
en el ârea de la transferencia de tecnologia. Para aquellas âreas carentes de 
acuerdo global, el derecho consuetudinario no resolverâ el problema en ninguna 
forma".
Un ûltimo aspecto del ambicioso convenio proyectado por la - 
III Conferencia del Derecho del Mar, es su pretensiôn de cubrir - 
las dos principales deficiencies de los convenios suscritos en 
nebra, a saber, su limitado contenido, pues ahora se pretende re­
gular todos los aspectos del derecho del mar, y la voluntariedad 
en el arreglo de controversias marîtimas mediante jurisdicciôn o- 
bligatoria, ya que este tema sôlo fue objeto de un protocole fa - 
cultativo agregado a la convenciôn de 1958, como ya se dijo, mien 
tras que ahora ha sido tratado entre las actividades del plenario 
de la conferencia, como parte intégrante del convenio, y adquiri- 
râ carâcter obligatorio para todas las partes contratantes cuando 
êste inicie su vigencia.
Las labores de esta conferencia pues, constituyen un fenôme- 
no codificador del derecho internacional, distinto de la codifica 
ciôn de cualquier rama de los derechos internos, ya que en los —  
convenios internacionales no se pretende reunir sistemâticamente 
normas referidas a una especialidad legislativa, adicionando las 
ya existantes mediante nuevas disposiciones, sino de dar carâcter 
escrito a normas consuetudinarias ya vigentes, creando también, -
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pero mediante un procedimiento consensual directo, normas nuevas. 
El tratado colectivo es la fuente mâs perfects del derecho inter­
nacional. (24)
"Las negociaciones sobre el derecho del mar tienen profundas complicacio_ 
nes politicas -dice GARDNER- el êxito de la conferencia constituiria una - 
significativa demostraciôn de la capacidad de los paises con intereses amplia- 
mente divergentes; distintos niveles de desarrollo econômico y diferentes doc­
trines politicas y tradiciones culturales, de unirse en la realizaciôn creati­
ve de un derecho mundial, Al contrario, un fracaso representaria un paso atrds 
en las posibilidades de realizar con êxito otros negocios multilatérales", (25)
I X ,  LOS ESPACIOS MARfTIMOS Y SU PROBLEMÂTIOA,
El derecho del mar constituye en los ûltimos très siglos, la 
mâs Clara manifestaciôn del Derecho Internacional tradicional. —  
Sus dos grandes espacios, netamente diferenciados, el mar territo 
rial y la alta mar, constituîan regimenes estables, pues la mayo- 
rla de los Estados reconoclan un limite de très millas nâuticas - 
al primero y consentlan el libre trânsito a travês de la mayorla 
de los estrechos y de las rutas archipelâgicas, admitiendo con ra 
ras excepciones la libertad absoluta del alta mar.
Las cosas han cambiado radicalmente en nuestro siglo. Un ba­
lance résulta necesario para comprender los problemas actuales an 
tes de buscarles soluciôn.
— 59“
1. LAS AGUAS INTERIORES.
a) Concepto y antecedentes.
Estas aguas, contituldas originalmente por radas, puertos, - 
estanques salados y pequehas bahîas, aumentaron su interês y volu 
men al momento de medir el mar territorial de Estados con costas 
muy irregulares, mediante el sistema de lîneas de base recta.
La Convenciôn ginebrina de 1958 sobre el mar territorial, e£ 
tablece que la linea de base normal para medir su anchura, es la 
linea de baja mar a lo largo de las costas. Sin embargo, en los - 
lugares en que la costa tenga profundas aberturas o escotaduras, 
o en los que haya una franja de islas a lo largo y en su proximi- 
dad inmediata, puede adoptarse como mêtodo para trazar la linea - 
de base desde la que ha de medirse el mar territorial, el de li - 
neas de base recta que unan los puntos mâs salientes, sin apartar. 
se de una manera apreciable de la direcciôn general de la costa, 
y sin aislar del alta mar, al mar territorial de otros Estados.
Aguas interiores serân entonces las que queden detrâs de la 
linea de base utilizada por el Estado ribereho para delimitar su 
mar territorial, y las formadas por lagunas costeras, estuarios, 
golfos y pequehas bahias cuyas bocas no disten entre si mâs de 24 
millas, segûn los articulos 3, 4, 5 y 7 del convenio en comenta - 
rio.
Las aguas interiores, junto con las del mar territorial, in- 
tegran el llamado "territovio maritimo" en donde el Estado ejerce su
—60“
soberanîa, pero al contrario de lo que ocurre en las aguas terri­
toriales, el derecho de paso inocente a favor de las embarcacio - 
nes extranjeras no opera en las aguas interiores, a no ser que el 
trazado de una lînea base recta produzca el efecto de encerrar co 
mo aguas interiores, zonas que anteriormente se consideraban como 
parte del mar territorial o del alta mar, porque entonces existi- 
râ en esas aguas un derecho de paso inocente.
No deben confundirse las aguas interiores con las aguas in - 
ternas o continentales, taies como rîos, lagos, esteros de agua - 
dulce, etc. Ambas pertenecen a la categorîa de las llamadas "aguas 
nacionales", (26) .
Las aguas interiores nacieron por razôn de orden prâctico, - 
no del todo ajenas a la seguridad y a la economia de los Estados, 
y no parecîan ofrecer ninguna dificultad mientras se reducîan a 
radas, puertos, estanques salados que mantienen comunicaciôn con 
el mar por alguna angostura, y pequehas bahîas, pero a raîz de la 
autorizaciôn para usar el sistema de lîneas de base recta, dejan- 
do en manos de los mismos Estados el trazado correspondiente, mâs 
de un abuso se ha cometido cercenando buenas raciones de alta mar 
al empujar el mar territorial mâs allâ de sus limites naturales.
Quedô afectada también la navegaciôn, pues los paîses con i£ 
las adyacentes, no siempre en proximidad inmediata, consideraron 
el corredor marîtimo respective como aguas interiores y obligaron 
a las naves extranjeras a rodear el borde externe de las islas, - 
sin respetar el derecho de paso inocente que deberîa conservarse 
en memoria de la antigua naturaleza de esas aguas.
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Y que decir de los Estados formados por muchas islas cont£ -
guas, Estados archipelâgicos como se les llama, cuyas aguas y ---
otros elementos naturales estân tan estrechamente relacionados en 
tre si, que taies islas, aguas y elementos naturales forman una - 
entidad geogrâfica, econômica y polîtica intrinseca o que histôr^ 
camente han sido considerados como tal, segûn el artîculo 46 del 
proyecto de convenio elaborado por la III conferencia sobre el De 
recho del Mar.
b) Las Aguas Archipelâgicas.
La Corte Internacional de Justicia al resolver la disputa en 
tre el Reino Unido y Noruega por razones de pesquerîa, admitiô en 
1951 que los Estados podîan medir la anchura de su mar territo —  
rial, a partir de los limites de base recta que unieran los pun - 
tos mâs salientes de la costa o una franja de islas prôximas, co­
mo era el caso de Noruega, ya que innumerables brazos de mar, es­
trechos, canales y vîas de agua sirven de medio de comunicaciôn a 
la poblaciôn local que habita las islas, ademâs de la presencia - 
en dicha zona de intereses econômicos peculiares a una regiôn, co 
mo la pesca, cuya realidad e importancia estân claramente eviden- 
ciados por un uso inmemorial.
Los argumentos de esta sentencia fueron adoptados inmediata- 
mente por los Estados archipelâgicos, como Indonesia y Filipinas, 
que buscaron medir su mar territorial a partir de lîneas de base 
rectas que unieran los puntos salientes de las islas y arrecifes 
mâs externos del archipiêlago, incluyendo de este modo vastas zo-
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nas marîtimas en el interior del polîgono asî formado, las que pa 
saron a su soberanîa como aguas interiores.
Estos Estados hicieron notar la necesidad de protéger la un£ 
dad de una naciôn, compuesta exclusivamente de numerosas islas —  
que permitîan un fâcil acceso a la tierra, creando, por lo tanto, 
problemas de seguridad y de vigilancia que se verîan agravados si 
existieran dentro del archipiêlago, bolsones o zonas de alta mar 
que escaparan a la jurisdicciôn nacional (27). En cuanto a las —  
realidades geogrâficas, econômicas, cientîficas, de salubridad y 
de control de la contaminaciôn, argumentaron la estrecha relaciôn 
entre las actividades de los habitantes de las islas y el medio - 
ambiente marino que les rodea y sustenta, constituyendo un elemen 
to esencial para la supervivencia del Estado.
La III Conferencia sobre el Derecho del Mar recogiô la cate­
gorîa de aguas archipelâgicas, como una verdadera novedad, no obs 
tante que ya desde 1969, Filipinas habîa legislado sobre estas a- 
guas por ley 3046 del 17 de junio, sin otro apoyo internacional - 
que la interpretaciôn interesada de la sentencia de la Corte In - 
ternacional de Justicia, aunque êsta se refiriô a archipiêlagos - 
ubicados a lo largo y en proximidad de la costa de un Estado y no 
a Estados archipelâgicos, y la simpatîa mâs o menos sincera de al 
gunos paîses del tercer mundo.
La Organizaciôn de la Unidad Africana, por ejemplo, ha reco- 
nocido la particularidad de los Estados archipelâgicos, concluyen 
do que sus agus no pueden ser disociadas del dominio terrestre —  
sin lesionar su unidad geogrâfica. Que esta nueva nociôn de "aguas
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archipeldgioas" entrar a formar parte de derecho internacional
reconociendo el derecho de paso inofensivo, como también el dere­
cho del Estado-archipiélago a establecer los corredores obligato- 
rios para el paso de algunas categorias de naves, como las de pro 
pulsiôn atômica o que transporten materias peligrosas. Debe con - 
servar ademâs el derecho residual de suspender todo paso si ello 
es necesario para protéger su seguridad (28).
El rêgimen previsto en el proyecto de convenciôn sôlo se re- 
fiere a Estados archipelâgicos y no a los archipiêlagos de los E£ 
tados, y queda sujeto a restricciones geogrâficas précisas, como 
el requerimiento de una relaciôn preestablecida de uno a nueve, - 
entre la superficie terrestre y la marîtima reclamada, siempre —  
que la linea de base no exceda en general de 100 millas marinas, 
(artîculo 47 del Proyecto).
La primera limitaciôn afecta las pretensiones de algunos pa^ 
ses, como las de Espaha en relaciôn a las Canarias o las Baléares; 
las de Portugal respecto a las Azores; las de Ecuador en cuanto - 
al archipiêlago Colôn o Islas Galâpagos; las de Argentina por las 
Islas Malvinas, por ejemplo. El derecho internacional ya casi con 
figurado, es claro a este respecto; el conjunto de islas pertene- 
cientes a Estados continentales no tienen agus archipelâgicas (29).
c) Paso en Trânsito por las Aguas Archipelâgicas.
El interês general de la navegaciôn no pareciô conformarse - 
con el reconocimiento de un derecho al paso inocente por las aguas
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archipelâgicas, y menos todavîa, cuando el Estado local podîa su£ 
pender su ejercicio, temporal e indiscriminadamente para los bu - 
ques extranjeros, cuando esta medida fuese indispensable para la 
protecciôn de su seguridad.
Las grandes potencies marîtimas al ver perdida la libre nave 
gaciôn por esas aguas, propusieron un derecho mâs limitado, pero 
seguro, como condiciôn indispensable para aceptar la reivindica - 
ciôn marîtima de los Estados archipelâgicos; "el deveoho de paso por 
vias maritimas archipelâgicas", similar al reconocido para los estre - 
chos internacionales, consistente en el paso ininterrumpido y râ- 
pido de buques y aeronaves extranjeras por vîas marîtimas o rutas 
aéreas establecidas por el mismo Estado, para fines de trânsito - 
entre una parte de alta mar o zona econômica exclusiva, y otra de 
la misma categorîa, que bénéficia a los barcos de guerra, submar^ 
nos en profundidad y aeronaves militares de cualquier paîs.
Este derecho al trânsito por aguas archipelâgicas, no puede 
ser obstaculizado ni suspendido por el Estado, pero êste sî puede 
designer las rutas marîtimas o aéreas, sustituirlas con la debida 
publicidad y establecer diapositives de separaciôn del trâfico. 
Para evitar la obstrucciôn de este derecho por falta de sehala —  
miento de las rutas marinas o aéreas por parte del Estado archipe 
lâgico, el proyecto de convenciôn prevé que a falta de rutas of£ - 
ciales, el paso podrâ ser ejercido a través de las vîas utiliza - 
das normalmente por al navegaciôn internacional, (articules 52 y 
53 del proyecto oficioso).
Independientemente del resultado de la Conferencia, el con -
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cepto de aguas archipelâgicas es ya una instituciôn que crece y - 
se afianza en el derecho de gentes, y que producirâ mâs de un con 
flicto internacional al sustraer amplios espacios maritimes y aê- 
reos del rêgimen comûn de la alta mar, para entregarlos a un régi 
men donde los intereses y los poderes de los Estados singulares - 
tendrân la preminencia.
d) La Controversia Anglo-Noruega por razôn de Pesquerias.
Este caso es de importancia excepcional en el tema que nos - 
ocupa, porque sancioné el trazado de lîneas de base recta para de 
limitar el mar territorial, en aquellas costas fragmentadas, irre 
gulares o contiguas a una serie de islas colocadas a lo largo del 
territorio continental del Estado.
El fallo dictado por la Corte Internacional de Justicia el - 
18 de diciembre de 1951, puso fin a una larga controversia. El 12 
de julio de 1935, Noruega promulgô un decreto reservândose cier - 
tos bancos de pesca situados mar adentro de sus costas septentrio 
nales, para uso exclusivo de sus Pescadores.
El Reino Unido sostuvo ante la Corte, que el método seguido 
por Noruega para delimitar su mar territorial era contrario al de 
recho internacional, pues consistîa en medir la anchura de ese —  
mar a partir de lîneas de base recta que unîan 48 puntos escog^ - 
dos, situados en tierra firme, en islas y en rocas marîtimas ubi- 
cadas a cierta distancia de la costa.
La Corte estimé, por 10 votos a favor y dos en contra, que -
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ni el método de delimitacién, ni las lîneas usadas eran contra -“ 
rios al derecho internacional, y estableciô très criterios al re£ 
pecto: que el trazado de las lîneas de base no debe separarse en 
forma apreciable de la direcciôn general de la costa; que las ex“ 
tensiones de aguas que quedaran en el interior de esas lîneas de­
ben estar suficientemente unidas al dominio terrestre, para just£ 
ficar su carâcter de aguas interiores y que la realidad e impor “ 
tancia de los intereses econômicos propios de la regiôn deben es“ 
tar demostrados por un largo uso de esas aguas.
Estos criterios fueron incorporados por la comisiôn de dere“ 
cho internacional de las Naciones Unidas, en el proyecto de conve 
nio sobre el mar territorial que fue aprobado en 1958, en la I —  
Conferencia sobre el derecho del mar celebrada en Ginebra, e in “ 
corporado râpidamente por vîa legislativa, por muchos Estados que 
poseîan la geografîa peculiar de las costas noruegas y la vincula 
ciôn econômica requerida.
Pero no fueron los Estados con costas irregulares los ûnicos 
beneficiados, pues usando de parecidas razones, los Estados que “ 
constituîan un archipiêlago, aprovecharon el fallo e impusieron “ 
el concepto de aguas archipelâgicas antes analizado.
2. EL MAR TERRITORIAL,
a) Definiciôn y Antecedentes.
Desde tiempos inmemoriales, nos relata JORGE A. VARGAS, la “ 
faja de mar adyacente a las costas de un Estado fue reclamada y “
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luego protegida celosamente por las poblaciones riberehas, habien 
do desempehado una variedad de papeles a lo largo de la historia 
marîtima de la humanidad: liquida barrera contra posibles invasio 
nes, fuente de alimentes y otros productos, ârea comercial de ac­
tividades portuarias, vîas de comunicaciôn, y, en fin, lugar de - 
esparcimiento y recreo. En la actualidad, esa faja de mar cont_i - 
nûa teniendo una importancia capital para el desarrollo présente 
y futuro del Estado ribereno.
Asî pues, no es extraho que los antecedentes histôricos de - 
esta figura del derecho de los espacios oceânicos, se entrelacen 
con la apariciôn y el ocaso de notables civilizaciones como la e- 
gipcia, la fenicia, la griega, la cretense y la romana, que reco- 
nocieron al mar su papel decisive y central. Empero, es en la êpo 
ca del explendor de las ciudades-estado, a la orilla de los mares 
Adriâtico y Tirreno y a la de los grandes descubrimientos -inicia 
dos por Espaha y Portugal en los siglos XV y XVI-, cuando la no - 
ciôn del mar territorial se consolida.
No parece que exista controversia en définir el mar "territo­
rial como "una franja del espaaio oaeâniao situada mâs allâ del territorio y 
las aguas iyiteriores, sobre la cual el Estado ribereho ejeroe una soberanîa —  
que se extiende a su espaoio aêreo, a su lecho y a su subsuelo" (30) ,
b) Limitaciones a la Soberanîa del Estado sobre su Mar Territo - 
rial.
La soberanîa que el Estado ejerce sobre este espaoio, no es
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sinônimo de dominio jurîdico absoluto. Los Estados estân obliga - 
dos por imperativos del "jus gentium", a obedecer las normas que pro 
tegen la bandera y las que salvaguardan el paso inofensivo.
Las tipicas atenuaciones del principio general de soberanîa 
territorial que se observan en esta franja de mar, se deben, dice 
CESAR SEPULVEDA, a su especial naturaleza como vîa comûn de comu­
nicaciôn.
La primera limitaciôn a la soberanîa absoluta del Estado so­
bre su territorio marîtimo, es el derecho de paso inocente o irio- 
cuo que poseen los barcos mercantiles de todos los paîses, exten- 
dido con ciertas limitaciones a las naves de guerra.
El trânsito inocente o inocuo de buques por el mar territo - 
rial de un Estado, para atravesarlo paralelamente a sus costas o 
para entrar o salir de sus aguas interiores, fue definido por la 
Convenciôn sobre mar territorial de 1958 , como "et paso no perjudioial 
para la paz, el orden o la séguridad del Estado ribereho".
Los buques submarines tienen la obligaciôn de navegar en la 
superficie y mostrar su bandera, (artîculo 14). Los Estados no de 
ben dificultar el paso inocente y estân obligados a informar so - 
bre los peligros que amenacen a la navegaciôn en su mar territo - 
rial (artîculo 15). Pueden impedir la navegaciôn que no tenga ca­
râcter pacîfico, e incluse suspender temporalmente y en détermina 
dos lugares de su mar territorial, el paso inocente de buques ex­
tranjeros, por razones de seguridad, siempre que den publicidad a 
la medida y que no se aplique en los estrechos utilizados por la
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navegaciôn internacional (artîculo 16).
Otra limitaciôn de la soberanîa se refiere a los delitos co- 
metidos por ciertas personas a bordo de buques extranjeros surtos 
en aguas marginales, ya que no se juzgan de acuerdo con la ley na 
cional, sino de acuerdo con el derecho del buque y en el paîs de 
su bandera, a menos que el ilîcito perturbe directamente los inte 
reses del paîs en cuyas aguas fue realizado.
Una tercera limitaciôn de la soberanîa tiene que ver con el 
derecho civil. En el caso de nacimiento en un barco extranjero, - 
el niho tendrâ la nacionalidad del buque, siguiendo un jws soli —  
originado en una ficciôn a la que se someten casi todos los Esta­
dos, ademâs de que el navîo que pasa por aguas marginales no estâ 
sujeto a que se ejerzan en su contra acciones "in rem" (31).
Los artîculos 27 y 28 del Proyecto de Convenciôn disponen:
Artîculo 27.-
La jurisdicciôn penal del Estado ribereho no deberîa ejercer 
se a bordo de un buque extranjero que pase por el mar territorial, 
para detener a ninguna persona o realizar ninguna investigaciôn - 
en relaciôn con un delito cometido a bordo de dicho buque durante 
su paso, salvo en los casos siguientes:
a) Si el delito tiene consecuencias en el Estado ribereho;
b) Si el delito es de tal naturaleza que pueda perturbar la 
paz del paîs o el buen orden en el mar territorial;
c) Si el capitân del buque o un agente diplomâtico o funcio- 
nario consular del Estado del pabellôn han solicitado la
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la asistencia de las autoridades locales; o
d) Si taies medidas son necesarias para la represiôn del trâ 
fico ilîcito de estupefacientes o de sustancias psicotrd- 
picas.
Artîculo 28.-
1, El Estado ribereno no deberîa detener ni desviar un buque 
extranjero que pase por el mar territorial, para ejercer 
su jurisdicciôn civil sobre una persona que se encuentre 
a bordo.
2. El Estado ribereno no podrâ tomar contra ese buque med^ - 
das de ejecuciôn ni medidas cautelares en materia en mate 
ria civil, salvo como consecuencia de obligaciones con — » 
traîdas por dicho buque o de responsabilidades en que és- 
te haya incurrido durante su paso por las aguas del Esta­
do ribereno o con motivo del mismo.
3 . El pârrafo precedente no menoscaba el derecho del Estado 
ribereno a tomar, de conformidad con las leyes, medidas - 
de ejecuciôn y medidas cautelares en materia civil en re- 
laciôn con un buque extranjero que se detenga en su mar -
territorial o pase por él procedentes de sus aguas inte -
riores.
El mar territorial forma parte pues de los componentes fisi- 
cos del Estado. Su soberania sobre este espacio apenas se distin­
gue de la que ejerce sobre la zona terrestre, y constituye, tren­
te a la alta mar, uno de los dos grandes espacios tradicionalmen-
te reconocidos por el derecho internacional.
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c) Anchura del Mar Territorial,
El verdadero problema no radica entonces en reconocer la exi£ 
tencia del mar territorial, sino en precisar définitivamente y u- 
niformemente su anchura, para liquldar la peligrosa anarqula que 
prevalece en la actualidad.
Durante mucho tiempo la anchura del mar territorial constitu 
y6 uno de los vacîos mâs graves del derecho internacional. A f_i - 
nes del siglo XIX, sin embargo, todo parecla indicar un consenso 
mayoritario en favor de las tres millas que era el alcance recono 
cido de la artillerla.
En 193 0, la conferencia de codificaciôn de La Haya no pudo - 
unificar criterios sobre la anchura que deberîa asignarse al mar 
territorial, pero quedô claro que la régla de tres millas habîa - 
perdido toda su vigencia.
La I Conferencia de las Naciones Unidas tampoco logrô en ---
1958, fijar una extensiôn mâxima a este espacio, como tampoco la 
II Conferencia de 1960, a pesar del atractivo de la propuesta de 
los Estados ünidos y Canadâ de fijar una anchura de seis millas 
concéder al Estado ribereno otras seis millas de derechos exclus_i 
vos de pesca, las que deberîan compartir durante un perîodo de —  
diez ahos, a contar del 31 de octubre de 1960, con todo otro Esta 
do "ouyos buques se hubiercm dedioado a la pesaa en las seis millas exterioves 
de la zona pesqueva estableoida por el Estado ribereno,,, durante el quinquenio 
inmediatamente anterior el lâ de enero de 1958", (32) .
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"iCuales fuevon tas razpnes que impulsaron a tantos Estados a abandonar
la regia de las tres mCllas? iPor que ha resultado tan difiodl llegar a u n --
acuerdo sobre una nueva regia?. Para responder a estas preguntas debe reoordoa 
se que la extensiôn del mar territorial ha heaho surgir oonflictos de inter^ - 
ses entre varios grupos de Estados y  ^ sobre todo, entre las principales poten- 
oias maritimas y otros Estados menos privilegiados".
"El aonflioto de intereses résulta patente en relaoiân con los derechos 
de pesca. Las zonas maritimas prôximas a las costas son particularmente ricas 
en peceSj y las modemas técnicas de pesca por arrastre, corribinadas con el des_ 
arrollo de los sistemas de refrigeraciân^ han hecho posible que los buques pes_ 
queros de un Estado pueden trabaqar durante largos periodos de tierrpo frente a 
las costas de Estados muy lejanos. Los paises ricos, con industries pesqueras 
relativamente eficaceSj como el Reino Unido^ los Estados Unidos y el Japân, se 
nruestran partidarios^ en consecuencias, de un mar territorial reducido, nrien —  
tras que los Estados pobres^ cuyas industries pesqueras no pueden competir en 
pie de iguatdadj tratan de ampliar su mar territorial para conseguir la exclu- 
siôn de los buques de pesca extranjeros. Este es especialmente el caso de pai­
ses que dependen econômicernente de pesquerias locales. En algunos casos^ exis­
te también el peligro de que los recursos pesqueros lleguen a agotarse por una 
explotacion excesiva de los mismos'.'
"Los intereses econômicos que afectan las actitudes de los Estados no que_ 
dan confinados a las pesquerias^ asi^ al no tener las aeronaves im. derecho de 
paso inocente a través del espacio aéreo situado por encima del mar territorial^ 
algunos de los Estados se oponen a la ampliaciôn del mar territorial sobre la - 
base de que la misma forzaria a los aviones civiles a efectuar* desviaciones co^ 
tosas".
— 73 —
"Pero aparté de los derechos de pesca y sobrevuelo, el principal confiic_ 
to de intereses esta relacionado con la cuestiân de seguridad. Algunos Estados 
afroasiâticos desean ampliar el mar territorial3 porque terrien que la régla de 
las tres millas perrritiria ejercer a una gran potencia presiân psicolôgica en 
momentos de crisis^ mediante un despliegue de fuerzas navales a tres millas de 
la Costa. Por otro lado^ los Estados occidentales que vienen dependiendo tradi^  
cionalmente del poder naval y del comercio maritirro, temen que una ampliaciôn 
del mar territorial3 sobre todo si se corribina con la denegadôn del derecho de 
paso inocente para los buques de guerra3 lirrritaria la libertad de movinriento - 
de sus flotas3 y acabaria colocândoles en una situaciôn de desventaja estraté- 
gica. También temen que una extensiôn de los mares territoriales de Estados —  
neutrales3 pueda ser utilizada por submarinos enenrigos en tiempo de guerra3 —  
pues aunque la utilizaciôn de las aguas neutrales constituya una violaciôn de 
la soberania del Estado ribereno3 este puede résulter demasiado débil para im- 
pedirla"
"Es posible también que las actitiAdes de los diferentes Estados estén —  
condicionadas en parte por su historia y por preocupaciones de prestigio. La 
Uniôn Soviética defiende la régla de las doce millas porque ha sida ésta la - 
postura oficial rusa desde la época zarista3 rrientras que el reino Unido apoya 
las tres millas porque ha sido la que viene tradicionalmente defendiendo3 y su 
propio prestigio se encuentra en juego en el mantenimiento de la régla. Por o- 
tro ladû3 el hecho de que la régla de las tres millas hubiera sido establecidn. 
por las potencias coloniales3 ha originado una reacdôn entre los riuevos Esta­
dos 3 que quieren demostrar su independencia rechazando la régla." (33)
Asî. el panorama existante en 19 77 era francamente caôtico, 
de 125 Estados que tienen costa, 60 paîses habîan establecido la
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anchura de su mar territorial en 12 millas; sdlo 25 se mantenîan 
en las 3 millas tradicionales; 13 naciones hacian oscilar la ex - 
tensiôn de este mar entre 3 y 12 millas, y 27 habîan desbordado - 
su anchura mucho mâs allâ de las 12 millas, como el Congo (Brazza 
ville) hasta 15, Camerum hasta 18, Gabon hasta 25, Nigeria hasta 
30, Guinea hasta 130 millas y Brasil, Ecuador y Panamâ hasta 200 
millas, para citar algunos ejemplos (34).
La falta de acuerdo especîfico sobre la anchura del mar te - 
rritorial, llev6 a sostener a ciertos autores, que el problema de 
la extensiôn del mar territorial es un asunto reservado a la com- 
petencia exclusiva del Estado ribereno, y que al derecho interna­
cional sôlo cabe reconocerle esa facultad.
La Corte Internacional, al resolver el asunto de las pesque- 
rîas Anglo- Noruega, sehalô en cambio como principio que: "La deli- 
mitaoiân de los espacios maritimos tiene siempre un aspecto internacional; no 
puede depender solamente de la voluntad del Estado costero expresada en su dere^  
cho intemo, A pesar de ser cierto de que el acto de delimitaciân es necesaria- 
mente un acto unilateral, porque solamente el Estado ribereno es compétente pa­
ra efectuarlo, la validez de la delimitaciân con respecto a otros Estados depen 
de del derecho internacional" (35).
Ademâs, ya hablamos senalado que la Convenciôn de 1958 sobre 
Mar Territorial, al fijar un limite externo de 12 millas a la zo­
na contitua, estaba limitando indirectamente la anchura de este - 
mar, por estar colocado antes de dicha zona.
Los problemas creados por la ampliaciôn unilateral de los es
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pacios marines son de sobra conocidos. Con este motivo han queda- 
do sustraidas a otros Estados, grandes âreas de pesca, considera- 
das previamente como de alta mar, y restringiendo geogrâficamente 
la libertad de navegaciôn.
Sin embargo, algunas pretensiones exageradas se han reverti- 
do contra sus autores, i,ncapaces de dominar efectivamente sus "nue- 
vos territorios" , pues no todos los paises cuentan con el equipo y 
los servicios de vigilancia que se requieren para controlar la —  
pesca, la navegaciôn, el sobrevuelo, el tendido de cables submar^ 
nos y otras cuestiones, en una faja de mar territorial de 200 mi­
llas por ejemplo.
Por eso es que, al obtenerse el consenso sobre las 12 millas 
como limite mâximo para el mar territorial, "ningima de las delega - 
oiones asistentes a la III Conferencia sobre el Derecho del Mar, ni siqidera - 
las mâs duras, pidieron una amplitud mayor, porque llegaron a comprender que no 
se puede poseer aquéllo que es imposible controlar y dominar". (36) .
Los Estados que hablan superado las 12 millas de mar territo 
rial, se han mostrado dispuestos a revisar su posiciôn, sea admi- 
tiendo que mâs allâ de las 12 millas se diferencie el régimen ju- 
rldico de ese mismo mar, por lo que respecta, por ejemplo, a la 
navegaciôn,* sea reduciendo sus pretensiones al limite que ha obte 
nido consenso, siempre que se reconozca una zona econômica exclu­
siva a su favor, de la misma anchura que el mar territorial al —  
que renuncian.
Si la mitad de los Estados costeros del Planeta, han impues-
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to a su mar territorial la ancura de 12 millas nâuticas, y si es­
ta misma medida ha sido aprobada por consenso en la Conferencia - 
que ahora celebran 152 Estados, no cabe duda que el hecho legisla 
tivo se ha consumado irreversiblemente.
Sin embargo, no la existencia, pero si la vida paclfica de - 
esta instituciôn se encuentra condicionada a un requerimiento de 
las grandes potencias; la libre navegaciôn por los estrechos in - 
ternacionales.
d) La Navegaciôn por los Estrechos Internacionales.
El limite de 12 millas, aunque reducido frente a otras aspi- 
raciones desbocadas, ha provocado que mâs de cien estrechos que - 
poselan un corredor intermedio, sometido al régimen del alta mar, 
en el que todos los palses gozaban de la mâs absoluta libertad de 
navegaciôn, queden cubiertos enteramente por aguas territoriales 
que sôlo permite el "paso inofensivo", insuficiente para cubrir los 
intereses de las superpotencias.
Estados Unidos y la Uniôn Soviética han condicionado por lo 
tanto su aceptaciôn de un mar territorial de 12 millas, al otorga 
miento de una garantla expresa de un derecho a la libre navega —  
ciôn por los estrechos internacionales.
Argumentan. que, correspondiendo al Estado ribereno calificar 
esta inocencia, lo que hoy es claramente inocuo, manana puede no 
serlo, y que la inseguridad résultante a la navegaciôn por los e£
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trechos traerla graves consecuencias para el comercio internacio­
nal y para el desarrollo de muchos Estados, pues su situaciôn geo 
grâfica les obliga a pasar por los estrechos para salir a alta —  
mar, de donde résulta que el libre trânsito a través de esos pa - 
SOS, es una cuestiôn de vital importancia para su existencia.
JIMENEZ DE ARECHAGA nos expone una realidad distinta de la - 
pretendida defensa de la comunicaciôn y el comercio. "Segûn las nor 
mas del paso inocente -nos dice- los submarinos tienen la obligaciân de nav^ 
gar en la superficie; el paso de buques de guerra debe ser notificado de ante- 
mano y no existe libertad de sobrevuelo para los aviones. Las potencias mari­
timas abrigan también el temor de que el Estado ribereno pudiera caracterizar 
como paso no inocente el pasaje, por ejemplo, de barcos de propulsiân nuclear 
o de supertanques petroleros. Asimismo, existe la preocupaciôn de que, en ima 
situaciôn politica delicada, un Estado costero pudiera estimar peligroso para 
su propia seguridad permitir ciertos pasajes, en vista del pabellôn, la carga 
o el destino del barco o del aviôn.
Por consiguiente, las potencias reclaman una libertad de trânsito comply 
ta y sin obstâculos en la parte media de los estrechos de navegaciôn interna - 
cional que quedan hoy territorializados,■ a cambio de la aceptaciôn general del 
limite de las 12 millas. En otras palabras, condicionaban su reconocimiento de 
esta anchura a lo que cabria describir como un ^ derecho de paso équivalente a - 
la navegaciôn en alta mari De esta manera conservarian la actual libertad de - 
trânsito de sus barcos de guerra y de los submarinos en inmersiôn y el libre - 
sobrevuelo de aviones civiles y rrilitares encima de taies estrechos." (37).
Los artîculos 37 al 44 del proyecto oficioso de convenciôn -
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consignan una fôrmula de compromise, creada a instancia de los —  
paises que cuentan con poderosas flotas navales. Nos referimds al 
derecho de "paso en trânsito" , consistente en el ejercicio de la li­
bertad de navegaciôn y sobrevuelo, pero limitada al trânsito râp£ 
do e ininterrumpido por los estrechos que conecten un ârea de alta 
mar o zona econômica exclusiva y otro ârea de alta mar o zona eco 
nômica exclusiva.
Los buques y aeronaves durante su paso, avanzarân sin demora 
sobre el estrecho, absteniéndose de toda amenaza o uso de la fuer 
za contra la soberania, la integridad territorial o la independen 
cia politica del Estado ribereno y de toda otra actividad que no 
esté relacionada con esta modalidad de trânsito, o que viole los 
principios del derecho internacional.
Los Estados riberehos del estrecho,podrân dictar leyes y re - 
glamentos relatives al paso en trânsito y fijar vias maritimas y 
dispositivos de reparaciôn de trâfico, pero no podrân suspenderlo 
ni obstaculizarlo y estarân obligados a dar a conocer de manera - 
apropiada cualquier peligro que, segûn su conocimiento, amenace a 
la navegaciôn en el estrecho o al sobrevuelo del mismo.
El contenido de las leyes y reglamentos que expidan los Esta 
dos riberefos de los estrechos, o su inobservancia por parte de - 
los buques y aeronaves en trânsito, pueden originar graves con -- 
flictos internacionales, sobre todo porque la prerrogativa de re- 
glamentar el paso de naves extranjeras, es considerada por aigu - 
nos Estados, como manifestaciôn de una soberania que no puede ser 
sometida a la jurisdicciôn internacional.
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El derecho normal de paso inocente, no sujeto a suspensiôn, 
se aplica en todos los demâs estrechos no internacionales, inclu_£
V
dos los que conectan el alta mar con el mar territorial de un Es­
tado.
e) La controversia Anglo-Albanesa por el asunto del Canal de Cor- 
fû.
El 22 de octubre de 1946, una escuadrilla britânica de bar­
cos de guerra, iniciô una operaciôn de limpieza de un campo de m_i 
nas localizado en el Canal de Corfû, que sépara a Albania de Gre- 
cia. En el curso de la operaciôn, dos barcos, "el Saimarez" y "el Vo­
lage", chocaron con minas recientemente abandonadas, como se esta- 
bleciô posteriormente, y quedaron gravemente dahados. 4 4 oficiales 
y miembros de la tropa murieron y 42 resultaron heridos. El go —  
bierno Britânico hizo responsable a Albania y, después del fraca- 
so de las negociaciones diplomâticas para llegar a un arreglo, —  
presentô el caso al Consejo de Seguridad en Enero de 194 7. De£ —  
pués de largas y complicadas discusiones y el Veto de la Uniôn So 
viética a un proyecto de resoluciôn, el Consejo recomendô que los 
dos gobiernos debérian dirigir "inmediatamnte" la disputa a la Cor­
te Internacional de Justicia, de acuerdo con lo previsto por el - 
estatuto de la Carta.
Albania habîa aceptado la invitaciôn del Consejo para parti- 
cipar sin voto en las discusiones, prometiendo reconocer todas —  
las obligaciones que un miembro de las Naciones Unidas debfa asu- 
mir en estos casos, por lo que el Présidente del Consejo hizo sa-
-so­
ber que si bien Albania no podia ser compelida a presentarse ante 
la Corte/ al haber aceptado las obligaciones de miembro, estaba - 
obligada a cumplir las disposiciones de la Carta y del Estatuto.
Presentado el caso, la Corte sostuvo, entre otras cosas, que 
los Estados tienen derecho, en tiempo de paz, a enviar sus navios 
de guerra por los canales utilizados para la navegaciôn interna - 
cional, que comunican dos partes de alta mar, sin obtener el per­
mise previo del Estado ribereno, con tal que el paso sea inocente. 
Declarô ademâs que ningûn Estado tenia, en tiempo de paz, el dere 
cho a impedir dicho paso, a no ser que se dispusiera lo contrario 
en una Convenciôn Internacional, indicando cuales eran los crite­
rios para définir una via maritima internacional y el paso inocen 
te .
Si bien nunca pudo establecerse definitivamente quien habia 
colocado las minas que danaron los barcos ingleses, la Corte, en 
su sentencia del 9 de abril de 1949, dijo haber encontrado suf£ - 
cientes evidencias para responsabilizar a Albania por los dahos. 
También sostuvo la Corte que "the passage of the British warships through 
the Corfu Channel on 22 October, was not a violation of Albanian sovereignity 
but that the nrinesweeping activities of november 'violated the sovereignty of 
the people 's Republic of Albania, and that this declaration by the Court cons­
titutes in itself appropriate satisfaction'". (38).
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3. LA ZONA CONTIGUA.
a) Concepto y antecedentes.
Con este nombre se désigna a una parte de alta mar, contigua 
al mar territorial, en la que el Estado costero puede ejercer ju­
risdicciôn en materia de policia aduanera, fiscal, sanitaria y de 
inmigraciôn.
CHARLES ROUSSEAU, olvidando el problema migratorio, dice que 
los intereses protegidos pueden ser reducidos a tres categories: 
aduaneros, fiscales y de seguridad. Estos ûltimos referidos a la 
seguidad sanitaria, de navegaciôn y militer. (38).
"La naturaleza juridiaa de esta zona -dice SEARA VAZQUEZ- es funda - 
mentalmente distinta de la del mar territorial, pues mientras este forma parte 
del territorio y sohre êl ejeroe el Estado compléta soberania, sobre la zona - 
contigua que es una parte del alta ttut no puede ejercer mâs que derechos frag- 
mentarios, competèncias limùtadas. La distinciôn es interesante -agrega- y no 
exenta de consecuencias, porque siendo para la zona contigua la libertad de na 
vegaciôn, la régla general es la que priva en caso de duda, impidiendo al Esta 
do extender arbitrariamente sus competencias" (39) .
Esta zona intermedia que sirviô de transiciôn entre el mar - 
territorial y la alta mar, a la que fue asimilada fisica y jurid£ 
camnte por el arficulo 24 de la Conferencia sobre el Mar Territo­
rial y Zona Contigua de 1958, aparece nuevamente en el proyecto - 
de convenciôn de la III Conferencia, pero superpuesta a la zona - 
econômica exclusiva y con una naturaleza "sui generis" que la aleja
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conceptualmente de la alta mar.
Los origenes de la zona contigua se remontan al comienzo del 
siglo XVIII, cuando se dictaminaron los Hovering Acts de 1718, fa 
cultando al Gobierno Britânico para llevar a cabo actividades de 
inspecciôn, inclusive en âreas pertenecientes a alta mar.
Los côdigos civiles de Chile (1855), Venezuela (1862) y Ar - 
gentina (1869), después de fijar la anchura del mar territorial - 
en una légua marina (tres millas) , dispusieron que "el derecho de - 
policia, para objetos concemientes a la seguridad del Pais y a la observancia 
de leyes fiscales, se extiende hasta la distancia de cuatro léguas marinas" 
(doce millas) .
En 1876, una ley brasileha autorizô a los capitanes de navio 
de la policia aduanera, para detener y visitar naves sospechosas 
de contrabando, hasta una distancia de doce millas de la costa, - 
como también hicieron los Estados Unidos por leyes de 1799 y 1922 
y, sobre todo, durante la vigencia de la llamada "ley seca" en que 
llegé a proponerse una enmienda a la Constitucién de este Pais, 
por la cual se concedia -en virtud de tratados con diversos Esta­
dos , treaties"- el derecho de visitar, perseguir o capturar a
cualquier barco contrabandista sobre un recorrido igual al que pu 
diera hacer êste durante una hora.
Otros antecedentes se dieron con las leyes de la Revoluciôn 
Francesa, la ley Rusa de 1909, el tratado de Helsinki de 1925, el 
anti-smuggling Act de 1935 de los Estados Unidos, y la creacién - 
por el Présidente Roosevelt, en 1939, de una zona de seguridad de
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200 millas, seguida por la dealaraciôn de Panamâ que estableciô - 
una zona de seguridad continental cuya anchura abarcaba entre 50 
y 300 millas, extendiéndose a lo largo del continente por decenas 
de millanes de kilômetros, para mencionar algunos ejemplos en ma­
teria fiscal, aduanera, de sanidad y de seguridad nacional.
b) La zona contigua y los intereses pesqueros.
En la Conferencia de La Haya de 1930 y, posteriormente, en -
la I Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 
se propuso la ampliaciôn de esta zona a la pesca y protecciôn de 
los recursos ictiolôgicos en favor del Estado ribereno, sin que -
este nuevo enfoque llegara a materializarse, no obstante que ya -
el Gobierno argentino habfa decretado en 190 7, una extensiôn de - 
su mar territorial a una distancia de diez millas para los efec - 
tos de la pesca, y que una ley rusa de 1911 se habîa adjudicado - 
derechos exclusivos de pesca en la Costa del lejano Oriente hasta 
12 millas, situaciôn que se consolidé en 1921. La respuesta de —  
los gobiernos fue que solamente por vîa de acuerdos internaciona­
les y no mediante actos unilatérales, podîa el Estado ribereno ex 
tender sus competencias pesqueras mâs allâ del mar territorial e 
imponerlas a navîos y ciudadanos extranjeros.
Fue asî como la conferencia de Ginebra de 1958 sôlo incluyô 
entre las competencias ejercidas por el Estado costero en su zona 
contigua, las de policîa aduanera, fiscal, sanitaria y de inmigra 
ciôn, hasta una distancia que no podîa extenderse mâs allâ de las
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doce millas, contadas desde la llnea de base desde donde se mide - 
la anchura del mar territorial (40). Nada se dijo sobre pesca, ca- 
za o conservaciôn de recursos marinos ni se concluyeron medidas e£ 
pecîficas de seguridad militar, quizâs porque ésta résulta de las 
condiciones impuestas al paso inofensivo de naves extranjeras.
Como ya hemos comentado, esta propuesta no alcanzé la vota —  
ciôn de dos tercios necesarios, pero mâs de un Estado continué re- 
servândose unilateralmente zonas de pesca, ampliando con este fin 
su mar territorial, o constituyendo uno de los institutos mâs re- 
volucionarios del derecho del mar, la zona econômica exclusiva o 
irar patrimonial.
c) La controversia de Gran Bretaha y Alemania contra Islandia por 
la jurisdicciôn pesquera.
En 1972, Islandia extendiô unilateralmente su zona costera 
de doce a cincuenta millas, reservândola exclusivamente para sus 
barcos de pesca.
La oposiciôn del Reino Unido y Alemania se basô en sendas de 
mandas ante la Corte Internacional de Justicia en abril y junio, 
respectivamente, del mismo aho, pidiendo que se declàrara que la 
reclamaciôn islandesa era contraria al derecho internacional, y 
que no podia imponerse a sus barcos pesqueros.
La reacciôn de Islandia a estas demandas consistiô en negar 
jurisdicciôn a la Corte, considerando que se trataba de una con­
troversia politica en la que estaban involucrados sus intereses
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vitales, por lo que no designô agente ante la Corte. En febrero - 
de 1973, este Tribunal resolviô la excepciôn preliminar, por ca - 
torce votos a favor y uno en contra, que si posela jurisdicciôn - 
para resolver la disputa. En 1974, cuando la corte fallô sobre el 
fondo de este asunto, en ausencia de Islandia. Ya habîa empezado 
sus trabajos la III conferencia sobre el derecho del mar, por lo 
que causô verdadera conmociôn los argumentos tradicionalistas em- 
pleados por la Corte para resolver este caso.
La corte subrayô que debla regirse por las normas del dere - 
cho internacional vigente, sin tener en cuenta un derecho que to- 
davla no habîa sido promulgado por el legislador, olvidando que - 
los fundamentos de la pretensiôn islandesa eran de tipo consuetu- 
dinario y por lo tanto, derecho vigente.
Fue as! como se resolviô que la ampliaciôn decretada por es­
te pals violaba el principio aceptado en la Convenciôn de Ginebra 
de 195 8 sobre alta mar, de que deblan tomarse en cuenta, razona - 
blemente, los intereses de otros Estados por lo que la decisiôn - 
islandesa no obligaba ni al Reino Unido ni a la Repüblica Federal 
Alemana; que Islandia no tenla derecho a excluir unilateralmente 
de la zona en discusiôn a los barcos de pesca de estos dos paises, 
y que las partes estaban obligadas mutuamente a entablar negocia­
ciones de buena fe, encaminadas a llegar a un acuerdo equitativo 
que conciliera los derechos preferences de Islandia y los derechos 
de pesca tradicionales de los otros dos Estados, teniendo en cuen 
ta tanto las necesidades de la poblaciôn que dependia de la pesca 
como las exigencies derivadas de la conservaciôn de estos recur -
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SOS .
d) La anchura de la zona contigua.
La Conferencia ginebrina de 1958, fijô como limite externo - 
de la zona contigua el de 12 millas nâuticas, contadas a partir 
de donde se mide el mar territorial. Ambos espacios estaban corn - 
prendidos en esta anchura. Como no se fijô un limite definitive - 
al mar territorial, la zona adyacente variaba entonces su grosor 
en razôn de la medida que el Estado costero impusiera a este mar.
En el proyecto de convenciôn formulado por la III Conferen - 
cia, la zona contigua no queda abolida. Se limita como antes a —  
las medidas de fiscalizaciôn para prévenir y sancionar las infrac 
ciones de los reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigraciôn o - 
sanitarios que pudiesen cometerse en el territorio del Estado ri- 
bereho o en su mar territorial, pero se amplia su extensiôn a 24 
millas del punto donde empieza dicho mar, cuya anchura ha sido f± 
jada por fin en 12 millas, por lo que la zona contigua tendrâ co­
mo medida otro tanto.
La zona exdlusiva de pesca perdiô en cambio su autonomia en 
el nuevo derecho. Las mismas necesidades que justificaron orig£ - 
nalmente su creaciôn mediante actos unilatérales de algunos Esta­
dos, seguidos por respuestas preocupantes de otros paises, sir —  
vieron de fundamento para ampliar el mar territorial o para crear 
convencionalmente una zona econômica exclusiva que se prolonge —  
hasta 200 millas a partir de la costa y que absorbe la zona de —
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pesca, ya que el Estado ribereno ejerce en su mar patrimonial, en 
tre otros derechos, la explotaciôn de todos sus recursos.
Muchos fueron los conflictos derivados de esta zona. Todavîa 
se recordaba la "guevva del atûn" entre Estados Unidos y Ecuador, - 
que tanto preocupô a la Comunidad Internacional, cuando Islandia 
se reservô, como ya se dijo, una zona de 50 millas de pesca exclu 
siva, cuya validez internacional fue inmediatamente desconocida - 
por Inglaterra y Alemania, repitiéndose la anécdota en otros ins- 
trumentos similares, como el de Irlande, a pesar de la amenaza de 
Inglaterra de hacer acompahar a su flota pesquera de sus acoraza- 
dos, declarândose asî lo que se llamô "guerra de la merluza" en el —  
Mar del Norte. No ha faltado, sin embargo, la observaciôn aguda de 
que el costo semanal de los cruceros mandados por Inglaterra anu- 
laba la ganancia que se podia obtener de una estaciôn compléta de 
pesca en las aguas conflictivas. Ironias contables del recurso a 
la fuerza para mantener un derecho tradicional que sôlo convence 
a quienes de él se favorecen.
Los intereses econômicos, sanitarios y politicos que se re - 
fiejan en la zona contigua, requerian desde hace tiempo una norma 
tiva internacional, uniforme y justa, que disminuyera la problemâ 
tica résultante de los excesos nacionalistas y la desconfianza - 
de los Estados. Si la conferencia del mar concluye felizmente, en 
traremos en una nueva época en la que la fuerza del derecho se ha 
brâ impuesto a ese conocido derecho nacido de la fuerza, lo que 
no significa que los conflictos habrân de desaparecer, sino simple 
mente que serân conjurados en forma pacifica, pues el ejercicio de
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poderes soberanos en espacios marinos que todavia conservan el sa 
bor de alta mar, es siempre una fuente de problemas internaciona­
les, pues la libertad de navegaciôn, se verâ seguramente restrin- 
gida por las actividades de vigilancia de las autoridades fisca - 
les, migratorias y sanitarias del Estado ribereno.
4. LA ZONA ECONOMICA EXCLUSIVA.
a) Concepto y antecedentes.
En 28 de Septiembre de 1945, el Présidente Truman de los Es­
tados Unidos, preocupado por reglamentar la conservaciôn y pruden 
te utilizaciôn de los recursos naturales del suelo y subsuelo ma­
ritime adyacente a sus costas, y acosado ademâs por las reivindi- 
caciones de algunos Estados de la Uniôn sobre ese ârea, rica en - 
yacimientos petroliferos, quiso dejar claro que la plataforma con 
tinental era jurisdicciôn exclusiva del gobierno federal y no de 
los gobiernos de los Estados federados, proclamando que..."EZ go- 
biemo de tos Estados Unidos considéra tos resursos naturales del subsuelo y - 
del fondo de mar prâximo a las costas de los Estados Unidos como pertenecientes 
a éstos y sometidos a su jurisdicciôn y control". Poniendo la plataforma - 
maritima bajo la jurisdicciôn administrativa del Secretario del - 
Interior.
Independientemente de la influencia que tuvo esta proclama - 
en la consolidaciôn de la plataforma continental, como territorio 
sumergido cuyas riquezas corresponden al Estado ribereno, y la —  
reacciôn en cadena que produjo sobre todo en los paises de Latino
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américa y del Golfo Pérsico, hubo un nuevo elemento que intensify 
c6 el proceso de revisiôn del derecho del mar y generô multitud - 
de actos gubernamentales que sobrepasaron las intenciones del pre 
sidente estadounidense; nos referimos a su segunda proclama sobre 
zonas de conservaciôn pesquera en alta mar.
Partiendo de que los acuerdos internacionales existentes, —  
eran inadecuados para preservar los recursos pesqueros de los pe- 
ligros de extinciôn provocados por el empleo de nuevas técnicas, 
los Estados Unidos establecieron zonas de conservaciôn en aque —  , 
lias partes de alta mar, contiguas a sus costas, donde se desarro 
llaban actividades pesqueras en gran escala. Se dijo que el Esta­
do ribereno no tendrîa derechos exclusivos en la explotaciôn de - 
estas zonas y que respecto a Pescadores extranjeros, atendiendo - 
a que se trataba de espacios situados en alta mar, la reglamenta- 
ciôn se harla de comûn acuerdo entre los Estados Unidos y sus Es­
tados .
"Una ewânea interpretaciân de estas proolamas rdice SZEKELY-piies ha- 
biendo sido publioadas en la misma feoha pareaian aomplementarse, dio la impr^ 
siôn a ciertos paises que los Estados Unidas reclamaban no sôlo la plataforma - 
continental, sino también las aguas suprayacentes a ésta. Guiados por esta equi_ 
vocaciân, algunos hicieron reclamaciones sobre estas aguas, llamadas mar epicon 
tinental, como Argentina y México en 1945 y Panamâ en 1946, aunque posteriormen 
te, al concerse el error, estas reclamaciones mexicanas fueron corregidas.
Sin embargo, los iniciadores del llamado movinriento de las 200 millas —  
fueron Chile y Peru, con sus reclamaciones del aho de 1947, los que inflvcCdos 
por la equivocada concepciôn de las proclamas Truman, y pensando que no se po-
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dian henefidar de una reotamaoiôn como la de Estados Unidos, ya que las plata 
formas continentales de estos paièes son prdcticamente inexistentes en sus co^ 
tas, dehido a la inclinacidn casi vertical con que llegan los Andes al mar, —  
sentian que tenian derecho a compensarse mediante una reclamaciôn sobre sus —  
aguas adyacentes, arguyendo a la vez que sus poblaciones dependian en buena m£ 
dida de los recursos de este mar, cuyas riquezas se debian, en bi4ena medida, a 
los elementos provenientes de su propio territorio, a través de escurrinriento 
de rios y montahas, fenômeno descrito con el nombre de 'biomas’ y 'ecosistemasI 
Sus reclamaciones se extendian sobre una zona maritima de 200 millas, con base 
en la distancia promedio a que pasa la corriente de Humboldt a lo largo de las 
costas chilenas y peruanas". (42).
A pesar de originarse en una equivocaciôn, la idea habia ad- 
quirido autonomia y argumentos propios. Muchos paises reclamaron 
inmediatamente los recursos del subsuelo y de las aguas supraya - 
centes a su plataforma, o si carecian de esta ultima, sobre los - 
fondos marinos y las aguas localizadas en una distancia equivalen 
te, como un medio para preservar el futuro de sus pueblos.
Asi hicieron Costa Rica y Panamâ (1946), Jamaica e Islas Ba­
hamas (1948), Arabia Saudita, Bahrein, Koweit, Dubal, Sharjat, Am 
man, Qatar y otros estados del Golfo Pârsico (1949), Guatemala y 
Filipinas (1949), Honduras, Pakistan, El Salvador y Brasil (1950) 
para citar otros ejemplos inmediatos a la proclama Truman.
"La actitud de las grandes potencias maritimas ha sida una sistemâtica - 
oposiciôn a la proclama de los paises del Pad fico Sur. Entro estos los paises 
que se oponen estan Grecia, Japôn, Dinamorca, Los Paises Bajos, Gran Bretaha, - 
Los Estados Unidos de Norteamérica, Noruega, Suecia, y curiosamente, la Uniôn -
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Soviétïca. Emptecavos la palabra 'curiosamente' -dice RICARDO MEN DE S SIL­
VA- porque las diversas instituciones del derecho del mar y de todo el dere­
cho internacional publico, se caracterizan por reflejar intereses, mâs que una 
plataforma de principios. La Union Soviética ha manifestado, como ingrediente 
sustancial de su ideario politico-econâmico, su actuaciân solidaria y sincera 
con los paises en vias de desarrollo. Pues bien, no obstante que la figura de 
las djoscientas millas es résultante de ingentes necesidades, no goza de la —  
simpatia ni de la aceptaciôn de la Uniôn de Repiblicas Socialistas Soviéticas, 
obviamente, por contravenir los intereses pesqueros que tiène como gran poten 
cia. De lo que facilmente se deduce que los pronunciamientos altruistes de —  
las grandes potencias son meros desplantes huecos, revestidos de recursos li- 
ïicos, pero sin ninguna voluntad para adecuarse a ellos. La nota verbal del - 
Ministerio de Relaciones Exteriores de la Uniôn Soviética al Uruguay, fechada 
el 7 de mayo de 1970, a raiz de la adopciôn de la zona de las doscientas mi_ - 
lias por este ultimo pais, decia:
"El décreto adoptado, es, en el fondo, un intento de extender la sobe_ 
ranîa del Uruguay a la alta mar en perjuicio de los derechos e inte­
reses de otros Estados, restringir la libertad de navegaciôn marîti- 
ma y comunicaciôn aërea, como asimismo la actividad cientîfica y su 
investigaciôn y la actividad de pesca de los Estados. El Gobierno de 
la Uniôn de Reptjblicas Socialistas Soviéticas considéra necesario d£ 
clarar que no puede reconocer este acto del Gobierno de Uruguay con­
forme a derecho I"
Los acontecimientos internacionales nos convencen de que las grandes po­
tencias estân mâs cerca entre si, que de aquellos paises que pudieran susten - 
tar una ideologia comun aunaaidefttidad,de aspiraciones. Es évidente que en el - 
mimdo actual sôlo existen dos grupos de paises, los que tienen y los que no —  
tienen. Vemos en la figura de las doscientas millas que los Estados Unidos de
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Norteœnériaa y Za Uniôn Soviética comuZgan en propôsitos similares. La ûnica - 
salida para los paises de la comunidad latinoamericana, es cerrar filas en tor 
no a sus posiciones avanzadas. Los paises industrializados no cederân graciosa 
mente ante normas justicieras que choquen aon sus intereses; es preciso sumar 
esfuerzos, afinar concepciones y actvar en un sôlo impulso renovador de los —  
moldes juridicos prévale cientes." (43).
Volviendo a nuestro tema, debemos recordar que a excepciôn - 
de los hidrocarburos, las riquezas depositadas en la plataforma o 
cubiertas por el suelo, no parecîan susceptibles de explotaciôn - 
en esta época, de aqul que el mayor interés de los Estados se hu- 
biese concentrado en reservarse para su exclusiva protecciôn y —  
aprovechamiento, grandes âreas de pesca.
Esta es la esencia de la zona econômica exclusiva, o mar pa­
trimonial, si se desliga de los fondos marinos nacionales. Una —  
multitud de propuestas sobre el tema, ocupô insistentemente la - 
atencîon de la comisiôn preparatoria de la III Conferencia sobre 
el Derecho del Mar.
"Una primera y mâs extrema proposidôn, correspondiô a los paises de Am£ 
rica latina que pertenecen, como Argentina, Brasil, Uruguay, Peru y Chile, a - 
lo que se ha denomùnado la escuela territodalista, es decir, propugnaban la - 
soberania del Estado costero sobre todos los recursos de un mar territorial ex 
tendido a doscientas milllas.
Un segundo grupo de Estados latinoamericanos como México, Venezuela, y - 
Colombia, def endian lo que se ha descrito como 'mar patrimonial'. Lirrritaban el 
mar territorial a doce millas, pero reconocian al Estado costero derechos sob^
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ranos sobre los recursos naturales de una zona adyacente de 188 millas en la - 
que serian respetadas la libertad de navegaciôn y de sobrevuelo de todos los - 
Estados.
Un tercer grupo fue el formado por los Estados Africanos que preconiza - 
ban la 'zona econômica', propuesta originariamente por Kenya en 1972, Esta fôr 
muta garantiza la libertad de navegaciôn, pero pone todos los recursos natura­
les de una zona que no exoeda de doscientas millas marinas, bajo la jurisdic_ - 
ciôn del Estado costero. Al ribereno se le reconocen derechos soberanos sobre 
esos recursos, ademâs de jurisdicciôn exclusiva en el control, reglamentaciôn 
y ex:plotaciôn de la pesca. A los nacionales de otros Estados se les permite —  
pescar en la zona econômica de un Estado, pero recabando la autorizaciôn de ês^ 
te ultimo.
Un cuarto grupo de Estados, cuyos nacionales se dedican a la pesca en —  
aguas distantes de sus costas, se limitaban a reconocer un derecho preferen — ' 
cial al Estado Costero. El elemento comûn de esta propuesta consistia en que - 
el ribereno tendria derecho a reservar para los barcos de su bandera, aquella 
parte 'de la captura permisible de una especie que pueda recoger, en base a su 
capacidad de pesca'. Respecto al resto de esta y otras especies, continuaria - 
existiendo libertad de pesca".
La propuesta de México, Colombia y Venezuela, encabezando a 
los paises del Caribe, se basô en la declaraciôn de Santo Domingo, 
emitida por los diez paises que la suscribieron el 9 de junio de 
1972. (45).
Este documente subregional latinoamericano establecîa que:
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1.- El Estado ribereno ejerce derechos de soberania sobre —  
los recursos naturales, tanto renovables como no renova- 
bles, que se encuentran en las aguas, en el lecho y en - 
el subsuelo de una zona adyacente al mar territorial, de 
nominada mar patrimonial.
2.- El Estado ribereno tiene el deber de promover y el dere­
cho de reglamentar las investigaciones cientificas que - 
se adelanten en el mar territorial, asi como el de adop­
ter las medidas necesarias para evitar la contaminaciôn 
del medio marino y asegurar su soberania sobre los recur
SOS .
3.- La anchura del mar patrimonial debe ser objeto de acuer­
do internacional, preferentemente de âmbito mundial. La 
suma de esta zona y la del mar territorial, teniendo en 
cuenta las circunstancias geogrâficas, no deberâ exceder 
en total de 200 millas nâuticas.
4.- La delimitaciân de esta zona entre dos o mâs Estados, se 
harâ con arreglo a los procedimientos pacificos previ£ - 
tos en la Carta de las Naciones Unidas.
5.- En el mar patrimonial las naves y aeronaves de todos los 
Estados, con litoral marfimo o sin él, tienen derecho de 
libre navegaciôn y sobrevuelo, sin otras restricciones - 
que las que puedan resultar del ejercicio, por parte del 
Estado ribereno, de sus derechos en el mismo mar. Con e£ 
tas ûnicas limitaciones habrâ también libertad para ten­
der cables y tuberîas submarinos.
Esta posiciôn intermedia se identified inmediatamente con la 
presentada por el grupo de paises africanos (46) que favorecîa el 
concepto de zona econômica exclusiva, prâcticamente sinônimo al - 
de mar patrimonial sostenido por Latinoamérica.
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En la reuniôn de Caracas de 1974, la mayorîa de los Estados 
participantes aceptaron, bajo ciertas condiciones, el concepto de 
zona econdmica exclusiva.
Incluse las grandes potencies como la Unidn Soviética, la Re 
pûblica Federal Alemana, Francia, el Reino ünido y los Estados U- 
nidos, que habîa admitido originariamente s61o un derecho prefe - 
rencial del Estado ribereno, sobre la pesca localizada en una zo­
na adyacente a su mar territorial, reconocieron eh 19 74 que los - 
derechos soberanos de los Estados sobre la pesca y otros recursos 
vives en una zona de doscientas millas a partir de sus costas, —  
era ya una figura jurfdica irreversible, per le que quedô incorpo 
rada en 1975 en el texte oficioso para fines de negociacidn.
El concepto de zona econdmica exclusiva, ya habîa side defi- 
nido por VARGAS CARREfîO al senalar las caracterîsticas de le que 
él llamd mar patrimonial, como ”eZ espacio marztïmo en et cnat et Estado 
ribeveno tiene dereaho exotusivo a exptovaT^ aonservar y exptotar tas recursos 
naturates adyacentes a sus aostas y det sueto y subsueto det rrrùsmo mar^ asï. oo_ 
mOj en générât, egeraer todas tas oompetenc-ias que resutten de su soberanva —  
permanente sobre tates recursos", entendiendo que los fondes marines —  
pueden o no corresponder a la plataforma continental, pues no to- 
dos los territories se prolongan de esta manera hacia el fonde —  
del mar.
b) Anchura de la Zona Econdmica Exclusiva.
El limite de doscientas millas, tan condividido por la actual
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comunidad de naciones, surgid originariamente de los paises sudame 
ricanos del Pacîfico, fundamentado en razones bio-geoldgicas de ca 
râcter cientifico, ya que esa distancia constituye el limite natu­
ral para diversas comunidades bidticas y , tambidn, para quienes la 
posean, el inicio de la caida abrupta, hacia los fondos abismales, 
de la plataforma continental.
Muchos otros argumentes pretenden justificar actualmente este 
limite, pero son ya innecesarios ante una realidad internacional - 
que ha fijado en doscientas millas el mdximo razonable de esta zo­
na, lo que quiere decir que los Estados son libres de fijarle cua^ 
quier anchura, con tal de que no exceda esta distancia.
c) Competencies del Estado ribereho sobre su zona econdmica exclu 
si va.
Las competencias del Estado ribereno sobre su mar patrimonial, 
segün la concepcidn de VARGAS CARRERO, se exteriorizan en:
a) La regulacidn de la pesca y caza marinas, las cuales pue­
den ser reservadas exclusivamente a sus nacionales o con- 
cederse mediante autorizacidn a los extranjeros, con arre 
glo a las disposiciones que determine el Estado ribereho.
b) La regulacidn de la exploracidn y explotacidn de los re - 
cursos minérales, los cuales quedan sujetos a las mismas 
condiciones de la pesca y caza marinas.
c) El otorgamiento de permises para realizar operaciones de£
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tinadas a la investigacidn cientîfica y derecho a partie^ 
par en el resultado de estas investigaciones, y,
d) La adopcidn de las medidas necesarias para la prevencidn 
y control del medio marino.
La naturaleza juridica de la zona, por otra parte, fue mate­
ria de muchas disquisiciones doctrinales a propdsito de si debla 
considerarse como parte de alta mar, con excepciones a favor del 
Estado costero, como por ejemplo la libertad de pesca, o de si - 
era en cambio una zona de mar territorial donde se permite a los 
otros Estados navegar, volar libremente y tender cables y tube - 
rîas. Esta cuestidn quedd aclarada en los articulos 55 y siguien 
tes del proyecto oficioso de convenio, en los que se especifica
que la zona estâ sujeta a un régimen jurîdico especial o "sui g£
nerts", y que en ella el Estado ribereho tiene:
a) Derechos de soberania para los fines de exploracidn y ex­
plotacidn, conservacidn y ordenacidn de los recursos natu 
raies, tanto vivos como no vivos, del lecho y el subsuelo
- del mar y de las aguas suprayacentes, y con respecto a --
otras actividades con miras a la exploracidn y explora —
cidn econdmica de la zona, taies como la produccidn de e-
nergia derivada del agua, de las corrientes y de los vien 
to s;
b) Jurisdiccidn, con arreglo a las disposiciones pertinentes 
a esta convencidn, con respecto:
i) Al establecimiento y autorizacidn de islas artificia -
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les, instalaciones y estructuras;
ii) A la investigaciôn cientîfica marina; 
iii) A la protecciôn y preservacidn del medio marino;
c) Otros derechos. y deberes previstos en esta convencidn.
(Como las competencias en materia aduanera, fiscal, sani­
taria y de-inmigracidn que el Estado ejercita en las pri­
meras doce millas de su zona econdmica adyacente a su mar 
territorial).
En la zona econdmica exclusiva, cuya anchura mâxima serâ de 
ciento ochenta y ocho millas, si se excluyen las doce correspon - 
dientes al mar territorial, todos los Estados, sean riberehos o - 
sin litoral, podrân gozar de las libertades de navegacidn, sobre- 
vuelo y tendido de cables y tuberîas submarines y otros usos legî 
timos del mar relacionados con esas libertades.
El Estado ribereho por su parte, determinarâ la captura per- 
misible de los recursos vivos de su zona, asî como su propia capa 
cidad de captura, y darâ acceso a otros Estados -mediante conve - 
nio o acuerdo- aliexcedente de captura, cuando él no tenga capaci 
dad para explotarla en forma total, imponiendo el pago de derechos 
u otra forma de remuneraciôn que, en el caso de Estados riberehos 
en desarrollo, podrân cosistir en una compensacidn adecuada con -
respecto a la financiacidn, el equipo y la tecnologîa de la indu£
tria pesquera.
Fue esta la respuesta de la convencidn a los paîses que se - 
oponîan a la exclusividad pesquera de la zona, en favor del Esta-
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do costero, argumentando que afectarîa gravemente los intereses - 
de aquellas naciones que hablan invertido en la industria pesque­
ra recursos considerables, ademâs de que trerîa como consecuencia 
el desperdicio de cuantiosos recursos que, si fuesen aprovechados 
en su totalidad, cubrirîan un percentage considerable de las nece 
sidades alimenticias de la humanidad.
Es évidente que la aplicacidn universal de la zona de do£ —  
cientas millas pesarâ gravemente sobre muchos paises como la URSS, 
el Japdn, Gran Bretana y Estados Unidos, entre otros, cuyas flo - 
tas pesqueras recorren los amplios caminos del mar, principàlmen- 
te los que bordean los continentes, porque es en su proximidad —  
donde habitan, en mayor abundancia, las especies mâs solicitadas. 
Estos Estados verân disminuidas, por la participacidn econdmica - 
del Estado riberehcy las ganancias derivadas de la explotacidn pe£ 
quera, suponiendo que el Estado costero autorice el aprovechamien 
to de su zona econdmica.
Pero también es verdad que las Naciones menos favorecidas e- 
condmica, cultural y tecnoldgicamente, no pueden admitir pasiva - 
mente que otros paises se lleven , en forma gratuita y arbitraria, 
las riquezas del mar prdximo a sus costas, porque éstas constitu- 
yen su ûltima esperanza de desarrollo y, a veces, de superviven - 
cia.
No es todo negative, sin embargo, para las grandes potencies.
Canadâ, por ejemplo, adquirirâ una superficie de seis laillones de
2 2 Km , Gran Bretana novecientos cincuenta mil Km , y Francia très
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cientos cuarenta mil Km , s61o en sus aguas metropolitanas, para 
mencionar algunos ejemplos.
La zona econdmica no parece requérir del convenio en forma —  
cidn, pues mâs de un pals, desoyendo la recomendacidn del Presi - 
dente de la Conferencia para que no adoptaran posturas unilatéra­
les antes de que êsta concluyera, han creido que la zona contaba 
ya con categorla jurldica suficiente y le han proclamado en su be 
neficio. Este es el caso de Islandia en 1975 y México en 1976; y 
quizâs de los Estados Unidos a partir de marzo de 1977, mediante 
la ley de conservacidn y administracidn pesquera de doscientas —  
millas nâuticas, en la que sdlo se reservd, hipdcritamente, dere­
chos exclusivos de pesca en esa zona, como si no hubiese reclama- 
do para si hace mâs de treinta y cinco ahos, parecidos derechos -
sobre su plataforma continental, y la suma de estas dos entidades 
no tuvieran igual contenido, en la pfactica, que el de la zona —  
econdmica; la Comunidad Europea también acordd el 29 de octubre - 
de 1976, por unanimidad, extender desde el 1 de enero de 1977, —  
una zona econdmica exclusiva de doscientas millas sobre todas las 
aguas de los palses miembros, y Espana, entre otros ejemplos, fi- 
jd esa misma zona desde el 19 de enero de 1978 en el Atlântico —  
y Cantâbrico, aunque no en el Mediterrâneo.
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d) La Adjudicaciôn de Derechos Residuales.
La coexistencia de derechos en esta zona marîtima en razôn - 
de su régimen especial, plantea el problema de los derechos resi­
duales. Cuando surjan derechos no especîficamente otorgados, ni - 
al Estado costero ni a la comunidad internacional, en relaciôn —  
con usos imprevistos del mar, £A quién corresponderâ su ejercicio?
La mâs significativa diferencia entre los antiguos regîmenes 
de mar territorial y alta mar, era. la "novma residual", que aplicada 
a las aguas territoriales permitîa al Estado costero el ejercicio 
de cualquier derecho, salvo los previstos expresamente por el de­
recho internacional en favor de terceros, y si transportada al —  
mar libre, negaba a los Estados costeros todo derecho que no les 
hubiera sido reconocido por ese mismo ordenamiento.
La zona exclusiva no puede encuadrarse ni en uno ni en otro 
régimen,-por lo que, siguiendoun concepto promovido por México en 
las negociaciones respectivas, el proyecto oficioso dispuso en su 
artîculo 59 que, "en los aasos en que êsta oonvenciôn no atribuya dereohos 
o gurisdiooiôn al Estado ribereno o a otros Estados en la zona econômiaa exolu 
siva, y surja un aonflioto entre los intereses del Estado ribereno y los de —  
oualquier otro Estado o Estados^ el aonflioto deberia ser resuelto sobre una - 
*base de equidad' y a la luz de todas las oiraunstanoias pertinentesj teniendo 
en auenta la importanoia respeativa que revisten los intereses de que se tra- 
te para las partesj asi aomo para la Comunidad Internacional en su congunto",
Esta soluciôn que posiblemente satisfaga desde el punto de - 
vista diplomâtico, sirve muy poco a la certeza del derecho y me -
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nos todavîa a la soluciôn de las eventuales controversias que el 
tema de la atribuciôn de derechos producirâ seguramente en el fu­
ture, pero asî de indefinidos nacen los hijos del consenso.
No es fâcil, por otra parte, especificar hasta el ûltimo de­
recho de la comunidad internacional, o hasta la ûltima facultad - 
de los Estados sobre el mar, con pretensiôn de exhaustividad, ni 
los bloques todavîa encontrados, estân de acuerdo en admitir a —  
priori ni un principio abstracto de soberanîa, ni uno de libext'ad.gene 
ralizada, que pudiera restringir sus eventuales derechos en el —  
futuro.
e) Delimitaciôn de la Zona Econômica entre Paîses Colindantes.
Otro problema ligado a la zona econômica y a la plataforma - 
continental, uno de los mâs vidriosos, segûn FERNANDO DE BORDEJE 
MORENCOS, es el de la delimitaciôn de estos espacios entre paîses 
colindantes o de costas enfrentadas.
El convenio de Ginebra de 1958, disponîa la aplicaciôn del - 
principio de equidistancia, mientras que, en el actual proyecto - 
de oonvenciôn, ciertos paîses apoyan el principio de la equidad. 
Entre otros argumentos se maneja que la régla de la lînea media - 
en el reparto del mar Egeo, Caribe, Mar del Norte, Sudeste asiât£ 
co y otros, permitirîa que unas naciones perdieran y otras gana - 
ran territorio marîtimo, por lo que resultan necesarias ciertas - 
compensaciones para lograr .un equilibrado y equitativo reparto, - 
aunque hasta ahora nadie haya definido este ûltimo concepto.
-103-
"EspaPia' -dice este autor- aboga por la equidistanaia y ohoca por lo 
tanto con las tesis argelinaSy marroqwies y francesas a quienes la equidad fa- 
vorece, Afortunadamente, -agrega- la soluciôn a este problema estd a 'tablas'^ 
al encontarse dividida la conferencia en dos grupos muy semegantes y équilibra 
dos, "
"La cuestiôn de la delimitaciôn es crucial para Espana, pues de la deci - 
siôn que se adopte, dependerâ el reparto del Mediterrâneo occidental y de otros 
espacios, encontrândonos por suerte arropados por un compacto grupo en el que - 
figuran grandes naciones como el Reino Unido, Canadâ, Japôn, Noruega, Italia y 
otros, con los que tiene que enfrentarse sin embargo, en otros temas como el de 
los Estrechos, en el que nuestra delegaciôn se ha encontrado aislada tanto por 
la posiciôn geogrâfica que ocupamos, que molesta a todos, como por la naturale_ 
za del anterior régimen espanol que nos impidiô incluimos o ser admitidos en- - 
cualquier bloque o grupo de peso",
"Intimamente relacionado con la delimitaciôn de los espacios marttimos, 
aparece otro grave problema para Espana, el relative al status de las islas, —  
pues existe una larga serie de paises, algunos con bastante fuerza, que preten­
den negar zona econômica a las islas y archipiélagos de los Estados,^  lo que re- 
percutitia gravemente sobre las Canarias y Baléares en cuanto a la anchura de - 
sus aguas",
"En este caso, Argelia séria en el Mediterrâneo la gran beneficiada al —  
acercar su zona a Ibiza, El gran problema del Mediterrâneo es que no existen —  
400 millas entre costa y costa, por lo que es preciso repartir todo el espacio 
maritimo. Se especula que el interês de Argelia y Francia por aplicar la ^equi­
dad* y negar espacios econômicos a las islas, se relaciona con una cuenca petro^  
lifer a que, naciendo en Burdeos y entrando en la Peninsula por Asturias, corre
— 104 —
a lo largo del Ebro para llegar al Golfo de Leôn y Baléares, bagando luego ha- 
oia Argelia y El Sahara,"
"En oualquier caso es de prever que sufriremos duras y difidles négocia 
ciones en todas las conversaciones sobre delinrLtadôn, debiendo nuestra politi^  
aa mostrarse fuerte y deddida para evitar que nos vuelva a suceder lo acaed- 
do en el reparto de la plataforma continental del Cantâbrico, en donde Francia 
se llevô la gran *tagada’ imponiêndonos sus tesis y criterios, lo que dice muy
poco de los que en su dia negodaron por parte de Espana" (47) .
La posiciôn que mayor consenso habîa obtenido en la 2a. reu- 
niôn de 1980, atendiendo a lo irréconciliable de las tesis en pu£ 
nam es una tesis ambigua que se inclina ligeramente por lo equita 
tivo. Segûn el artîculo 74 del proyecto;
1.. "La delimitadôn de la'zona econômica' exclusiva entre Estados con cos^
tas adyacentes o situadas f rente a f rente, se efectuarâ por acuerdo 
entre los mismos, de conformidad con el derecho intemadonal, Tal - 
acuerdo se agustarâ a prindpios equitativos^ empleando la linea me­
dia o de equidistancia cuando sea apropiado, y teniendo en cuenta to_
das las drcunstancias prevaledentes en el ârea de que se trate",
2.,"Si no se llega a un acuerdo dentro de un plazo razonable, los Esta - 
dos interesados recurrirân a los procedimientos previstos en la par­
te XV",
2, "En cuanto que no se haya llegado a un acuerdo conforme a lo prévis to 
en el pârrafo 1, los Estados interesados, con espiritu de compren - 
siôn y cooperaciôn, harân todo lo posible para concerter arreglo pro_ 
visionales de carâcter prâctico y, durante este periodo de transi^  —  
ciôn, no harân nada que pueda poner en peligro u obstaculizar la con 
clusiôn del acuerdo definitive. Tales arreglos no preguzgarân la de­
limitaciôn definitive,.
4, "Cuando exista un acuerdo en vigor entre los Estados interesados, las 
cuestiones relatives a la delimitaciôn de la zona econômica exclusi­
va, se resolverân de conformidad con las disposiciones de este acuer_
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do, .
Muchos son los palses, principalmente europeos, que enrique- 
cerân con este tema el mundo de las controversias marinas, ya que 
un nûmero considerable de ellos estân por la equidistancia, por - 
que favorece a sus pretensiones, mientras que otros muchos recla- 
mau una justicia distributiva mâs acorde con una polltica de "aom- 
prension y aooperaoiân" internacional, porque se ajusta mejor a sus - 
propios requerimientos interesados.
Basta contemplar la regiôn Atlântica para comprobar las innu 
merables tensiones que subyacen, no del todo apagadas, como conse 
cuencia del reparto del Mar del Norte; Un conflicto pesquero en - 
tre Islandia y el Reino Unido? un conflicto de delimitaciôn marl- 
tima entre Inglaterra e Irlanda y hasta hace pcco entre Francia e 
Inglaterra, a causa de las Islas del Coral? problemas sobre deli­
mitaciôn de la plataforma continental entre Francia y Bêlgica, o- 
riginados por las arenas movedizas de Flandes, y otro resuelto —  
con resentimiento mal disimulado entre Francia y Espana a propôs_i 
to de la particiôn de su respective zona econômica exclusiva.
El reparto del mar ha estado muchas veces dirigido, por una 
impûdica rapacidad de los paîses geogrâficamente favorecidos, que 
para nada han ocultado sus tendencies hegemônicas sobre la rica - 
herencia de los ocêanos.
En el Mediterrâneo oriental, por ejemplo, las tesis griegas 
sobre Cos, Lesbos o Lemos, situadas entre una y nueve millas del 
litoral turco, convertirîa al Egeo, cuya plataforma parece ence -
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rrar ricos yacimientos de petrôleo, en un lago de Atenas.
Finalmente, dice FERNANDO DE BORDEJE, en el Mediterrâneo oc­
cidental pueden citarse los contenciosos potenciales entre Italia 
y Francia por la delimitaciôn de su plataforma; entre Italia y Ar 
gelia por la zona econômica; el de Espana contra Francia, Argelia 
y Marruecos por ese mismo espacio y por el satatus de las islas, 
para las que Italia y Espana reclaman zona econômica, contra los 
criterios franceses y argelinos, para citar algunos ejemplos de - 
intereses en conflicto.
Los problemas sobre delimitaciôn de espacios marinos estân - 
tan Intimamente ligados al concepto de soberanîa territorial, que 
los Estados no han querido someterlos a priori a los procedimien­
tos judiciales de soluciôn, por lo que este tema aparece en el —  
proyecto de oonvenciôn, como materia de una excepciôn facultativa 
a la jurisdicciôn obligatoria.
Dice el artîculo 298, que todo Estado, al firmar o ratificar 
esta oonvenciôn, o en cualquier otro momento, podrâ declarer que 
no acepta uno o varios de los procedimientos para la soluciôn de 
controversias previstas en la secciôn 2 con respecto... a las aon 
troversias relatives a la interpretaciôn o a la aplicaciôn de los ar 
tîculos 15, 74 y 83, concernientes a la delimitaaiân. de las zonas mari- 
times,., a condiciôn que acepte someter la cuestiôn al procedimien 
to de conciliaciôn.
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f) El Conflicto entre México y los Estdos Unidos en la Délimita —  
ciôn de la Zona Econômica Exclusiva.
El mâs reciente problema en la delimitaciôn de este espacio 
marîtimo, originado en la resistencia residual de las grandes po­
tencies o renunciar a las riquezas de la Z.E.E. de otros paîses, 
hasta hace poco consideradas como "ves nullius" por estar localiza- 
das en la alta mar, es la posposiciôn indefinida, acordada por el 
Senado estadounidense, de la ratificaciôn del convenio sobre deli 
mitaciôn de las fronteras marinas con México, en el golfo de éste 
mismo nombre, al enterarse que en la zona que corresponde a este 
paîs existe uno de los mâs grandes depôsitos submarines del mundo.
México décrété en 1976 una zona econômica exclusiva hasta -- 
doscientas millas marinas, imitando a muchos paîses que habîan to 
mado decisiones similares, esto obligé a redéfinir las fronteras 
marîtimas con los Estados Unidos, tanto en el Caribe como en el - 
Pacîfico, para lo cual se négocié un acuerdo que fue suscrito en 
mayo de 1978 por los cancilleres Cyrus Vance y Santiago Roel, y - 
que fue ratificado a finales de ese mismo aho por el Senado mexi- 
cano.
Antes de ser aprobado este convenio por el Senado de los Es­
tados Unidos, se pidiô el informe de una comisiôn de expertos, el 
que, por unanimidad de sus quince miembros, propuso su ratifica - 
ciôn, tbda vez que la lînea divisoria acordada obedece a un plan- 
teamiento equitativo basado en la equidistancia, y defiende los 
intereses estadounidenses en materia de pesquerîas y explotaciôn
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de minérales del lecho oceânico.
Contra esta recomendaciôn las grandes compahlas petroleras, 
que tratan de asegurarse el acceso a esta enorme boisa de hidro - 
carburos, localizada a 3000 metros de profundidad, cuyas réservas 
menos optimistes serîan de 2000 millones de barriles de petrôleo 
y 150000 millones de metros cûbicos de gas (los amantes de las C£ 
fras fantâsticas hablan de 22000 millones de barriles de crudo y 
mâs de un billôn de metros cûbicos de gas), influyeron a travês - 
de las palabras de HOLLIS D. HEDBERG, quien sostuvo ante el comi­
té senatorial de relaciones exteriores, que "este convenio hcæia per- 
dev innecesaviamente a los Estados Unidos casi toda la parte novoccidental de 
aguas profundas del Golfo de México -alrededor de 25000 millas cuadradas-, zo­
na que podria incluiv la mâs prometedora condiciôn prospective de hidrocarburos 
en toda la costa de los Estados Unidos, "
Fue asî que a principles de 1981, el pleno del Senado deci - 
diô posponer indefinidamente la cuestiôn, en espera de obtener —  
nuevos dates.
Para México résulta inaceptable que los senadores estadouni­
denses basen su decisiôn en intereses econômicos, posponiendo la 
ratificaciôn de un tratado que no ha recibido ninguna objeciôn de 
principio yponiendo en duda, como trasfondo de la cuestiôn, la va­
lidez internacional de la zona econômica exclusiva.
A este respecto el Dr. CARLOS ARELLANO GARCIA sostiene que - 
el convenio de referenda tiene la cualidad "de perfeccionar los lind^ 
vos maritimos de ambos paises, pero su faite de ratificaciôn no puede cuestio-
-109-
ncœ derechos preexistentes-.concluYQ, sin embargo, que- para evitar posi - 
bles contenciosos futuros, es ventagoso que el convenio sea ratificado. En cua]^  
quier caso, México debe vigilar la totalidad de sus doscientas millas",
A este pais, asentado sobre un fabuloso mar de hidrocarburos, 
y muchas demandas sociales en la superficie, le basta por ahora - 
con la explotaciôn de los yacimientos terrestres y los de su plata 
forma continental, pero en la delimitaciôn de sus aguas con los E£ 
tados Unidos puede estar la batalla del futuro. (48).
g) El Acceso de los Estados Mediterrâneos y en Desventaja Geogrâ­
fica.
Otro de los inconvenientes opuestos a la zona econômica exclu 
siva, fue la situaciôn de los Estados sin litoral (Land-locked) y 
la de los paîses en desventaja geogrâfica, que manejaban argumen - 
tos mueho mâs trascendentes que los esgrimidos por los Estados ri- - 
berenos para consolidar su mar patrimonial.
En efecto, la zona econômcia exclusiva ha significado un gol- 
pe mortal para los paîses sin litoral, afectando con parecida mag- 
nitud a otros paîses con mar cerrado, semicerrado o con costas en­
frentadas en un mar angosto, los que no pueden establecer una zona 
exclusiva que abarque doscientas millas, precisamente por su de£ - 
ventaja geogrâfica.
Estos paîses requieren, como cualquier otro, de los satisfac- 
tores que el mar proporciona y estân igualmente conscientes que en 
el reparto de las zonas marinas mâs accesibles y productivas, ----
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ellos son los naturales perdedores.
Cuando las pretensiones de los Estados costeros s61o cubrlan 
espacios reducidos (3, 6 o 12 millas), estos palses soportaron pa 
cientemente las desventajas de su ubicaciôn, pescaban a mayor di£ 
tancia o negociaban con los palses geogrâficamente favorecidos de 
rechos de pesca en su mar territorial.
Ahora, la zona econômica exclusiva parece ser la slntesis de 
una enorme contradicciôn. Los palses pobres pero con litorales am 
plios y abiertos, pretenden esa zona para cerrar la brecha que —  
les sépara de las grandes potencies desarrolladas, mientras que - 
sus hermanos, igualmente atrasados, pero vlctimas de un capricho 
geopolltico como es la carencia o reducidas proporciones de su 11 
toral, ven disolverse su espacio marîtimo vital, al ser arrojados 
mâs allâ de las doscientas millas marinas de la costa, donde las 
especies marinas escasean y su captura se hace difîcil y onerosa» 
La brecha entre estos ûltimos paîses amenaza con abrirse hasta —  
tragarlos del todo.
No es extraho por lo tanto, que fueran estos mismos Estados 
por razones distintas a las esfrimidas por las naciones industria- 
lizadas, los mâs reacios a aceptar las aspiraciones de los paîses 
riberehos sobre grandes extensiones marinas, sujetas a su exclusi­
ve control.
De los cuarenta y ocho Estados sin litoral o en situaciôn geo 
grâfica desventajosa que participan en la actual conferencia del - 
mar, dos terceras partes por lo menos, son paîses pobres que recla
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man, con justicia, una mejor distribuciôn de las riquezas marinas 
y, por lo tanto, que se les permita participar, sobre una base e- 
quitativa, en la explotaciôn de los recursos vivos de las zonas - 
econômicas de los Estados a cuya regiôn pertenecen.
Otro problema que ya se habia planteado en la I conferencia 
de 1958, es el derecho de trânsito de los Estados mediterrâneos, 
a travês de territories ajenos, para tener una salida al mar y v±
ceversa, como condiciôn indispensable para su desarrollo.
El artîculo 3 de la oonvenciôn de 1958 sobre alta mar, dispo 
me que "para gozar de la lihertad del mar en igualdad de oondioiones aon los 
Estados riberehos, los Estados sin litoral deberân tener libre aoaeso al mar", 
lo que no constituye una x>bligaciôn .jurîdica,. sino sôlo una reco- 
mendaciôn que podîa adquirir vigencia a travês de un acuerdo, lo 
que dejaba a los Estados mediterrâneos a compléta disposiciôn de 
sus vecinos favorecidos geogrâficamente.
Este mismo artîculo establece el trato igualitario, respecto 
de buques de otros Estados, de las naves de paîses sin mar en la 
utilizaciôn de sus puertos, pero sujetando esta prerrogativa a la
celebraciôn de un convenio.
El texto oficial del convenio en elaboraciôn contempla todos 
estos temas con un espîritu de justicia distributiva. No en balde, 
el apoyo de estos cuarenta y ocho paîses a instituciones mâs tra£ 
cendentes del derecho del mar, ha sido condicionado a su acceso a 
la pesca en la zona econômica y al derecho de libre trânsito por 
el territorio de los paîses costeros.
-112-
Los articulos 69 y 70 del proyecto, otorgan a los Estados —  
sin litoral el dereoho a participar, sobre una base equitativa, en 
la explotaciôn de una parte apropiada del excedente de recursos - 
vivos de las zonas econômicas exclusivas de los Estados riberehos 
de la misma subregiôn o regiôn, atendiendo, entre otros factores, 
a las necesidades en materia de nutriciôn de su poblaciôn. Sin em 
bargo, los paîses carentes de mar, pero desarrollados, sôlo po —  
drân ejercer este derecho en las zonas econômicas de otros Esta - 
dos desarrollados del mismo ârea.
La concesiôn no es tan generosa como algunos piensan. Los E£ 
tados mediterrâneos sôlo podrân beneficiarse de la pesca en la me 
dida que cubra sus necesidades de alimentaciôn, pero no podrân ex 
plotar comercialmente los recursos vivos.
Las riquezas geolôgicas de la zona, como el petrôleo, le es­
tân completamente vedadas, y el mismo reconocimiento y continu^ - 
dad de su derecho a la pesca, estâ condicionado a que la economîa 
del Estado ribereho no dependa abrumadoramente de la explotaciôn 
de los recursos vivos de su zona econômica exclusiva. (Artîculo - 
70 del proyecto).
Los Estados geogrâficamente desventajados, tendrân también - 
derecho a participar equitativamente en estos recursos, con las - 
mismas limitaciones.
El artîculo 125 del proyecto, reconoce ademâs a los Estados 
sin litoral, "et dereoho de aaceso al mar y desde el mar para egercer los c?£ 
veàhos que estipulan en esta aonvenoiôn, inoluidos los relacionados con la %£ -
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hertad de la alta mar y aon el patrimonio comân de la humanidad. Para este fin, 
los Estados sin litoral gozarân de lihertad de trânsito a travês del territo^  - 
rio de los Estados de trânsito por todos los medios de transporte".
En fin, los articulos 127 y 131 disponen que el trâfico en -
trânsito no estarâ sujeto a derechos de aduanas, impuestos y ----
otros gravâmenes, con excepciôn de las tasas por servicios especî 
ficamente prestados en relaciôn con dicho trâfico, y que los bu - 
ques que enarbolen el pabellôn de los Estados sin litoral gozarân 
del mismo trato que el concedido a otros buques extranjeros en —  
los puertos de mar, (idêntico que el artîculo 3 pârrafo Ib), de - 
la oonvenciôn sobre alta mar de 1958),
Esta servidumbre de paso, tan parecida a la instituciôn c£ - 
vil que lleva ese nombre, se impone a todo Estado, con o sin Cos­
ta marîtima, situado entre un Estado sin litoral y el mar. Sus mo 
dalidades y condiciones se* determinarân mediante acuerdos bilaté­
rales entre estos paîses.
El usufructo parcial de los recursos vivos de la zona econô­
mica de un Estado, y la servidumbre a que nos hemos referido como 
un complemento natural, constituirân fuentes generosas de conflic 
tos, profundamente politizados, y por tanto de difîcil soluciôn.
Basta adelantar que, si bien las controversias relatives a - 
pesquerîas deben someterse a la jurisdicciôn obligatoria de los - 
tribunales previstos en el artîculo 287 del proyecto de conven —  
ciôn, el Estado ribereho no estâ obligado a aceptar que se someta 
a tal jurisdicciôn, ninguna controversia relative a sus derechos
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soberanos sobre los recursos vivos de su Z.E.E. o a su ejercicio, 
incluîdas sus facultades discrecionales para determiner la captu­
ra permisible, su capacidad de explotaciôn, la asignaciôn de exce 
dentes a otros Estados y las modalidades y condiciones estableci- 
das en sus reglamentos de conservaciôn y ordenaciôn, aunque si de 
berâ ser sometida a conciliaciôn (artîculo 297, epîgrafe 3 a) del 
proyecto).
h) Las Libertades del Mar en la Zona Econômica Exclusiva.
Las tîpicas libertades de navegaciôn, sobrevuelo y tendido - 
de cables y tuberîas submarines, se mantienen en la zona econômi­
ca, mientras que la libertad de pesca y otros usos légitimés del 
mar como el aprovechamiento de las corrientes y de los vientos pa 
ra la producciôn de energîa, el establecimiento de islas artif£ - 
ciales u otras estructuras quedaron en favor del Estado ribereno. 
La investigaciôn cientîfica solicitada por otras Naciones, a pe - 
sar de su aparente inocuidad, ha quedado sujeta a la potestad del 
Estado ribereho en cuanto a la concesiôn de licencias, vigilancia, 
suspensiôn o cancelaciôn definitive de proyectos, por el temor de 
que, con el pretexto de esa actividad, se explotaran realmente ri 
quezas marinas, se atentara contra la seguridad del Estado, o se 
perjudicara el medio ambiente.
El proyecto de oonvenciôn légitima a los Estados para recha- 
zar los métodos légales de jurisdicciôn obligatoria, para reso^ - 
ver controversias referidas al ejercicio de esas facultades di£ -
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crecionales, incluîdas las de suspender o hacer césar un proyecto
de investigaciôn, aunque sî deben someterse a la conciliaciôn ---
obligatoria.
Los conflictos por contaminaciôn de la zona econômica y la - 
detenciôn de buques extranjeros por supuestas violaciones a los - 
derechos soberanos del Estado costero, principalmente los de pes­
ca, son otros tantos temas que preocupan desde ahora a la comuni­
dad internacional, sobre todo, porque la creciente y justificada 
alarma por causa de la contaminaciôn del medio marîtimo, puede —  
convertirse en una escusa para impedir la libertad de navegaciôn 
por la zona econômica, de todas aquellas naves de propuisiôn nu - 
clear o que transporten hidrocarburos u otras sustancias peligro- 
sas, mediante la aplicaciôn de los reglamentos y sistemas estata- 
les para prévenir la contaminaciôn.
Las islas artificiales y otras estructuras construîdas por - 
el Estado ribereho, para la explotaciôn de la misma zona, rodea - 
das de un ârea de seguridad, entorpecerân de hecho, a pesar de —  
las previsiones del proyecto de oonvenciôn, no sôlo la navegaciôn, 
sino ademâs el tendido de cables y tuberîas cuyo trazado debe au- 
torizarse por el Estado costero antes de su colocaciôn.
Otro problema a propôsito de este espacio marîtimo, es el —  
que corresponde a su lecho y subsuelo, cuando se prolonge en for­
ma de meseta continental, mâs allâ de las 200 millas nâuticas de 
la zona econômica exclusiva.
Mâs de un Estado, como Canadâ, Argentina y Australia, posee-
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dores de una plataforma superior a esta superficie, se niegan a - 
renunciar a los recursos naturales de esta prolongaciôn sumergida 
de su continente, planteando un nuevo tema a la conferencia del - 
mar.
5. LA PLATAFORMA CONTINENTAL,
a) Concepto y Antecedentes.
"Al intemamos en el mar -nos dice ALEJANDRO SOBARZO- partiendo - 
de un continente o de una isla, el suelo marino inicia generalmente un suave - 
deolive hasta llegar a un punto donde la inolinaciôn se acentûa en forma brus- 
aa y aumenta râpidamente la profundidad. La parte del fonda marino aomprendido 
entre la aosta y el punto donde la moderada pendiente tiene soluciôn de conti- 
nuidad, ha sido designada por los geôgrafos aon el nombre de plataforma conti­
nental, " (49) .
Esa llanura sumergida alcanza una profundidad media de do£ - 
cientos metros antes de caer abruptamente en los abismos oceân^ - 
COS, recibiendo, hasta esta isôbara, la luz solar que tanto influ
ye en la vegetaciôn marina y en la riqueza ictiolôgica de las ---
aguas suprayacentes.
Esta repisa o zôcalo subacuâtico estâ Intimamente ligado con 
la tierra firme, no sôlo porque sus sedimentos provienen de ella, 
sino' porque su estructura morfolôgica y geolôgica es una continua 
ciôn del continente o de la isla a los que sirve de soporte.
Aparté de ciertos antecedentes en textes romanos y en citas
-117-
de los comentaristas y glosadores, el precedente mâs inmediato, se 
gûn FELIPE ALFIN Y DELGADO, lo encontramos en el aho 1916, en que 
se hizo pûblica la pretensiôn del Gobierno Imperial Ruso con rela­
ciôn a determinadas islas del Artico, aduciendo que estaban unidas 
al territorio continental por la misma plataforma.
En aquella ocasiôn se formulô por primera vez la doctrina de 
la plataforma continental, como un fenômeno geofîsico que justifi- 
caba el ejercicio de la soberanîa estatal sobre ciertas âreas te - 
rrestres, proponiêndose poco tiempo despuês, en el Congreso Nacio- 
nal de pesca celebrado en Madrid en 1918, como argumento para ex - 
tender las aguas jurisdiccionales del Estado.
Fue el eminente oceanôgrafo espahol, ODON DE BUEN, quien sos­
tuvo en aquêlla oportunidad que si bien el dominio del ocêano debe 
ser de todos, la planicie continental debe corresponder a la na —  
ciôn a la que pertenece la costa, porque es continuaciôn de êsta y 
porque en ella tiene influencia aûn mayor la tierra que el mar, a- 
demâs de ser la zona elegida por las principales especies comesti­
bles .
"Por ley natural, la plataforma pertenece a la naciôn cuyo litoral se con 
tinûa en ella sin interrupciôn hago las aguas del mar, y que, por ser en reali- 
dad la prolongaciôn de sus costas, debe estar bago la gurisdicciôn del Estado, 
como lo estâ el resto del territorio, Respecto de las riquezas naturales de la 
plataforma deben pertenecer de derecho a la tierra de que han sido arrancadasi*
(50) .
La idea lanzada por el profesor DE BUEN fue inmediatamente a-
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doptada por otros maritimistas, pero no fue sino hasta febrero de 
1942 cuando tuvo su tercera manifestaciôn internacional concreta, 
referida no ya a la reivindicaciôn de islas o a la jurisdicciôn - 
estatal exclusiva sobre la pesca, sino a la explotaciôn de rique­
zas minérales.
Venezuela y Gran Bretana firmaron un tratado acerca del ârea 
submarina del Golfo de Pavia, (espacio marîtimo de setenta millas 
de largo por treinta y cinco de ancho, que conecta a Venezuela —  
con la isla de La Trinidad), con el propôsito de explotar, bâsica 
mente, los ricos yacimientos de hidrocarburos.
En el texto del convenio no se menciona el argumento embrio- 
nario del plateau continental, como fundamento de esta paralela - 
anexiôn de un espacio, en aquel tiempo considerado como alta mar, 
sino en la idea de que el lecho del mar, mâs allâ de los limites 
de las aguas territoriales, es una "res nulHus" cuya soberanîa pue 
de adquirirse por ocupaciôn.
En enero de 1944, Argentina déclara zonas transitorias de re 
servas minérales a la plataforma continental y al mar sobre ella 
situado, reivindicando nuevamente su posiciôn en 1946, mediante - 
decreto de 11 de octubre, en el que déclara que la plataforma o - 
zôcalo continental argentine y el mar encimero (mar epicontinen - 
tal argentine), quedan sometidos a la soberanîa de la naciôn, sin 
que quede afectada la libertad de navegaciôn de terceros Estados.
(51) .
El gobierno de los Estados Unidos, por su parte, emitiô dos
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proclamas el 28 de septiembre de 1945, a travês del Présidente —  
Truman. La primera titulada oficialmente "proolamation of the president 
with respect to the natural resouces of the subsoil and seabed of the continen­
tal shelf", y la segunda relative a "fishery conservation zones", a las 
que ya nos hemos referido.
La primera manifestaba que; "las riquezas naturales del subsuelo y 
del lecho de la plataforma continental en la alta mar contigua a las costas dbe 
los Estados Unidso, estarian sometidas a su gurisdicciôn y control", sin per 
juicio del derecho de libre navegaciôn, y que en caso de que la - 
referida plataforma se extendiera hasta las costas de otro Estado, 
se procederia a su delimitaciôn de comûn acuerdo.
A su vez, el gobierno de México reivindicô el 29 de octubre 
de 1945 y el 25 de febrero de 1949, la plataforma continental y - 
todas sus riquezas naturales, expresando que mantendria bajo su - 
control las zonas de pesca.
Este movimiento fue seguido por muchos otros Estados que fi- 
jaron su soberanîa en una distancia je doscientas millas nâut£ - 
cas, desde la costa, cualquiera que fuese la profundidad de las 
aguas, o hasta la isôbara de doscientos metros (52).
México rectified su decreto presidencial, reservândose sola-
mente la plataforma continental que le reportô aproximadamente - 
2
429.000 Km , renunciando a las aguas que la cubrîan por conside- 
rar en ese tiempo, que una pretensiôn parecida era contraria al 
derecho internacional (53).
Las proclamas del Présidente Harry S. Truman son verdadera-
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mente histdricas, no tanto per la profundidad de sus argumentes o 
la justicia de las pretensiones aducidas, sine porque envalentona 
ron con su ejemplo a una multltud de pequenos pafses que vieron - 
en los actos unilaterales del coloso de Norteamérica, la mejor re 
ferencia para sus aspiraciones. Este memorable error politico de 
los Estados Unidos, provocd una avalancha de reivindicaciones que 
ya nadie ha podido detener.
El problema consist!# en que no sdlo se reclamaron los recur 
SOS no vivos del lecho y subsuelo de la plataforma continental, - 
hasta una profundidad de cien brazas (182'90 mts. ), como estable 
ci6 la proclama Truman, sino que mâs de un pais incluy# las aguas 
suprayacentes o mar epicontinental; otros, al carecer de esta ûl- 
tima, se abrogaron los fondos marinos cualesquiera que fuese su - 
profundidad, ademâs de las aguas supraestantes, hasta una distan- 
cia de doscientas millas de la costa.
Fueron estos excesos los que alarmaron a los Estados Unidos, 
creador del hambriento monstruo, y a otras grandes potencies mar_i 
timas, que prefirieron encuadrar legislativamente la cuestiôn en 
la I Conferencia del las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.
Los argumentos que acompanaron al tema de la plataforma con- 
tienental en el ano 1958, eran condivididos por la gran mayoria - 
de las naciones, por lo que no hubo grandes problèmes en aprobar 
su régimen jurldico. Los fundamentos fueron:
Razones de continuidad geogrâfica.- En cierto modo apuntadas 
anteriormente al tenor de las cuales dicha extensiôn es una pro -
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longaciôn natural del litoral de un Estado y pertenece a la na —  
cidn riberena porque de sus montanas, de sus territories en gene­
ral, ban arrancado las aguas corrientes, los materiales de que e£ 
tân formados los depôsitos terrfgenos que cubren la zona litoral 
de la plataforma o cornisa. Entre la plataforma y la costa no exis 
te juridicamente ninguna solucidn de continuidad, por lo que el - 
dominio submarine nacional se proyecta mâs allâ de los limites —  
del mar territorial.
Razones de seguridad.- Se invoc# a este respecte que la pla­
taforma puede tener en un future una importancia enorme en case - 
de actividad bélica, tanto para la defensa como para asegurar la 
neutralidad. El perfeccionamiento de las armas submarinas, hizo - 
ver la posibilidad de convertir en territorio bélico la misma pla 
taforma.
Razones de economia.- Son las que mâs poderosamente contribu 
yeron al nacimiento de la teoria que nos ocupa. La considerable - 
extensiôn de la superficie platafôrmica no puede quedar sin utili 
zaciôn inmediata. Los riquisimos depôsitos, principalmente de pe- 
troleo, ofrecen grandes perspectives de explotaciôn y constituyen 
el sustituto obligado de los minérales terrestres que ya escasean.
Podriamos agregar a los argumentos tomados de FELIPE ALFIN, 
los de carâcter juridico que sirvieran de apoyo formai al concep- 
to juridico de plataforma continental, consistantes en la mult_i - 
tud de declaraciones unilaterales no contradichas, que originaron 
una meteôrica prâctica internacional, que requeria, por razones -
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de seguridad y homogeneidad juridica, ser plasmada legislativamen 
te en un convenio multinacional.
b) Convenciôn de 1%58 sobre la Plataforma Continental.
El Convenio ginebrino de 1958 sobre la plataforma continen -i 
tal, désigna con este nombre "eZ leoho del mar y el svbsuelo de las z£ - 
nas sybmarinas adyaoentes a las oostas, pero situadas fuera del mar territorial 
hasta vna profundidad de dosoientos metros o mâs allâ de este limite, hasta don 
de la profundidad de las aguas sicprayaaentes pemrita la explotaciôn de los re - 
cursos naturales de dioha zona^ oomprendiendo en la misma^ el leoho del mar y 
el subsuelo de las regiones submarinas anâlogas adyaoentes a las islas" (art^ 
culo 1 del convenio).
Al définir los recursos naturales, el convenio establece que 
se trata de los minérales y otros recursos no vivos del lecho del 
mar y del subsuelo, incluyendo a los organismes vivos pertenecien 
tes a especies sedentarias, es decir, aquellos que en el perîodo 
de explotaciôn estân inmôviles en el lecho del mar o en su subsue 
lo, o sôlo pueden moverse en constante contacte fisico con dicho 
lecho y subsuelo. (articule 4).
Si bien es cierto que el Estado ribereno ejerce derechos de 
soberania sobre su plataforma, a los efectos de expierar y explo- 
tar sus recursos naturales, independientemente de su ocupaciôn —  
real o ficticia y de toda declaraciôn expresa (articule 3), la —  
convenciôn le impone como obligaciones de cumplimiento pasivo;
a) no afectar al régimen de alta mar de las aguas suprayacentes;
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b) no entorpecer injustificadamente la navegaciôn, la pesca, la 
conservariôn de los recursos vivos del mar, ni las investigacio - 
nes oceanogrâficas a realizar en su plataforma, otorgando normal- 
mente el permise a los Estados que prometen publicar sus resultados;
c) no afectar el régimen de libertad del espacio aéreo, y
d) no impedir el tendido ni la conservacidn de cables o tuberfas 
submarines en la plataforma.
Obligaciones de hacer impuestas al Estado costero, son:
a) notificar la contruccion de instalaciones y mantener medios —  
permanentes para senalarlas,
b) suprimir las instalaciones abandonadas o en desuso,
c) adoptar en las zonas de seguridad, las medidas adecuadas para 
la protecciôn de los recursos vivos del mar contra los agentes no 
civos.
Para el case de que una misma plataforma continental sea ad- 
yacente al territorio de dos o mâs Estados limitrofes, o con cos­
tas situadas frente a frente, la convenciôn de referencia indicô 
que la delimitaciôn se harîa de acuerdo entre elles. A falta de - 
acuerdo, y salvo circunstancias especiales que justifique otra de 
limitaciôn, ésta se determinarâ por la linea media cuyos puntos - 
sean todos equidistantes de la Ifnea de base de donde se mide la 
extensiôn del mar territorial (articule 6).
Esta convenciôn iniciô su vigencia en junio de 1964, habien- 
do side ratificada hasta la fecha por mâs de setenta Estados. Sin
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embargo, muy pronto se sintiô la necesidad de revisar el concepto 
de plataforma continental y el convenio respective.
c) Problemâtica de la Plataforma Continental.
Una impresiôn generalizada, sobre todo en Africa, América la 
tina y Asia, calificd al Convenio de 1958 como la confirmacidn —  
grâfica de las opiniones estadounidenses, y el rechazo formal del 
mar epicontinental y de los derechos soberanos sobre sus recursos 
pesqueros.
La frustracidn de las naciones que habian reivindicado las - 
aguas suprayacentes y la desigualdad manifiesta de aquellos Esta­
dos que carecen de plataforma, como los del Pacifico sudamericano, 
se unieron a las necesidades alimenticias de sus pueblos. Estos 
paises aprovechande este primer escaldn, el maritime continental, 
comenzaron una escalada critica que sôlo podia concluir con el re 
conocimiento de la zona econômica exdlùsiva.
El concepto de recursos naturales de la plataforma, no fue - 
totalmente pacifico, pues si bien excluye las especies vivas que 
nadan en las aguas suprayacentes a la plataforma, si comprende —  
las especies sedentarias de la misma, luego, itienen este carâc - 
ter, pregunta VARGAS CARRERO, los crustâceos, como las langostas 
y las jaibas?. Brasil, antes de fijar su mar territorial de do£ - 
cientas millas, declarô que las langostas, al poder moverse sôlo 
en contacte fisico con el lecho del mar, se encuentran comprendi- 
das dentro de los recursos que corresponden al Estado ribereno y.
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en virtud de tal consideraciôn, detuvo a algunos barCos franceses 
que recogian langostas dentro de la plataforma brasilena.
El limite exterior de la plataforma fue, por otra parte, el 
bianco de las mâs duras criticas.
El criterio de doscientos metros de profundidad respondia a 
varias razones justificantes; la profundidad el que pénétra la luz 
solar; el término medio en donde se inicia el talud continental, 
o incluso el hecho de que las técnicas de explotaciôn, en la épo- 
ca de la convenciôn, no eran capaces de obtener resultados a ma - 
yor profundidad.
Este limite que pudiera calificarse de arbitrario, producia, 
sin embargo, una cierta seguridad, aunque beneficiaba sôlo a los 
paises con plataforma y, sobre todo, a los poseedores de prolonge 
das llanuras submarinas.
El criterio de la explotabilidad, en cambio, usado como un 
segundo limite por la convenciôn, dejô sin resolver la cuestiôn - 
de si era la capacidad tecnolôgica del Estado ribereno el crite - 
rio de mediciôn, o si éste podia basarse en los métodos desarro - 
llados por cualquier otro pais, ademâs de que podia conducir a 1^ 
mites absurdos; a la apropiaciôn de cada vez mayores extensiones 
de fondos marinos, segûn los avances tecnolôgicos, hasta que el - 
fondo de los océanos quedara repartido entre unos cuantos pueblos.
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d) Criterios para Delimitar la Plataforma Continental.
Muchos han sido los criterios propuestos para delimitar defi 
nitivamente la plataforma continental. ALEJANDRO SOBARZO dice que 
se podria adoptar uno de très sistemas: fijar como limite externo 
donde las aguas suprayacentes alcancen una determinada profundi - 
dad; establecer una distancia précisa desde la costa, o una comb^ 
naciôn de ambos sistemas, dejando al Estado ribereno que optara - 
pro el que mâs le conviniera.
AJA ESPIL se opone al criterio de la distancia, argumentando 
que si la plataforma continental es la prolongaciôn natural del - 
territorio bajo el mar, y este es el ünico fundamento en que se - 
basa el ejercicio de la soberania del Estado ribereno, £que sign^ 
ficaciôn tiene aplicar un criterio de distancia para delimitarlo?
La factibilidad de la explotaciôn del suelo y subsuelo mari- 
no tiene hoy un limite dado por las grandes profundidades submar_i 
nas. El talud continental o las ondulaciones precontinentales, —  
son nociones cientificas mâs acordes con la naturaleza juridica - 
de la plataforma continental.(54).
La Corte Internacional de Justicia ha subrayado que ’^L’institu 
tion du plateau oontinental est née de la oonstatatio d'un fait naturel, et le 
lien entre ce fait et le droit, sans lequel elle n'eut existé, demeure
un élément important dans l'application du régime juridique de l'institution"» 
(55).; este hecho identifica geogfâficamente, dice GIOVANNI KOJA- 
NEC, la plataforma al territorio del Estado costero. Si se parte
-127-
de este relevante factor, deberlamos concluir que allî donde cesa 
la similitud geolôgica de la zona submarina y el territorio emeg^ 
do, ya na puede aplicarse el régimen dé la plataforma continental.
Admitiendo el criterio de uniformidad geolôgica entre la zotr 
na submarina y la tierra firme, y teniendo présente la relevancia 
econômica de la explotaciôn de los recursos existentes, ël entero 
concepto de "plataforma aontinentaV résulta entonces precisado, pa­
ra los efectos de la reglamentaciôn vigente, hasta el talud cont^ 
nental, y dentro de taies limites se puede afirmar certeramente, 
prescindiendo del dato de la profundidad, el poder exclusive del 
Estado ribereno.
Queda sin embargo por aclarar si la extensiôn del talud con­
tinental debe incluirse en la delimitaciôn résultante. Al respec­
te, el concepto de unidad de yacimiento considerado por la Corte, 
puede utilizarse en el sentido que los depôsitos explotables des­
de la superficie de la plataforma pueden encontrarse a profund^ - 
dad y en localizaciones que coincidan con el ârea del talud. Si - 
esta circunstancia debiera considerarse importante (y lo es cier- 
tamente desde un piano técnico-econômico), el entero talud conti­
nental deberia ser asimilado a la plataforma en el régimen jurid^i 
co correspondiente.
Queda ademâs por resolver, decia el autor en cita, la situa- 
ciôn particular de los paises en condiciones geopoliticas especia 
les, como los que comparten un mismo lecho oceânico que no presen 
ta las variaciones geolôgicas normales, cuya reparticiôn debe rea
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lizarse sin tomar en cuenta la eventualidad de diverses profundi­
dades de las aguas, como sucede a menudo en los mares mediterrâ - 
neos y, sobre todo, définir el problema del Estado costero cuya - 
costa précipita directamente en las profundidades oceânicas (56). 
Esta naciôn, ôdebe ser excluida de todo derecho sobre el fondo o- 
ceânico adyacente, porque éste no constituye una plataforma en el 
sentido tradicional?.
La zona econômica exclusive respondiô directamente a esta —  
pregunta, absorbiendo también los intereses del Estado costero —  
provisto de plataforma, pues los derechos soberanos sobre los re­
cursos del fondo marino de la zona econômica, se identifican to - 
talmente con los reivindicados en la plataforma continental, ya 
que se trata sôlo un fondo marino de caracterîsticas especiales.
La parte VI del proyecto de convenciôn se ocupa de la plata­
forma continental en todos sus detalles, como si ésta no.formara 
parte de la zona econômica exclusiva y del mar territorial de un 
Estado, por lo menos en la extensiôn de doscientas millas nâut_i - 
cas que resultan de la suma de estos espacios.
La plataforma de un Estado, segün el art. 76, comprende el - 
lecho y el subsuelo de las âreas submarinas que se extienden mâs 
allâ del mar territorial (como si el fondo de éste no fuera parte 
también de la plataforma), y a todo lo largo de la prolongaciôn - 
de su territorio basta el borde exterior del margen continental, 
o bien hasta una distancia de doscientas millas marinas, contadas 
desde donde se mide el mar territorial, en los casos en que el —  
borde exterior del margen continental no llegue a esa distancia.
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El margen continental comprende, segün otro epigrafe de ese nume­
ral, la prolongaciôn sumergida de la maza continental del Estado 
ribereno y esté constituido por el lecho y el subsuelo de la pla­
taforma, el talud y la pendiente precontinental.
P L A T A F O R M A  C O N T I N E N T A L
( CORTE T R A N S V E R S A L  )
ARTICULO 76 DEL TEX TO INTEGRAOO OFICIOSO
„cv
200 mill,# «,*11, 
(370.40 km.)
ZONA ECONOMICA EXCLUSIVA (188 milloo)
AGUAS
PLATAFORMA  
CONTINENTAL 
O eO LO E IC A
SU P R A Y A C E N T E S
BORDE EXTERIOR DEL 
MARGEN CONTINENTAL
MARGEN CONTINENTAL
PLATAFORMA CONTINENTAL DEFINICION LEGAL-
Como puede notarse, el proyecto de convenciôn adopta una de- 
finiciôn legal de plataforma continental, fijando como punto de - 
origen el mar territorial, no obstante que ésta se inicia ffsica- 
mente desde la costa. Combina, ademâs, dos criterios de mediciôn; 
uno geomorfolôgico o real que prolonge la plataforma hasta el bor 
de externo de la pendiente continental, y el otro ficticio o con- 
vencional, basado en el limite de la zona econômica, es decir, —  
hasta doscientas millas marinas para los paises con plataforma e£ 
trecha, inferior a esta medida.
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e) Criterios sobre la Delimitaciôn de la Plataforma del Mar del - 
Norte.
El descubrimiento y explotaciôn de recursos minérales en el 
leôho del Mar del Norte durante los anos sesenta, intensified la 
competencia de los Estados riberenos y los motivos de fricciôn, - 
por causa de la delimitaciôn de esa plataforma, entre Noruega, D^ 
namarca, la Repûblica Federal Alemana, los Paises Bajos, Bélgica • 
y Francia. La reparticiôn de este espacio maritimo se habia hecho 
mediante negociaciones y tratados bilatérales.
Sin embargo, al intensificarse las dificultades entre Alema- 
nia y Dinamarca, por una parte, y entre el primero y los Paises - 
Bajos, por la otra, decidieron, mediante acuerdos especiales sus- 
critos en 196 7, someterse a la Corte Internacional de Justicia, - 
para que ésta dqclarara los principios y las reglas de derecho in 
ternacional que debian aplicarse a la delimitaciôn de esa plata - 
forma por medio de acuerdos basados en esos criterios.
Dos caracteristicas interesantes deben ser mencionadas en e£ 
te caso; Primero, la Corte no debia resolver un determinada dispu 
ta, ni efectuar delimitaciôn alguna en la plataforma de los pa_i - 
ses de referencia, sino responder a una especie de consulta, cuya 
opiniôn resultaria obligatoria para las parte. Segundo, se plan - 
teaba si la Convenciôn de Ginebra de 1958, sobre la plataforma - 
continental, era "oodifioadora" del Derecho Internacional en esta ma 
teria, y por lo tanto obligatoria para todos los paises, aunque - 
no la hubiera suscrito, pues siendo parte dél Derecho Internacio-
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nal General se imponia "erga omnes" o si era, en cambio, una mani - 
festaciôn del desarrollo de este derecho, por lo que sôlo obliga- 
ba a las partes en la Convenciôn.
Esta ûltima cuestiôn reflejaba una inquietud general de los 
Estados y ténia ademâs una aplicaciôn concreta en el asunto, pues 
Alemania no habia ratificado dicha Convenciôn y estaba en duda si 
las normas sobre delimitaciôn de la plataforma, contenidas en es­
te instrumente, le eran aplicables.
La Corte, por resoluciôn del 20 de febrero de 1969, subrayô 
en primer término, el principle general de que los Estados tienen 
derecho sobre su plataforma continental, por ser ésta una prolon­
gaciôn natural de su territorio.
Sostuvo, por otra parte, que el criterio de la equidistancia 
aplicado a la delimitaciôn de la plataforma continental, no le —  
era inherente ni habia llegado a ser régla obligatoria de Derecho 
Internacional Consuetudinario. De aqui que la Convenciôn de 1958, 
al no incorporar una instituciôn de derecho general, carecia de 
carâcter codificatorio y sôlo podia imponerse a las partes que la 
suscribieron.
Los principios de Derecho Internacional que regulan la repar 
ticiôn de la plataforma continental de paises limitrofes, deben - 
ser objeto de un acuerdo entre los paises interesados, en el que 
se atienda al principio de la équidad y a todas las circunstan^-- 
cias pertinentes, procurando atribuir a las partes, siempre que - 
sea posible, la totalidad de la Zona que constituye la prolonga -
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ciôn submarina de su territorio.
f) La Controversia Anglo-Francesa sobre la Plataforma Continental.
Esta controversia fue sometida a un Tribunal "ad hoc" de arbi­
trage, cuyo laudo constituye, sin ninguna duda, la mâs interesan- 
te aportacidn al tema de la delimitaciôn de la plataforma cont£ - 
nental, desde la decisiôn de la Corte Internacional de Justicia - 
en los casos de la plataforma del Mar del Norte.
El Reino Unido y Francia, recurrieron al arbitrage vinculan- 
te en 1975, al no poder ajustar los limites de su plataforma a —  
través de las negociaciones que se habian iniciado desde 1964.
La cuestiôn principal que se planteô al Tribunal Arbitral —  
fue; "What is the course of the boundary (or boundaries) hetüeen the portions 
of the continental shelf, appertaining to the United Kingdom and the Channel —  
Islands and to the French Republic, respectively, westward og 20 minutes west - 
of the Greenwich meridian, as far as the 1000 metres isobath:,"
El Tribunal no sôlo debia determinar el curso del limite, s_i 
no también dibugarlo en un mapa pudiendo designar a expertos con 
este propôsito. La decisiôn debia ser razonada, explicando las nor 
mas utilizadas en la descripciôn grâfica del lindero y su conexiôn 
con la delimitaciôn hecha, a diferencia del asunto sobre la Plata­
forma del Mar del Norte, en el que las partes no pidieron a la —  
Corte que delimitara directamente, sino que expusiera solamente —  
Iso pincipios aplicables.
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En nuestro caso, la decisiôn arbitral tenia que recaer en —  
très âreas; la zona del Canal, la regiôn de las islas del Canal y 
la regiôn Atlântica.
El tribunal arbitral resolviô el 30 de junio de 1977, delimit 
tando la plataforma del Canal con base en la linea média, tomando 
en cuenta las costas principales de las partes, e ignorando las - 
islas del canal por considerar que carecian de jurisdicciôn, pues 
cualquier limite impuesto en esta zona podia provocar reclamacio- 
nes de ambas partes en relaciôn con su respectivo mar territorial.
En relaciôn a la tercera regiôn, la Atlântida, el tribunal - 
concluyô que las Islas Scilly o Sorlingas, constituian una frente 
ra demasiado desviada hacia el sur, de modo que concedia injusta- 
mente una porciôn de plataforma al Reino Unido. Asi, el método pa 
ra corregir los efectos de la delimitaciôn anterior que partia de 
las Islas Scilly, fue el de fijar una linea equidistante como li­
mite .
Sin embargo, la contribuciôn mâs importante de esta résolu - 
ciôn, fue su interpretaciôn de los efectos de las réservas a los 
tratados, en relaciôn con el articulo 6 de la Convenciôn de Gine­
bra sobre la plataforma Continental, y los principios aplicables 
en su delimitaciôn, ademâs dar significado a una de las "ciraunstan 
cïas especiales" que deben ser atendidas.
Tanto el Reino Unido como Francia era parte en la convenciôn 
de 1958, pero este ültimo pais, al momento de depositar su instru 
mento de adhesiôn, declarô que no aceptaria ninguna delimitaciôn
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basada en el principio de equidistancia previsto por el articulo 
6 de la Convenciôn, en très casos, el ûltimo de los cuales estaba 
relacionado con la controversia que nos ocupa. Esta reserva recha 
zaba el principio de la equidistancia en âreas donde se daban 
Qunstancias especiales" segün la opiniôn del Gobierno, es decir en la 
Bahia de Vizcaya, la Bahia de Granville, y las âreas marinas de - 
los Estrechos de Dover y del Mar del Norte de Francia.
El articule cuya aplicaciôn negaba Francia disponia:
1. Cuando una misma plataforma continental sea adyacente al terri, 
torio de dos o mâs Estados cuyas costas estén situadas una frente 
a otra, su delimitaciôn ge efectuarâ por acuerdo entre ellos. A 
falta de acuerdo, y salvo que circunstancias especiales justify - 
quen otra delimitaciôn, ésta se determinarâ por la linea media eu 
yos puntos sean todos equidistantes de los puntos mâs prôximos de 
las lineas de base desde donde se mide la extensiôn del mar terr_i 
torial de cada Estado.
2. Cuando una misma plataforma continental sea adyacente al terr£ 
torio de los dos Estados limitrofes, su delimitaciôn se efectuarâ 
por acuerdo entre ellos. A falta de acuerdo, y salvo que circuns­
tancias especiales justifiquen otra delimitaciôn, esta se efectua 
râ apliçando el principio de la equidistancia de los puntos mâs - 
prôximos de las lineas de base desde donde se mide la extensiôn - 
del mar territorial de cada Estado.
Al serle notificadas las réservas francesas, el Gobierno del 
Reino Unido informô al Secretario General de la O.N.U., en su ca- 
lidad de depositario de la Convenciôn, que no podia aceptar estas
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re se rva s al articulo 6 del Convenio.
Al momento de decidir el Tribunal de arbitrage, si la decla­
raciôn francesa era realmente una reserva y cuâles eran sus efec­
tos, recurriô al articulo 2 de la Convenciôn de Viena sobre la —  
ley de los tratados, en donde ser défine a la reserva como"a state 
ment that purports to exclude or to modify the legal effect of certain provi^  - 
sions of the treaty in its application to the state". Contra la opiniôn in 
glesa de que la declaraciôn francesa no era una verdadera reserva 
toda vez que las "circunstancias especiales" ya estaban consideradas - 
en el articulo 6 de la Convenciôn. El Tribunal resolviô, por mayo 
rla, que la declaraciôn de Francia pretendla excluir la aplica —  
ciôn del principio de equidistancia en la delimitaciôn de las -— : 
âreas especificadas, por lo que al modificar los efectos légales - 
del art. 6, deberia considerarse como una verdadera reserva.
El Reino Unido argumentô ademâs, que la reserva francesa era
aplicable porque su propôsito fue prévenir delimitaciônes unilate 
raies basadas en la equidistancia y que, al acudir al arbitrage, 
habia precluldo para Francia toda posibilidad de recurrir a la re 
serva, por no tratarse de una delimitaciôn unilateral. El ôrgano 
Arbitral rechazô estas consideraciones, senalando que el propôsi­
to de Francia fue excluir el principio de equidistancia, cualquie 
ra que fuera la forma de delimitaciôn, y que resultaba sorpresivo 
y un serio impedimento para recurrir al arbitrage o al arreglo gu 
dicial, que el hecho de la sumisiôn privara a Francia de la pro - 
tecciôn que habia pretendido con su reserva.
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Por lo que respecta a los efectos de esta reserva, aplica - 
ble a la Bahia de Granville en el caso que nos ocupa, la Corte - 
rechazô el argumente francés de que la oposiciôn de Inglaterra a 
la reserva impedia que el Tratado tuviera vigencia entre ellos, 
o por lo menos que el articulo 6 no ténia fuerza entre los dos - 
paises, como también desestimô la conclusiôn del Reino Unido, en 
el sentido de que su oposiciôn ténia la virtud de cancelar la re 
serva francesa, haciendo obligatorio la aplicaciôn del art. 6 en 
tre ambas partes.
La decisiôn adoptada fue de tipo ecléctico. La reserva y la 
oposiciôn a la misma hacen el articulo inaplicable entre las par 
tes, pero sôlo por lo que se refiere a la materia de la reserva, 
y siguiendo el principio de la Conferencia de Viena concluyô que,
"Where the oombined effect of the reservation and the objection is to render - 
an aticle or a portion of it inapplicable, then the parties would he bound by 
the rules of customary international law".
Asi, cuando un Estado haga réservas a un tratado, oponiéndo- 
se en todo o en parte a la aplicaciôn de un articulo en particu - 
lar, intentando quedar sometido a las normas consuetudinarias an- 
teriores al tratado, la aceptaciôn o rechazo de esta reserva por 
otros Estados, no tiene consecuencias apreciables. Si aceptan la 
reserva, la relaciôn de las partes serâ gobernada por el derecho 
internacional consuetudinario, el que se aplicarâ también en el - 
caso de oposiciôn.
Esta conclusiôn no se aplica, sin embargo, cuando la reserva
-137-
pretende modificar el tratado en forma distinta del derecho con­
suetudinario, pues entonces la aceptaciôn tendrâ el mérite de -- 
convertir el contenido de la reserva en derecho consensual entre 
las partes, mientras que la objeciôn obligarâ a las partes a re­
currir al Derecho Internacional General.
Por lo que respecta a "las ciTcunstancias especiales" que deben 
ser atendidas al momento de fijar los limites de la plataforma - 
continental de Estados contiguos, el Tribunal de Arbitraje sen - 
tenciô, por lo que respecta a los limites basados en un cauce o 
zanja submarines, primero, que "where the trough itself is of such a - 
nature to constitute a rift in the geology of the shelf, thereby signifying - 
the end of the natural prolongation of each state, it may be the appropiate —  
boundary. The rupture must presumably be one that signifies the end of the -r.—  
shelf appertaining to one state and the beginning of the shelf of the other", 
segundo, que "in cases where there is no interruption of the 'essential geo^  
logical continuity of the continental shelf, a boundary folowing a trench ra­
ther than an equidistance or median line, may be appropiate in order to produ­
ce an equitable delimitation, buy the mere existence of a trench does not crea_ 
te inequity
g) El Régimen Juridico de la Plataforma Continental en la Parte - 
en que Excédé las 200 Millas.
La conferencia se planteô la situaciôn de los limites exter­
nes de la plataforma continental cuando ésta, entendida como "pro- 
longaciân natural del territorio hasta el borde extemo del margen continental",
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se extenderia mâs allâ de las doscientas millas de la costa, lo 
que ocurre, oomo ya dijimos, en paises como Argentina, Australia, 
Canadâ, Irlanda, La Uniôn Soviética, Nueva Zelanda, Gran Bretana, 
Francia, Estados Unidos, India y México.
La fôrmula que desde 1978 pareciô aglutinar el mayor consen 
so y que aparece incorporada al texto actual, fue la presentada 
por Irlanda, segün la cual, el borde exterior del margen continen 
tal se establece mediante lineas de bases rectas, cuya longitud - 
no exceda de 60 millas marinas, que unan los puntos mâs alejados 
en los que el espesor de las rocas sedimentarias sea por lo menos 
el 1% de la distancia mâs corta entre ese punto y el pie del ta - 
lud, o bien por una linea de iguales caracteristicas trazadas en 
relaciôn con puntos fijos, situados a no menos de 60 millas mari­
nas del pie del talud continental, considerado como el punto de - 
mâximo cambio de gradiente en su base. Esta fôrmula permitiria a 
los Estados reservarse la mayor parte de los hidrocarburos de la 
zona.
Este planteamiento ha venido encontrando, sin embargo, algu- 
nas objeciones del grupo de Estados Arabes y de algunos africanos, 
que insisten sobre el limite mâximo de las doscientas millas, a - 
fin de que la zona de fondos marinos fuera de la jurisdicciôn na­
cional sea lo mâs grande posible y produzca mayores bénéficiés a - 
los paises subdesarrollados.
La Uniôn Soviética, por su parte, sostuvo que la plataforma 
bajo soberania estatal no deberia prolongarse mâs allâ de cien ml
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lias del limite externo de la zona econômica exclusiva, es decir 
trescientas millas en total, (el texto actual impone como limite 
mâximo de la plataforma la de trescientas cincuenta millas mar£ - 
nas, contadas desde donde comienza el mar territorial).
Varios Estados, sin litoral o con desventaja geogrâfica prin 
cipalmente, expresaron que no- apoyariana esa extensiôn de la —  
plataforma, por lo menos mientras no se regulara, a su satisfac - 
ciôn, el mécanisme previsto en el proyecto para distribuir la cuo 
ta proveniente de los bénéficiés de la "parte extema" de la plata­
forma. (57) .
Actualmente, el principio de sumisiôn a la jurisdicciôn na - 
cional de esta porciôn e x t e m a  a las doscientas millas de la pla­
taforma continental, es un tema ya aceptado por los asistentes a 
la conferencia, a condiciôn de que los derechos soberanos del Es­
tado sobre los recursos de la plataforma, no afecten la condiciôn 
juridica de las aguas suprayacentes, ni la del espacio aéreo s_i - 
tuado sobre taies aguas, que serân considerados como de alta mar, 
con todas sus libertades, incluida la de pesca.
Otra limitaciôn, ésta de carâcter revolucionario porque pene 
tra en el espiritu de un nuevo derecho, son los pagos o contribu- 
ciones que debe efectuar el Estado ribereno, por la explotaciôn - 
de los recursos no vivos de esa parte adicional de su plataforma. 
El pago o contribuciôn en especie se harâ anualmente, después de 
los primeros cinco anos de producciôn en ese sitio, comenzando —  
con el 1% del valor o volumen de la producciôn y aumentando en 1%
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cada ano, hasta el 7% que serâ definitive. Los Estados en desarro 
llo que sean importadores netos de un recurso mineral producido - 
en su plataforma continental, estarân sin embargo exentos de toda 
contribuciôn respecte a ese recurso mineral (art. 81 pârrafos 1,
2 y 3 del proyecto).
Los pagos o contribuciones se efectuarân por conducto de la 
autoridad de los fondos marinos, la cual los distribuirâ entre —  
los Estados parte en la convenciôn, sobre una base equitativa, te 
niendo en cuenta los intereses y necesidades de los Estados en de 
sarrollo y, entre ellos, especialmente a los menos adelantados y 
los que no tienen litoral (^ârrafo 4 del mismo articulo).
Esta nueva instituciôn, arrancada por la fuerza de una razôn 
inmutable, la de los Estados menos favorecidos a labrar su futuro 
mediante una justa distribuciôn de las riquezas marinas, parece - 
confirmar el nacimiento de un nuevo derecho econômico internacio­
nal. En este terreno, dice AGUILAR NAVARRO, nos movemos en torno 
de un triptico: Independencia y soberania nacional; libertad; inter 
dependencia y cooperaciôn. La tensiôn dialéctica, las contradiccLo 
nes, se dan en la oposiciôn, libertad y soberania frente a interde- 
pendencia y cooperaciôn, con la particularidad de que aqui las le 
yes dialécticas tienen una cierta semejanza con las formas inicia 
les de entender las grandes leyes de la mecânica un Leonardo Da - 
Vinci. Soberania como presupuesto y realizaciôn de la libertad, pe 
ro soberania y libertad que en el orden internacional sôlo son pen 
sables y realizables histôricamente en base a un sistema interna-* 
cional, a unas exigencias de solidaridad, autolimitaciôn y somet£ 
miento a las normas (58).
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6. LOS FONDOS MARINOS DE JURISDICCION EXTRANACIONAL.
a) Concepto y antecedentes.
Mâs allâ de la plataforma continental sôlo encontramos los - 
fondos abismales del ocêano, cubiertos por las aguas de alta mar, 
eternamente oscuros y prohibidos por muchos anos a los seres huma 
nos, incapaces de soportar el frîo, la presiôn y la natural caren 
cia de oxîgeno.
Las grandes profundidades eran, todavîa a mediados de este - 
siglo, tecnolôgicamente inaccesibles a la explotaciôn, ademâs de 
que el desconocimiento de sus recursos las hacîa poco atractivas 
al hombre.
En los ûltimos anos, dice VARGAS CARRENO, como consecuencia 
de los vertiginosos adelantos cientîficos y tecnolôgicos que se - 
han producido, se han abierto insospechadas perspectivas para el 
aprovechamiento de los recursos naturales del océano, especialmen 
te en lo que se refiere a la explotaciôn de las sustancias orgân£ 
cas y las abundantes riquezas minérales que yacen en su suelo y - 
subsuelo.
Estudios geolôgicos y de factibilidad econômica, por ejemplo, 
sehalan que en la prôxima dêcada el petrôleo submarine représenta 
râ alrededor de un tercio de la producciôn mundial de este recur­
so. En la actualidad, la extracciôn de petrôleo de los territo —  
rios sumergidos bajo el mar, alcanzan sôlo un 18% aproximado de - 
la producciôn total. Ya, a este respecto, en los Estados Unidos -
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se estân realizando estudios y trabajos preliminares que permiti- 
rân dentro de breve plazo extraer petrôleo de zonas submarinas s£ 
tuadas entre los mil y los dos mil metros de profundidad.
Aûn de mayor importancia que el petrôleo, es la posibilidad, 
relativamente cierta, de extraer de las profundidades de los ocêa 
nos, nôdulos de manganese que contienen una cantidad apreciable - 
de cobre, cobalto, nîquel y otros minérales.
. Consciente de los peligros que pudieran surgir de una falta 
de reglamentaciôn de la exploraciôn y explotaciôn de los fondos - 
marinos, la misiôn permanente de Malta ante las Naciones Unidas 
propuso, en una nota verbal transmitida al Secretario General el 
17 de Agosto de 1967, la inclusiôn de este tema en el programa —  
del vigêsimo periodo de sesiones de la Asamblea General, acompa - 
nando a la solicitud un memorandum explicativo, en el que hace no 
tar el râpido progreso de los métodos de explotaciôn marîtima, y 
el temor de que los fondos oceânicos, mâs allâ de la jurisdicciôn 
nacional, pudiesen ser materia de una graduai apropiaciôn por los 
paises de tecnologîa mâs avanzada, e incluso de militarizaciôn a 
través de instalaciones fijas, por lo que habia llegado el momen 
to de declarer que el lecho del mar y el fondo oceânico eran pa - 
trimonio comûn de la humanidad, y que sôlo podian ser aprovecha - 
dos para fines pacificos. (59).
La posibilidad de que pocas naciones desarrolladas pudieran 
repartirse los fondos marinos, como alguna vez sucediô con el con­
tinente Africano mediante un proceso de colonizaciôn que nada apor 
tô en realidad a los pueblos sometidos, se presentô como una inmi-
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nente realidad, tan cruda y peligrosa como la conquista de posi - 
clones militates en el fondo del mar, por lo que la respuesta de 
los Estados, principalmente los del tercer mundo, fue la de hacer 
suya la propuesta maltesa como una medida de autodefensa que de - 
sembocô en la III Conferencia sobre el Derecho del Mar, segün ré­
sulta de los antecedentes ya expuestos.
b) Principios aplicables a la zona internacional de los fondos - 
marinos.
Très anos después de la dramâtica advertencia del embajador 
maltés, Alvid Pardo, y su peticiôn para declarar los recursos de 
los fondos extranacionales como patrimonio comün de la humanidad, 
la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobô su resoluciôn 
2749 del 17 de diciembre de 1970, por el voto de ciento ocho pai­
ses, ningün voto en contra y catorce abstenciones de los paises - 
socialistes.
Este documente reviste una importancia excepcional para el - 
derecho de gentes, pues consagra los siguientes principios;
1.- El fondo marino y oceânico y su subsuelo, fuera de los 11 
mites de las jurisdicciones nacionales, as! como los re­
cursos del ârea, son patrimonio comün de la humanidad.
2.- El ârea no estarâ sujeta a apropiaciôn, cualquiera que - 
fuere el medio, por parte de Estados o personas, natura­
les o jurldicas y, ningün Estado podrâ reclamar o ejer - 
cer soberania o derechos soberanos sobre parte alguna de 
la misma.
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3.- Ningün Estado o persona, natural o juridica podrâ recla­
mar, ejercer o adquirir derechos con respecto al ârea o 
sus recursos, que sean incompatibles con el régimen i n ­
ternacional a establecerse y con los principios de esta 
Declaraciôn.
4.- Todas las actividades relacionadas con la exploraciôn y 
explotaciôn de los recursos del ârea y demâs actividades 
vinculadas, serân reguladas por el régimen internacional 
a establecerse.
5.- El ârea estarâ abierta para su uso, exclusivamente para 
propôsitos pacificos, por parte de todos los Estados, —  
sean êstos con o sin litoral, sin discriminaciôn y de —  
conformidad con el régimen internacional a establecerse.
6.- Los Estados actuarân en el ârea de conformidad con los - 
principios y normas del derecho internacional que sean - 
de aplicaciôn, incluyendo la Carta de las Naciones Un£ - 
das y la Declaraciôn de Principios de Derecho Internacio 
nal relativos a las relaciones amistosas y de coopéra —  
ciôn entre los Estados de conformidad con la Carta de —  
las Naciones Unidas, adoptada por la Asamblea General el 
24 de octubre de 1970, con la intenciôn de mantener la - 
paz internacional y la seguridad y promover la coopéra - 
ciôn internacional y la comprensiôn mutua.
7.- La exploraciôn del ârea y la explotaciôn de sus recursos 
deberâ realizarse en bénéficié de la humanidad como un - 
todo, sin consideraciôn a la ubicaciôn geogrâfica de los 
Estados, sean êstos con o sin litoral, y tomando en cuen 
ta en forma especial los intereses y necesidades de los 
paises en desarrollo.
8.- El ârea serâ reservada exclusivamente para fines pacifi­
cos, sin perjuicio de cualesquiera medidas que han sido 
o puedan acordarse en el contexto de las negociaciones -
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internacionales emprendidas en el campo del désarmé y pue 
dan ser aplicadas a un ârea mâs amplia.
El têrmino "patrimonïo aomûn de la humanïdad", asignado a los fon - 
dos marines, ha dado a esta zona el carâcter de res oommunis humanita 
tis, pero sujeta a una regulaciôn internaclonal que no sôlo impide 
su apropiaciôn unilateral, sino también el exclusive aprovechamien 
te de sus riquezas per los Estados têcnicamente capacitados, en de- 
trimento de los paises subdesarrollados, y mâs todavîa, que procu­
ra distribuir equitativamente los bénéficiés provenientes de esta 
zona, principalmente entre los paises menos aventajades.
El tema de los fondes marines es, para muchos internacionalis 
tas, el mâs importante de los que ocupan a la conferencia del mar 
y quizâs la causa de que ésta no haya concluîdo todavîa. Los pro - 
blemas mâs delicados que ha suscitado, pueden concentrarse en 4 —  
grandes categories: el sistema de exploraciôn y explotaciôn; la f^ 
nanciaciôn de la future autoridad internacional de los fondes mari 
nos; la estructura y poderes de los ôrganos de la Autoridad y el - 
arreglo de controversies en relaciôn con esta zona.
En su informe sobre las negociaciones relatives a los fondes 
marines, PAUL BAMELA ENGO, de la Repûblica Unida del Camerûn, pré­
sidente del 1° comité, sehalô que en la bûsqueda del consenso debî 
an reconociliarse los intereses réalistes declarados de unes cuan- 
tos paises industriales, y aquelles de la gran mayoria de la huma- 
nidad, representada per paises predominantemente en desarrollo.
También deberian compaginarse los intereses de otras 2 catego 
ries de paises en oposiciôn: For una parte, la familia de actuales 
productores de minérales, cuyas economies dependian bâsicamente de 
sus exportaciones a los paises industrializados, cuyo crecimiento 
industrial consumia estes minérales y proporcionaba mercados sanos
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para los paises productores, y que trataba de garantizar su acce- 
so a los fondos marines come una fuente de minérales.
c) El problems de la explotaciôn de la zona.
A la problemâtica natural de una instituciôn nueva en el de- 
recho de gentes, debe anadirse la importancia de los intereses en 
juego. Baste el ejemplo de los debates en torno a la Autoridad de 
los fondos marines, para comprender las dificultades de un tema - 
que originô la conferencia de mérite y que puede ser la causa de 
su fracaso.
La primera pregunta, aguién puede explotar esta zona?, enfren 
tô automâticamente las concepciones de dos mundos.
cDeberia explotar la zona directamente la Organizaciôn Inter 
nacional a que serân confiados los fondos marines?,ôhabrâ de lim^ 
tarse la Organizaciôn a expedir licencias de exploraciôn y explo­
taciôn a los Estados solicitantes? cPodrén intervenir en la explo 
taciôn personas naturales o jurîdicas que estén bajo la jurisdic- 
ciôn de los Estados parte en la convenciôn?
El problema trasciende del aspecto puramente sustantivo, se- 
nala PASTOR RIDRUEJO, para incidir en el piano orgânico, pues como 
claramente advirtiô la delegaciôn de Bulgaria, el sistema de explo 
taciôn a cargo de la Autoridad suponîa la creaciôn de un mécanisme 
supranacional, mientras que el sistema de licencias no exigîa mâs 
que una instituciôn intergubernamental con funciones de regulaciôn/ 
coordinaciôn y supervisiôn. (60).
Las caractéristicas centrales del sistema de licencias pro 
puesto por los Estados Unidos, Reine Unido, Francia, Italia, Ja - 
pôn, Uniôn Soviética y Polonia, pueden describirse de la siguien
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te manera:
a) Supone el establecimiento en primer lugar, de una organi­
zaciôn internacional para los fondos marines, llamada la
"Autoridad Internacional",
b)'Como regia general, el sistema supone que la Autoridad no 
va a realizar, por si misma, actividades de exploraciôn - 
en la zona y de exploraciôn y explotaciôn de sus recursos.
c) La autoridad, sin poderes para participar en la explora - 
ciôn y explotaciôn de la Zona en sus recursos, es un ôrga 
no meramente administrative y con ciertas facultades de - 
supervisiôn y control.
d) Las principales facultades de supervisiôn y control esta- 
rian concentradas, no en el ôrgano parlamentario de la Au 
toridad" la Asamblea, sino en el ôrgano ejecutivo, el Con 
seje. La Asamblea tendria facultades meramente administra 
tivas.
e) El Consejo estaria compuesto por grupos de intereses y se 
incluirian, entre las principales categories, la de los - 
Paises mâs avanzados, la de los paises en desarrollo y la 
de los paises sin litoral o de plataforma cerrada. El cr^ 
terio de distribuciôn geogrâfica equitativa se aplicaria 
solamente dentro de cada catégorie.
f) La votaciôn en el Consejo requeriria, entre otras cosas, 
la aprobaciôn mayoritaria en las categories principales, 
lo cual significaria que las potencies avanzadas tendrian
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una especie de derecho de veto, que gozarîan por su tecno- 
logîa y por su especial contribuciôn a las actividades en 
la zona, sin la cual, aseveraban, no séria posible aprove- 
char los recursos.
g) Las licencias serîan otorgadas por la Autoridad a Estados 
o grupos de Estados partes en el tratado, y se darîan a - 
personas fisicas o jurîdicas bajo el patrocinio de los Es­
tados.
h) Se pagarîan cuotas por las licencias, las cuales deberian 
ser suficientes para cubrir los gastos de la Autoridad. La 
entidad que goce de una licencia, deberâ pagar una porciôn 
o impuesto sobre sus ganancias a la Autoridad, para que ê£ 
ta la distribuya equitativamente, pero con especial ênfa - 
sis a los paises en desarrollo.
i) Las licencias debian ser otorgadas por la Autoridad casi - 
automâticamente a quien las solicite y sin discriminaciôn, 
una vez que el solicitante demuestre su capacidad de reali 
zar las actividades correspondientes (61) .
En el documente de trabajo presentado formalmente por trece 
Estados latinoamericanos (62), se propone en cambio que la explora 
ciôn quede a cargo de la Autoridad. El articule 15 de este documen 
to expresa; "La Autoridad reatizarâ por si misma las actividades de explo­
raciôn y explotaciôn de la zona, pero podrâ asimCsmo valerse para estos fines - 
de las personas naturales o juridicas, prublicas o privadas, nacionales o inter- 
nacionales, mediante un sistema de contratos o mediante la constituciôn de em -
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presas mixtas". Este sistema de explotaciôn supone la existencia de - 
un ôrgano especîfico, la empresa, dentro de la Autoridad. En todo 
caso es esencial a este sistema la exclusividad de la exploraciôn 
y explotaciôn por la Autoridad.
Estos paises rechazaron ademâs el sistema de licencias, por - 
ser contrario al concepto de patrimonio comûn de la humanidad, a —  
través de una serie de argumentes magnificamente condensados por - 
ALBERTO SZEKELY:
a) Las licencias podrian selamente ser aprovechadas por los 
paises desarrollados, pues son los ûnicos que tendrân el - 
capital y la tecnologia para realizar actividades en la zo 
na.
b) De nada sirve a un pais en desarrollo tener el derecho po- 
tencial de recibir una licencia, si carece del capital y - 
tecnologia para aprovecharla.
c) Por tante, el sistema de licencias sôlo favorece a los pa­
ises ricos.
d) Si la Autoridad no puede realizar actividades de explora - 
ciôn, se convertiria en una mera agencia expendedora de l_i 
cencias.
e) En consecuencia, tante la Autoridad como los paises subde­
sarrollados se convertirian en meros expectadores de la - 
explotaciôn de los recursos de la zona por los paises ri -
COS.
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f) El sistema de licencias es incompatible con el patrimonio
comûn de la humanidad, puesto que se supone que los recur
SOS de la zona pueden ser separados del patrimonio comûn 
y pasar a la propiedad de un Estado o Ente con licencia.
g) El sistema de licencias permite que ciertos Estados o En­
tes, adquieran ganancias que no se van a distribuir entre 
toda la humanidad, pues sôlo deben entregar una parte, —  
por grande êsta sea, para que la distribuya la Autoridad.
h) Patrimonio comûn quiere decir que nadie puede sacar ganan
cias particulares, y que el bénéficié en su totalidad de­
be distribuirse entre toda la humanidad, sobre todo entre 
los paises mâs necesitados.
i) En conclusiôn, el sistema de licencias es contrario a los 
principios aprobados por las Naciones Unidas en 1970.
El entonces Présidente de México, Luis Echeverria, hablando 
en Caracas en nombre de los paises en desarrollo, dijo: El otorga 
miento de concesiones a Estados, y peor aûn, a empresas particula 
res, probablemente trasnacionales, para la explotaciôn de los fon 
dos oceânicos, équivale a la reparticiôn y ocupaciôn por unos po- 
cos paises de inmensos territories sumergidos, dando con ello or^ 
gen a una nueva forma de colonialisme en favor de los paises tec- 
nolôgicamente mâs avanzados, convirtiendo lo que se supone es pa­
trimonio comûn, en jugosa empresa de unos cuantos.
Entre las muchas criticas dirigidas a la viabilidad de una - 
organizaciôn encargada directamente de la explotaciôn de los re -
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cursos de la zona, la del Reino Unido, tristemente realista, res- 
quebrajô el idaalismo de los paises del tercer mundo. "Aunque la Au 
toridad Intemaoional realizara esa explotaciôn -decia esta delegaciôn- 
tendria todavîa que encontrar capitales considerables que superan con mucho el 
presupuesto de las Naciones Unidas, No séria realista suponer que el Mercado - 
Internacional de Capitales, o los Estados partes en la convenciôn, puedan o —  
quieran confiar sumas de esta magnitud a la futura Autoridad, Y aun cuando lo 
hicieran, los intereses que devengaria ese capital gravarian por adelantado —  
los ingresos, lo que retardaria y complicaria su distribuciôn entre los Estados 
parte," (63),
Este y otros argumentes, hicieron surgir una serie de pro —  
puestas intermedias o mixtas como el sistema de âreas reservadas 
o Banking System, de los Estados Unidos, adoptado en cierta medi 
da en el proyecto de convenciôn, por el cual, una Entidad que soli^ 
citara un contrato de la Autoridad ofreceria dos âreas de igual - 
valor en la zona. La Autoridad otorgaria una de ellas a la enti - 
dad y la otra se la conservaria para explotarla a través de empre 
sa o asociada con paises en desarrollo.
La objeciôn del grupo de los 77 a este sistema, en razôn de
que permitiria a los paises industrializados el asegurarse un ârea
en la zona, mientras que la reservada a la Autoridad, sôla o aso­
ciada a los paises subdesarrollados, quedaria inexplotada por la 
carencia de capital y tecnologia para aprovecharla, ha sido supera 
da por las condiciones bâsicas impuestas a la exploraciôn y explo­
taciôn por el anexo III del proyecto de convenciôn, entre los que 
destacan la obligaciôn de todo contratista, sea un Estado o perso-
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na jurldica o natural patrocinada por êste bajo su responsabili - 
dad, de pagar un cânon anual fljo de un millôn de dôlares a par - 
tir de la fecha en que entre en vigor el contrato, o un gravamen 
en concepto de producciôn calculada sobre los ingresos netos impu 
tables, pero sobre todo, la obligaciôn de poner a disposiciôn de 
la Empresa la misma tecnologia que utilice al realizar sus activ^ 
dades de extracciôn o la garantia escrita de que el propietario - 
de la tecnologia la pondrâ a disposiciôn de la empresa si ésta lo 
solicita, ademâs de preparar programas de capacitaciôn del perso­
nal de la Autoridad y los Estados en desarrollo.
El sistema paralelo adoptado por la Convenciôn, pretende, no 
sôlo la participaciôn efectiva de los Estados del tercer mundo en 
las actividades de la zona, teniendo en cuenta sus especiales in­
tereses y, en particular, las necesidades de los Estados en desa­
rrollo que carezcan de litoral o estén en situaciôn geogrâfica —  
desventajosa, para superar los obstâculos derivados de su situa - 
ciôn (articule 148 del proyecto), sino, ademâs, que éstos adquie­
ran tecnologia y conocimientos cientificos relacionados con las - 
actividades en los fondos marines (articule 144), y se beneficien
de la distribuciôn equitativa de los resultados financières y ---
otros bénéficiés econômicos obtenidos de las actividades en la zo 
na y de los pages y contribuciones hechos por los contratistas, 
los que llegarân incluse hasta los pueblos que no hayan alcanzado 
su plena independencia (articules 140, 160 pârrafo 2, apartado f. 
y otros).
Si este se obtiene con el consenso general de todas las na -
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ciones, se habrâ reafirmado la necesaria solidaridad internacional, 
y la esperanza de paz constructiva, en un mundo que ha sufrido muy 
de cerca los efectos de una rivalidad que destruye.
d) Enunciaciôn de otros problèmes en la Zona.
Entre la multitud de problèmes que ha venido planteando el te 
ma de la explotaciôn de los fondos mérinos, destacan el de la res- 
ponsabilidad por denegaciôn injustificada de una solicitud de ex - 
plotaciôn, por incumplimiento de las obligéeiones contractuales o 
por dahos producidos en las actividades de la zona; el de los inte 
reses legîtimos de los Estados riberenos en relaciôn con los recur 
SOS situados en su zona econômica que se extiendan hasta los fon - 
dos internacionales; la armonizaciôn de las actividades en la zona, 
con la investigaciôn cientîfica, la protecciôn del medio merino y
la vida humane; las politicas de producciôn minera en la zona, ---
atendiendo a los porcentajes de extracciôn en tierra firme y sus - 
repercusiones sobre el precio de estos recursos en el mercado mun- 
dial (64), ademâs del tema siempre delicado de las sanciones.
Esta problemâtica aumenta la importancia del sistema de solu- 
ciôn de controversies y opiniones consultivas, especîficamente pen 
sado para la zona internacional de los fondos mérinos, en el que - 
destacan, ademâs de los procedimientos comunes de arreglo, el re - 
curso a una Sala especial del Tribunal de derecho del mar, ocupada 
exclusivamente de las controversies de los fondos mérinos y el ar­
bitra je comercial.
Sin embargo, de todos los temas derivados de la explotaciôn
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de los fondos marinos, el mâs grave, por su actualidad y las re - 
percusiones que puede tener sobre el futuro de la instituciôn, es 
el de las actividades de extracciôn unilateral que tanto ha preo- 
cupado a los conferencistas.
e) La controversia sobre la moratoria a la explotaciôn unilateral 
de los fondos marinos internacionales.
A dos anos del establecimiento por la Asamblea General de —  
las Naciones Unidas, del comité especial encargado de estudiar la 
utilizaciôn con fines paclficos de los fondos marinos y oceânicos 
fuera de los limites de la jurisdicciôn nacional (65), y a pro —  
puesta de la comisiôn creada a finales de 1968 con el mismo fin, 
pero ahora con carâcter permanente y una membrecia de 42 Estados, 
se considéré la conveniencia de convocar a una nueva conferencia 
sobre el Derecho del Mar, ya que el tema especifico de los fondos 
extranacionales no podia regularse en forma aislada sin antes cia 
rificar regimenes conexos, como los limites externes del mar te - 
rritorial y la plataforma continental, y la naturaleza y exten —  
siôn de esa novisima y controvertida zona econômica exclusive o 
mar patrimonial, entre otros temas.
Como una medida preventive, la comisiôn obtuvo de la Asam .—  
blea General una resoluciôn (66) conocida como "la moratoria"^ que - 
obligaba a los Estados y a las personas fisicas o juridicas, a —  
abstenerse de cualesquiera actividades extractives de los recur - 
SOS de la zona, hasta que se estableciera un régimen internacio - 
nal para esos fondos, y la declaraciôn de que no se reconoceria -
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ninguna reclamaciôn sobre ese ârea o sus recursos.
Esta resoluciôn, dice Alberto Szekely, "dista mucho de ser creacb_ 
ra de normas juridicas, ya que fue aprobada apenas por sesenta y dos votos a fa 
vor, veintiocho en contra y veintiocho abstenciones, Ademâs, los votos négatif - 
vos provenian precisamente de los destinatarios principales de la resoluciôn, - 
es decir, de los paises tecnolôgicamente avanzados y, por tanto, con posibilida 
des de colocarse en los supuestos de explotaciôn unilateral, Votaron negativa - 
mente Austria, Canadâ, Estados Unidos, Francia, Gran Bretana, Japân, Noruega y 
la Uniôn Soviética, entre otros paises, desconociendo a la resoluciôn cualquier 
carâcter vinculatorio, Siendo el derecho internacional un derecho consensual, - 
Iqi^j^aiuciànno pudo pasar de expresar una proposiciôn de "lege ferenda", Sin - 
embargo, la resoluciôn de la moratoria ha ejercido una importante influencià mo_ 
ral en la actitud de los Estados", (67)
En 1970, sin embargo, ya con mayor informaciôn y convencimien 
to de la importancia del tema, la Asamblea General estableciô los 
quince puntos que debîa regular los fondos marinos y oceânicos y 
su subsuelo fuera de los limites de la jurisdicciôn nacional (68), 
estableciendo entre otros principios que:
3. Ningûn Estado ni persona natural o juridica, reivindicarâ, 
ejercerâ o adquirirâ derechos con respecto a la zona o sus recur­
sos que sean incompatibles con el régimen internacional que ha de 
establecerse y los principios de la présente declaraciôn.
4.- Todas las actividades relacionadas con la exploraciôn y 
la explotaciôn de los recursos de la zona y demâs actividades co- 
nexas, se regirân por el régimen internacional que se establezca.
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...14. Todo Estado serâ responsable de garantizar que las acti­
vidades en la zona, incluîdas las relacionadas con los recursos, 
ya sean llevadas a cabo por organismos gubernamentales o por ent^ 
dades no gubernamentales o personas que actûen bajo su jurisdic - 
ciôn en su nombre, se desarrollen de conformidad con el régimen - 
internacional que se establezca... Los danos causados por estas - 
responsabilidades entranarln responsabilidad.
Esta declaraciôn que ratifica sustancialmente los términos - 
de la moratoria a la explotacîon unilateral de los fondos marinos, 
fue aprobada como ya se dijo por ciento ocho votos, ninguno en —  
contra y catorce abstenciones provenientes de los paises del Blo­
que soviético, naciendo con ella la polémica a propôsito de su —  
obligatoriedad.
Se ha venido sosteniendo que las declaraciones de la Asam —  
blea no tienen generalmente fuerza vinculante, y que el sentir de 
la comunidad internacional sobre la moratoria no ha sido acorde, 
pues a la abstenciôn de Rusia y otros Estados, debe anadirse la - 
declaraciôn expresa de algunos paises desarrollados como Austra - 
lia, Bélgica, Canadâ, Italia, Japôn y otros, de que a esta resolu­
ciôn no debe concederse un efecto jurîdico obligatorio, siguiendo 
la afirmaciôn del Présidente de la comisiôn de los fondos marinos, 
y después de la conferencia, MILTON S. AMERASINGHE, entonces Emba 
jador de Ceilân (hoy Sri Lanka), de que el mérite principal de la 
misma radicaba "en su fuerza moral" y que no poseia "la fuerza obligato^ 
ria de un tratado negociado y aoeptado intemaxiionalmente",
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EDUARDO JIMENEZ DE ARECHAGA sostiene en cambio que, "aCon, ouan- 
do la fuerza juridioa de esta declaraeion pueda ser disoutida por aquéZlos Ea 
tados que se abstuvieron de votarla o hiaieron deolaraoiones en tal sentido, - 
ésta oontiene una olava indicaoiôn de la comunidad internacional ... por lo n^ ' 
nos de los Estados que votaron la declaraciôn... de que la explotaciôn de los 
recursos del mar, no pueden considérasse -si es que alguna vez se considerâ- 
como una de las lihertades del mar que pueden ejercitarse vâlidamente por los 
Estados o por compahias privadas a titulo individual, ...y que cualquier acti- 
vidad en la zona, incompatible con el régimen internacional que estâ elaboran- 
do, no sôlo no serâ desconocida, sino que aparejarâ responsabilidad por los da 
nos causados al 'patrimonio comûn de la humanidad" (69) .
Se sostienen ademâs, que las decisiones tomadas sin opos^ —  
ciôn, en un foro creado para impulsar el desarrollo progresivo —  
del derecho internacional y su codificaciôn, si constituyen fuen­
te obligatoria de este derecho, en cuanto expresiôn de una costum 
bre internacional ya existante, reconocida y declarada por los E£ 
tados destinatarios de la norma, o por lo menos, como instrumento 
creador de nuevos principios de derecho internacional o que ex —  
tiende los ya existantes a nuevas âreas, -declaraciones cuasi-le- 
gislativas- como la que determinô los principios juridicos que de 
bian régir la actividad de los Estados en la explotaciôn y utili­
zaciôn del espacio ultraterrestre. (70).
VARGAS CARRENO ubica esta resoluciôn entre aquellas que "han 
declarado la existencia de principios générales de derecho aceptados por la —  
gran mayoria de los Estados, por lo que puede considérasse como fuente obliga­
toria de derecho internacional" , distinguiendo en este mismo instrumen
-158-
to, ademâs del principle positive de "patrimonio oorrrun de la humanidad", 
un elemento negative consistante en la incapacidad de los Estados 
o de las personas naturales o juridicas para reivindicar, ejercer 
o adquirir derechos sobre la zona y sus recursos, que sean incom­
patibles con el régimen internacional qua deberâ establecerse.(71)
Aunque la Asamblea General de las Naciones Unidas carezca de 
facultades orgânicas para legislar, ya qua el articule 13 de la - 
Carta sôlo parece conferirle la promociôn de estudios y recomenda 
clones para el desarrollo y codificaciôn del derecho internacio - 
nal, no debemos olvidar qua "morever, the assembly es composed of states 
which are responsible for the creation o international lay. The assembly may - 
act as a forum for aggreement on legal principles... is capable of issuing au-- 
thoritative pronuncements on questions of international law" { 72).
La obligatoriedad de la resoluciôn en comentario y el carâc­
ter ilicito de cualquier acto de explotaciôn unilateral de los re 
cursos del fondo y subsuelo marino mâs allâ de la jurisdicciôn e£ 
tatal, derivan del carâcter ampliamente normative de los princi - 
pios enunciados, los que ya habian encontrado alojo en el derecho 
convencional desde 196 7, a propôsito de la explotaciôn y utiliza­
ciôn de un espacio anâlogo a los fondos marinos; el ultraterres - 
tre, incluyendo la luna y otros cuerpos celestes (73).
Los articules I y II de este tratado disponen que:
Articule I.
La exploraciôn y utilizaciôn del espacio ultraterrestre, 
incluse la luna y otros cuerpos celestes, deberân hacerse en pro 
vecho y en interés de todos los paises, sea cual fuere su grade 
de desarrollo econômico y cientifico, e incumben a toda la huma-
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nidad
El espacio terrestre, incluse la luna y otros cuerpos celes­
tes, estarâ abierto para su explotaciôn y utilizaciôn a todos los 
Estados sin discriminaciôn alguna en condiciones de igualdad y en 
conformidad con el derecho internacional y habrâ libertad en acce 
so a todas las regiones de los cuerpos celestes.
El espacio ultraterrestre, incluse la luna y otros cuerpos - 
celestes, estarân abiertos a la investigaciôn cientîfica, y los - 
Estados facilitarân y fomentarân la cooperaciôn internacional en 
dichas investigaciones.
Articule II.
El espacio ultraterrestre, incluse la luna y otros cuerpos 
celestes, no podrân ser objeto de apropiaciôn nacional por reivin 
dicaciôn de soberania, use u ocupaciôn, ni ninguna otra manera.
La reconducciôn del principle hegemônico "auius este solum eius 
est usque ad ooelum et ad sidera", que prolongada la soberania nacio - 
nal "ad infinitum" sobre el espacio aâreo, hasta someterlo a un de­
recho internacional que prohibe a los Estados cualquier raclama- 
ciôn unilateral sobre el gran vacio ultraterrestre, asi como la 
discriminaciôn en su aprovechamiento, es un tema "donde la aienoia y 
la tecnologia han dada pasos gigantescos en un tiempo relativamente breves, pe_ 
ro sobre todo en el que el derecho internacional ha logrado implantarse verda- 
deramente en una nueva dimensiôn". (74) .
Las dificultades técnicas y la incosteabilidad de la explota 
ciôn de los recursos naturales procedentes de otros cuerpos celes 
tes, hace innecesario, por lo pronto, la creaciôn de un régimen - 
internacional como el que résulta obligatorio si se quiere garan­
tizar la igualdad de los Estados en la explotaciôn de los fondos
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marinos extranacionales y la correcta distribuciôn de los benefi- 
cios obtenidos, pero el antecedente es vâlido e implica seriamen- 
te a los Estados Unidos de Norteamérica, a cuyo représentante se 
le oyô decir ante el Comité para el uso pacffico del espacio u_l - 
traterrestre, en 1962, "hemos reohazaâo el oonoepto de la sobèrania naoio- 
nal en el espacio ultraterrestre. Ni en la luna ni en los planetas se levanta-' 
râ la bandera de una sola naciân".
Sin embargo, segûn nos relata JIMENEZ ARECHAGA, en 1974, un
consorcio internacional, la Deep. Sea Ventures Inc., presentô al
Departamento de Estado de los EE.UU. y a los Ministros de Relacio
nés exteriores de Canadâ, Australia y el Reino Unido, un "aviso de
descubrimiento y reclamaciôn" de "derechas exclusives de extracciôn minerai
sobre un depôsito de nôdulos de manganeso en el fondo oceânico... ubicado en -
el fondo del mar en el Ocêano Pacifico a profundidades de dos mil trescientos
2a cinco mil metros, con una superficie oproximada de 60000 mil Km " declaran 
do que habia "descubierto y tomado posesiôn de êl y que estaba ahora dedica 
da a desarrollar y evaluar ese depôsito como una primera etapa, a fin de 11^ - 
var a cabo la extracciôn de minérales a esa profundidad". Deep. Sea Ventu - 
res Inc. , afirmaba "derechos exclusivos a desarrollar, évaluas y hacer ex­
tracciôn de esos depôsitos y tomas, usar y vender todas los nôdulos de mangan^ 
so de ese depôsito y los minérales y metales derivados de ellos". Se presen­
tô asimismo un dictamen juridico destinado a justificar esta pre- 
tensiôn con arreglo al derecho internacional.
En tanto que Australia, Canadâ y el Reino Unido rechazaron - 
categôricamente esta reclamaciôn, el departamento de Estado de —  
los Estados Unidos contestô que: "no concede ni reconoce derechos exclu
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sivos de mùneria sobre los recursos minérales de una zona del fondo del mar —  
fuera de los limites de la jurisdicciôn nacional”, y que ”el medio apropiado - 
para el desarrollo del derecho del mar es la III Conferencia sobre el derecho 
del mar y no reclamaciones unilatérales". Agregô, sin embargo, que "la po_ 
siciôn del Gohiemo de los Estados Unidos sobre mineria en el fondo del mar, - 
mientras no se pronuncie la conferencia, es que la nrineria del fondo del mar - 
fuera de los limites de la jiœisdicciân nacional puede llevarse a cabo como —  
una libertad de alta mar con arreglo al derecho internacional existente" (75)
Esta ûltima afirmaciôn del Gobierno de los Estados Unidos —  
provocô una grave preocupaciôn entre los asistentes a la conferen 
cia. Para la gran mayoria de los paises la libertad de alta mar - 
no comprendia la explotaciôn de sus riquezas minérales, ni exi£ - 
tia ningûn principio de derecho internacional que la contemplara, 
por la simple razôn de que no habia sido prevista, y si, en cam - 
bio, existian disposiciones como la declaraciôn de principios que 
deben regular los fondos marinos, que excluian expresamente dicha 
posibilidad.
Esta discrepancia de carâcter juridico-politico, se ha pro - 
longado hasta nuestros dias con todas las caractéristicas de un - 
conflicto internacional.
En una crônica yugoeslava sobre el sêptimo periodo de sesio- 
nes de la III Conferencia sobre el derecho del mar, se dijo que 
"los paises en desarrollo estaban siendo presionados por algunos paises alta - 
mente desarrollados, como los Estados Unidos de Norteamérica, los paises de la 
Comunidad Econômica Europea y el Japôn, Estos paises han admitido iniciativas 
en sus parlamentos, para la aprobaciôn de leyes qiÀe aseguren a las Compahias -
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privadas la explotaoiân de los fondos marinos fuera de las fronteras jurisdio- 
oionales de deternrCnados paises. La coordinaciôn de estas acciones unilatérales 
sehala la posibilidad de un 'rrrùni-acuerdo ' entre los paises industriales, que 
podria servir como base juridica para la utilizaciôn de las fuentes oceânicas - 
en zonas internacionales, en caso del fracaso de la conferencia”,
"La remisiôh a la libertad de los mares, -agrega el comentarista- es 
un argumento juridico insostenible, cuando se tiene en cuenta que ya existe un 
status aceptado para el fondo de los océanos fuera de la frontera de jurisdic­
ciôn nacional, y que hay una conferencia en curso, en la cual, los citados pai­
ses asisten a las negociaciones para lograr un sistema basado en el statua apro_ 
bado de esa zona internacional del fondo marino. Existe ademâs, la resoluciôn - 
de la Asojrblea General de las Naciones Unidas sobre la moratoria de las activi­
dades en las regiones de patrimonio general del horribre, hasta la aprobaciôn de 
la convenciôn. El grupo de los 77, al têrmino de la octava sesiôn, repitiô la 
condena a estas acciones y presiones unilatérales sobre la conferencia, y seha­
lô su insostenibilidad juridica y el perjuicio que causa a las relaciones inte^ 
nacionales" (76).
La crônica oficial de la ONU sobre este mismo periodo de la 
conferencia, hizo referencia al asunto de la explotaciôn minera - 
unilateral de los fondos marinos, planteado por Honduras, nuevo - 
presidents del grupo de los 77, en tëfminos de violaciôn del dere 
cho internacional que suponia un grave peligro para los trabajos 
Y, de hecho, para el futuro mismo de la conferencia.
Honduras afirmô que la legislaciôn nacional no puede dar a - 
las companias ninguna seguridad ni derechos internacionalmente re 
conocidos; que las autorizaciones no tendrian validez o efectivi-
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dad en ausencia de un régimen internacional generalmente aceptado, 
y que crearian desorden y darian lugar a complejas controversias.
El grupo formado por 119 Estados déclaré estar satisfecho —  
con los avancds de la conferencia, perô también perturbado por los re— 
petidos informes de que algunos Estados industrializados amenaza- 
ban con promulgar una legislaciôn minera unilateral, hacer arre - 
glos para su aplicaciôn en forma individual o en grupos pequenos, 
y formalizar algûn tipo de miniconvenciôn u otro arreglo similar 
que prevea el reconocimiento mutuo de esas pretensiones y su cum- 
plimiento colectivo aontra los que defienden el patrimonio comûn - 
de la humanidad y los principios universales de derecho interna - 
cional.
Segûn se dice, esa legislaciôn unilateral y los arreglos co­
nexos se justifican en razôn de que son de naturaleza provisional, 
en tanto se concluye y entra en vigor la nueva convenciôn sobre - 
el derecho del mar. Supuestamente también podrian defenderse en - 
razôn de la neaesidad de asegurar el desarrollo de la investiga —  
ciôn y la tecnologia. Por sobre todo, se dice que son légitimas y - 
que son consecuencia de la libertad de la alta mar.
En vista de las graves consecuencias que puede tener esa le­
gislaciôn minera unilateral para los Estados que la promulguen y 
los que contraten con ellos, para el futuro de la Conferencia y 
para la paz, la cooperaciôn y el desarrollo econômico ordenado de 
toda la comunidad mundial, el Grupo de los 77 reiterô su solic_i - 
tud para que no se violara el derecho internacional ni el princi-
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pio de buena fe de las negociaciones e instô a todos los Estados 
a que hicieran todos los esfuerzos a su alcance para lievar esta 
Conferencia a una pronta y feliz conclusiôn y a la aprobaciôn de 
una convenciôn justa y aceptable para todos los sectores de la co 
munidad mundial.
La posiciôn de los paises en desarrollo estuvo apoyada por - 
la URSS, China y Rumania. Los Estados Unidos por su parte, dije - 
ron que no creian que la explotaciôn minera de los fondos marinos 
pudiera ponerse en marcha antes de 1985, como fecha mâs prôxima, 
y siempre que los consorcios con capacidad potencial para dicha - 
explotaciôn resultaran frustrados por la falta de un marco ]uridi 
CO, ademâs de que la legislaciôn contemplada no séria incompat_i - 
ble con el sistema que pudiera ser establecido por la conferencia, 
aunque ellos preferirian operar bajo un régimen internacional(77).
Ya PASTOR RI DUE JO habia advertido desde 19 76 que "la falta de 
articulaciôn de un régimen juridico preciso para la zona, podia convertiria en 
el campo de desenfrenadas acciones unilatérales, que provocarian un gran desor 
den y una inmensa anarquia. Desorden y anarquia que favorecerian a las superpo_ 
tencias y a los Estados industrializados, en detrimento, claro estâ, de los —  
paises en vias de desarrollo" (78) .
La pregunta fIota en el ambiente. ôno estarân los EE.UU. ob£ 
taculizando la conferencia, como un medio para justificar poste - 
riormente la explotaciôn unilateral, a través de sus multinaciona 
les, de lo que supuestamente es patrimonio de todos?.
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7. EL ALTA MAR.
a) Las Lihertades del Mar.
Las ideas de los juristes espanoles, especialmente de FERNAN 
DO- VAZQUEZ DE MENCKACA, inspiraron la tesis De Mare Liberum que 
tan famoso hiciera a HUGO GROCIO.
En el siglo XVIII consolidé esta tesis y le dio al alta mar 
el carâcter de "res communis omnium", que no siempre le habia sido - 
reconocido por las grandes potencies maritimes de siglos anterio- 
res.
Después de un corto periodo en que este espacio maritimo  ---
ofreciô en forma irrestricta la libertad de navegacién y de pesca, 
fue negando paulatinamente el carâcter absolute de esas liberta - 
des, ya que los nuevos medios de locomocién marina y la naturale­
za y volumen de las mercancias transportadas, demostraron que la 
navegacién no era totalmente inocua y que las riquezas ictolôg^ - 
cas del mar no eran inagotables como antes se habia creido.
Sin embargo, el alta mar siguiô siendo el ârea maritima don­
de los Estados riberenos no pueden ejercer, en principio,-ninguna 
forma de soberania, y donde las naciones, aun las carentes de li­
toral, estân legitimadas para gozar de las lihertades de navega - 
ciôn, sobrevuelo, pesca, tendido de cables y tuberias submarinas 
y otros usos licitos del mar, segûn la convenciôn de 1958, sobre 
alta mar.
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Entre los nuevos usos licitos del mar, aparecen en el actual
proyecto de convenciôn, el de construir islas artificiàles y ;----
otras instalaciones autorizadas por el derecho de gentes y el de 
realizar investigaciones cientificas, aunque no son éstas las ûn£ 
cas hipôtesis que pudieran individuarse a la luz de los adelantos 
cientificos. El proyecto, por otra parte, condiciona todas las l£ 
bertades de alta mar, a excepciôn de la navegaciôn y el sobrevue­
lo.
b) La Contaminaciôn de los Mares.
Otras formas hay en que el mar ha venido utilizândose en per 
juicio de la humanidad. "Durante los milenios con que la vida ha vendeoi- 
do a este planeta azul, desde su origen en los oaêanos -dice EDWARD WENK 
Jr.- estos mismos océanos han recibido pacientemente detritus arrojados des­
de la tierra,. depositados como sedimentos, y mds tarde convertidos en nuevas 
montahas submarinas. Esta acciôn puede ser medida solamente en tiempo geolôgi- 
co, en los ûltimos cientos de ahos, sin embargo, las hazahas tecnolôgicas del 
horribre, tendientes a protegerle de un ambiente hostil y hacerle gozar de fru - 
tos abundantes, han deserribocado en una producciôn acelerada de desperdicios —  
que ahora, en un parpqdeo de tiempo histôrico, no sôlo han incrementado el vo- 
lumen de materiales directamente arrojados al mar o transportados y luego depo_ 
sitados por los vientos, sino que han alterado su composiciôn natural con nue­
vos ingredientes quimicos.,. Las mâs grandes amenazas, en términos de volumen~ 
de contaminaciôn, proceden de las naciones industrializadas con muy pocas im­
portantes excepciones, como el DDT de los paises svbdesarrollados ... y la — - 
idea equivocada de éstos, de que su ruta hacia la madurez tecnolôgica debe em-
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pezar por'el empleo de técrvioas que desgraoiadamente aontarrrCnan el ambiente ma 
rino. Esta aonoepoidn puede ser demolida por la aplioaoidn de la oienoia y la 
ingenieria en la invenoiôn de tecnologia no contaminante."
"La proyecciôn de la tecnologia marina del siglo XXI, requLere de una ca 
bal comprensiân de lo que el mundo serâ, o pudiera ser en ese tiempo. Es nece- 
sario im cambio en la politica social si realmente buscamos la paz, la conser- 
vaciân del ambiente y los recursos para las futuras generaciones, la reducciôn 
de las disparidades en el bienestar econômico de los pueblos, una mayor liber­
tad e igualdad de oportunidades, la salud, la seguridad y una correcta nutri - 
ciôn pava todos los horribres de la tierra".
"El ocêano ofrece la ûnica oportunidad para intenter el mas grande expé­
rimenta social, la estrategia de los océanos no coresponde ni a los Estados —  
Unidos ni a la Uniôn Soviética, ni al hemisferio Norte ni al hemisferio Sur, 
debe ser una estrategia de la humanidad". (79).
El proyecto de convenciôn recoge las preocupaciones de este 
autor, disponiendo en su articule 196, que "los Estados tomarân todas 
las medidas necesarias para prévenir, reducir y controlar la contaminaciôn del 
medio marino, causada por la utilizaciôn de tecnologia bajo su jurisdicciôn o 
control", ademâs de todo un capitule dedicado a protéger y preser - 
var el medio marino de las descargas de sustancias tôxicas, perju 
diciales o nocivas, especialmente las que sean persistantes, pro­
ve ngan de fuentes terrestres, de la atmôsfera o de vertimientos; 
a combatir la contaminaciôn causada por los buques; la derivada - 
de instalaciones utilizadas en la explotaciôn de los fondos mari­
nos y de otros dispositivos o estructuras que funcionen en el mar.
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La definlciôn de contaminaciôn de los mares de uso mâs difun 
dido, es la adoptada por el grupo de expertes sobre los aspectos 
cientificos de la contaminaciôn marina de las Naciones Unidas, y 
que fue aceptada como definiciôn de trabajo durante los préparât^
vos para la Conferencia sobre el Entorno Humano, auspiciada por -
esta organizaciôn y celebrada en Estocolmo en el ano de 1977.
Por contaminaciôn marina se entiende "la introduooiôn por el hom-
bre, en forma direata e indireata, de sustanoias o energia en este medio fin - 
oluidos los estuarios), con efectos perjudiciales para los recursos vivos y la 
salud Humana, y que créa impedimentos en las actividades qi^ normalmente se de_ 
sarrollan en los mares, como la pesca, ademâs de afectar la calidad y utiliza­
ciôn del agua marina y reducir las posibilidades de esparcirrriento" (80).
Asi entendido el fenômeno de la contaminaciôn, résulta claro 
que los instrumentes juridicos internacionales que mâs eficazmen- 
te pueden establecer una acciôn coherente en un tema tan amplio, 
son los convenios o acuerdos entre los paises riberenos de un de- 
terminado mar o ârea maritima, ya que estân identificados por pro 
blemas e intereses comunes. Entre los muchos convenios régionales 
que se ocupan de este asunto, pueden citarse: el Acuerdo de Bonn, 
para la lucha contra la contaminaciôn de las aguas del Mar del —  
Norte por los hidrocarburos; el de Copenhague de 1971, suscrito - 
con el mismo fin; el Convenio de Oslo de 1972, para prévenir la - 
contaminaciôn del mar provocada por vertidos desde buques y aero- 
naves; el convenio de Helsinki de ese mismo aho, sobre la protec­
ciôn del medio marino en el ârea del Mar Bâltico, y el Convenio - 
de Paris de 1974, para la prevenciôn de la contaminaciôn del mar
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de origen terrestre. (81).
La afirmaciôn de casi todos estos instrumentos y del proyec­
to de convenciôn sobre el derecho del mar, de que los Estados tie 
nen la obligaciôn de protéger este medio (artîculo 192), no es su 
ficiente, sin embargo, para tranquilizar a los pueblos y evitar - 
las disputas. Es necesario un cambio en la politica del medio am­
biente, basado en la conciencia de que la ecologia marina es par­
te de un todo universal del que depende nuestra vida, y que la 
responsabilidad de los Estados no concluye en las fronteras mi£ - 
mas de sus territories.
Las denuncias y protestas que se han elevado contra la conta 
minaciôn del medio ambiente, han sido rechazadas con el argumento 
de la inevitabilidad de aprovechar el ambiente y los recursos na­
turales en nombre del progreso y del desarrollo econômico. La con 
traposiciôn de una "ecologia econômica", entendida como bienestar y - 
optimizaciôn de las posibilidades empresariales de un pais, y una 
"ecologia natural" que garantice la calidad de nuestra vida, es el - 
gran desafio de nuestro tiempo que debe tomar en cuenta los co£ - 
tos impuestos al hombre, y los efectos a largo plazo de la acumu- 
laciôn de sustancias nocivas, introducidas o acentuadas por la —  
nueva estructura industrial y por nuestro sistema consumista (82).
Muchos paises han sentido el grave riesgo de la contamina —  
ciôn y han intentado protéger su medio ambiente, elevando las con 
ductas que le atacan a verdaderos delitos, como sucediô en la ley 
italiana del 14 de julio de 1965, cuyo articulo 15 dispone que:
"estâ prohibido introducir, directa o indirectamente, o difundir en las aguas
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svBtancrùas aontaminantes, Son aonsïderadas contaminantes las sustanoias extra- 
nas o que no formen parte de la oomposïaiân natural de las aguas, que oonstitu 
y an un dano directo para la fauna ictica o que determine alteraciones quimicas 
o fisioas del ambiente^ oapaaes de infiuir desfavorahlemente sobre la vida de 
los organismes aauâtiaos".
La Constituciôn espanola de 1978 dispone en su articule 45, 
por su parte, que "todos tienen el dereoho a disfrutar de un medio arribien- 
te adecuado para el desarrollo de la persona^ asi oomo el deber de oonservarlo"
'Que los poderes pûblicos velarân por la utilizaciôn racional de todos - 
los reoursos naturales^ oon el fin de protéger y mejorar la aalidad de la vida 
y defender y restaurar el medio ambiente^ apoydndose en la indispensable soli- 
doiriàad oolectiva".
Dispone adeitiâs, para quienes violen lo dispuesto en el apar-
tado anterior, que "la ley estableaerâ sanciones pénales Oy en su casOy ad
ministrativaSy asi oomo la ohligacidn de reparar el dano causado".
La pregunta se nos escapa llena de interës. <?La contamina —
cidn de alta mar debe ser considerada como un delito ecoldgico in
ternacional, ya que afecta a los intereses de la humanidad en tan 
grave medida, si no mds, que la ruptura de cables submarines, la 
pirateria o el transporte de esclaves?.
La comisiôn de derecho internacional, en su XXVIII période - 
de sesiones, celebrado de mayo a julio de 1976, preparô, dentro - 
del marco de la responsabilidad internacional, un articule de im- 
portancia capital. Se trata del texte sobre crimenes y delitos in 
ternacionales, elaborado a nivel de proyecto en el que figurd ce-
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mo relator el profesor ROBERTO AGO.
Entre los crimenes internacionales résultantes de la viola - 
cidn , por parte de un Estado, de una obligacidn bâsica para los 
intereses fundamentales de la comunidad internacional, figura, en 
el articule 19: "la violaoiôn grave de una obligaoiân internacional de iirpor 
tancia esencial para la salvaguardia y la protecciân del medio himanOy como las 
que prohiben la contaminaciân masiva de la atmâsfera o de los mares". (83) .
c) Los Desechos Radiactivos y la Experimentacidn Nuclear.
Abundando sobre el use indebido del mar, es necesario llamar 
la atenciôn sobre une de sus mâs espectaculares temas, la élimina 
ciôn de desechos radiactivos y la experimentaciôn nuclear.
Los Estados que han venido eliminando desperdicios radiacti­
vos de baja actividad en alta mar, son, principalmente, los Esta­
dos Unidos, Gran Bretana, Canadâ, Australia y Holanda, nos dice - 
ALEJANDRO SOBARZO. Las medidas actuales, como el depositar esos - 
desechos en tambores de acero revestidos de concrete para darles 
lastre y proteccidn, y arrojarlos a una profundidad minima de —  
cien brazas, no eliminan el peligro que representan para la vida 
humana al contaminar las fuentes de alimentaciôn maritimes.
El temor natural de los pueblos y las controversies que de - 
este hecho pudieran derivar, quedaron ejemplificados en la prime­
ra protesta internacional que se conoce, la cursada por el Gobier 
no mexicano contra el proyecto de la Comisiôn de energla atômica 
de los Estados Unidso, por el que se pretendla autorizar en 1959,
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a la Houston Texas, Industrial Waste Disposal Corporation, una se 
rie de eliminaciones de desechos radiactivos de baja actividad a 
una distancia equidistante de las costas mexicanas y tejanas en - 
el Golfo de México y a seis mil pies de profundidad. La solicitud 
fue denegada por la Comisiôn para no dahar las buenas relaciones 
entre ambos palses (84), pero el problema se recorriô solo aigu - 
nas millas, sin una pauta que unificara el criterio sobre las do- 
sis mâximas admisibles, ni una soluciôn definitive para la elimi- 
naciôn inocua de los residuos provenientes del empleo pacffico de 
la energla atômica.
Las corrientes marinas y la suma de los desechos estatales, 
aparentemente. inocuos si se valoran en forma individual, son s^ - 
tuaciones que agravan y difunden el problema.
Los experimentos nucleares en alta mar, por otra parte, son 
manifestaciones de un abuso del concepto de libertad, que tiene -
como limites principales para ser jurldico, el de no dahar a ----
otros pueblos, ni impedirles el uso paclfico del océano, lo que - 
no se concibe si con esos experimentos se obstaculiza la navega - 
ciôn y la pesca, y se altera perjudicialmente el medio marino.
El 9 de mayo de 1973 Australia y Nueva Zelanda presentaron - 
demandas ante la Corte Internacional de Justicia, acusando a Fran 
cia de realizar pruebas ilegales en la atmôsfera de armas nuclea­
res en el Océano Paclfico sur. El 16 y 18 de mayo de ese mismo —  
aho, Fiji intervino en cada uno de los casos por tener interés en 
el asunto. Francia negô jurisdicciôn a la costa y soliciô que el 
asunto fuese retirado de la lista, mientras que los palses deman-
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dantes solicitaron de la Corte, medidas provisionales para impe - 
dir que Francia continuara con sus experimentos atômicos.
Los efectos prâcticos del recurso a la jurisdicciôn Interna­
cional, fueron suficientemente alentadores en el piano politico, 
aun a falta de una resoluciôn especifica sobre el caso, porque —  
despertô la conciencia de los pueblos sobre un tema que ya habia 
sido discutido infructuosamente en la conferencia,de Ginebra de —  
1958, cuando un grupo de Estados (85) intentô que se incluyera en 
el tratado respective, una disposiciôn prohibitiva de los experi­
mentos nucleares en alta mar. Este propôsito se logrô en 1963, —  
cuando Estados Unidos, Gran Bretana y la URSS firmaron el tratado 
que proscribe ese tipo de experimentos, al que después se sumaron 
mâs de cien naciones. Francia no era parte al momento de realizar 
sus experimentos.
El Tratado de Moscü de 1963 sobre prohibiciôn de pruebas con 
armas nucleares, entrô en vigor en octubre de ese mismo aho y — -
obliga a las partes a "prohibiry impedir y no réalizar explosiones d e--
pruehas oon armas nualeareSy ni oualquier otra alase de explosion nuclear en - 
ningûn lugar situado bajo su jurisdicciôn o control: a) en la atméfera^ fuera 
de sus limites y incluido el espacio extraterrestre y o bajo el aguOy comprendi- 
das las aguas territoriales y el alta mar y o b) en oualquier otro medio fisi- 
cOy cuando la explosiân origine la presencia de residuos radiactivos fuera de 
los limites territoriales del Estado bajo cuya jurisdicciôn o control aquella 
se efectuare", (86)
Ese tratado y el que prohibe los emplazamientos atômicos en 
los fondos marinos concuerdan con el espiritu de los artfculos 88
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y 141 del proyecto de convenciôn, en donde se establece que el a]^  
ta mar y la zona internacional de los fondos marinos serân utili- 
zados exclusivamente para fines pacfficos.
El tratado que prohibe la fijaciôn de armas nucleares en el 
fonde marino, suscrito en 1971 por EE.ÜÜ. y la URSS, y que entrô 
en vigor en 1973, sôlo se refiere a las intalaciones fijas en fon 
dos internacionales de armas capaces de destrucciôn masiva, pero 
no incluye las que puedan ser transportadas en forma permanente - 
en submarines o barcos, ni las bases militares de rastreamiento o 
control, ni a las instalaciones bôlicas fijas en los fondos juri£ 
diccionales de palses complacientes.
Este continue desplazamiento de los submarines atômicos por 
todos los mares del mundo, y la presencia de naves equipadas con 
armas nucleares e incluse propulsadas por esa misma energla, no - 
produce ninguna tranquilidad pues, excluyendo el especlfico pro 
blema de la guerra, los accidentes que ya se han producido pare - 
cen indicar el curso ascendente del preocupante fenômeno de la —  
contaminaciôn radiactiva.
JEAN PIERRE QUENEUDEC nos relata que la Iluvia radiactiva, - 
consecuencia del ensayo de artefactes nucleares en alta mar, y —  
del lanzamiento al mar de residuos radiactivos procédantes de di­
verses reactores atômicos, han agudizado las reacciones de una o- 
piniôn pûblica sensibilizada ante los fenômenos de la radiactivi- 
dad. Se sabe, por ejemplo, que Pescadores japoneses fueron obliga 
dos a destruir miles de toneladas de pescado contaminado, como —  
consecuencia de explosiones expérimentales de armas nucleares en
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el Paclfico. También es conocido que marinos franceses han sacado 
en sus redes barriles de acero conteniendo residuos nucleares.
El acontecimiento mds dramâtico le ha proporcionado lo que - 
se llamô la "enfermeâad de Minamata", que, de 1953 a 1960, asolô la —  
ciudad de ese nombre en el Japôn. El 40% de las personas atacadas 
por la enfermedad mûrieron en pocos dlas, sufriendo el resto dis- 
minuciôn del campo visual, dificultades de elocuciôn, alteracio - 
nés en el aparato locomotor, dahos en el sistema nervioso y per - 
turbaciones mentales. Pronto se percibiô que esta sintomatologla 
coincidla con la de los casos de intoxicaciôn producida por corn - 
puestos alquil-mercûricos. Como la enfermedad aquajaba especial - 
mente a las familias de Pescadores y a sus animales domésticos, - 
se pensô errtonces que la intoxicaciôn era debida a los productos 
del mar y se comprobô que a varios kilômetros de la zona donde se 
habia producido este accidente patolôgico, existia una fâbrica —  
que utilizaba un compuesto mercûrico como catalizador para su pro 
ducciôn. Este compuesto era arrojado al mar en importantes canti- 
dades con el agua que se utilizaba para la refrigeraciôn, después 
de haber sufrido operaciones de degradaciôn y de destilaciôn que 
le hacian absolutamente indisoluble en el agua del mar. La acumu- 
lacién progresiva del agente patégeno se producia a continuaciôn 
a través de la cadena alimenticia marina: el compuesto mercûrico 
se acumulaba primeramente en el fitoplancton. después, en el zoo­
plancton y, por fin, en los peces y moluscos hasta alcanzar dosis 
de concentracién téxicas para el hombre (87).
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d) La Nacionalidad de los Buques.
Un tema tan antiguo como el de la nacionalidad derivada del 
pabellôn que utilicen los buques, ocupd la convencidn de 1958 y - 
al actual proyecto, coincidiendo ambos instrumentos en el requis_i 
to de que debe existir una relaciôn autêntica entre el buque y el 
Estado que le otorga su nacionalidad, agregando el proyecto la - 
prohibiciôn de navegar bajo pabellones de dos o mâs Estados, bajo 
amenaza de no poder ampararse en ninguna de esas nacionalidades.
Los pabellones de conveniencia y los muchos abusos que se —  
han cometido a propôsito de este tema, sobre todo cuando el Esta­
do del pabellôn no esté efectivamente relacionado con el buque, - 
ni aplica, por falta de interés, sus reglamentos sobre seguri- 
dad y navegaciôn, serân materia de mâs de un conflicto internacio 
nal.
e) La Jurisdicciôn y la Cooperaciôn Internacional en Alta Mar,
Un tema igualmente comprometido es el de la inmunidad de los 
buques de guerra y de los utilizados para un servicio oficial no 
comercial, regulado con esta salvedad por el proyecto de convey ” 
ciôn, a pesar de las protestas de Rusia, cuya flota mercante es - 
de tipo gubernamental y por lo tanto asimilada a un servicio pû - 
blico.
Esta inmunidad de jurisdicciôn y los derechos de visita y - 
persecuciôn, son otros tantos temas conflictivos, porque de su a-
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buso dériva responsabilidad internacional, como también del apre- 
samiento de un buque o aeronave por sospechas infundadas de que - 
se dedica a la pirateria o al transporte de esclaves.
Una nota curiosa, que parece contrastar con los modernos cr_i 
terios que llevaron al proyecto de convencién a reglamentar la re 
presién de las trasmisiones de radio o television no autorizadas, 
difundidas desde alta mar, as! como la prohibiciôn y persecuciôn, 
con fundamento en el principle de jurisdicciôn universal, del trâ 
fico illcito de estupefacientes, es el que se refiere al aprèsa - 
miento de un buque o aeronave pirata.
El articule 105 del proyecto, recoge la secular tradiciôn de 
las presas marltimas, al autorizar a oualquier Estado para apre - 
sar en alta mar o en lugar no sometido a jurisdicciôn, un buque o 
aeronave pirata, o un buque capturado a consecuencia de actes de 
pirateria que esté en poder de piratas y detener a las personas e 
"inacaitarse de los hienes que se encuentren a bordo", s in perjuicio de les 
derechos de terceros de buena fe.
Otro tema de importancia, relative a la cooperaciôn que se - 
deben entre si las naciones, es el deber de prestar auxilio a las 
personas que se encuentren en peligro de desaparecer en el mar, y 
el de la protecciôn de cables y tuberlas submarinas, cuya ruptura 
o détériore voluntario o négligente constituye, sin lugar a dudas, 
un delito internacional.
El tema candente de la jurisdicciôn aplicable en el caso de 
abordaje, ha quedado formalmente resuelto en el articule 97 del -
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proyecto. Este dispone, para el caso de oualquier incidente de na 
vegaciôn ocurrido en alta mar del que pueda derivar responsabili­
dad para el capitân o oualquier persona al servicio del buque, —  
que las acciones pénales o disciplinarias sôlo se podrân ejerci - 
tar ante las autoridades judiciales o administrativas del Estado 
del pabellôn, o ante las del Estado de que dicha persona sea n£ - 
cional, negando asl, en forma definitiva, la pretendida jurisdic­
ciôn del pais ofendido.
f) Limites a la Libertad de Pesca en Alta Mar.
Otra ârea reclama la atenciôn de las Naciones, y estar rela- 
cionada con las actividades que pueden realizarse en el mar inter 
nacional; se trata de la ordenaciôn y conservaciôn de los recur - 
SOS vivos como limites impuestos al derecho de pesca en alta mar. 
Estes pretenden evitar, no sôlo la contaminaciôn de este espacio, 
sino reglamentar los métodos y volûmenes de captura de las dife - 
rentes especies ictiolôgicas y de los mamiferos del mar, conside- 
rados como reoursos renovables que 'debe compartir racionalmente - 
la humanidad.
El tema de los reoursos fue analizado por JULIO A. BARBERIS, 
en funciôn de la doctrina de la cooperaciôn, que impone a los Es­
tados beneficiarios de yacimientos de hidrocarburos o de minera - 
les una serie de derechos y obligaciones reciprocos, tendientes a 
no derrochar el recurso, ni deteriorar o inutilizar el yacimiento 
sino explotarlo de manera equitativa y responsable, la que puede
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aplicarse perfectamente a la Autoridad de los fondos marinos y -- 
los Estados colindantes.
La regulacidn juridica de la exploracidn y explotaciôn de re 
cursos minérales compartidos, dice el autor, ha sido objeto de un 
cierto nûmero de tratados internacionales concertados en los dlti 
mos 20 ahos. La mayorla de estos acuerdos se refieren a los casos 
de yacimientos compartidos en las plataformas continentales y de 
ellos se pueden desprender très principles bâsicos sobre los que 
desgraciadamente no podemos produndizar:
a) La obligacidn de no causar un perjuicio sensible al Estado ve- 
cino por las actividades de explotaciôn.
b) La obligaciôn de usar equitativa y razonablemente del recurso, 
distribuyendo en forma justa los bénéficiés; y
c) Obligaciôn de intercambiar informaciôn sobre los descubrimien- 
tos y de negociar su aprovechamiento. (03).
La teorîa de la cooperaciôn en el aprovechamiento de recur - 
SOS compartidos, aplicada en principle a minérales e hidrocarbu - 
ros cuya inmovilidad facilita su ubicaciôn, e incluse su explota- 
ciôn conjunta, también puede aplicarse a las poblaciones de peces, 
crustâceos y otros reoursos vivos localizados en zonas econômicas 
de dos o mâs Estados, o en esta zona y un ârea mâs allâ de esta y 
adyacente. De aqui la participaciôn de los Estados riberehos de - 
los palses Pescadores de alta mar, para coordinar y asegurar la - 
conservaciôn y desarrollo de dichas poblaciones, como también, —  
por los que respecta a las especies altamente migratorias, pero ^  
hora por un interés econômico compartido, no por su ubicaciôn geo
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grâfica, ya que éstas no tienen una localizaciôn fija.
Los reoursos de.la zonaJinternacional de los fondos marinos 
son exclusivamente de carâcter minerai (articule 133 del proyecto) 
De aqui que las especies sedentarias de esta zona puedan ser apro^ 
vechadas por todos los Estados que pescan en alta mar, aunque so- 
metidas a las mismas limitaciones.
La conservaciôn de los reoursos vivos de,alta mar interesa a 
toda la humanidad, pero sôlo a través de organizaciones subregio- 
nales de pesca puede tener practicidad oualquier medida que se a-
dopte al respecte; por eso el proyecto de convenciôn propone ----
acuerdos de este tipo entre los Estados cuyas naciones exploten - 
reoursos idénticos, o reoursos diferentes pero situados en la mi£ 
ma zona de alta mar, para determinar la captura permisible y esta 
blecer otras medidas de conservaciôn, como las referidas a los mé 
todos de pesca, y las que permitan restablecer el nivel de las po 
blaciones de especies capturadas, ihcluyendo a los mamiferos mari 
nos, con base en los datos cientificos mâs fidedignos de que dis- 
pongan estos Estados (articulos 63, 54, 67, 117 y ss. del proyec­
to) .
La voracidad y la necesidad de alimentes, son dos hermanas - 
que provocan iguales danos. Las modernas técnicas de captura, con 
gelamiento y enlatado en alta mar, y la carencia de un organisme 
que supervise estas actividades, darân lugar todavia a muchas . —  
fricciones internacionales.
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g) La investigaciôn cientîfica.
Por lo que respecta a la investigaciôn cientîfica en alta —  
mar, debe decirse que es un derecho reconocido a todos los Esta - 
dos por la convenciôn, siempre que se realice con fines exclusive 
mente pacîficos; con métodos adecuados para no producir contamina 
ciôn ni interferir injustificadamente con otros usos légitimés —  
del mar, y no constituya fundamento juridico para ninguna reivin- 
dicaciôn sobre parte alguna del medio marino o sus reoursos.
El deber de fomenter y coopérer internacionalmente en esta - 
actividad, tiene su contrapartida en la publicaciôn y difusiôn de 
los principales programas propuestos y sus objetivos, al igual —  
que de los conocimientos résultantes de la investigaciôn, porque 
la ûnica manera de conocer ese complejo dinâmico que es el medio 
marino, consiste en integrarse, pero con métodos cientificos, en 
su propio dinamismo.
La complejidad y riqueza de los elementos que forman el océa 
no, y su profunda mutabilidad, hacen que oualquier proceso de ex- 
plotaciôn deba contar con un serio planteamiento cientifico, basa 
do a su vez en investigaciones preliminares del mismo rango. El - 
futuro de la humanidad no puede improvisarse.
De aqui "ta grave dificultad que supone et limitar a priori la exten - 
siôn geogrâfiaa del aampo de aaciôn del investigadory a causa de las implica - 
ciones politicas y filosoficas de un nuevo orden que ha trastocado las tradi - 
donates reglas del uso del mar" . (89) .
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Las declaraciones de principles, sin embargo, aun las mejor 
intencionadas, chocan normalmente con los intereses materiales 
de los pueblos, y mâs todavia, cuando ha sido cancelada una rica 
prerrogativa como es la libre explotaciôn de los fondos marinos, 
y se han visto reducidas las posibilidades de aprovechamiento de 
los reoursos vivos de alta mar, en virtud de las normas sobre ca£ 
tura permisible y las medidas de conservaciôn y repoblaciôn.
La idea del mar libre como "res nüllius" ha sido profundamente 
modificada, y no todos los Estados aceptan esta transformaciôn de 
buen grado, aunque los argumentos en favor de las generaciones ve 
nideras sean impecables. Las necesidades actuales empanan normal­
mente la visiôn del futuro.
h) La cuestiôn de los restos arqueolôgicos e histôricos.
Hasta algunas pequenas y emocionantes prerrogativas se han - 
visto cuestionadas. £Qué hay de la exploraciôn submarina para la 
extracciôn de restos histôricos de un gran valor cientifico, pero 
también monetario? <LA quién pertenece el sueho de los galeones —  
hundidos y recuperados llenos de oro?
El tema pertenece sin discusiôn a los Estados, cuando se ac­
tualize en el mar territorial, pero no ha quedado claro cuando se 
aplica a la zona econômica exclusive, porque si bien el articule 
56 del proyecto otorga al Estado ribereho derecho de soberania pa 
ra los fines de explotaciôn y conservaciôn de sus recursos nature 
les, no podemos afirmar que los restos de galeones hundidos o les
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eventuales vestigios de antiguas civilizaciones, puedan considerar 
se como recursos naturales.
Localizado entre las disposiciones générales del proyecto, el 
artlculo 303 dispone la obligaciôn de los Estados de protéger los 
objetos histôricos hallados en el mar, -sin especificar el ârea ma 
rina- y cooperarân entre ellos para tal efecto.
La disposiciôn se restringe en su segundo pârrafo, pues fa - 
culta al Estado ribereho para presumir que la extracciôn no auto- 
rizada de estos objetos del fondo de su zona contigua, constituye 
una infracciôn cometida en su territorio o en su mar territorial, 
lo que demuestra su falta de jurisdicciôn sobre la Zona Econômica 
Exclusiva, por lo que respecta a esta materia.
El articule 149, por su parte, habla de los objetos arqueolô 
gicos o histôricos hallados en la zona internacional de los fon - 
dos marinos, disponiendo que serân conservados o cedidos en béné­
ficié de toda la humanidad, teniendo particularmente en cuenta —  
los derechos preferentes del Estado o Pais de donde estos objetos 
se originen, pero no es suficientemente claro.
Suponemos que esta obligaciôn corresponde a la autoridad de 
esos fondos o, eventualmente, a los Estados y personas autoriza - 
das para explotar la zona, cuando el hallazgo se realice durante 
la ejecuciôn de estas actividades, pero dificilmente constituye - 
una obligaciôn para los particulares, ajenos a la explotaciôn de 
los recursos minérales de la zona, ûnicas riquezas a las que afec 
ta la prohibiciôn de adjudicaciôn unilateral, y sobre las que po-
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see jurisdicciôn la autoridad de los fondos marinos internaciona­
les .
En fin, la soluciôn a estas y otras muchas interrogantes, y 
la soluciôn a mâs de un conflicto, quedarân en manos de los ôrga- 
nos encargados de administrer esa nueva justicia, la que ha pene- 
trado en forma valiente, hasta las mismas profundidades del océa­
no .
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CAPITULO SEGUNDO
LOS CONFLICTOS INTERNACIONALES.
I .  CONCERTO,
La historia de la humanidad parece estar formada por una su- 
cesiôn de hechos perturbadores de las relaciones entre las nacio­
nes Y, principalmente, por la crônica de las reacciones violentas 
que mâs de una vez han provocado.
La denominaciôn no es pacîfica en la doctrina, ANGELO PIERO 
SERENI llama crisis internacional a lo que otros denominan con —  
flicto, si bien le asigna idéntico contenido al définirla como "la
situaciôn provoaada por uno o mâs factor es perturbadores, considerada perjudi - 
cial por un sujeto de derecho internacional hasta el punto de inducirle a ac_ —  
tuar contra uno u otros sujetos, a fin de obtener la modificaciôn o la cesaciôn 
de tal estado", (1) .
Estos factores perturbadores de las relaciones internaciona­
les pueden tener un contenido econômico, politico, militar o gené
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ricamente sociolôgico, pero se manifiestan esencialmente como una 
contraposiciôn de intereses incompatibles, pues la situaciôn de - 
uno, dice GAETANO MORELI, no puede realizarse sin el sacrificio - 
del otro.
I I .  FASES EN LA EVOLUCIÔN DE LOS CONFLICTOS INTERNACIONALES.
Volviendo al profesor SERENI, êste distingue très momentos - 
en la evoluciôn de una crisis o conflicto internacional;
1, la situaciôn, 2, el conflicto ( Strictu sensu) y 3. la con- 
troversia, aunque no pueda hacerse una distinciôn tajante entre - 
ellos, pues los matices diferenciales sôlo se proponen para fines 
didâcticos.
1. LA SITUACION.
La situaciôn es un concepto de derecho internacional amp1la­
mente conocido. La Carta de las Naciones Unidas incluye entre sus 
propôsito s el "Icgrar por medios paoificosy y de oonfomrùdad con los prinoi^  
pios de justicia y del derecho intemacionaly el ajuste o arreglo de controver_ 
sias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos 
de la paz". (2) .
Por situaciôn debe entenderse un estado de cosas que involu- 
cra a factores perturbadores de las relaciones entre sujetos de - 
derecho internacional, pero que no se concrete en una relaciôn ju 
rîdica entre ellos, es decir, que no se plantea como un debate o
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litigio.
Estos factores pueden originarse en la naturaleza, sin part£ 
cipaciôn del hombre -cambio del curso de un rîo que sirve de fron 
tera internacional- o a consecuencia de su intervenciôn, como la 
inseguridad y temores dérivantes de una frontera sin precisar; la 
polîtica proteccionista de un paîs, respecte de terroristes que - 
lesionan la paz y seguridad de otro; el régimen antidemocrâtico - 
de una determinada naciôn; los ejercicios bêlicos o la concentra- 
ciôn de los ejércitos de un Estado cerca de las fronteras de otro 
Estado limîtrofe y débil, apetecido por el primero o sobre el que 
aduce ciertas reivindicaciones. Asî se desprende del articule 14 
de la Carta de las Naciones Unidas, cuando faculta a la Asamblea 
General para "recomendar medidas para el arreglo paaifico de cualesquiera - 
situaciones, sea cual fuere su origen^ que a juicio de la Asamblea puedan per 
judicar et bienestar general o las relaciones amistosas entre nacionesy incV^ 
80 las situaciones résultantes de una violaciôn de las disposiciones de esta 
Carta que enuncian los PrôpSsitos y Principios de las Naciones Unidas*',
La caracterîstica saliente de una situaciôn internacional, - 
es la tensiôn que produce entre los Gobiernos Estatales o a nivel 
incluse de su misma poblaciôn. No se concrete en un acte especlf^ 
ce del paîs o paises que resienten el hecho perturbador, sino en 
un malestar generalizado, en cuanto que los factores negatives —  
parecen afectar sus intereses.
Para el sistema de las Naciones Unidas, dice Sereni, la ex - 
presiôn "situaciôn" tiende a asumir una importancia y un significa 
do têcnico-jurîdico propios. Atendiendo a su grado de evoluciôn y
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al peligro que suponen para la paz y la Justicia Internacionales, 
la Carta parece contemplar tres tipos de situaciones: aquellas —  
que pueden perjudicar el bienestar general o las relaciones amis­
tosas entre las Naciones (art. 14 ya transcrite); las que podrîan 
dar lugar a una fricciôn internacional o causar una controversia, 
cuya prolongaciôn sea susceptible de amenazar la paz y la seguri­
dad internacionales, circunstancia esta ûltima que debe ser inve£ 
tigada por el Consejo de Seguridad para determinar si debe reco - 
mendar los procedimientos o métodos de ajuste que sean apropiados 
(arts. 39, 33 y 36); y las que constituyen actualmente, por su —  
misma naturaleza, una amenaza grave o un quebrantamiento de la —  
paz, respecto de las cuales el Consejo de Seguridad puede decre - 
tar medidas provisionales, hacer recomendaciones o tomar medidas 
concretas que no impliquen el uso de la fuerza armada, como la in 
terrupciôn total o parcial de las relaciones econômicas y de las 
comunicaciones ferroviarias, marltimas, aêreas, postales, telegrâ 
ficas, radioelêctricas, y otros medios de comunicaciôn, asî como 
la ruptura de relaciones diplomâticas o, en su caso, cuando estas 
medidas puedan ser inadecuadas o hayan demostrado serlo, ejercer 
por medio de las fuerzas aêreas, navales o terrestres, la acciôn 
necesaria para mantener o restablecer la paz y la seguridad inter 
nacionales (Arts. 39, 40, 41 y 42).
Las situaciones internacionales se presentan normalmente co­
mo fenômenos prolongados en el tiempo, y si bien no se manifie£ - 
tan a través de actitudes definidas de los presuntos afectados, - 
son perfectamente détectables y susceptibles de extinguirse o so- 
lucionarse.
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2. El CONFLICTO.
La nociôn de conflicto admite el contenido genérico que hemos 
reconocido a la crisis internacional, con la cual se identifies, - 
pero tambiên puede estudiarse como segundo momento de su desarro - 
llo o evolucidn.
El conflicto en sentido restringidq,es una diferencia o una 
fricciôn ya manifestada entre sujetos internacionales. La situa —  
ciôn, entendida como una crisis en estado potencial, se ha concre- 
tado ya en una relàcidn no amistosa que induce a un Estado a ac- 
tuar contra otro.
Las declaraciones crîticas, las reclamaciones, la ruptura de 
relaciones diplomâticas, los bloqueos econômicos, la confiscaciôn 
de bienes y los actos de agresiôn, son algunos ejemplos de c6mo - 
se manifiesta un conflicto, aunque también pueden considerarse co 
mo medidas de presiôn o como sanciones internacionales.
El antecedents de estas manifestaciones de quebrantamiento de 
la paz, la seguridad, la justicia, o las buenas relaciones interna 
cionales, es precisamente la fricciôn o conflicto a que da lugar - 
un factor desencadenante. Este factor altera la calma relativa de 
la situaciôn que le sirve de antecedents.
La situaciôn de tensiôn existente entre los dos grandes blo - 
ques, el Soviêtico y el Occidental capitaneado por los EE.ÜU., cen 
trada en la oposiciôn de sus sistemas socio-polîticos, puede pro - 
longarse indefinidamente produciendo un simple malestar entre sus
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componentes, e incluso una frialdad o falta de cooperaciôn entre - 
ellos, pero un hecho concreto, la invasiôn de Afganistân por los - 
rusos, o el apoyo econômico y militar de los EE.UU. a la Junta Mi- 
litar que gobierna El Salvador, para sostenerla frente a las pre - 
tensiones polîticas de los guerrilleros, por ejemplo, pueden desen 
cadenar un segundo momento de la crisis, el conflicto internacio - 
nal, en donde las actitudes contradictorias se agravan y concretan, 
si bien las partes no ban manifestado claramente sus pretensiones.
La fricciôn o enemistad que caracteriza el conflicto es la no 
ta prédominante, sabemos que en el fondo del fenômeno subyace una 
cuestiôn de intereses, pero ëstos no ban' sido planteados claramen­
te, es decir, las pretensiones de las partes no ban sido definidas 
ni precisadas.
Cualquier sujeto de derecbo internacional puede determiner —  
con su postura la creaciôn de un conflicto, piénsese en la coloni- 
zaciôn u ocupaciôn de un territorio limitrofe entre dos Estados eu 
ya soberania no ba sido claramente adjudicada. La situaciôn, por - 
otra parte, puede prolongarse sin desembocar en conflicto, cuando 
ambas partes mantienen reivindicaciones mâs o menos veladas sobre 
ese territorio, sin realizar ningûn acto de posesiôn o dominio con 
creto, o incluso extinguirse mediante un acto expreso de renuncia 
a sus pretensiones por parte de un Estado, o por una admisiôn tSLCl 
ta de la tesis contraria, al no oponerse a los actos posesorios - 
del otro Estado sobre el pretendido territorio.
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3. LA CONTROVERSIA.
Este tercer y ûltimo estadio de la crisis internacional, se 
identifica con el antagonisme ya extremado entre dos o mâs Estados 
que sostienen intereses opuestos, pero cuyas pretensiones recîpro- 
cas han sido claramente precisadas. Un conflicto pues, donde las - 
posturas son oficialmente conocidas.
El articule 34 de la Carta de las Naciones Unidas parece adm^ 
tir que una situaciôn puede evolucionar hasta convertirse en fric­
ciôn o conflicto internacional, o extremarse hasta constituir una 
verdadera controversia internacional, cuando dice que "El Canseco' de 
Segyridad podrâ investigav toda controversia o toda situaoiân susceptible de 
conducir a fricciôn internacional o dar origen a una controversia".
El concepto de Controversia Internacional ( différend internatio­
nal^ international dispute) , ha venido ganando la atenciôn de la doc - 
trina del jws gentium.
Existe una controversia cuando un Estado afirma frente a otro, 
una pretensiôn a la que éste no se somete. Puede tratarse de una - 
postura de la voluntad estatal, que exija de otro sujeto i n terna­
cional el reconocimiento en su favor de una situaciôn o de un dere 
cho y, por lo tanto, una conducta o una abstenciôn a cargo de la - 
parte requerida, o manifestarse en una actitud dinâmica, es decir, 
en un comportamiento mediante el cual la parte manifiesta la preva 
lencia de su propio interës sobre el que aduce la contraria. .
La nota relevante de la controversia es la postura antagônica
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de las partes, que se manifiesta en la oposiciôn expresa a la pre­
tensiôn aducida, o por lo menos en la falta de aceptaciôn de ésta. 
La naturaleza de los intereses en juego puede dar nombre y conten^ 
do a la disputa, pero ésta no se identifica con el conflicto de in 
tereses.
DARWIN sostiene que el concepto de disputa (controversia), de 
be ser entendido en un sentido amplio, carente de precisaciones —  
técnicas. "Siempre que los Estados adelanten puntos de vista opuestos vespec- 
to a una materia de aomün interés, se puede deoir que hay una disputa."
Al resolver las excepciones preliminares en su;sentencia del 
30 de agosto de 1924, sobre "The Maurormatis palestine aonaessions", la 
Corte Permanente de Justicia Internacional adoptô por primera vez 
una definiciôn de controversia, no necesariamente perfecta, pero 
ûtil para individualizar sus elementos principales,..."a dispute is 
a disagreement on a point of law or faatj a eonfliat of legal views or of inte^  
rests between two persons".
El conflicto de intereses, sin embargo, no es parte de la con 
troversia, sino un presupuesto de la misma, ademâs, no basta la —  
presencia del conflicto de intereses, es necesario que se manifies 
te el desacuerdo ( disagreement ) expreso o tâcito, sin que sea esen- 
cial para la existencia de la controversia que las posiciones de - 
ambas partes se manifiesten en tesis juridicas opuestas, esto si - 
sucede cuando hay una oposiciôn expresa a la pretensiôn aducida, - 
pero no cuando ésta consiste en una conducta a cargo de un Estado 
que simplemente omite la conducta requerida, o cuando siendo una - 
omisiôn lo que de él se pretende, realiza sin dar explicaciones la
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conducta prohibida. En estos casos se da igualmente la controver­
sia.
I I I .  CARACTERISTICAS DE LA CONTROVERSIA INTERNACIONAL.
Las principales caracteristicas de una controversia interna­
cional, serian para DARWIN:
PRIMERO.
La disputa debe darse entre Estados. En el caso de un extran- 
jero que reclame a un determinado Gobierno la reparaciôn del dano 
que dice haber sufrido por un acto de expropiaciôn de sus bienes, 
decretado por las autoridades de ese pais, no estariamos en presen 
cia de una controversia internacional, a menos que el Estado de —  
que es nacional el agràviado asuma oficialmente la reclamaciôn. De 
esta incapacidad de los particulares para ostentar la titularidad 
del interës en las controversias internacionales dériva, como vere 
mos posteriormente, su incapacidad procesal ante los ôrganos juri£ 
diccionales del derecho de gentes.
La doctrina no es totalmente pacifica sobre si los organis- 
mos internacionales pueden ser partes en controversias de esta na­
turaleza, pues si bien se les niega capacidad procesal ante la Cor 
te Internacional de Justicia, tienen acceso en cambio a la juri£ - 
dicciôn consultiva de la misma, y pueden recurrir a los métodos ex 
trajudiciales o politicos para resolver sus diferencias con los Es
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tados o con otros Organismos Internacionales.
SEGUNDO.
La controversia debe manifestarse a través de actitudes Cla­
ras y opuestas: la pretensiôn debe extremarse mediante declaracio­
nes, propaganda, campanas, o actos especlficos que materialicen la 
exigencia del Estado (actos de apropiaciôn, ocupaciôn, expulsiôn, 
etc). La oposiciôn del Estado agraviado puede conocerse mediante - 
protestas diplomâticas, ruptura de relaciones, reclamaciôn ante or 
ganismos internacionales, embargos, bloqueos y otros actos de hos- 
tilidad, pero también a través de la omisiôn de la conducta que se 
le reclama o de la realizaciôn de la actividad que se le veda.
TERCERO.
La controversia debe referirse a un asunto razonablemente de- 
finido: las argumentaciones lôgicas o juridicas, si las hay, no —  
son un elemento indispensable, como tampoco la procedencia o just_i 
cia de la pretensiôn o de la oposiciôn en su caso. Las posiciones 
antagônicas de las partes respecte de un objeto o interés condcido, 
es el dato verdaderamente diferencial (la reclamaciôn sobre un es- 
pecifico territorio, el reconocimiento de un derecho o la repara - 
ciôn de un daho claramente identificados, por ejemplo). (3).
Recapitulando con las palabras de MORELLI, podemos decir que
"il aonflitto intemazionale di interessi assume il oarattere di controversia -
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quandOj rispetto ad esso^ interviene un dato atteggiamente delle parti (ta oua­
te essige la svbordinazione dell'intéressé altrui all'interese propio) e nella 
resistenza dell'altra parte^ resistenza ohe pud ooncretarsi o net fatto che la 
pretesa venga aontestata (oio&nel rifiuto della subordinazione dell'intéressé 
propio all'interesse fatto valere oon la pretesa) o net fatto ohe la pretesa^ 
pur no Qontestata^ rimanga insoddisfatta^ oome pud aonaretarsi net fatto ohe la 
pretesa sia^ ad un tempo^ insoddisfatta e oontestata".
"Una controversia intemacdonal depends en gran medida de la voluntad de 
las partes interesadas -agrega SERENI- la parte que ha provocado la crisis 
puede impedir que el conflicto asuma el cardcter de controversia negdtndose a - 
formular pretensiones précisas"; (método usado por la Alemania Nazi duran 
te las invasiones que provocaron la Segunda Guerra Mundial); .  .pe- 
ro si el conflicto adquiere el cardcter de controversial la otra parte puede de^
cidir su soluciôn aceptando la pretensiôn".
La afirmacidn o negativa de uno de los interesados, respecto 
a la existencia de la controversia no basta. La disputa internacio 
nal puede ser objetivamente constatada., si se dan sus elementos - 
constitutivos ya apuntados.
La actitud del Estado que desencadena el conflicto es casi —
siempre un acto unilateral y de esta naturaleza participan también
los actos en que se concrete la oposiciôn.
Es verdad que el origen de una controversia internacional es 
la voluntad de las partes, por lo que puede decirse que su fuente 
es de carécter subjetivo, pero una vez que ésta se externa, sus ma 
nifestaciones enriquecen el mundo objetivo de los hechos y dan te£
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timonio de su existencia, aunque uno de los progenitores la niegue. 
Después del parto, la voluntad de los Estados sôlo es apta para re­
solver directamente la disputa o someterla a los medios judiciales 
de soluciôn.
Estos son los argumentos que justifican la prerrogativa de la 
Corte Internacional de Justicia, para resolver la excepciôn preli- 
minar a una "requête" en jurisdicciôn obligatoria, que niegue la —  
existencia de la controversia.
La competencia de la Corte se extiende en estos casos a cons- 
tatar la existencia y la naturaleza de la controversia y, por lo - 
tanto, su inclusiôn o no entre los temas sometidos a su jurisdic - 
ciôn. (4). Competencia sobre la competencia se le llama.
Volviendo al tema de las caracteristicas de las controversias 
internacionales, quedô claro que la existencia de una controversia 
es independiente, como ocurre también con la acciôn en el derecho 
interno, del fundamento o procedencia de las pretensiones aducidas. 
Pero a diferencia del derecho procesal comûn, para que la contro - 
versia pueda someterse a un procedimiento judicial es necesario —  
que todas las partes afectadas otorguen su consentimiento, de don­
de résulta que los conceptos de jurisdicciôn y competencia, fâcil- 
mente distinguibles en los derecho estatales, se identifican en la 
mayoria de los casos en el Derecho Internacional Pûblico.
Es precisamente en relaciôn con los sistemas de arreglo de —  
conflictos o crisis internacionales, cuando confirmamos la util_i - 
dad de distinguir los momentos de su evoluciôn y las caracterfsti-
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cas diferenciales de cada uno. Baste adelantar que sôlo las crisis 
que han alcanzado el carâcter de controversias pueden ser someti^ - 
das a los métodos judiciales de soluciôn.
El cardcter internacional de las controversias dériva del fun 
damento de las pretensiones, ya que, o se justifican en normas vi- 
gentes de derecho internacional a cuya estricta aplicaciôn se reçu 
rre como via de soluciôn, o se pretende la môdificaciôn de esas —  
normas por considerarlas ineficaces para regular las nuevas condi- 
ciones sociales.
I V .  CLASIFICACIÔN DE LAS CONTROVERSIAS INTERNACIONALES.
Las controversias interestatales han sido clasificadas desde 
varios puntos de vista. Atendiendo al contenido de los intereses - 
en conflicto, entendidos como antecedente de la disputa, es fâcil 
encasillarlas como controversias territoriales, econômicas, ideolô 
gicas, etc.
Sin embargo, una distinciôn verdaderamente trascendental en - 
el derecho de gentes, es la que sépara a las controversias juridi­
cas de las politicas. A pesar de las dificultades para idèntificar 
las, ya que la mayoria de las disputas poseen elementos politicos 
y légales, la diferenciaciôn teôrica es importante, por no decir - 
obligatoria, como introducciôn al tema de la soluciôn de controver 
sias internacionales.
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V, D IST INCIÔ N ENTRE CONTROVERSIAS JURfDICAS Y POLfT ICAS.
Las diferencias juridicas pueden ser resueltas a través de —  
procédimientos légales como el arbitraje y el procedimiento jud^ - 
cial, mientras que las cuestiones de naturaleza politica deberân - 
recurrir, en principio, a métodos directos, mâs flexibles y prâcti 
COS, como la negociacién, los buenos oficios, la mediaciôn, la in- 
vestigaciôn y la conciliacién.
Al hacer recomendaciones sobre los procedimientos o métodos - 
de ajuste que sean apropiados para resolver las cuestiones interna 
cionales, el Consejo de Sëguridad deberâ tomar en consideraciôn, - 
dice la Carta de la ONU en su articule 37, pârrafo très, que "las - 
controversias de orden juridicOj por régla general^ deben ser sometidas por las 
partes a la Corte Internacional de Justicia^ de conforirrCdad con las disposicio- 
nes del estatuto de la Corte."
La distinciôn que nos ocupa partiô del argumente, ya superado 
por cierto, de que el derecho internacional era un instrumente in­
complete; en algunas âreas, se decia, las normas légales son ade - 
cuadas para resolver la disputa, que adquirirâ asi el carâcter de 
controversia legal; otras situaciones en cambio, no son contempla-
das por el derecho de gentes, por lo que la contienda debe ser re-
suelta con fundamento en consideraciones politicas.
En la actualidad se reconoce que el derecho internacional es
un instrumente capaz de responder a cualquier interrogante. Las —  
âreas en las que no hay previsiôn normativa, consuetudinaria o con
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vencional, no pueden considerarse como lagunas juridicas, sino co­
mo cuestiones en las que el derecho internacional ha extendido el 
principio de libertad de acciôn en favor de los Estados.
Podemos concluir con SERENI, por lo tanto, que "oualquier mate­
ria puede ser tratada y aualquier controversia puede ser resuelta con criterio 
Qiætdico por un juez internacional". En la prâctica judicial, ningûn tr^ 
bunal (judicial o arbitral), ha absuelto de la instancia o suspen- 
dido el procedimiento por falta de norma internacional aplicable, 
es decir, jamâs se ha dictado un veredicto de "non liquet".
En un segundo momento se ha sugerido que las disputas que ---
afectan ciertos intereses, como la independencia o soberania nacio 
nal, el honor u otras cuestiones vitales para un Estado, poseian - 
tal importancia que no podian ser resuéltas por métodos basados en 
consideraciones legales, pues ningûn Estado arriesgaria este tipo 
de intereses en manos de terceros, sino que preferiria un arreglo 
directo, a través de métodos y argumentos de carâcter politico.
Estas cuestiones trascendentales para un Estado constituirân 
controversias politicas, mientras que todas las restantes, de me - 
nor interés nacional, entrarian en la clasificaciôn de disputas le 
gales.
En realidad, la menor o mayor importancia que un Estado asig- 
ne a una cuestiôn, ho la hace menos legal desde el punto de vista 
intrinseco, pero si desde un ângulo formai, sobre todo si el dere­
cho vigente no satisface las expectativas de uno o< de ambos conten 
dientes.
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"Un mismo conflicto -dice DE VISSCHER- puede aparecer como claramente 
juridico para el hombre de ley es^  que sôlo lo consideraxidesde el punto de vista 
de la aplicabilidad de las normas^ y como netamente politico para un determina­
do gobiemo que^ sin poner en tela de Quicio dicha apreciaciôn duridica, no por 
ello se aviene a renunciar a la directa y personal protecciân de los intereses 
que se hallan en jwegc». " (5).
La distinciôn entre controversias legales y politicas debe —  
buscarse en la actitud de las partes, la que serâ motivada por la 
trascendencia que otorguen a la cuestiôn y por su menor o mayor —  
aceptaciôn del derecho positivo, no por el método de soluciôn que 
adopten.
Generalmente el Estado que externa una pretensiôn, hace un —  
planteamiento del tema indicando las razones que mueven su requer^ 
miento o la conducta por la que reivindica directamente el interés 
en juego, como también hace normalmente el Estado que se opone a - 
la pretensiôn mediante una declaraciôn o de un acto contrario al re 
querido.
Pues bien, cuando el fundamento de la pretensiôn o de la opo­
siciôn, en su caso, sea una razôn juridica y las partes sostengan 
sus respectivas posiciones acudiendo a una o mâs normas de derecho 
internacional positivo, estaremos entonces ante una controversia 
juridica.
Los tratados de Locarno, firmados en 1925 entre Alemania por 
una parte y Francia, Bélgica, Polonia y Checoslovaquia por la otra, 
son los primeros que incluyen una definiciôn del concepto de con -
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troversia de orden jurîdico, al decir que son aquellas disputas
"au sujet desquelles les parties se aontestaraient réciproquement un droit".
Para MORELLI, la controversia tendrâ ese carâcter, aûn cuando 
no se exponga ninguna razôn en apoyo de la pretensiôn o ésta no —  
sea juridica, si la oposiciôn viene acompahada de argumentes juri- 
dicos o viceversa.
ANGELO PIERO SERENI, considéra, en cambio, que la controver - 
sia es juridica si ambas partes fundan sus posturas en el derecho 
internacional. Si la pretensiôn aducida por una o la negativa de - 
la otra, o ambas, tienden a una môdificaciôn del "statu quo", enton 
ces la controversia serâ politica.
Las situaciones hibridas, sin embargo, pueden aclararse recu- 
rriendo previamente a la conciliaciôn o a otros métodos diplomâti- 
cos para que, si los Estados no resuelven la controversia en for­
ma directa, por lo menos la circunscriban y aclaren su naturaleza.
Una controversia no serâ juridica cuando la pretensiôn y su 
contestaciôn estân desprovistas de razones juridicas, o por lo me­
nos una se apoya en argumentos basados en la equidad, la oportuni^ 
dad o la justicia. A estas controversias se les llama genéricamen 
te politicas.
En esta categoria deben distinguirse, sin embargo, las dife - 
rencias que no plantean un problema de derecho, y las que tienen - 
como objeto inmediato la mutaciôn del derecho objetivo, controver­
sias politicas "strictu senso".
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Segûn CHARLES DE VISSCHER, antes citado, "Los oonfliotos politi­
cos impliccm wz antagonismo circimscrito en su objeto, caracterizado por la exi^ 
tencia de pretensiones contradictorias y por la disposiciôn de los adversarios 
a reservarse para si la resoluciôn,. ya-que el derecho positivo no es 
capaz de concilier apropiadamente los intereses en pugna, agregar^ 
amos nosotros.
"Esta disposiciôn se acentûa en las cuestiones de alta politica, donde se 
ponen en juego los intereses esenciales del Estado,...los que por su arraigado - 
individualisme se mantienen en el campo de la apreciaciôn discrecional... difi- 
cultando su anâlisis racional y su reconducciôn a fôrmulas juridicas."
"Los agravios ma^oreSj-ahade este autor- los mâs hondamente sentidos, 
no engenâran una verdadera oposiciôn politica, sino cuando aquél que los ha re- 
cibido ocupa en la jerarquia de fuerzas, un lugar que le pemrita exigir el opor 
tuno resarcinriento por sus propios medios". Asi pues, la importancia rela 
tiva que los Estados atribuyen a sus reivindicaciones no es el ûn^ 
co criterio calificativo de las pugnas politicas ni, sobre todo, - 
la ûnica medida del peligro que éstas representah.para el manteni- 
miento de la paz. La desigualdad de los Estados es también un fac­
tor que plantea en toda su extension, el problema primordialmente po 
litico de la importancia de la intimidaciôn en la soluciôn de los 
confliùtos internacionales.
Por su parte ALFRED VERDROSS, alterando un poco la terminolo 
gia adoptada, sehala que tanto el tratado germano-suizo de arbitra 
je y conciliaciôn de 1921, como los firmados en Locarno, distin —  
guen los conflictos juridicos de los restantes (conflictos de inte 
reses). El primer grupo comprende, para este autor, todos aquellos
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litigios en los que se ventila lo que sea licito al tenor del dere 
cho internacional vigente. Todos los demâs litigios en los que se 
pretende abiertamente una môdificaciôn del derecho o en los que 
la cuestiôn de derecho no se plantea, son conflictos de intereses, 
también llamados frecuentemente conflictos politicos. Esta ûltima
denominaciôn sin embargo, dice, ha de rechazarse porque pueden ---
existir conflictos juridicos de naturaleza politica y, por el con­
trario, pueden darse conflictos de intereses sin ninguna dimensiôn 
politica, como por ejemplo, la demanda de creaciôn de un cemente - 
rio propio para prisioneros de guerra. (6).
Viendo las dificultades para encuadrar y solucionar estas di­
ferencias, a través de métodos que no siempre garantizan ni la -—  
igualdad ni la libertad de los contendientes, séria de esperar que 
la actitud de 1 as partes no fuese arbitraria cuando impongan a una 
controversia el carâcter politico. Los intereses en litigio deben 
ser de importancia exceptional, y el derecho aplicable profundamen 
te superado por las necesidades de los pueblos. Por eso las normas 
consuetudinarias creadas a la medida de unos cuantos paises, son - 
las que mâs sufren el rechazo derivado de la calificaciôn politica 
de la controversia.
Mientras los métodos diplomâticos para la soluciôn pacifica - 
de controversias politicas, pueden aplicarse también a las diferen 
cias juridicas, el arbitraje o el procedimiento judicial (métodos 
legales), son casi exclusives de estas ûltimas. Su caracteristica 
principal, y también su inconveniente, estriba en que el ôrgano ju 
dicial sôlo puede decidir conforme al derecho vigente, aunque a ve
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ces las partes pueden autorizarle para que décida "ex aequo et bono", 
es decir, para que ejerza una funciôn de môdificaciôn del derecho 
con base en la equidad, y, por lo tanto, para que se ocupe de con­
troversias politicas.
Sin embargo, "es rarisimo" dice el profesor SERENI en su obra - 
ya citada, "que una controversia politica sea sometida al arbitraje o al arr^ 
glo judicial, ya que los Estados estân convencidos de que estos instrumentos no 
son los mâs cualificados para la môdificaciôn o la creaciôn del derecho interna 
cional, sobre todo cuando se ponen en juego intereses vitales para las partes".
"El examen de las relaciones internacionales révéla que, en algunos perio_ 
dos histôricos, las controversias politicas prevalecen con respecto a las judi­
ciales; tal estado de cosas es sintoma de insatisfacciôn con respecto al dere_ - 
cho vigente. Cuanto mayor es el nûmero de los Estados que imprimén carâcter po­
litico a las controversias en que son parte, negândose a que éstas se resuelvan 
conforme al. derecho legislado, mâs difundido se encuentra ese estado de insatis_ 
f acciôn. ESTA ES LA SITUACION QUE EXISTE EN EL MOMENTO HISTORICO ACTUAL. Las —  
fuerzas que tienden a la môdificaciôn del statu quo, parecen prevalecer con res^  
peqto a las que tienden a su manteninriento".
V I .  LAS CONTROVERSIAS TÉCNICAS.
Quizâs pueda admitirse una tercera categoria de controversias 
que, sin dejar de refiejar intereses del mâs variado signo, tengan 
como punto controvertido una situaciôn de hecho, oientificamente - 
resoluble. Nos referimos a las controversias técnicas que nacen de 
un desacuerdo interestatal sobre una situaciôn de limites, sobre -
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la calidad de los métodos empleados en una actividad, sobre la exi£ 
tencia, cantidad y distribuciôn de un satisfactor, etc.
En estas controversias ambas partes estân de acuerdo sobre el 
derecho aplicable, su disputa versa sobre la existencia, calidad o 
cantidad de un fenômeno que actualize la norma juridica y que sôlo 
puede determinarse por especialistas en la materia.
El derecho del mar es una fuente natural de cuestiones técni­
cas, referidas a la determinaciôn de las aguas interiores, recur - 
SOS pesqueros, protecciôn y preservaciôn del medio marino, entre - 
otras. El derecho de gentes no desconoce que una controversia pue­
de constituirse por la afirmaciôn de un Estado y la negativa del - 
otro, de la existencia y caracteristicas de un hecho del que deri- 
van consecuencias juridicas, admitidas en abstracto por las partes.
Las comisiones de encuesta o investigaciôn, cuyo cometido ha 
sido tradicionalmente el de fijar la existencia de un supuesto de 
hecho, sin deducir de él consecuencias juridicas, han servido en - 
realidad, cuando las partes admiten el resultado de la investiga - 
ciôn y las consecuencias juridicas previstas en el ordenamiento in 
ternacional, para solucionar una controversia técnica.
Sorprende por lo tanto que el articule 36, pârrafo segundo, 
inciso c) del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, con­
sidéré como controversia de orden juridico e incluya como materia 
de la clâusula compromiseria automâtica, en favor de la competen - 
cia de este digne Tribunal Internacional, la determinaciôn de "la - 
existencia de todo hecho que, si fuera establecido, constituiria violaciôn de -
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una ohligaaiôn intemadonal. "
Nada de extrano tendrîa que este organisme estableciera el he 
cho como presupuesto o elemento controvertido en una cuestiôn de - 
derecho internacional mâs amplia,como las previstas en el apartado
b) del mismo articule, pero el determiner situaciones fâcticas ex- 
clusivamente, parece mâs propio de una comisiôn técnica que de un 
ôrgano jurisdiccional.
V I I ,  CONTROVERSIAS JUSTICIABLES Y NO JUSTIC IABLES.
Otra clasificaciôn de las controversias internacionales es la 
que distingue entre "différends justiciables et différends non justiciables 
-justiciable and non justiciable disputes-" que pudieran traducirse como 
disputas justiciables (susceptibles de ser sometidas a la justicia 
de un tribunal) o procesables.
A finales del siglo XIX y principles del nuestro, el arbitra­
je tuvo su mejor época. Los resultados obtenidos le hacian apare - 
cer un medio confiable y efectivo para solucionar las disputas in- 
temacionales, de aqui la proliferaciôn de los convenios de arb_i - 
traje y conciliaciôn que con •tan buenas intenciôn suscribieron un 
gran nûmero de paises de la época. Sôlo en el siglo XIX se suscri­
bieron mâs de 300 convenios de arbitraje.
Se buscô entonces una clasificaciôn de las disputas, con el - 
propôsito de distinguir las que pudieran ser materia de los trata­
dos de arbitraje obligatorio. Asi, desde el siglo pasado se admit^ 
an como taies a;
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1) las disputas relativas a la interpretaciôn y aplicaciôn de los 
convenios, 2) las controversias relativas a los principios de dere 
cho internacional y 3) las diferencias sobre cuantia y naturaleza 
de la reparaciôn que deberîa pagarse, cuando se admitiera la viola 
ciôn de una obligaciôn internacional.
Estas fôrmulas ya habîan adquirido respetabilidad y coloca *-
ciôn en el derecho internacional de los tratados de arbitraje, ---
cuando se propuso en el seno de la Liga de las Naciones la créa —  
ciôn de una jurisdicciôn obligatoria para la Corte Permanente de - 
Justicia Internacional. El lenguaje que ya habîa sido empleado pa­
ra indicar aquellas disputas "generalmente susceptibles de ser sometidas 
al arbitraje", fue utilizado para distinguir las diferentes clases de 
controversias que podian ser seleccionadas por los Estados al con- 
ferir jurisdicciôn obligatoria a la Corte (7).
En la actualidad, si no se atienden a las perspectivas histô- 
ricas de esta instituciôn, es muy comûn caer en la confusiôn o en 
la comodidad, y decir que las controversias justiciables y no jus­
ticiables son las conocidas también como legales y politicas, res- 
pectivamente, como hace DARWIN, y otros muehos respetables auto-
res.
SERENI, en cambio, niega la identificaciôn de estas clasifica 
ciones afirmando que una controversia es "justiciable o no justicia —  
ble", segûn que exista o no el consentimiento de las partes para so 
meter la controversia al arreglo judicial (que puede ser también, 
"ex aequo et bono"). Por lo tanto puede existir una controversia jur^ 
dica que no sea justiciable y una controversia politica que si lo
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sea. (8) .
El problema de la justiciabilidad de una controversia, dice 
el doctor MARIUS VAUCHER, se pone, por una parte, como un problema 
de competencia ( ratione materiae, personae, temporis et loci ) de una au- 
toridad, y su soluciôn dependerâ de la concordancia entre su compe 
tencia abstracta y la categoria en la cual sea necesario clasif_i - 
car la controversia en relaciôn al elemento correspondiente. Asi, 
un tribunal internacional que tiene una cierta competencia abstrac 
ta ratione personae, serâ prâcticamente compétente para resolver ra­
tione personae, cuando la controversia encuadre en la categoria "dif^ 
rencias entre Estados", Esta diferencia serâ justiciable ratione personae 
por este tribunal.
Pero el problema de justiciabilidad es, por otra parte, segûn 
este autor, un problema de existencia de una régla de derecho apl_i 
cable a un caso, problema que no es esencialmente asimilable a la 
cuestiôn de determiner la competencia ratione materiae, personae, tem­
poris et loci de la autoridad. (9).
No podemos aceptar que la posibilidad de someter una contro - 
versia a la jurisdicciôn internacional, dependa de la existencia - 
de una norma aplicable. Desde este ângulo todas las controversias 
serian justiciables porque ya hemos dieho que el derecho de gentes, 
a pesar de la ausencia de un ôrgano legislativo institucional, la 
lentitud del procedimiento consuetudinario que le sirve de fuente 
principal y lo restringido de los temas legislados por via conven- 
cional, es capaz de dar respuesta con criterio juridico, a cua^ —  
quier disputa que se le plantée.
-215-
Admitimos, sin embargo, que la justiciabilidad de una contro­
versia es efectivamente un problema de competencia, pero no refera^ 
da a los conceptos tradicionales de materia, persona, tiempo y 
lugar, sino al de competencia originaria o abstracta, o, si se -h— 
quiere, al amplio concepto de jurisdicciôn, como veremos en segui- 
da.
Habiamos senalado que los tribunales internacionales no tie - 
nen competencia abstracta, pues sôlo pueden conocer de aquellas —  
controversias que las partes quieran someterle. El procedimiento - 
judicial es pues facultative, nace con la voluntad de los conten - 
dientes, la que también le provee de contenido. Es ademâs limitado, 
en cuanto no puede extenderse a otros temas no sometidos expresa - 
mente al procedimiento y termina con la sentencia que resuelver el 
litigio.
Los Estados, por su parte, pueden admitir la competencia de - 
un tribunal internacional para que resue1va, por el procedimiento 
arbitral o por el judicial, una controversia ya presente. En este 
caso la controversia existe independientemente del procedimiento 
al que da eventualmente origen y es anterior a él.
Puede suceder también que al suscribir un convenio sobre una 
materia determinada, los Estados, previendo futuras discrepancias 
respecto a su interpretaciôn o ejecuciôn, acuerden en el mismo tex 
to, en una clâusula especial, someter estas futuras controversias 
a un determinado tribunal. Como es igualmente factible que los Es­
tados convengan en suscribir un tratado general para solucionar —  
sus controversias futuras, especificando, entre otros datos, el tipo
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de disputas y el tribunal al que otorgan jurisdicciôn.
En estos ûltimos casos, la competencia del tribunal elegido - 
es obligatoria para las partes, respecto de las controversias que 
surjan entre ellas, siempre que correspondan a las categorfas pre­
vistas en la clâusula compromisoria o en el tratado general. No se 
olvide, sin embargo, que el carâcter compulsive de esta jurisdic—  
ciôn nace de la voluntad de los Estados libremente reunidos, que - 
acuerdan someter sus diferencias a un ôrgano judicial internacio - 
nal, en ejercicio pleno de su soberania.
La Corte Internacional de Justicia, por otra parte, como ha - 
bîa hecho también su antecesora la Corte Permanente de Justicia - 
Internacional, élaboré un método mueho mâs simple que los tratados, 
para invitar a los miembros de la Comunidad Internacional a some - 
terle anticipadamente sus probables futuras controversias.
En el articulo 36 de su estatuto, después de alimenter su corn 
petencia con los litigios que las partes le sometan y los asuntos 
especialmente previstos en la Carta de las Naciones Unidas o en —  
los tratados y convenciones vigentes, propuso a los Estados la po­
sibilidad de adherirse a una clâusula opcional o facultative, de - 
tipo automâtico, a través de la cual se le otorgara jurisdicciôn - 
obligatoria en una serie de temas ya reconocidos por la doctrina - 
como susceptibles de ser sometidos al arbitraje o al procedimiento 
judicial, es decir, sobre materias genéricamente justiciables.
"Los Estados -dice el segundo pârrafo del numeral ya citado- -
partes en et présente estatuto,,podrân dealarar en oualquier momento que reaono-
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oen como obligatoria ipso facto y sin convenio especial respecto a cualquier —  
otro Estado que acepte la misma obligaciôn, la jurisdicciôn de la Corte en todas 
las controversias de orden juridico que versen sobre:
a) La interpretaciôn de un tratado;
b) Cualquier cuestiôn de derecho internacional;
c) La existencia de todo hecho que, si fuere establecido constituiria vio_ 
laciôn de una obligaciôn internacional;
d) La naturaleza o extensiôn de la reparaciôn que ha de hacerse por el —  
quebrantamiento de una obligaciôn internacional.
3.- La declaraciôn a que se refiere este articulo podrâ hacerse incondi- 
cionalmente o bajo condiciôn de reciprocidad por parte de varios o determinados 
Estados, o por determinado tiempo. "
Podemos concluir con apoyo en estos antecedentes que "genêri- 
ca 0  hipotéticamente justiciables", es decir, susceptibles de soluciôn 
judicial, son todas las controversias juridicas y, eventualmente, 
las controversias politicas que las partes quieran someter a los 
tribunales del derecho de gentes para ser resueltas "ex aequo et bo­
no".
Pero "especificamente justiciables", sôlo serân aquellas contro­
versias ya contempladas en la jurisdicciôn obligatoria o compulsi 
va de los tribunales internacionales, porque previstas en la clâu 
sula compromisoria de un tratado especifico, o incluidas en un —  
tratado general de arbitraje o procedimiento judicial, o compren- 
didas en los temas de la clâusula facultativa automâtica del esta 
tuto de la Corte.
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Sin embargo, llamar justiciable a toda controversia, por la - 
simple y genérica posibilidad de que sea ofrecida a la competencia 
de un tribunal internacional, o por su disponibilidad para ser re­
suelta mediante métodos legales, es una abstracciôn doctrinal to - 
talmente inûtil, pues todas admiten esta posibilidad, incluso las 
politicas.
Dar este adjetivo a las controversias ya existantes, después 
de ser voluntariamente sometidas al arreglo judicial, es un esfuer 
zo intelectual igualmente vano, por obvio e inoportuno, pues ya es 
tarian siendo "justioiadas".
Llamemos justiciables a las controversias predestinadas a ser 
resueltas por los tribunales de justicia internacional, cuando es­
ta caracteristica les venga de su inclusiôn en la competencia obli 
gatoria o compulsiva, previamente otorgada a estos organismos por 
la excelsa voluntad de los Estados.
Con base en esta conclusiôn, no todas las controversias lega­
les serân especificamente justiciables, sino sôlo una parte, las 
que han sido entregadas por los Estados, antes incluso de su naci- 
miento, a la jurisdicciôn obligatoria del derecho de gentes.
La manera mâs fâcil y automâtica de imprimir este status a 
prâcticamente todas las controversias juridicas, es afiliarse a la 
clâusula facultativa de jurisdicciôn obligatoria prevista en el e£ 
tatuto de la Corte Internacional de Justicia, cuyo contenido anal^ 
zaremos someramente antes de concluir este capitule.
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V I I I ,  CONTROVERSIAS INTEGRANTES DE LA CLÂUSULA FACULTATIVA DE JU -  
RISDICCION OBLIGATORIA.
1. CONTROVERSIAS RELATIVAS A LA INTERPRETACION DE UN TRATADO.
El término tratado debe entenderse como todo instrumento in - 
ternacional. Si. bien es cierto que desde el punto de vista termi- 
nolôgico la competencia de la Corte parece restringida a la sola - 
interpretaciôn de los tratados, lo que sôlo podrîa concebirse des­
de el punto de vista abstracto, deconectado de los casos concretos 
de aplicaciôn. Creemos mâs atendible la explicaciôn de HUDSON de - 
que en las Convenciones de la Haya de 1899 y 1907, como en otros - 
tratados de arbitraje, la interpretaciôn estaba enlazada a la apl^ 
caciôn, por lo que esta primera categoria de controversias i n d u  - 
yen tanto la interpretaciôn como la ejecuciôn.
Ademâs, una controversia relativa a la aplicaciôn de un trata 
do sôlo puede resolverse mediante una correcta interpretaciôn que 
sirva a determinar la procedencia del acto de ejecuciôn respecto a 
la autêntica voluntad de las partes, si bien algunos de estos ac - 
tos caerian en la hipôtesis del apartado 3)
2. CONTROVERSIAS QUE VERSEN SOBRE CUALQUIER CUESTION DE DERECHO 
INTERNACIONAL.
Ante la amplitud que parece tener este apartado, HANS KELSEN 
calificô de supérfluas todas las demâs categorias del articulo 36
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del estatuto de la Corte, por considerar que reentraban en el casl 
H e r o  que nos ocupa, y que nada Hubiera impedido que el artlculo 
fuese formulado de la siguiente manera: "... Los Estados pueden deola- 
rar que reoonooen,.. la juri-sdïocyiân de la Carte en las oontroversïas relatives 
a aualquier auestiân de dereoho intemadonal". (10)
HUDSON, citado por ANAND, nos explica el contenido mâs limita 
do de esta categorîa. En 1920, dice, el comité de juristes se preo 
cupô por diferenciar el derecho consuetüdinario del derecho conven 
cional o de los tratados, y mâs todavîa, por distinguir el derecho 
especial de los tratados cuya problemética podemos ubicar en el in 
ciso 1), del derecho intemacional general, que abarca no sôlo las 
normes originadas en la costumbre, sino también la existencia e —  
interpretaciôn de los principios de derecho intemacional.
La catégorie del apartado 2) incluye pues^cualquier cuestiôn 
de derecho intemacional que no derive de los tratados y que sea - 
de carâcter legal, segûn la condicidn genérica que impone el esta­
tuto .
3. CONTROVERSIAS RELATIVAS A LA EXISTENCIA DE TODO HECHO QUE, SI 
FUERA ESTABLECIDO, CONSTITUIRIA VIOLACION DE UNA OBLIGATION IN 
TERNACIONAL.
En esta nueva catégorie, la Corte, al resolver el caso "Ser - 
bian Loans" incluyô a las "disputes aonoeming pure matters of fact", acla 
rando que "the facts to be established may be of any kind", razôn por la - 
que nosotros habiamos criticado que se usera de la funcién jurisdic
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cional para establecer cuestiones mâs propias de una comisiôn de 
investigacidn o de un organisme técnico.
Se dijo que estas controversies eran de carâcter "legal", por- 
que los hechos, une vez constatados, servirlan de fundamento para 
la aplicaciôn del derecho, lo que no es sino une afirmacidn caren- 
te de seriedad, pues no se puede calificar une cuestiôn actuel, —  
perfectamente definida como fâctica, en funciôn de une expectative 
mâs o menos probable de que genere une nueva controversia, califi- 
cada prematuramente ademâs como juridica.
Puede ocurrir que no se establezca la existencia del hecho; 
que establecido, no se produzca ninguna controversia porque el Es- 
tado lesionado en su derecho no formule ninguna pretensiôn précisa, 
o en fin, que genere efectivamente une controversia, pero de natu- 
raleza polftica.
Se advirtiô por ûltimo, que en la soluciôn de estas disputas - 
se aplica un principio o régla de derecho a una particular situa - 
ciôn de hecho (11). Pero este argumente no justifica el carâcter - 
legal con que se pretende calificar a la cuestiôn, pues las normas 
juridicas aplicables no forman parte del, conflicto. Si se quisiera 
establecer solamente, por ejemplo, la posiciôn de un barco pesque- 
ro, para determinar si faenaba dentro de las aguas territoriales - 
de un pais al momento de su captura, y la norma internacionalmente 
aceptada para delimitar esta franja maritima fuese, hipotéticamen- 
te, la de doce millas nâuticas, tendriamos lôgicamente que reçu —  
rrir a ella como una referenda numârica, pero la cuestiôn no mod^ 
ficaria por ello su carâcter técnico, ni podriamos afirmar séria -
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itiènte que se trata de una controversia relacionada con los dere —  
chos soberanos de un Estado a su mar territorial, aprovechando su 
conexiôn con este tema.
4. CONTROVERSIAS QUE VERSEN SOBRE LA NATURALEZA 0 EXTENSION DE LA 
REPARACION QUE HA DE HACERSE POR EL QUEBRANTAMIENTO DE UNA OBL^ 
GACION INTERNATIONAL.
Esta ûltima categorîa cubre solamente las diferencias intere£ 
tatales sobre la naturaleza o el quantum de la reparaciôn debida, —  
siempre que las partes admitan que ha habido una obligaciôn inter­
national quebrantada.
Cuando las partes no estén de acuerdo sobre el hecho illcito, 
la Corte tendrâ competencia para decidir esta cuestiôn tardla, di­
ce ANAND, conforme al pârrafo 6 del artlculo 36, como una cuestiôn 
preliminar para determinar su competencia global con base en el —  
apartado que nos ocupa.
No es posible comulgar con esta conclusiôn de ANAND. El poder 
de la Corte Intemacional para determinar, como cuestiôn prelim^ - 
nar^ su propia compètencia, posee dos aspectos: la interpretaciôn - 
del instrumente del que dériva su jurisdicciôn y la interpretaciôn 
de los hechos que constituyen la controversia misma, es decir, sir 
ve para determinar si el convenio que le otorga jurisdicciôn refie 
ja el consentimiento vâlido de las partes, o si los hechos consti­
tuyen una verdadera disputa y ésta es de las previstas en la este­
ra acordada de su competencia (12), pero no resuelve el fondo mis-
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mo de la controversia.
Si la Corte no tuviera competencia obligatoria sobre la con - 
troversia, lo lôgico séria que las partes, al conferirle jurisdic­
ciôn, estructuraran el litigio de forma que la cuestiôn principal 
fuese la existencia del hecho ilicito y, como consecuencia, la na­
turaleza y cuantia de su reparaciôn.
Si la jurisdicciôn del tribunal fuese en cambio obligatoria, 
merced a la clâusula automâtica, como parece suceder en el caso —  
planteado, y la parte que demanda sôlo propusiese el tema de la re 
paraciôn mientras que la otra se opusiera negando el hecho ilicito, 
la situaciôn constituiria una segunda controversia cuyo contenido, 
la existencia del hecho antijuridico, séria tâcitamente afirmada - 
por la parte que pedia su reparaciôn y negada expresamente por la 
presunta responsable.
En este caso, la defensa no puede ser considerada como una ex 
cepciôn preliminar de incompetencia, sino como una nueva disputa - 
que debe ser reconducida por la Corte a un casillero mâs amplio, - 
el 1) o el 2) ya analizados.
Por ültimo, el problems central de esta nueva controversia, - 
la existencia o no del cuasi-delito intemacional, debe ser resuel^ 
to en la sentencia de fondo y no como interlocutoria o sentencia - 
preliminar, pues séria absurdo decidir la cuestiôn principal como 
si de una excepciôn de competencia se tratara, dejando para el fon 
do lo que no es sino su consecuencia, la parte dispositiva que con 
dena a reparar el dano fijando su naturaleza y cuantia.
NOTAS BIBLIOGRAFICAS
(1) ANGELO PIERO SERENI.- La jiœisdiooiôn intemacional,- Cuademos de la 
câtedra J.B. SCOTT, Universidad de Valladolid, 1969, pâg. 10 y ss.
(2) La Carta de la Organizaciôn de las Naciones Unidas menciona en los —  
arts. I, 11:3, 12, 14 y 34 el tërmino situaciôn.
(3) H.G. DARWIN.- International Disputes. The legal aspects.- Europa pu - 
blication, London, 1972, pâgs. 57 y 58.
(4) Ver IBRAHIM F.I. SHIHATA.- Thé power of the International Court to d£ 
termine it's own jurisdiction.- Editorial Martinus Nijhoff, The Hague, 1965.
(5) CHARLES DE VISSCHER.- Teorias y realidades en Derecho Intemacional -
Fublico.- Editorial Bosch, Barcelona, 1962, pâg. 80.
(6) ALFRED VERDROSS.- Derecho Intemacional Publico.-Là-itorlal Aguilar, - 
S.A., Madrid, 1978, pâg. 393.
(7) Antecedentes tornados de R.P. ANAND.- Compulsory Jurisdiction of Inter 
national Court of Justice.- Asia publishing house, London, 1961, pâgs. 169 y —  
170.
(8) ANGELO PIERO SERENI. Ob. cit., nota pâg. 19.
(9) MARIUS VAUCHER.- Le problème de la justiciabilitê et de la non justi- 
ciabilitê en droit international des différends dits politiques ou, non juri —  
diques et les notions de competence exclusive et de competence nationale.- Edi­
tions A. Pedone, Paris, 1951.
(10) HANS KELSEN.- The law of the United Nations.- London, 1950, pâg. 482.
(11) R.P. ANAND. Ob. cit., nota pâg. 172.
(12) IBRAHIM F.J. SHIHATA. Ob. cit., nota pâg. 299.
CAPITULO TERCERO
LA SOLUCION DE CONTROVERSIAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL.
I ,  INTRODUCCIÔN.
Las organizaciones huinanas institucionalizadas, resuelven sus 
conflictos interpersonales con relativa facilidad. Poseen ôrganos 
legislatives que producen normas générales y obligatorias, que se 
imponen indiscriminadamente e incluso por la fuerza a sus destina 
tarios. Cuentan también con instituciones judiciales con estructu 
ras y funcionamiento autônomo, facultadas para examinar oficiosa- 
mente las presuntas violaciones del derecho penal y para imponer 
su jurisdicciôn al demandado en un conflicto privado, a simple so 
licitud de la actora, ademâs de tener un ôrgano ejecutivo con -—  
fuerza coactiva superior, que hace cumplir las decisiones de los 
ôrganos judicial y législative ademâs de las suyas propias, limi- 
tado sôlo por el indispensable y democrâtico principle de la lega 
lidad.
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Este sistema es prâcticamente desconocido en la esfera inter 
nacional. La Comunidad de Naciones constituye un ôrgano paritario 
que ordena sus relaciones a travês de un difîcil proceso de coor- 
dinaciôn. Los Estados crean el derecho intemacional por si mi£ -
mos, y no estân obligados a aceptar una norma si no estân de ----
acuerdo con ella; no tienen obligaciôn de comparecer ante un tri­
bunal de su esfera si no se han comprometido de antemano a hacer- 
lo, a menos que acepten graciosamente someter el litigio concrete, 
de comûn acuerdo con su adversario, a un determinado ôrgano juris 
diccional del "jus gentium"•, y no existe un poder ejecutivo centra- 
lizado, encargado de aplicar el derecho.
Y es que el concepto de soberanîa nacional ha side utilizado 
por los Estados, como una coraza sinuosa que aparentemente prote­
ge su igualdad e independencia, aunque no sea, en el fondo, sino 
la barrera que impide una mâs sana y respetuosa relaciôn entre —  
los miembros de esta singular comunidad.
La falta de un poder legislative intemacional, nos recuerda 
MICHAEL AKEHURST, moviô a algunos pensadores decimonônicos, a ne- 
gar el carâcter juridico del derecho intemacional, argumente ya 
superado. Los actuales escëpticos, sin embargo, insisten en la —  
falta de sanciones, es decir, en la ausencia de un procedimiento 
judicial obligatorio de soluciôn de conflictos y de una autoridad 
ejecutiva central que aplique las sentencias. (1).
Los tribunales Internacionales éxisten, aunque no estên gene 
ralmente dotados de jurisdicciôn compulsive como sucede en el de­
recho interne, ni posean un mécanisme totalmente eficiente para -
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ejecutar sus decisiones.
Las sanciones, por otra parte, no son extranas al derecho de 
gentes. La retorciôn y las represalias son dos buenos ejemplos, - 
para no senalar la "guerra justa" de otras êpocas, a la que reçu —  
rriô mâs de un Éstado para garantizar sus derechos. Hemos de admi 
tir, sin embargo, la menor eficacia de las sanciones interestata- 
les trente a las que se aplican al hombre. Pero esto no quiere de 
cir que el derecho intemacional no fundone, . sino que se mani —  
fiesta y actûa en forma diferente, porque distintos son también - 
sus destinatarios.
I I .  LA VIOLACIÔN DEL DERECHO INTERNACIONAL COMO FENÔMENO EXCEPCIÛ  
NAL ENTRE LOS ESTADOS.
El tema de este trabajo y el generalizado interés en las san 
ciones que pueden imponer el Derecho de gentes, hace suponer que 
los Estados violan sus obligaciones comunitarias con excesiva fre 
cuencia, lo que no es sino la conclusiôn de una equivocada per£ - 
pectiva, muy parecida a la alarma momentânea que el delito causa, 
aunque después, razonando sobre la multitud de interacciones huma 
nas que se realizan diariamente, lleguemos a la conclusiôn de que 
este es un fenômeno excepcional, por mâs que llamativo, y que la 
norma es la convivencia.
"En realidad - nos dice AKEHURST en su obra y a citada- los Esta - 
dos obedeaen a las normas intemaoionales, mâs generalmente de lo que el piXbli 
ao supone, El miedo a las sanciones tiene poco que ver con esta obediencia^ co_
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mo ta àbstenoiôn de cometer homicidios no es siempre imputable al temor al cas 
tigOj sino3 muahas vecesj a una eduoaoiôn que hace impensable el homicidio"^ o 
quizâs al temor, agregarîamos nosotros, a una sanciôn de carâcter 
social mucho mâs intimidante como es el rechazo o el etiquetamien 
to peyorativo.
Exirsten otros factores, agrega nuestro autor, inherentes a la 
naturaleza misma del derecho intemacional, que inducen a los Es­
tados a guardarle obediencia. Estos factores compensan adecuada - 
mente la debilidad de las sanciones, aunque no siempre se tenga - 
conciencia de su presencia e importancia, ya que no hay una exac- 
ta contrapartida en los sistemas jurîdicos nacionales.
La falta de un poder legislative constituye, paradôgicamente, 
para nuestro autor, un elemento que refuerza al derecho interna - 
cional. En las legislaciones internas, representadas por un redu- 
cido nûmero de individuos que integran las Câmaras, es perfecta­
mente posible la adopciôn de reglas no queridas por la mayorîa —  
del pueblo y, por lo tanto, de difîcil observancia no obstante la 
buena fe de sus représentantes legisladores. El derecho interna - 
cional, en cambio, es creado por los mismos destinatarios, los Es_ 
tados, siendo improbable que creen un derecho que no se ajuste a 
sus intereses o que se sientan inclinados a infringir, aunque no 
faltan ejemplos de reglas impuestas a un Estado por la fuerza fî- 
sica o la intimidaciôn, o de normas imprecisas, parciales o inte- 
resadas, condivididas sôlo por un grupo de naciones, pero ëstas - 
sôlo son obligatorias en el âmbito de los Estados que las han —  
adoptado, o por lo menos estân destinadas a desaparecer, aplasta-
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das por nuevas tendencias mayoritarias, normalmente mâs justas.
La identidad de intereses que mâs de una vez refleja el dere 
oho intemacional, refuerza su obediencia. Los Estados tienen un 
interés comûn en impedir la contaminaciôn marina, por ejemplo, co 
mo también en regular la aeronavegacién sobre su territorio, y sa 
ben que la violaciôn del principio de la reciprocidad es una agu- 
da "ley del Taliôn" n o  olvida ni perdona, y que su negative a —  
permitir hoy serâ su bloqueo del manana.
Todos los mandamientos de la doctrine intemacional de la re 
ciprocidad, se concretan en ese agudo principio del cristianiamo, 
"no hagas a otros lo que no quieras que te hagan", aunque haya algunos po- 
derosos pecadores que hacen el mal sin temer al castigo, aprove - 
chando precisamente la desigualdad de fuerzas individuales que sô 
lo la uniôn puede compenser.
Pues bien, los Estados fortalecen o debilitan el derecho al 
que alguna vez pudieran recurrir, mediante su observancia o a tra 
vês de su infracciôn. El pals que infringe una régla de derecho, 
puede encontrarse con que ha creado un precedente que puede ser
usado en su contra, no sôlo por la victime original, sino por ---
cualquier otro Estado.
La conciencia de esta posibilidad disuade con frecuencia a - 
las naciones de violer el derecho intemacional.
Cuando la India invadiô . Goa en 1961, alegô que la libera —  
ciôn de los territorios que hablan sido ocupados por potencies co 
loniales, constitula una excepciôn a la prohibiciôn general del -
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empleo de la fuerza. Al ano siguiente. China invadiô algunas zo - 
nas ocupadas por la India en el Himalaya, alegando que hablan si­
do arrancadas originalmente a China por una potencia colonial ---
(Gran Bretaha), y que estaba por lo tanto facultada para utilizer 
la fuerza en su recuperaciôn, del mismo modo en que la India ha - 
bla hecho con Goa.
Por ûltimo, los Estados obedecen al derecho intemacional pa 
ra obtener una reputaciôn rentable. Las naciones son materialmen- 
te un territorio y no pueden escoger a sus vecinos. Sôlo ocasio - 
nalmente puede un Estado aislarse del mundo, como ha sido la ten- 
dencia de la China Comunista y como hizo Japôn durante el siglo - 
XVIII y parte del XIX, pero lo normal es que necesite de los de - 
mâs Estados para abastecerse econômica y tecnolôgicamente. Si pre 
tende obtener esos bénéficiés por la fuerza, o mediante una con - 
ducta fraudulenta, los restantes Estados se coligarân contra êl - 
en una alianza defensiva. Si trata de obtener estos satisfactores 
por medios paclficos, tendrâ que dar algo a cambio, pero para in- 
ducir a otros palses a negociar emprêstitos, comunicaciôn, apoyo 
tecnolôgico, mercados y respaldo politico, tendrâ que adquirir la 
reputaciôn de ser un Estado responsable que cumple con las obliga 
ciones que le impone el derecho de gentes.
En la sociedad humana, un individuo que adquiera una mala re 
putaciôn por infringir las leyes, puede desplazarse a otra comun_i 
dad donde no sea conocido y encontrar el anonimato en la multitud. 
Esta soluciôn no vale para los Estados, aunque algunos han creldo 
que el cambio de rêgimen es capaz de borrar, casi automâticamente.
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los entuertos de sus antecesores.
A partir de la Segunda Guerra Mundial, la comunidad interna- 
cional ha quedado dividida en très grupos principales; Un bloque 
comunista dirigido por la Uniôn Soviêtica (y China); un grupo an- 
ticomunista de economîa liberal-capitalista, dirigido por los Es­
tados Unidos, y un grupo neutralists de palses no alineados, sin 
un llder claro.
La competencia entre los dos grupos antagônicos mâs potentes, 
incluye el cortejo de los palses neutralistes para lo cual ambos 
tratan de crear una impresiôn favorable de observancia al derecho 
intemacional, accediendo incluso a la revisiôn de tratados y so- 
metiêndose, bajo ciertas condiciones, a la modificaciôn de aque - 
lias normas que resultan gravosas para los palses no alineados. - 
La importancia de estos ûltimos no se basa exclusivamente en su - 
posible adhesiôn a uno u otro de los bloques antagônicos, sino a- 
demâs, en el poder reciên descubierto de manipuler sus recursos, y 
en el inapreciable fenômeno de la uniôn.
La creaciôn, por primera vez en la Historié, de un foro que 
aglutina a prâcticamente toda la comunidad intemacional-, ha sido 
un factor decisivo para ajuster la imagen de cada una de las na - 
ciones frente a las demâs, y para conducir la respuesta colectiva 
contra aquellos Estados que amenacen la paz y la seguridad inter­
nacionales .
No se créa que con estos argumentos queremos afirmar la abso 
luta inviolabilidad del derecho de gentes, sino reducir a sus jus
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tas proporciones el problema. Ya habiamos afirmado la inevitabiH 
dad de los conflictos interestatales y podriamos agregar, con una 
perspective cinica, que los Estados violarân mâs frecuentemente -
este derecho, cuanto mâs lo identifiquen con los intereses de ---
ciertas potencies, en un arranque de revanchisme histôrico no muy 
ajeno a los slntomas de esa patologia nacionalista que comparten 
los palses del tercer mundo, hijos extramatrimoniales de una rela 
ciôn polltica reciên terminada, e involuntarios huêspedes de esa 
incômoda regiôn tridimensional.
Guiados por el mismo impulse, los Estados violarân las nor - 
mas del derecho intemacional, cuando crean que ëstas ponen en pe 
ligro sus intereses vitales, o lucharân por cambiar sus princi —  
pies tradicionales, mediante una sucesiôn de actes formalmente i- 
llcitos, como fueron los décrétés unilatérales que extendieron el 
mar territorial, los que gracias a esa maravillosa metamorfosis - 
que sôlo el derecho de gentes puede consentir, han conducido a —  
una costumbre nueva, derogatoria de antiguas prâcticas y, por lo 
tanto, derecho vigente.
I l l ,  LA SOLUCIÔN Y LA EXTINCIÔN DE CONTROVERSIAS,
Los conflictos derivados de la real o presunta violaciôn de
los intereses protegidos por el derecho intemacional, pueden ex
tinguirse por la desapariciôn de una de las partes, o por faltar, 
/
despuês de su constituciôn, uno de sus elementos intégrantes (pre 
tensiôn u oposiciôn). La uniôn voluntaria o la anexiôn de un pais 
a manos y en provecho de otro, cancela la controversia^ Por confu
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siôn de las partes. Cuando el Estado que ha manifestado su preten 
siôn, la retira, la controversia se habrâ igualmente extinguido.
Los motivos que pueden impulser a un Estado a desistir de la 
pretensiôn o de la resistencia son muy variados. Puede resultar - 
del conveneimiento de que una u otra actitud son infundadas, y que 
la otra parte tiene razôn. Conclusiôn ésta que puede ser espontâ- 
nea o consecuencia de un proceso de conveneimiento desarrollado - 
por una comisiôn de encuesta o una de cônciliaciôn.
Puede darse el desistimiento porque el Estado llegue a la —  
conclusiôn de que su interés no puede prevalecer por razones prâc 
ticas. Por ejemplo, la relaciôn desproporcionada de fuerzas en —  
que las partes se encuentran, o las mâs graves consecuencias que 
la pretensiôn o la oposiciôn puede acarrear.
En cualquier caso, dice GAETANO MORELLI, la extinciôn de la 
controversia es una nociôn prejurîdica, lo que no impide que el - 
derecho intemacional le concéda ciertas consecuencias légales.
La soluciôn de la controversia en cambio, es un concepto que 
pertenece enteramente al campo del derecho. Se concrete en una va 
loraziôn, basada en el ordenamiento juridico intemacional, del - 
conflicto de intereses que estâ en la base de la controversia.
La valoraciôn que resuelve la controversia puede ser, por o- 
tra parte, conforme al derecho vigente, es decir, de simple cons-
tataciôn de las consecuencias que corresponden a la hipôtesis ---
planteada, pero puede tratarse también de una valoraciôn autônoma, 
sea porque el conflicto de intereses no habia sido regulado para
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nada, o porque estaba regulado en manera distinta al deseo de las 
partes. Este tipo de valoraciôn autônoma es el ûnico capaz de re­
solver una controversia politica.
La extinciôn y la soluciôn de controversies son dos fenôme - 
nos que no se identifican. Puede extinguirse la controversia, es 
decir, terminer definitivamente,porque un Estado abandons la pre­
tensiôn o deje de oponerse, sin que se haya introducido en el or­
denamiento juridico algûn tipo de valoraciôn del conflicto. Pero 
puede también suceder que la controversia se solucione a través - 
de un juicio valorativo formai, realizado por un tercero, y que - 
ésta no se extinga como normalmente debiera suceder.
Estos fenômenos dispares encuentran su explicaciôn, en la —  
distinta forma en que las partes interesadas participan en los —  
procedimientos que sirveji para resolver una controversia.
Si el conflicto se arregla mediante acuerdo -procedimiento - 
que requiers la participaciôn directa de los contendientes- es S£ 
ta misma participaciôn la que determinarS inevitablemente la ex - 
tinciôn de la controversia, sea que una de las partes se someta o 
que ambas transijan, pues este método de arreglo implica el aban­
dons de las primitivas posiciones de los contendientes. La extin­
ciôn de la controversia no serâ, sin embargo, un efecto legal del 
acuerdo, considerado como hecho juridico, ni podrâ imputarse a —  
quienes intervinieron con sus buenos oficios, investigaron los he 
chos, mediaron o conciliaron a las partes, sino que serâ un hecho 
histôrico, significativo indirectamente para el derecho e identi- 
ficado bâsicamente con la actitud de las partes, el que ponga fin
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al conflicto.
A diferencia de la soluciôn por acuerdo, la soluciôn por sen 
tencia puede no estar acompanada de la.extinciôn de la controver­
sia. Puede suceder que una o ambas partes consideren que la deci­
sion es injusta, o bien, reconociendo su fundamento, una de ellas 
décida mantener de hecho su antigua pretensiôn, no obstante la —  
sentencia que la niega, aprovechando la debilidad del adversario 
formalmente triunfante y desobedeciendo cinicamente la resoluciôn 
jurisdiccional.
La decisiôn judicial constituye un factor de indudable peso 
en la extinciôn de la controversia, porque influye en el convene! 
miento de las parte respecte al fundamento de sus pretensiones y, 
aun cuando no . logre convencer, por su innegable valor como he­
cho resolutor de la controversia, creador de una valoraciôn juri­
dica del conflicto de intereses.
La certeza que dériva de la sentencia y, por lo tanto, la e- 
ventual terminaciôn del conflicto, no es una consecuencia juridi­
ca de ésta, sino del efecto psicolôgico que produce en las partes 
la valoraciôn que hace de sus intereses.,
Otros factores extrlnsecos al enjuiciamiento legal influyen 
también en la extinciôn de la controversia. La posibilidad de que 
la sentencia se imponga coactivamente al perdidoso y la reacciôn 
intemacional que el acato o el incumplimiento de la misma pudie­
ran producir (2). ^
No obstante la ûtil distinciôn antes apuntada, nosotros em-
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plearemos el tërmino soluciôn indistintamente, sea que tenga la - 
virtud de cancelar definitivamente el conflicto, o la resuelva sô 
lo formalmente.
IV .  LOS MÉTODOS GENERALES DE SOLUCIÔN DE CONTROVERSIAS.
La primera clasificaciôn de los medios para solucionar los - 
conflictos internacionales, es la que distingue entre "mêtodos de - 
soluciôn pacifica", cuyo elemento prédominante es el mutuo consenti­
miento de las partes, tanto para arreglar directamente la contro­
versia como para entregarla al arbitrio de terceros, y "soluciones 
violentas o coevcitivas", en las que prédomina el elemento de la fuer 
za o la intimidaciôn sobre la voluntad.
NORTHDGE y DONELAN proponen una tercera categorîa en rela —  
ciôn con aquellas disputas que no son ni pacîficas ni coercitiva- 
mente resueltas. Puede llamârseles, segûn estos autores, disputas 
calladas, dormidas u obsoletas {quiescent disputes), en otras pala - 
bras, controversies no activadas por ninguna de las partes y que 
para los efectos prâcticos han dejado de existir.
Cuando las partes estân de acuerdo en que sus diferencias de
ben soslayarse, porque su continuaciôn causa problèmes y cuaJL ---
quier soluciôn resultarîa peor, entonces estâmes ante una solu —  
ciôn callada. Sin haber sido resuelta en el sentido tradicional, 
la controversia no figura mâs en la agenda diplomâtica de los Es­
tados, ha sido resuelta por abandono, aunque ésta continûe a n£ - 
vel verbal. (3).
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Nosotros creemos que esta categorîa no tiene consistencia. Si 
las partes hacen remisiôn definitive de sus pretensiones, la con­
troversia habrâ sido resuelta pacîficamente, aunque el acuerdo —  
sea tâcito y la causa, su falta de interés en el asunto.
Si la controversia se mantiene a niveles verbales, aunque los
Estados, por razones prâcticas, la hayan excluîdo de sus agendas, 
entonces no ha sido resuelta, porque el hecho de que una disputa 
esté dormida o abandonada, no significa que esté muerta. Puede —  
ser que se haya degradado a un momento anterior y se haya conver-
tido en un conflicto striatu sensu, pero seguirâ pendiente de résolu
ciôn.
Volviendo a los métodos tradicionales, debemos aclarar que - 
las soluciones violentas no serân materia de este trabajo a pesar 
de no ser ajenas a la prâctica intemacional y, en particular, a 
los graves conflictos que derivan del mar. Nos ocuparemos solamen 
te de los procedimientos pacîficos de arreglo.
V . LA SOLUCIÔN PACfFICA DE CONTROVERSIAS.
" Quïen considéré la gravedad y dificultad de los problemas derivados de 
la soberania estatal frente a la discutida supremacia de un ôrgano intemacio­
nal, asi como las innumerdbles disensiones que todaoia imperan en tomo a ellos 
y3 sobre todo^ quien tome en cuenta el hecho de que a pesar de la milenaria a£ 
piraciôn hacia la paz^ el trâgico fenômeno de la guerra eonrrrueve todavia^ aun 
cuando a veces sôlo sea durante breves intervales, la vida de los pueblos^podrd 
ser llevado a desesperar de la suerte del gênero humano, Pero a vencer esa de^
-238-
aonfianza nos ayuda ante todo la vooaoion indbolihle de nuestro espiritu, el - 
aual nos atestigua la fratemidad esenaial de todos los hombres, asi aomo tarn- 
biên la observaoiSn de aiertos heohos de la Eistoria, tanto antigua aomo moder 
na, que nos muestran de quê manera, a pesar de cuantas dberraoiones puedan re- 
tistrarse, aquella voaaoiôn se ha afirmado siempre en alguna medida, incluso - 
en las mas difidles circunstancias, superando hasta los mismos obstâculos que 
los ordenamientos positives le habian impuesto" (4).
Estas palabras del campeôn de la paz entre los juristes, ---
GIORGIO DEL VECCHIO, concuerdan con el propôsito esencial de la - 
organizaciôn de las Naciones Unidas de mantener la paz entre los 
pueblos, imponiendo a sus miembros la obligaciôn de arreglar sus 
controversies por medios pacîficos, de tel manera que no se ponga 
en peligro ni esa paz, ni la seguridad intemacional, ni la justi 
cia. Como pretenden también el Tratado Americano de soluciones pa 
cîficas de 1948, la convenciôn Europea para el arreglo pacîfico - 
de controversies de 1957 y otros instrumentos.
Si admitimos que las controversies entre las naciones son en 
cierta medida inevitables, y recordamos que éstas son el sîntoma 
de una grave alteraciôn en la convivencia intemacional, que pue­
de resolverse si hay unidad de propôsitos en favor de la paz mun­
dial o desatar en cambio los horrores de la guerra como fenômeno 
extremo, êquién no apostarîa por la primera soluciôn?. Pero no —  
basta con establecer medios adecuados para el arreglo pacîfico de 
controversies, pues la carrera armamentista de muchos Estados or^ 
gina temores y recelos que dificultan esa soluciôn. Es évidente - 
que el desarme complète de todos los paîses, tiene que constituir
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un elemento bâsico de todo planteamiento para lograr un arreglo - 
pacîfico. (5).
Una clasificaciôn comûnmente aceptada de este tipo de arre - 
glos, distingue por una parte los métodos extrajudiciales, con —  
sus formas diplomâticas y polîticas, y por la otra los judiciales.
V I ,  LOS MÉTODOS EXTRAJUDICIALES.
Ya habîamos dicho que estas formas de soluciôn garantizan la 
extinciôn de la controversia, porque es la voluntad de los Esta - 
dos en pugna la que décide componer los intereses en conflicto.
A diferencia de los métodos jurisdiccionales, el arbitraje y 
el procedimiento judicial, limitados en principio a resolver con­
troversies légales, los sistemas extrajudiciales tienen una mayor 
versatilidad, pues sirven para prévenir las controversies, para - 
circunscribirlas cuando no se hayan claramente concretado y para 
solucionar situaciones y conflictos, ademâs de ocuparse, claro, - 
de resolver las controversies propiamente dichas cualesquiera que 
sea sa naturaleza, es decir, operan igualmente sobre controver —  
sias légales y polîticas, aunque se identifique mâs con éstas ûl- 
timas.
1. METODOS DIPLOMATICOS.
Estos métodôs extrajudiciales admiten todavîa una ulterior - 
distinciôn; el acuerdo directo entre las partes, llamado négocia-
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ciôn, y los métodos auxiliares o indirectos como son los buenos - 
oficios, la mediaciôn, la investigacién y la cônciliaciôn, para - 
senalar las formas tradicionales.
Los métodos indirectos, no resuelven el problema por si mi£ - 
mos, sino que promueven con diferente intensidad, la voluntad de 
los Estados para que hagan remisiôn de sus pretensiones, retiren 
su oposiciôn, o concilien sus intereses a través de un tratado o 
convenio.
a) Negociaciôn.
A través de este método, los Estados en conflicto procuran - 
solucionar directamente sus diferencias, iniciando conversaciones, 
normalmente a través de sus ministres de asuntos exteriores, o —  
convocando a una conferencia. Es as! como se soluciona la mayorîa
de las disputas, no sôlo en el derecho intemacional, sino e n -
cualquier comunidad humana, pues es un hecho conocido que en un - 
primer momento los hombres intentan arreglar personalmente sus —  
problemas, y sôlo en el caso de que la otra parte no transija o - 
se niegue a llegar a un acuerdo, ocurren ante los tribunales.
Las negociaciones infructuosas son consideradas por la doc - 
trina como un requisito de procedibilidad, pues no se concibe que 
se haga uso de la funciôn jurisdiccional de derecho interno, si - 
no existe un interés al que la contraparte se haya negado, expre- 
sa o tâcitamente, a cumplimentar.
Por eso, en ciertos tratados se exige -como condiciôn previa
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para la instauraciôn de un procedimiento arbitral o judicial- que 
los Estados en litigio hayan agotado las negociaciones diplomâti­
cas .
"El arreglo diplomâtiao como via amistosa, ofreoe las ventajas de su duo^  
tilidad y disareaiôn; pero su efiaaoia es limitada: depende- del ânimo aon que 
se praotique el procedimiento, ademâs de que presupone una relativa equivalen- 
cia entre las fuerzas politiaas en pugna» De lo contrario, los pequenos Esta - 
dos se hallarân a merced de las grandes potencias", (6) .
En efecto, no siempre la negociaciôn permite la soluciôn de 
controversies internacionales, pues nadie puede garantizar la im- 
parcialidad y buena fe de los Estados en pugna. Cuando uno de los 
contendientes cuenta con una superior posiciôn negociadora, no es 
extraho que formule pretensiones extremes que impiden el arreglo, 
o incluso que trate de aumentar su presiôn sobre el oponente, me­
diante la adopciôn de una actitud hostil que influye psicolôgica- 
mente en el pais mâs débil, obligândole a negociar en su perju£ - 
cio para evitar los maies con que se le amenaza.
Por eso résulta conveniente en algunos casos, buscar la solu 
ciôn jurisdiccional, porque es el ûnico método que coloca a las - 
partes en un piano de igualdad, evitando el problema de la intim_i 
daciôn.
A propôsito del tema sobre la desigualdad negociadora de los 
Estados, SYLVANUS A. TIEWUL, al rendir su informe sobre The concept 
of economic coercion in transnational practice ante la Conferencia de Ma­
drid sobre el derecho Mundial, en septiembre de 1979, hace ver —
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que las presiones mâs utilizadas en la actualidad son las de tipo 
econômico. Los têrminos "guerra econômica" o "agresiôn econômica", dice, 
pueden referirse a una categorîa nueva que posee coracterîsticas 
diferentes de las que distinguen a los conceptos tradicionales de 
guerra o agresiôn. La realidad parece indicar que la tendencia ac 
tuai de los Estados es utilizer todos sus recursos, especialmente 
los econômicos, en cualquier forma que bénéficié a sus intereses.
b) Los buenos oficios.
Se dice que un Estado ofrece sus buenos oficios cuando trata 
de persuadir a los Estados en conflicto a celebrar negociaciones, 
y que su funciôn termina con el inicio de esas negociaciones.
Entre los buenos oficios y la mediaciôn parece haber una di­
ferencia de grade en cuanto a la intensidad de la intervenciôn —  
del tercer Estado. En los buenos oficios se busca aproximar a los 
contendientes para favorecer la negociaciôn directa, sin interve­
nir en ella, sehalando en algunos casos los factores positives —  
que puedan existir y que permitan llegar a un acuerdo (7).
ROUSSEAU asigna a este método, un elemento no reconocido por 
otros autores que casi le asimila a la mediaciôn, aunque admite - 
la diferencia de grade entre estas instituciones. Désigna con el 
nombre de buenos oficios, a la acciôn amigable de una tercera po­
tencia que propone una base de entendimiento entre dos Estados en 
desacuerdo, y que se esfuerza en hacerla aceptar por medio de una 
intervenciôn discrete.
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La primera y segunda conferencia de La Haya de 1899 y 1907 - 
respectivamente, establecîan la obligaciôn de las partes de recu­
rrir a los buenos oficios o a la mediaciôn antes de apelar al uso 
de las armas.
c) La mediaciôn.
A travês de este método auxiliar, el Estado mediador partiel 
pa de modo efectivo en las mismas negociaciones y sugiere térm^ - 
nos de arreglo a los paîses en pugna, es decir, su intervenciôn - 
es mucho mâs activa, pues no sôlo procura la negociaciôn, sino —  
que participa en ella, aunque sus opiniones no sean obligatorias, 
pues toda la instituciôn se caracteriza por ser facultative.
Los buenos oficios y la mediaciôn son actos amistosos hacia 
las partes en conflicto, cualquier Estado puede ofrecerse o negar 
se a intevenir, pero su oferta puede ser también solicitada o re- 
chazada libremente por los contendientes, ademâs de que las propo 
siciones que hagan los mediadores no tienen ninguna fuerza obliga 
toria.
Algunos Convenios Internacionales han querido dar a la media 
ciôn un carâcter obligatorio, no en cuanto a las opiniones o pro- 
puestas de arreglo, sino al recurso en sî: el Tratado de Parîs —  
del 30 de marzo de 1856 sentaba el principio de la mediaciôn pre­
via en las dificultades que surgieran entre Turquîa y una de las 
potencias del concierto europeo; el acta general de Berlîn del 26 
de febrero de 1885 impuso este mismo compromiso; las conferencias 
de La Haya reglamentaron la mediaciôn, como también la conferen -
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cia Panamericana de Buenos Aires de 1936.
La nobleza de estos métodos, no siempre concuerda con la vo 
luntad y los intereses de las partes. Es indispensable, por otra 
parte, que quien ofrece sus oficios o su mediaciôn goce de la con 
fianza de ambos contendientes, lo que résulta extremadamente difl 
cil, no porque los terceros sean parciales, sino porque las par - 
tes, exacerbadas por el mismo conflicto, desconfîan de todo y ma_l 
interpretan hasta las actitudes mâs desinteresadas.
Los ejemplos de mediaciôn son numerosos. Un mediador indivi­
dual fue el Papa Leôn XIII en el conflicto Hispano-Alemân por las 
Islas Carolina en el ano 1885. Como ejemplo de organizaciôn inter 
nacional recordamos la mediaciôn de las Naciones Unidas en el con 
flicto Indo-Paquistanî respecto de Kachemira. (8).
La mediaciôn no sôlo es un medio pacîfico para resolver una 
controversia, sino que puede ofrecerse en caso de guerra, como su 
cediô en 1947 cuando la Conferencia Interamericana decidiô mediar 
en la guerra civil de Paraguay.
d) La investigaciôn o encuesta.
Este método es mâs bien un auxiliar técnico de la négocia —  
ciôn. Consiste en encargar a una comisiôn investigadora, el esta- 
blecimiento de la materialidad de los hechos que originaron la —  
disputa, pero sin pronunciarse de ninguna manera sobre la respon- 
sabilidad de las partes, ni proponer algûn tipo de arreglo. El in 
forme de la comisiôn no tiene carâcter obligatorio, por eso se de
-245-
ja a los Estados el extraer sus propias conclusiones del resulta- 
do de la investigaciôn, asî como el arreglo del incidente, sea d^ 
rectamente por medio de la negociaciôn, sea recurriendo al arbitra 
je G al procedimiento judicial.
El carâcter pacificador de las comisiones de investigaciôn o 
encuesta, radica no sôlo en el efecto esclarecedor de sus infor - 
mes, sino ademâs en el hecho de ser instituciones que demoran la 
crisis, es decir, constituyen un modo de ganar tiempo para que los 
ânimos se enfrîen, facilitando asî el entendimiento final entre - 
las partes.
La investigaciôn que hace un organisme imparcial de la exis- 
tencia y caracterîsticas del fenômeno controvertido, constituye - 
un medio excelente para reducir la tensiôn y ajustar el ârea de - 
desacuerdo entre las partes, si bien el recurso a este proced_i —  
miento es voluntario y el informe de la comisiôn no vincula a las 
partes.
La organizaciôn de las Naciones Unidas y su antecesora, la - 
Liga de las Naciones, aprovecharon en muchas ocasiones las venta- 
jas de este método, perfectamente identificable con la pericia —  
del derecho interno.
Algunos tratados llegan a imponer carâcter obligatorio a la 
investigaciôn, antes de que los contendientes tomen represalias o 
recurran a la guerra. Por ejemplo, los tratados de Bryan suscr^ - 
tos entre 1913 y 1914 entre los Estados ünidos y mâs de treinta - 
Estados.
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e) La conciliaciôn.
Este método suma ciertas caracterîsticas propias de la en —  
cuesta y la mediaciôn. La persona o la comisiôn designada por las 
partes para efectuar la conciliaciôn, investiga los hechos en di£ 
puta y suministra un informe en el que sugiere los têrminos de a- 
rreglo.
Es menos flexible que la mediaciôn, porque si en êsta la pro 
puesta del mediador no es aceptada, puede formular otras mâs — —  
atractivas para las partes. El procedimiento de conciliaciôn, en 
cambio, suele limitarse a un sôlo informe. El trâmite termina con 
la aceptaciôn o rechazo, aunque la calidad del ôrgano de media —  
ciôn y las conversaciones previas con los Estados interesados, —  
producen normalmente la soluciôn del conflicto.
La conciliaciôn tiene el mismo efecto que la instituciôn que 
en el derecho interno lleva ese nombre. Constituye una instancia 
preliminar, obligatoria como procedimiento, pero no como propues- 
ta conciliadora.
Hasta casi la mitad de nuestro siglo se firmaron muchos tra­
tados en los que la conciliaciôn se imponîa como método prelim^ - 
nar al judicial, y se organizaron las famosas comisiones de conci 
liaciôn, caracterizadas por su colegialidad y permanencia.
Por ejemplo, los tratados de Locarno de 1925; el tratado del 
Bâltico del mismo aho; la Convenciôn General de conciliaciôn in - 
teramericana de 1929; el pacto Saavedra Lamas de 1933 o de no e—  
agresiôn y de conciliaciôn de los Estados Sudamericanos.
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El recurso a la conciliaciôn era obligatorio en estos conve- 
nios si una de las partes lo pedia, aunque el informe de la comi­
siôn no podia imponerse a los contendientes. Estos deblan acudir 
a los procedimientos judiciales cuyas decisiones si poseen carâc­
ter imperative, al fracasar la instancia conciliatoria.
Esta forma de arreglo fue utilizada ampliamente al terminar 
la Segunda Guerra Mundial, cayendo posteriormente en desuso, aun­
que algunas organizaciones régionales siguieran confiândole sus - 
discrepancies, como ha sucedido en la organizaciôn de la Unidad - 
Africana y en la de los Estados Americanos. Esta ûltima creô las 
comisiones de investigaciôn y conciliaciôn en el Tratado America­
no de soluciones paclficas (acta de Bogotâ) en 1948.
Los mêtodos diplomâticos pueden adoptar otras formas, o evo- 
lucionar en funciôn de los nuevos problèmes de naturaleza econôm_i 
ca y técnica que plantea la Comunidad Internacional, aunque adere 
zados con ingredientes politicos, lo que les hace imperméables a 
las soluciones jurldicas. Nosotros hemos visto sôlo los procedi - 
mientos tradicionales.
2. METODOS POLITICOS,INSTITUCIONALES.
Esta clasificaciôn nace en 1919 con el pacto de la Sociedad 
de las Naciones, y se refiere a un nuevo enfoqùe en la soluciôn - 
de controversies a travês de las organizaciones internacionales.
Las caracterîsticas esenciales de este sistema son; la inter 
venciôn, muchas veces oficiosa de estos organismos, para recomen-
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dar métodos o têrminos de arreglo a los Estados; su interês pr^ - 
mordial en prévenir o resolver situaciones, conflictos o contro - 
versias que amenacen o pongan en peligro la paz y la seguridad in 
ternacionales, y la falta de obligatoriedad de sus recomendacio - 
nés, desde el punto de vista formai, pero de una enorme efectivi- 
dad en el piano prâctico.
Las controversies que ya han desembocado en actos de agre —
siôn, son también materia del método politico de soluciôn, si ---
bien éste sistema no tiene que ser necesariamente paclfico. Resta 
blecer la paz y la seguridad ya quebrantadas, puede requérir de - 
medios violentos, como las demostraciones de fuerza, el bloqueo, 
o incluso la agresiôn bélica legitimada.
La norme general es la soluciôn paclfica a través de organis 
mos régionales, como la Organizaciôn de Estados Americanos, la Co 
munidad Econômica Europea o la Organizaciôn de la Unidad Africana, 
y, sobre todo, mediante el recurso a las Naciones Unidas a cuya - 
intervenciôn polltica vamos a referirnos en forma principal.
V I I ,  LAS SOLUCIONES POLÎTICAS EN EL SENO DE LAS NACIONES UNIDAS.
De la lecture del articule 1 de la Carte puede evidenciarse, 
que entre los propôsitos de esta organizaciôn no esté el arreglo 
paclfico y justiciero de toda clase de controversies, sino sola - 
mente de aquéllas susceptibles de conducir a quebrantamientos de 
la paz. Una infinite variedad de conflictos derivados del comer - 
cio, de la navegaciôn, de la contaminaciôn petrollfera de los ma-
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res, de la interpretaciôn de los tratados e incluso de las graves 
y constantes violaciones de los derechos humanos, no entrarân en 
esta catégorie, no obstante su importancia, ya que no puede soste 
nerse razonablemente que impliquen una cunenaza para la paz y la - 
seguridad internacionales, aunque si danen gravemente el bienes - 
ter general y las buenas relaciones entre las naciones.
Ha quedado claro, por otra parte, que los miembros de esa or 
ganizaciôn deben resolver sus controversies internacionales por - 
medios pacificos, de tel forma que no pongan en peligro ni la paz 
ni la seguridad internacionales, ni la justicia (articule 2, pâ - 
rrafo 3 de la Carte); y que se deja a la elecciôn de los Estados 
el método de arreglo, aunque el articule 33 sugiere los sistemas 
tradicionales a que ya nos hemos referido, como son la négocia -- 
ciôn, la investigaciôn, la mediaciôn, la conciliaciôn, el arbitra 
je, el arreglo judicial y el recurso a organismos o acuerdos re - 
gionales.
La Asamblea General, por su parte, tiene facultades para di£ 
cutir toda cuestiôn relativa al mantenimiento de la paz y seguri­
dad internacionales, a solicitud de cualquier Estado o del Conse-
jo de Seguridad, y para hacer recomendaciones acerca de taies ---
cuestiones a los Estadôs interesados o llamar la atenciôn del Con 
sejo de Seguridad para que intervenga en el asunto. Esta facultad, 
otorgada por el articule 11 de la Carta, sôlo se refiere a situa - 
oiones susceptibles de porter en peligro la paz y seguridad internacionales", 
aunque el Consejo puede actuar por su propia iniciativa (articule 
34), a solicitud de cualquier miembro de las Naciones Unidas o de
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cualquier Estado no miembro, con tal y que éste se someta a los - 
mêtodos de arreglo previstos en la Carta, (articule 35) y, en fin, 
por intervenciôn del Secretario General (articule 99).
1. LAS CONTROVERSIAS QUE AMENAZAN LA PAZ Y LA SEGURIDAD INTERNA - 
CIONALES.
El Consejo de Seguridad sôlo puede intervenir en la soluciôn 
de aquêllos conflictos que pongan en peligro la paz y seguridad - 
internacionales, cualquiera que sea la forma que adopten, (contro 
versia, situaciôn susceptible de conducir a una fricciôn interna­
cional o de dar origen a una controversia).
La Carta hace una distinciôn del tipo de intervenciôn del —  
Consejo de Seguridad, atendiendo al grado de peligro que revista 
el conflicto.
a) Cuando se trata de una simple amenaza contra el manten^ - 
miento de la paz (articules 33 al 38), el Consejo sôlo puede reco 
mendar los procedimientos o métodos de ajuste que sean apropiados, 
a menos que todas las partes en una controversia le pidan recomen 
daciones concretas a efecto de llegar a un arreglo paclfico.
Al recomendar el método de soluciôn, el Consejo debe tomar - 
en consideraciôn que las controversias de orden jurldico, por ré­
gla general, deben ser sometidas a la Corte Internacional de Jus­
ticia.
Si las partes no logran solucionar la controversia por los -
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medios diplomâticos y légales previstos en el artîculo 33 de la - 
Carta, "la someterân al Consego de Seguridad" el que, de estimar que la 
continuaciôn de la misma es realmente susceptible de poner en pe­
ligro la paz y seguridad internacionales, recomendarâ los térm^ - 
nos de arreglo que considéré apropiados, a menos que décida propo 
ner algûn procedimiento por el que pueda llegarse al mismo fin.
Parece ser que el artîculo 33 fue concebido para liberar al 
Consejo de una gran cantidad de conflictos sin importancia. Asî, 
en teorîa, el Consejo podrîa negarse a considerar una disputa a - 
menos que los Estados interesados hubieran intentado previamente 
solucionarla por otros métodos.
En 1954, cuando Guatemala fue invadida por trescientos ex^ - 
liados guatemaltecos armados y entrenados por los Estados Unidos, 
este ûltimo paîs alegô que el Consejo de Seguridad carecîa de corn 
petencia para entender de la queja que interpuso en su contra Gua 
temala, mientras no se hubiera agotado el mecanismo de soluciôn - 
de la Organizaciôn de los Estados Americanos. Los Estados Unidos 
consiguieron entonces impedir la inclusiôn de esta queja en la a- 
genda del Consejo.
Esta intervenciôn del Consejo de Seguridad recomendando méto 
dos o têrminos de arreglo, no requiere ni la solicitud, ni la pre 
via conformidad de las partes en conflicto, atendiendo a la natu­
raleza y gravedad de la controversia.
Esta tutela oficiosa de la paz y seguridad mundiales, ha he­
cho afirmar a JIMENEZ DE ARECHAGA (9) que la funciôn conciliât© -
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ria de este ôrgano politico, es el ûnico medio de arreglo pacifi- 
co en el derecho internacional general que tiene carâcter obliga­
torio.
Desgraciadamente, los Estados no tienen un deber jurldico de 
recurrir al método recomendado por el Consejo, ni de solucionar - 
sus controversias en los têrminos que éste haya propuesto. Su de- 
sacato, sin embargo, puede agravar la tensiôn original del con —  
flicto hasta hacerlo aparecer como una grave amenaza para la paz, 
capaz de justificar la intervenciôn, incluso militar, de la orga­
nizaciôn, siguiendo las disposiciones del capitule VII de la Car­
ta.
La obligatoriedad de las recomendaciones se basa en este es- 
pecifico temor, y en el interês de los Estados por salvaguardar - 
su imagen o respetabilidad internacional, pero no constituyen un 
deber legal.
b) Cuando el conflicto amenace directa e inmediatamente a la 
paz y a la seguridad o se traduzca en actos de agresiôn interna - 
cional, entonces el Consejo ya no recomienda sino, ordena. Puede 
prescribir, por ejemplo, medidas provisorias para evitar que la si 
tuaciôn se agrave, (el cese del fuego en Palestine en 1948, el re 
tiro de las fuerzas Norcoreanas mâs allâ del paralelo 38 en 1950, 
por ejemplo) sin que estas medidas perjudiquen los derechos, las 
reclamaciones o la posiciôn de las partes interesadas (articule - 
40) .
Puede decretar medidas que no impliquen el uso de la fuerza
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armada para hacer cumplir sus decisiones, como la suspension de - 
las relaciones econômicas y diplomâticas, asî como la interru£ —  
ciôn de las comunicaciones (articule 41).
Si estas medidas se muestran inadecuadas, podrâ ejercer las 
acciones aêreas, navales o terrestres que sean necesarias para —  
restablecer là paz y la seguridad internacionales (artîculo 42).
I
Todos los miembros de las Naciones Unidas estân comprometidos a - 
contribuir a este fin, con las fuerzas armadas o las facilidades 
que sean necesarias.
Todo miembro de las Naciones Unidas que haya sido objeto de 
acciôn preventive o coercitiva, podrâ ser suspendido por la Asam­
blea General, a recomendaciôn del Consejo de Seguridad, del ejer- 
cicio de los derechos y privilegios inherentes a su calidad de —  
miembro. El ejercicio de taies derechos podrâ ser restituido por 
el Consejo de Seguridad (artîculo 5).
2. LA SOLUCION DE CONTROVERSIAS QUE NO PONGAN EN PELIGRO LA PAZ - 
NI LA SEGURIDAD INTERNACIONALES.
Ya habîamos dicho que la Asamblea General puede discutir to­
da cuestiôn relacionada con el mantenimiento de la paz, pero esta 
limitada facultad sôlo puede ejercerse a solicitud de parte, y no 
en forma oficiosa como hace el Consejo de Seguridad. Puede hacer 
recomendaciones a los Estados, pero no imponerlas, porque el ver- 
dadero poder en esta materia corresponde al Consejo, a tal extre- 
mo que cuando éste se ocupe de una cuestiôn relativa a la paz y - 
seguridad internacionales, la Asamblea no podrâ ni siquiera hacer
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recomendaciones sobre tal controversia o situaciôn, a menos que - 
se lo solicite el mismo Consejo de Seguridad (artîculo 12).
Como compensaciôn, la Asamblea General, basândose en el artî 
culo 14 de la Carta, puede recomendar medidas de arreglo pacîfico 
en cualquier situaciôn, (excepte las que amenacen o danen la paz, 
cuando el Consejo de Seguridad ya esté interviniendo) sea cual —  
fuese su origen, cuando a juicio de la Asamblea puedan perjudicar 
el bienestar general o las relaciones amistosas entre naciones, - 
incluso las situaciones résultantes de la violaciôn de principles 
y propôsitos de las Naciones Unidas.
FRANCIS VALLAT nos Jiace notar que no se faculta a la Asam —  
blea para ocuparse de las disputas mismas, sino para hacer sim —  
pies recomendaciones que, por supuesto, no son obligatorias. A pe 
sar de que este ôrgano sôlo pueda ocuparse de "situaciones" pue­
dan perjudicar el bienestar general y las relaciones amistosas en
tre naciones, este autor no ve dificultad para presentar cuaJL---
quier controversia como situaciôn, para que pueda ser considerada 
por la Asamblea General, siempre que sea lo suficientemente séria 
para ser incluîda en su temario (10).
Esta amplîsima facultad reconocida a la Asamblea General, es 
totalmente ajena a los poderes del Consejo, ocupado exclusivamen- 
te de la paz y seguridad internacionales, pero carece de efectiyi 
dad jurîdica porque sus recomendaciones tampoco constituyen un de 
ber y porque la Asamblea carece de los medios coercitivos de que 
sî dispone el Consejo. No obstante, estas recomendaciones poseen 
un peso especîfico en el piano ya comentado de la respetabilidad
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internacional aumentado en razôn de la importancia de esta Organi 
zaciôn mundial.
Debe quedar claro, por otra parte, que el artîculo 7 de la - 
Carta desautoriza a las Naciones Unidas a intervenir en los asun- 
tos de jurisdicciôn interna de los Estados y libera a sus miem —  
bros de someter dichos asuntos a los procedimientos antes estudia 
dos.
Esta enorme brecha que limita la eficacia de los mêtodos po­
liticos de soluciôn de controversias, ha sufrido ensanchamientos 
y contracciones en funciôn del criterio interesado de los Estados, 
ya que la Carta no define lo que se entiende por "asunto de oompeten 
oia exolusivamente naoionat".
La soluciôn corrects, a nuestro juicio, es la que adoptô en 
1954 el Institute de Derecho Internacional en su 46a sesiôn de —  
Aix-en-Provence, al estimar que "el dominio reservado es el de las aoti- 
vidades estatales en las que la aompetenoia del Estado no estâ ligada al Dere- 
oho Internacional"; su extensiôn depende del derecho internacional y 
varia de acuerdo con su desarrollo. El Institute llegô igualmente 
a la conclusiôn que, "la necesidad de sober si^  en un caso determinado el 
obgeto del ^ diferendo^pertenece o no al donrinio reservado es, de surgir discu - 
siôn, una cuestiôn eminentemente propia para ser resuelta por un ôrgano juris- 
diccional internacional" y que, a ese respecte, séria deseable que la 
Corte Internacional de Justicia pudiese apreciar en cada caso par 
ticular si tal réserva es aplicable. (11).
Nosotros creemos que esta es la amplitud que debe darse al -
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artîculo 36; 6 del Estatuto de la Corte, cuando dice que "en caso 
de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no gurisdiooiôn, la Corte deoidirà". 
Sin embargo, mâs de un Estado se ha reservado el derecho para de- 
terminar si una controversia es de carâcter exclusivamente inter 
no, derogando por lo que respecta al instrumente en donde opera - 
esta réserva, a la disposiciôn general del estatuto que otorga a 
la Corte, competencia sobre la competencia.
En conclusiôn, siguiendo los criterios de MICHAEL AKENHURST, 
las funciones del Consejo y de la Asamblea en relaciôn con la so­
luciôn de controversias, constituyen una mezcla de buenos oficios, 
mediaciôn, encuesta y conciliaciôn, pero ninguno de estos ôrganos 
ha sido configurado como Organo Judicial, y los factores polity - 
cos prevalecen sobre los jurîdicos en sus deliberaciones. Incluso 
cuando una disputa incluye elementos jurîdicos, no cabe esperar - 
siempre imparcialidad por parte de sus miembros, ya que los Esta­
dos pertenecientes a una alianza tienden a apoyarse mutuamente y 
los pequehos Estados neutralistas tratan de no enfrentarse con —
las dos superpotencias. Si dos miembros de una misma alianza ----
traen una disputa a las Naciones Unidas, los enemigos de esa ----
alianza pueden tratar de agravar el conflicto, en vez de inducir 
a las partes a solucionarlo, con el propôsito de conseguir la ru£ 
tura de la alianza, y êsto hace recomendables los acuerdos régio­
nales para la soluciôn de controversias. A la vista de estos fac­
tores, la falta de competencia para adoptar decisiones obligato - 
rias debè '/ ser considerada como una garantîa para los Estados —  
miembros, y no como un defecto del sistema.
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Es normal que los Estados sometan sus disputas a las Naciones 
Unidas como medio de ejercer presiôn politics sobre sus oponentes, 
mediante la movilizaciôn de la opiniôn pûblica a su favor, Pero el 
recurso a la Organizaciôn puede también obedecer a otras razones; 
asî, un Estado que se encuentre sometido a una fuerte presiôn de - 
la opiniôn pûblica nacional para que adopte una "linea dura" frente 
a otro Estado, puede tratar de satisfacer la opiniôn nacional con 1 
discursos arrogantes en las Naciones Unidas, como sustitutivo de - 
una acciôn que pudiera acarrear resultados mâs graves. En taies ca 
SOS, la ONU constituye una vâlvula de seguridad que permite "al^ - 
viar la presiôn", pero la frecuencia con la que se recurre a la Orga­
nizaciôn para este fin, explica por qué los Estados consideran a - 
veces como un acto inamistoso el llevar a las Naciones Unidas una 
queja contra otro Estado (12).
V I I I ,  LOS INSTRUMENTOS INTERAMERICANOS Y LA SOLUCION DE CONTROVER­
S IAS.
La preocupaciôn por solucionar pacîficamente las controver -- 
sias internacionales no es privativa de la Organizaciôn de las Na­
ciones Unidas, sino compartida por grupos régionales de Estados -■ 
que, tomando como modelo la Corte Internacional de Justicia, han ■ 
creado sus propios tribunales permanentes, ademâs de reglamentar - 
otros mêtodos de soluciôn como los politicos antes estudiados. La 
ineficacia de esta participaciôn en la bûsqueda de la armonîa in • 
ternacional y los problemas que deben afrontar organismos como la 
Comunidad Econômica Europea, la Organizaciôn de los Estados Ameri-
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canos, el Pacto Andino y otros, no son s6lo producto de la concu- 
rrencia de competencies, sino de timidez, manipulaciôn politics y 
anquilosamiento.
"En el ânibito del arreglo paaCfioo de controversias, se ha podido compro- 
bar la insuficiencia de los instnmentos intemamericanos para dar soluciôn a -
los problemas que se le han planteado", como también ha sucedido e n ----
otros organismos gravemente politizados.
'^or lo que se refiere a las Naciones Unidas, esta organizaciôn tampoco - 
ha funcionado en la forma prevista en San Francisco, Fiênsese secillamente en - 
la inoperancia del capitula VII de la Carta, Y en cuanto a las relaciones entre 
la Organizaciôn Universal y la 0,E,A,, el Consego de Seguridad se ha descargadb 
en ocasiones de sus responsdbilidades, degando en manos de la 0,E,A, asuntos en 
los que hubiera debido intervenir, Otras veces ha degado que se impusieran san- 
ciones en el marco de la Organizaciôn regional, con violaciôn del articula 53 - 
de la Carta de las Naciones Unidas,"
"Detrâs de todo este panorama se encuentra indudxiblemente el enfrentamien 
ta entre los dos grandes bloques ideolôgicos mundicales y -en lo que se refiere 
concretamente a la 0,E,Arel hecho de que una gran potencia, los Estados Unidos, 
forme parte de la Organizaciôn, La preponderancia induddble de este pais sobre 
los demâs miembros de la Organizaciôn y su politica inteirvencionista, han hecho 
que la 0,E,A, haya podido ser calificada por DUPUY, como ' la-tripulaciôn desuni 
da del piloto norteamericano^ o como 'el campo abierto a la hegemonia americana 
y a la resistencia, al remordinrùento y a la sumisiôn de sus partenaires ’, todo 
a la vez", (13) .
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I X .  MÉTODOS JUDIC IALES.
Dos son los mêtodos tradicionales de tipo jurisdiccional: el 
arbitraje y el procedimiento judicial.
Ambos se distinguen por resolver sôlo controversias, no situa 
ciones ni conflictos "stvictu sensu", ocupândose normalmente de las - 
disputas de tipo legal y sôlo excepcionalmente de aquellas caracte 
rizadas como polîticas.
Estos mêtodos ponen fin a la controversia por sî mismos, impo 
niendo la soluciôn a las partes en conflicto, a pesar de ser êstas 
quienes constituyeron en su tiempo el ôrganO arbitral o designaron 
al organisme judicial, para que conociera de una controversia ac - 
tuai o futura, fijando en algunos casos las reglas de procedimien­
to, la sede y los idiomas que deberîan utilizarse.
El arbitraje y el arreglo judicial sôlo se diferencian por la 
permanencia del tribunal jurisdiccional frente a la transitoriedad 
del organisme arbitral. Este fue creado por los litigantes para so 
lucionar el caso conreto conforme al procedimiento que elles mi£ - 
mos acordaron, mientras que el primero, establecido con anteriori- 
dad al conflicto que se le plantea, se ostenta con carâcter perma­
nente y posee normalmente sus propias normas procedimentales, de 
tal forma que las partes se limitan a someterle la controversia, - 
prometiendo acatar el fallo que resuite, y a presentar las pruebas 
necesarias para fundar sus pretensiones.
La seguridad jurîdica que parece derivar de esta clase de pro
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cedimientos, la igualdad procesal de los Estados litigantes y la - 
imparcialidad en la aplicaciôn del derecho, no parecen haber influ 
ido en forma decisiva para que los Estados procuren estos medios - 
de soluciôn, aunque hubo un tiempo en que se exageraron sus positif 
lidades para mantener la paz y desarrollar el derecho internacio - 
nal.
Si advertimos que estos ôrganos sôlo conocen, por régla gene­
ral, de controversias de carâcter jurldico, admitiremos también —  
que han sido escasas las guerras provocadas por discusiones lega - 
les; la inmensa mayorîa han hallado su origen en los conflictos de 
intereses politicos, incluso cuando una discusiôn jurîdica propor- 
cionaba el pretexto para recurrir a las armas.
CESAR SEPULVEDA considéra que se ha exagerado el papel de los 
tribunales internacionales. Estos se han ocupado hasta ahora de -- 
una parcela exigua de asuntos interestatales de escasa monta, y no 
sôlo por la desconfianza natural de los Estados litigantes, sino - 
porque las têcnicas judiciales son buenas para un cierto nûmero de 
conflictos que no entrahen complicaciones polîticas acusadas.
Por otra parte, agrega este autor, refiriêndose a la Corte In 
ternacional de Justicia, este tribunal no ha pronunciado todavla - 
una sentencia capaz de transformer vitalmente el derecho existente. 
Los fallos dictados en toda la historié de la jurisdicciôn interna 
cional padecen de intermitencia y de falta de vinculaciôn, compo - 
nen una colecciôn muy limitada de principios générales, de mâximas 
y de formulaciones. (14);
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Mâs de un autor niega un balance tan negative. Es verdad que 
no todos los conflictos pueden resolverse a través de los métodos 
jurîdicos, pero la paz internacional esté montada en un platafor- 
ma construîda de seguridad, buenas relaciones y justicia. El re - 
solver las muchas pequenas controversias jurldicas es una forma - 
también de apuntalar la paclfica convivencia entre las naciones. 
Estas acuden, sin embargo, con muchas limitaciones en el nûmero y 
la importancia de los conflictos, al arbitraje y al procedimiento 
judicial, por lo que creemos resultarâ interesante especificar so 
meramente las razones.
X,  CAUSAS QUE DIFICULTAN EL RECURSO A LOS PROCEDIMIENTOS J U D IC IA ­
LES,
Una primera observaciôn de la prâctica internacional, nos d^ 
ce CHARLES DE VISSCHER, muestra hasta qué punto répugna a los Go-
biernos someter a una decisiôn obligatoria las diferencias de ---
gran alcance politico, no porque resuite imposible al juez pronun 
ciarse a este respecte, sino porque su sentencia séria inadecuada 
a las causas motivadoras del litigio. Estos gobiernos consideran 
que un conflicto politico no es justiciable con base en el dere­
cho vigente, porque la satisfacciôn de sus reivindicaciones sôlo 
puede ser alcanzada mediante un cambio de la situaciôn jurîdica, 
protegida precisamente por ese derecho.
La sentencia podrâ declarar el derecho aplicable, pero serâ 
incapaz de liquider la tensiôn polltica existente entre las partes. 
La jurisdicciôn internacional habrâ cumplido su deber desde el —
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punto de vista de la justicia formai, pero no habrâ realizado su 
funciôn pacificadora, ni la controversia se habrâ realmente extin 
guido.
La resistencia al arreglo judicial alcanza su mayor intensi- 
dad en las pugnas polîticas constitutivas de "tensiones", especial- 
mente las consideradas "difusas" por no tener un objeto definido y 
no ser jurîdicamente determinable. Semejantes tensiones no ofre - 
cen, en su mayorîa, posibilidad alguna para la acciôn judicial.
Ante esta situaciôn, el arreglo judicial ofrece la ventaja - 
de despolitizar los litigios en mayor medida que los otros medios 
de soluciôn, porque impiica la voluntaria renuncia de las partes 
a su poder individual de decisiôn, para remitirse a los criterios 
impersonates del derecho (15) .
Los dos grandes obstâculos que DARWIN analiza como factores 
principales, contraries a la soluciôn judicial de las disputas - 
internacionales son; primero, la doctrina de la soberanîa estatal 
llevada al extreme. Este concepto que justified la libertad ilim^ 
tada del Estado en su âmbito interne, ha querido ser extendida al 
campo internacional, hasta negar la existencia de un sistema legal 
superior, es decir, hasta la anarquîa, cuando serîa fâcil recondu 
cir esta doctrina al principle de la autolimitaciôn, como una ma- 
nifestaciôn de la soberanîa.
El segundo factor, segûn este autor, es la influencia de las 
fuerzas polîticas internas en la polîtica exterior de un paîs.
En cualquier rêgimen es igualmente cierto, que el lîder rara
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men te obtiene el apoyo para una polltica exterior generosa. Norma^l 
mente el llder crltico es el que obtiene el apoyo politico, por —  
eso se esfuerza en estimular la tensiôn internacional respecte de 
un problems, artificialmente si es necesario, y adopta actitudes 
belicosas.
Esta situaciôn impide el sometimiento de la controversia a —  
los ôrganos judiciales del derecho de gentes (16).
Las divergentes posiciones nacionales respecte de un gobierno 
mundial, se reflejan necesariamente en la aceptaciôn o rechazo de 
los procedimientos judiciales de naturaleza internacional. La act^ 
tud de la Uniôn Soviêtica, por ejemplo, ha sido opuesta a la Corte 
Internacional de Justicia y al principle del arreglo judicial de - 
las disputas, y, desde luego, al principle de arbitraje de terce - 
ros en general.
El derecho soviético, como casi todos los de la Europa Conti­
nental y Latinoamérica, niegan toda facultad legislativa o ejecut_i 
va al poder judicial. Este argumente, aplicado al derecho interna­
cional, harla de la oposiciôn soviêtica a la CIJ un argumente in - 
trlnsecamente têcnico, pues este organisme tiene facultades cuasi 
legislatives para determiner la costumbre existente y para crear - 
precedentes, valiosos como medios auxiliares en la determinaciôn - 
del derecho aplicable.(articule 38 del Estatuto de la Corte), pero 
en el fonde, la hostilidad soviêtica se origine en una realidad po 
lltica: la representaciôn minoritaria que elle y sus aliados tie - 
nen ante este Organisme, y por lo tante, su reducida capacidad de 
influencia sobre el mismo (17).
— 264—
En fin, también influye en la adopciôn del método jurisdic - 
cional el problème politico de la oportunidad.
No cabe duda de que ciertos factores actûan en s^ntido posi­
tive, aconsejando la eliminacién de la controversia con todas sus 
ventajas, incluyendo las que derivan de la tutela del propio inte 
rés, a través de la certeza que una soluciôn de este tipo promete 
siempre.
Sin embargo, estas razones no actûan siempre en el mismo sen 
tide, ni con la misma intensidad. En ciertas circunstancias, un - 
Estado puede tener incluso interês en dejar subsistente una rela­
ciôn de conflicto con otro Estado,y, por lo tanto, un interês con 
trario a la soluciôn de la controversia, sobre todo cuando la ven 
taja de la certidumbre jurîdica se vuelve en su contra, es decir, 
cuando el Estado esté inseguro de su derecho y mâs todavla, cuan­
do se trata de un contendiente de mala fe.
Por otra parte, aun creyendo que el derecho debe tutelar sus 
pretensiones, los Estados no siempre confian en la imparcialidad 
del ôrgano resolutor y temen por lo tanto una sentencia injusta.
Por eso, la disposiciôn mâs o menos favorable a la soluciôn 
judicial, depende también de cômo se resuelvan los problemas téc- 
nicos de la constituciôn del tribunal y de la forma que adopte el 
proceso. (18).
Actualmente, después de las elecciones del mes de febrero de 
1979, la Corte Internacional de Justicia, compuesta por quince —  
miembros que representan las grandes civilizaciones y los princi-
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pales sistemas jurîdicos del mundo (artîculo 9 del Estatuto de la 
Corte), tiene siete représentantes de ambas Europas, tres de Afr^ 
ca, tres de Asia y dos de Amêrica (19). En una hipotêtica contro­
versia entre un paîs americano y otro europeo, 6se podrîa afirmar 
que el primero no dudarîa antes de someter sus diferencias a la - 
Corte?
Al senalar el factor psicolôgico, no pongo por ello en duda 
la honorabilidad e imparcialidad de los miembros de ese Tribunal 
Internacional, sino la desconfiada actitud de los Estados ante e£ 
te tipo de situaciones discriminatorias.
Para el Profesor SERENI, tres son los factores que limitan - 
en la actualidad el recurso a los procedimientos judiciales de so 
luciôn de controversias;
a) La constituciôn del bloque de Estados que plantean sus contro­
versias como relaciones de fuerza (antagonisme rîgido).
b) La apariciôn de muchos nuevos paises, principalmente Afroasiâ 
ticos, que se resisten a vincularse segûn las formas preexi£ - 
tentes en el derecho internacional.
c) La extrema politizaciôn de las relaciones internacionales, sîn 
toma, como ya se dijo, de una clara tendencia a la reestructu- 
raciôn o al cambio del derecho vigente, y de una preferencia - 
por los criterios politicos o transaccionales de soluciôn.
Quede claro pues, que la escasa popularidad con que cuentan 
los procedimientos judiciales no se origina en un defecto interno
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del sistema, sino en factores externos que sôlo la recta voluntad 
de las naciones pueden veneer, ya que la coexistencia y la justi­
cia no se logran sin un esfuerzo en favor de la confianza y el de 
recho.
Volviendo al tema de los métodos de soluciôn de tipo jud^ —  
cial, observamos en primer término que las controversias interna­
cionales, resuéltas mediante el pronunciamiento de un individuo o 
de un colegio escogido expresamente por las partes en conflicto, 
evocan la analogîa entre este procedimiento y el arbitraje de de­
recho interno, ya que ambas instituciones resuelven la controver­
sia mediante el juicio de un tercero, por voluntad de las mismas 
partes. De aquî el nombre de arbitraje para el primero de los pro 
cedimientos judiciales que nos ocupan.
1. EL ARBITRAJE.
Este es uno de los métodos mâs antiguos usados por la civil_i 
zaciôn occidental para solucionar sus controversias.
La conveniencia de someter un desacuerdo al conocimiento de 
personas destacadas por su moral, erudiciôn y probidad, es tan an 
tigua como la fôrmula de arreglo arbitral en el tratado de fronte 
ras, concluîdo entre las ciudades de Largash y Umma (Mesopotamia), 
en el aho 3100 antes de Cristo.
Fôrmulas similares se dieron en las "ligas anfiotiônicas" conve- 
nidas entre las ciudades griegas (600 antes de Cristo), para la - 
obtenciôn de determinadas finalidades politico-jurîdicas. Pero là au
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téntica configuraciôn del arbitraje apareciô con los tres facto - 
res histôricos que generan esta instituciôn: la prâctica arbitral 
en el seno de la Iglesia Catôlica, el arbitraje entre las comuni- 
dades medievales y el arbitraje entre los sehorîos feudales.
En la historia moderna, el arbitraje como instituciôn de de­
recho internacional, aparece con la firma, en 1794, del Tratado - 
de amistad, comercio y navegaciôn entre los Estados Unidos y Gran 
Bretaha, también conocido como Tratado JAY,
Este instrumente pretendîa resolver algunas diferencias ori- 
ginadas entre los dos paises durante la guerra de emancipaciôn —  
norteamericana, y résulta de importancia histôrico-jurîdica, no - 
porque con él naciese el arbitraje a la vida moderna, pues este - 
método ya habîa sido aplicado por Papas y Jefes de Estado en cali 
dad de ârbitros ûnicos, sino porque introduce el "arbitrage por aomi 
siôn mixta" compuesta por sûbditos de ambos litigantes y algûn ele- 
mento neutral (por lo general uno o dos miembros de cada naciona- 
lidad y un tercer o quinto miembro ajeno a las partes, encargado 
de decidir en caso de empâte), cuya funciôn era en realidad mâs - 
diplomâtica que judicial, pero que tuvo el efecto de renovar el 
interês y la confianza de los Estados por la soluciôn arbitral de 
sus conflictos.
Fueron varios los periodos por los que el Arbitraje llegô a 
nuestro siglo.
La conclusiôn de un aauerdo arbitral espeoifioo para resolver cada 
controversia fue, hasta mediados del siglo XIX, la ûnica fuente -
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del arbitraje.
El negociar ese compromise a raiz del conflicto, cuando la - 
opiniôn pûblica de los paises enfrentados es tan poco propicia y 
résulta tan difîcil el diâlogo y, por lo tanto, el nombramiento - 
de los miembros del tribunal o comisiôn mixta; la determinaciôn - 
de las reglas del procedimiento y otras cuestiones, propiciô el - 
que el arbitraje fuese previsto con anticipaciôn a la crisis en - 
un instrumente convencional, es decir, mediante - clausula compromi - 
saria incluida en los tratados mâs importantes, por la cual los - 
Estados se obligaban de antemano a someter al arbitraje cualquier 
dificultad surgida en la interpretaciôn o aplicaciôn del acuerdo.
Estas clâusulas aparecieron prâcticamente en todos los gran­
des tratados de finales del pasado siglo, como en la Convenciôn - 
telegrâfica internacional firmada en 1865 en Paris y el Pacto — ?- 
constitutivo de la Uniôn Postal Universal del 1® de junio de 1878, 
pero el arbitraje aparecla como ûltimo recurso, después de agotar 
se infructuosamente otros medios de soluciôn como la conciliaciôn, 
los buenos oficios y la mediaciôn. (20).
Como resultado de las conferencias de paz de La Haya (1899 y 
1907) , se iniciô la prâctica de celebrar convenios générales de arbi­
traje, quedando sometidos a este procedimiento todos los conflie - 
tos jurîdicos que pudieran suscitarse en el futuro entre las par­
tes, obteniéndose con ello una gran homogeneidad en la compos^ —  
ciôn, funcionamiento y poder de los tribunales arbitrales.
La primera de las conferencias citadas estableciô la Corte -
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permanente de arbitraje con sede en La Haya, disponiendo en su ar 
tîculo 16 que "tas partes oontratantes reconocen en el arbitraje, el medio 
mâs efioaz y a la vez equitativo para la soluoiôn -agotados todos los medios - 
diplomâticos- de las controversias de carâcter juridico y, en especial, de a - 
quellas que hacen referenda a la interpretaciôn o aplicaciôn de un convenio - 
internacional".
Este pseudo-tribunal dice sin embargo ROUSSEAU, no merece el 
nombre que lleva, porque ni es tribunal ni es permanente. A lo su 
mo se trata de un tribunal efîmero en un marco permanente, ya que 
se trata sôlo de una lista de personas designadas de antemana pa­
ra ejercer funciones arbitrales. Cada estado signatario facilita 
cuatro nombres. De un tribunal asî constituîdo, con una membresîa 
de 120 a 150 posibles ârbitros se designarân los que deben cono - 
cer de un asunto determinado.
De acuerdo con lo dispuesto por el artîculo 52 del convenio 
de La Haya de 1907, similar al de 1899, las partes que recurrîan 
al arbitraje estaban obligadas a firmar un acta especial o compro 
miso, en el cual se definîa claramente: la materia del arbitraje; 
el plazo en que habîan de reunirse los ârbitros; la forma de ele- 
gir los ârbitros; los poderes especiales que podîan concederse a 
êstos; el lugar donde habîan de reunirse; los idiomas a utilizar­
se y, en general, todas las condiciones que acordaran las partes 
en relaciôn con el procedimiento. Los ârbitros, previo acuerdo de 
las partes, podîan realizar un arbitraje de derecho o de équidad.
En el arbitraje de derecho el ârbitro tiene que cehirse en - 
su dictamen a las normas del derecho internacional mientras que en
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el arbitraje "ex aequo et hone", tiene primacla la fôrmula transac- 
cional; la elasticidad en la aplicaciôn del derecho y la aprecia- 
ci6n de los hechos y circunstancias que influyan en la controver- 
sia, como la tensiôn internacional provocada, la opiniôn pûblica 
nacional de las partes, etc.
Un arbitraje basado en la equidad se aplicô en 1888 entre —  
Francia y los Paises Bajos, para resolver el conflicto de limites 
respecte de las Guayanas.
Las partes, segûn el convenio en comentario, eran libres ade 
mâs para fijar las normas de procedimiento,incluida la elecciôn - 
de los ârbitros, un têrmino para la presentaciôn de los alegatos, 
otro para las rêplicas reciprocas y un tercer têrmino para el pro 
nunciamiento de la sentencia, la que debia darse a conocer simul- 
tâneamente a las partes en forma estricta.
Las decisiones del tribunal de La Haya debian de tomarse en 
privado y por mayoria de votos, siendo obligatorias solamente pa­
ra las partes en el proceso. En los casos en que surgiera un pro- 
blema de interpretaciôn de un convenio que afectase a terceros E£ 
tados, los litigantes estaban obligados a informar oportunamente 
a todas las partes contratantes. Cada una ténia el derecho de in­
tervenir en el caso ante el tribunal, pero si hacian uso de este 
derecho, la interpretaciôn contenida en el laudo arbitral séria - 
igualmente obligatoria para todas ellas (articulo 84 del conve —  
nio) .
Cada parte pagaba sus propios gastos y, ademâs, compartia —
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equitativamente los del Tribunal(articulo 85).
El ôrgano arbitral no podia hacer mâs que lo que le estaba —  
permitido por el acuerdo del que emanaba su jurisdicciôn, pero su 
laudo obligaba a las partes al mâs estricto cumplimiento de sus —  
disposiciones, salvo el caso de error material o de patente injus- 
ticia que, al producir la nulidad del fallo, liberaba a las partes 
de su cumplimiento.
Desde su apariciôn y en medio siglo de vida, este tribunal in 
tervino en sôlo 20 litigios (el ûltimo en 1932). Esta pobre activ^ 
dad no puede imputarse s61o a la presenCia, desde 1920, del tribu­
nal permanente de Justicia Internacional, que absorbiô la mayor —  
parte de los litigios, sino ademâs, al cambio en el planteamiento 
de los intereses estatales, cuya politizaciôn hizo mâs dificil su 
sometimiento a los procedimientos judiciales.
Hasta antes de la inclusiôn de la clâusula compromisoria y de 
la generalizaciôn de los tratados de arbitraje, el recurso a esta 
modalidad de soluciôn se basaba exclusivamente en la voluntad de 
las partes de forma tal que las comisiones y tribunales de arbitra 
je, nacian y recibian su competencia del acuerdo especial "ad hoc" 
por el que se pretendia solucionar la controversia ya existante.
A partir de que los Estados admitieron el compromise de arbi 
traje para controversias futuras, naciô el concepto de competencia 
o jurisdicciôn obligatoria, con un contenido original, aunque el 
ôrgano arbitral no hubiese sido todavia creado en forma concreta.
Al respecte, el tribunal permanente de justicia internacional
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dijo en 1933, al resolver el caso de la Corelia oriental: "estâ ola- 
ramente estableoido en dereoho intemao'ùonal que nïngûn Estado puedej sïn oon - 
sentimiento^ ser obligado a someter sus controversias con otros Estados a media 
oiôny a arbitrage^ o a cualqider otra clase de arreglo paoïfioo, Sin embargo^ 
tal oonsentimiento puede ser dado de una vez y para siempre en la forma de una 
obligaoiôn asuirrida libremente^ oomo tambiên otorgarlo para un caso particular 
independiente de cualquier obligaciân preexistente". Volveremos después so­
bre este tema.
2. EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL.
Lo mismo que en el arbitraje, en el arreglo judicial domina - 
el principle de que la jurisdicciôn sôlo existe por la voluntad de 
las partes. Esta es su principal diferencia con la funciôn juri£ - 
diccional de derecho interne en la que, segûn EDUARDO GARCIA MAY- 
NES, la soluciôn de las controversias y, en general,"la tutela del 
derecho, queda encomendada obligatoriamente al poder pûblico, de - 
donde résulta la sustituciôn de la actividad de los particulares - 
por la del Estado, en la aplicaciôn del derecho objetivo a los casos 
concretes.
Como esta funciôn se orienta hacia la protecciôn de los dere 
chos subjetivos individuales, se ha sentado el principle de que el
aparato jurisdiccional sôlo puede moverse a instancia de parte ---
(21), pero una vez ejercitada la acciôn por parte interesada, la - 
contraparte estâ obligada a comparecer en juicio si no quiere su - 
frir las consecuencias de una sentencia dictada en rebeldia. La ju 
risdicciôn pehal adquiere un mayor grade de oficiosidad en su ejer
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C I C I O .
El sistema judicial surgiô para cubrir las deficiencias impu- 
tadas al arbitraje, dotado de permanencia; profesionalidad y auto- 
nomia de sus jueces; procedimiento previamente reglamentado, y to- 
da la ilusiôn de construir un nuevo derecho judicial internacional 
mediante precedentes Intimamente vinculados.
Dos jurisdicciones internacionales permanentes de pretensiôn 
universal, han sido creadas en este siglo, paradôjicamente al fina 
lizar cada una de las contiendas mundiales; el tribunal permanente 
de Justicia Internacional en 1920, y la Corte (o Tribunal) interna 
cional de Justicia en 1945.
X I .  EL TRIBUNAL PERMANENTE DE J U S T IC IA  INTERNACIONAL.
El articulo 14 del Pacto de la S .. de N. encomendô al Consejo 
la preparacidn de un proyecto de estatuto de Tribunal Internacio - 
nal. El Consejo encargd a su vez esta tarea, a un comité de juris­
tes que se reuniô en La Haya del 16 de junio al 24 de julio de —  
1920. El anteproyecto de este estatuto elaborado por dicho comité, 
fue sometido primero al Consejo que lo adopté con algunas enmien - 
das el 28 de octubre de 1920, y después, a la Asamblea que,con al 
çunas modificaciones mâs, lo aprobé el 13 de diciembre del mismo - 
aho.
El Estatuto del T.P.J.I., incorporado a un protocole, fue ---
abierto a la firma el 16 de diciembre de 1920. El 10 de septiembre 
de 19 39 habia sido firmado por 59 Estados y ratificado por 50. A -
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excepciôn de los Estados ünidos y de la URSS, todas las grandes po 
tencias eran parte en el Estatuto del Tribunal.
Entre 1922 y 1940, el T.P.J.I. dicté ochenta y ocho resolucio 
nés, 63 de las cuales eran relativas a cuestiones de fonde: 31 sen 
tencias, 27 dictâmenes y 5 ordenanzas (aparté 25 ordenanzas concer 
nientes al procedimiento).
Este Tribunal quedé disuelto a partir del 19 de abril de 1946, 
como consecuencia de una resolucién de la XXI Asamblea de la Socie 
dad de las Naciones.
X I I  ! LA CORTE INTERNACIONAL DE J U S T IC IA .
1. ANTECEDENTES.
En el curso de las conversaciones de Dumbarton Oaks, prelimi- 
nares de la Carta de San Francisco, se discutié la posibilidad de 
crear una jurisdiccién internacional nueva o conservar el antiguo 
tribunal permanente. Fue sin embargo un comité de juristes el que, 
unos dîas antes de la conferencia, decidié proponer la creacién de 
un nuevo tribunal que sustituyera al antiguo T.P.J.I., aunque fue- 
ra una reproduccién casi exacte de éste.
El articule 92 de la Carta constitutive de las Naciones Uni - 
das hizo de la Corte Internacional de Justicia el érgano judicial 
principal de esta Organizacién, y a su estatuto, parte intégrante 
de la Carta.
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El siguiente numeral dispone que todos los miembros de las —  
Naciones Unidas son ipso facta:., partes en el Estatuto de la Corte 
y que los Estados no miembros pueden adherirse previa recomenda -- 
ci6n del Consejo de Seguridad, como hicieron Suiza en 1947, Liech­
tenstein en 1950, y Japén y San Marino en 1954, asegurando asi un 
nûmero considerable de socios y de asuntos, ademâs de corregir el 
error cometido al constituir de forma auténoma el tribunal ante —  
rior, lo que signified negociar durante muchos ahos y con mayores 
esfuerzos la adhesién de los Estados.
2. COMPOSICION.
La Corte se compone de quince miembros de los cuales no podrâ 
haber dos que sean nacionales de un mismo Estado. Son elegidos por 
mayoria de votos tanto de la Asamblea General como del Consejo de 
Seguridad, a travês de elecciones independientes. Los candidatos - 
son propuestos por grupos nacionales, después de consulter con su 
mâs alto Tribunal de Justicia, sua facultades, escuelas y acade —  
mias dedicadas al estudio del derecho de gentes.
Ademâs de cuidar que los elegidos sean personas que gocen de 
alta consideracién moral y que reunan la capacidad técnica para de 
sempenar las mâs altas funciones judiciales, se procurarâ que re - 
presenten ademâs a las grandes civilizaciones y a los principales 
sistemas jurîdicos del mundo.
Los miembros de la Corte desempeharân sus cargos por nueve —  
anos y podrân ser reelectos. Pero, aûn después de reemplazados, —
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continuarân conociendo de los casos ya iniciados, hasta su termina 
cién, no pudiendo durante su periodo ejercer funciones politicas o 
adminiStrativas, ni dedicarse a ninguna otra ocupacién de carâcter 
profesional.
Durante su cargo, los miembros de la Corte gozarân de privile 
gios e inmunidades diplomâticas, y no podrân ser separados sino —  
por decisién unânime de los demâs miembros de que han dejado de sa 
tisfacer las condiciones requeridas para el puesto.
3. COMPETENCIA.
Al incluir la Carta a todos sus miembros en el estatuto de la 
Corte, estaba intentando dotarla de una competencia potencial, cu- 
yo contenido se reflejé en el primer epigrafe del articulo 36 del 
estatuto, al establecer que "la oompetenaia de la Corte se extiende a to­
dos los litigios que las partes le sometan^ y a todos los asuntos espeoialmente 
previstos en la Carta de las Naciones Unidas o en los tratados y convenciones - 
vigentes."
La Corte nacié en realidad con una jurisdiccién muy exigua, - 
pero con la pretensién de aprovechar las siguientes fuentes de corn 
petencia:
a) Las controversias que los contendientes le sometan libremente, 
en virtud de un acuerdo "ad hoc".
b) Las diferencias nacidas de la interpretacién o aplicacién de un 
tratado, cuando esté dotado de una clâusula compromisoria de ju 
risdiccién en favor de la Corte.
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c) Las diferencias legales previstas en los tratados générales de 
soluciôn judicial en los que se désigné a la Corte como ôrgano 
resolutor.
d) Las controversias sometidas a la Corte por recomendaciôn del - 
Consejo de Seguridad.
e) Las controversias incluîdas en los temas que forman la clâusu­
la facultativa de jurisdicciôn automâtica de la Corte, siguién
do los pàrâgrafos 2 al 5 del articulo 36 del estatuto. Y
f) Los asuntos que la Corte deba atender, en virtud de la compe -
tencia consultiva que le otorga el articulo 65 de su mismo es­
tatuto.
Las controversias llevadas a la Corte por decisiôn voluntaria 
de los Estados en conflicto, o siguiendo la recomendaciôn del Con 
sejo, sôlo otorgan competencia concreta a este organisme al momen 
to de que ambas partes soliciten su interveneiôn. De aqui que no 
pueda hablarse de demandante o demandado, ni ponerse en duda el —  
origen directamente consensual del procedimiento.
Las controversias previstas en la clâusula compromisoria de - 
los tratados; las contempladas en la clâusula de jurisdicciôn auto 
mâtica y las incluidas en tratados générales de soluciôn judicial, 
son,en cambio^un conjunto de cuestiones justiciables que, por ha - 
ber sido sometidas anticipadamente a la Corte, constituyen su com­
petencia original, también conocida por la doctrina como jurisdic­
ciôn obligatoria o compulsive.
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4. LA JURISDICCION OBLIGATORIA DE LA CORTE.
El principio de "libre eleooiân de los medios"^ résultante de la - 
igualdad soberana de los Estados y del valor fundamental que se re 
conoce en el derecho de gentes al principio de la voluntad, ha pro 
vocado en mâs de una ocasiôn un "impasse" indefinido en el arreglo 
de las controversias. Los Estados admiten la existencia del con —  
flicto, determinan sus pretensiones y proclaman su deseo de solu - 
cionarlo, pero al momento de elegir un método que satisfaga las —  
exigencias de todos los involucrados, no siempre las voluntades —  
coinciden, originândose nuevas ficciones que agravan el conflicto 
original y retardan su soluciôn.
Ya hemos visto, hablando del arbitraje, que para evitar este 
problema los Estados concertaron convenios générales de soluciôn - 
de controversias, o incluyeron en convenios de otro tipo, una clâu 
sula en la que se comprometlan anticipadamente a someter los con - 
flictos sobre interpretaciôn o aplicaciôn de los sistemas a cier - 
tos métodos de arreglo.
Esta medida no resultô totalmente eficiente cuando el procedi^ 
miento elegido habia sido el arbitraje, porque una de las partes - 
evadia normalmente el compromise complicando o retardando la cons- 
tituciôn del ôrgano arbitral, situaciôn que no podfa presentarse - 
cuando el resolutor habia sido preconstituido, gozaba de carâcter 
permanente y poseia sus propias normas procesalës, como es el caso 
de la Corte Internacional de Justicia.
Con estos antecedentes podemos afirmar que, cuando los Esta -
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dos en conflicto se hubieran comprometido a recurrir a un ôrgano - 
jurisdiccional, uno de ellos puede demander a otro y obligarle a - 
comparecer en juicio.
Es en casos como éste cuando usamos el têrmino de "curisdùoQiân 
obligatoria", por cuanto que los Estados involucrados en una contro­
versia se habian obligado previamente a buscarle una soluciôn ju - 
risdiccional. Pero aûn en esta hipôtesis, es la voluntad interesta 
tal, creadora del compromise, la originadora de esta jurisdicciôn 
en la que ya puede distinguirse entre actor y demandado.
5. LA CLAUSULA DE JURISDICCION AUTOMATICA.
Otra fuente de jurisdicciôn compulsive nos la otorga el arti­
culo 36 del estatuto, al facultar a los Estados para declarer en - 
cualquier momento que reconocen como obligatoria, ipso facto y sin - 
convenio especial respecte a cualquier otro Estado que acepte la - 
misma obligaoiôn, la jurisdicciôn de la Corte en todas las contro­
versias de orden juridico, estudiadas como justiciables en el cap_i 
tulo respective.
Estas controversias, como ya vimos, pueden versar sobre a)la 
interpretaciôn de un tratado, b) cualquier cuestiôn de derecho in­
ternacional, c) la existencia de un hecho que constituya violaciôn 
de una obligaoiôn internacional y d) la naturaleza y extensiôn de 
la reparaciôn que ha de hacerse por la comisiôn de un illcitio in­
ternacional. El Estado puede comprometerse incondicionalmente a f^ 
jar condiciones o términos.
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Hasta 1979, habîan aceptado esta clâusula de jurisdicciôn au 
tomâtica cerca de cincuenta paises, pero muchos de ellos, como - 
los Estados ünidos, habîan reservado o excluîdo de esa jurisdic - 
ciôn, los conflictos relativos a cuestiones que cayeran bajo la - 
competencia nacional, segûn lo determinara el mismo Estado, debi- 
litando asî los efectos de la jurisdicciôn obligatoria que habîan 
aceptado. Esta réserva aprovecha un têrmino de dudoso contenido, 
que bien puede identificarse a placer del interesado con "et honor 
y dignidad nacionales", "la independencia", "la soberania", "la seguridad" y 
muchos otros temas, pero lo mâs grave es que deja al paîs intere­
sado la facultad de decidir si la controversia estâ incluîda en - 
la réserva.
Por otra parte, y a mayorîa de razôn, los mismos argumentos 
esgrimidos por los Estados para rechazar los métodos judiciales, - 
han reducido los casos de aceptaciôn de la jurisdicciôn obligato­
ria de la Corte.
ANAND sehala, entre otras razones ya consideradas, que la —  
falta de una maquinaria que sirva a ejecutar las sentencias de la 
Corte hace poco atractive este organisme, ya que su funciôn se —  
agota una vez que ha determinado los derechos y deberes de las —  
partes en la resoluciôn definitiva, careciendo de poder para su - 
pervisar la conducta posterior de éstas en orden a la ejecuciôn - 
de lo mandado.(22).
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6. LA COMPETENCIA CONSULTIVA.
Una forma de compenser la discutida falta de acceso de las - 
organizaciones internacionales pûblicas al procedimiento judicial 
de la Corte, es su exclusive derecho para recabar de este Tribu - 
nal opiniones consultivas sobre cuestiones de derecho.
El articule 96 de la Carta autoriza a la Asamblea General y 
al Consejo de Seguridad, para que soliciten de la CIJ una opiniôn 
consultiva sobre cualquier cuestiôn jurldica. Los otros ôrganos - 
de las Naciones Unidas y los organismes especializados podrân so- 
licitar esas opiniones, siempre que se refieran a cuestiones lega 
les surgidas dentro de la esfera de sus actividades, y que hayan 
sido autorizad'os por la Asamblea General para ese efecto.
A la fecha, cuatro ôrganos de las Naciones Unidas han sido - 
facultades por resoluciôn de la Asamblea, a provocar lafjurisdic- 
ciôn consultiva de la Corte. Estos son: el Consejo Econômico y So 
cial; el Consejo de Administréeiôn Fiduciaria; la Comisiôn Interi 
na de la Asamblea General y el Comité de peticiones de revisiôn - 
de los fallés del Tribunal Administrative.
Otras catorce organizaciones espcializadas, o instituciones 
asimiladas a ellas, han sido autorizadas a soliciter opiniones —  
consultivas sobre cuestiones jurldicas surgidas dentro de la esfe 
ra de sus actividades.
Estos organismes son:
La Organizaciôn Internacional del Trabajo (OIT).
La Organizaciôn para la Agriculture y la Alimentaciôn (FAO),
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La Organizaciôn para Educaciôn, la Ciencia y la Culture 
(UNESCO).
La Organizaciôn Mundial de la Salud (OMS).
La Organizaciôn de Aviaciôn Civil Internacional (OACI).
El Banco Internacional de Reconstrucciôn y Fomento (BIRF).
La Corporaciôn Financière Internacional (CFI)•
La Asociaciôn Internacional de Fomento (AIF).
El Fondo Monetario Internacional (FMI).
La Uniôn Internacional de Telecomunicaciôn (UIT).
La Organizaciôn meteorolôgica Mundial (OMM).
La Organizaciôn Consultiva Maritime Intergubernamental 
(OCMI).
El Organisme Internacional de Energie Atômica (OIEA).
La Organizaciôn Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).,
Las opiniones consultivas pueden referirse a la interpréta - 
ciôn de los instrumentes consultivos de estos organismes, a la —  
misma Carta de la ONU e incluse a las diferencias que surjan en - 
tre:
a) Dos o mâs organizaciones.
b) La organizaciôn y uno o varies de sus funcionarios.
c) Una organizaciôn y uno o varies Estados miembros.
d) Dos o mâs Estados miembros, en el seno de una organiza —  
ciôn.
Aunque en realidad toda decisiôn de un organisme internacio­
nal émana de sus Estados miembros, la solicitud de opiniôn consul^ 
tiva no se hace nunca por esos Estados sino por mediaciôn del ôr­
gano que constituyen, pues a los Estados no se les ha concedido - 
esta facultad, por temor a que se use a la Corte para decidir in- 
directamente el fondo de una controversia, fingiendo una consulta. 
Precisamente para no desvirtuar su condiciôn de tribunal, la Cor­
te puede negarse a dar una opiniôn cuando no se créa compétente, 
porque el organisme no esté autorizado o se trate de un Estado; -
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cuando la cuestiôn planteada no sea realmente jurldica o exceda - 
de la esfera de actividades del solicitante, pues sôlo la Asam —  
blea y el Consejo pueden referirse a cualquier cuestiôn; y cuando 
una respuesta pudiera prejuzgar sobre un litigio actual o involu- 
crar a un Estado concreto que no posea legitimaciôn pasiva,
Asl, la Corte Permanente que tenla iguales facultades, se ne 
gô a contestar en el asunto de "la Carelia Oriental", argumentando - 
que en realidad se trataba de una controversia entre Estados, uno 
de los cuales, la URSS, no era miembro de la Sociedad de las Na - 
ciones, y se habia negado rotundamente a participar en el examen 
de la cuestiôn por lo que faltaba el oonsentimiento de uno de los 
interesados, ademâs de que la cuestiôn planteada concernla de mo­
do directo al "punto esenaial" del litigio, por lo que responder---
equivalla en sustancia a resolver el conflicto existente.
La funciôn consultiva de la Corte es distinta de la facultad 
de interpreter la constituciôn, atribulda a la Corte Suprema o —  
Constitucional de algunos paises.
En Espaha, por ejemplo, la Corte Constitucional institulda - 
por la constituciôn de 1978, estâ facultada por el articulo 95 de 
ese Ordenamiento a declarer si existe o no contradicciôn entre un 
tratado internacional ÿ la ley fundamental para que se procéda, - 
en su caso, a la revisiôn constitucional antes de aprobarlo.
Es tambiên distinta de su funciôn contenciosa, aunque proce- 
salmente se gule por las disposiciones del estatuto que rigen la 
materia contenciosa, en la medida en que la propia Corte las con-
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sidere aplicables (articulo 68 del estatuto).
Por eso, tan pronto se reciba una solicitud de opiniôn consu^ 
tiva, el secretario la notificarS a todos los Estados que tengan - 
derecho a comparecer ante la Corte, los que podrân soliciter ser - 
oldos o que se les permita presenter una exposiciôn escrita sobre 
el tema.
La Corte pronunciarâ sus opiniones consultivas en audiencia - 
pûblica, previa notifiaaciôn a los interesados, pero éstas no ten- 
drân fuerza obligatoria, los organismos autorizados a solicitarlas 
son libres de darles el valor de una resoluciôn o de una simple re 
comendaciôn. Sôlo en algunos casos se ha previsto que éstas ten —  
drân fuerza obligatoria, por ejemplo, las opiniones relacionadas - 
al alcance de las convenciones sobre privilégiés e inmunidades de 
las Naciones Unidas y de sus organismos especializados, y la inter 
pretaciÔn del acuerdo relative a la sede de esta organizaciôn, en* 
tre los Estados Unidos y las Naciones Unidas.
El convenio general sobre privilégiés e inmunidades de las —  
Naciones Unidas del 13 de febrero de 1946, dispone en el articule 
VIII del texte original que "Ail différences arising out of the interpr^ 
tation or application of the present convention, shall he referred to the In - 
temational Court of Justice, unless in any case it is agreed by the parties - 
to have recourse to another mode of settlement. If a difference arises between 
the United Nations on the one hand and a Member on the other hand, a request - 
shall be made for an advisory opinion on any legal question involved in accor 
dance with Article 96 of the Charter and Article 65 of the Statute of the Court 
The opinion given by the Court shall be accepted as decisive by the parties".
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Fuera de estos casos, las opiniones consultivas tienen una - 
obligatoriedad moral y polîtica indiscutable a causa "del presti - 
gio y autoridad de la Corte, y permiten funcionar a las organiza­
ciones internacionales con eficacia y con justicia (23).
7. LAS PARTES EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO.
Sôlo los Estados pueden ser partes en un procedimiento con - 
tencioso ante la Corte.
Los particulares que sostengan intereses contra un pals de - 
terminado, no pueden recurrir a este tribunal,^a menos que el Es- 
tado del que son nacionales haga suyas las reclamaciones^como su- 
cediô en los casos Ambatielos, Anglo-Iranian Oil Co., Nottebohm,
Interhandel, Barcelona Traction, Light and Power Co..Ltd., y ----
otros.
Un paso mâs allâ de la autolimitaciôn estatal que presuponen 
los tratados, séria la incorporaciôn de una clâusula convencional
por la que los Estados se obligaran a someter a la Corte cuaJL---
quier problema de particulares, vinculado con esos instrumentos, 
actuando cada Estadof^n representaciôn de sus propios sûbditos, 
ya que êstos no pueden comparecer directamente.
'3 V
Entre los tratados mâs recientes que aceptan esta obligaoiôn, 
estâ el registrado en agosto de 1973 en la Secretarla de las Na - 
ciones Unidas por ^ ênelïï^y Filipinas, celebrado desde 1967, para 9 ^
cuestiones de comercio, asl como el tratado anâlogo celebrado en
1971 entre el mismo Benelux y la URSS. (24).
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La jurisdicciôn de la Corte estâ tambiên cerrada a las Organ^ 
zaciones Internacionales, a pesar de que éstas participan en con - 
troversias internacionales y las solucionan en forma similar a los 
Estados. Son numerosos los casos de Organismos Internacionales que 
han celebrado convenios bilatérales con Estados, disponiéndo la so 
luciôn de controversias mediante negociaciones y, para el caso de 
que éstas fracasaran, mediante arbitraje.
A pesar de que el estatuto de la Corte dispone que sôlo los - 
Estados pueden comparecer como partes, algunos autores han opinado 
que también los Organismos Internacionales podîan hacerlo, pues la 
intenciôn de esta disposiciôn, originada en el estatuto de la Cor­
te Permanente de 1920, fue solamente la de excluir a los indiv^ —  
duos. Esta opiniôn no ha prevalecido, sin embargo, aunque siempre 
queda abierta a las organizaciones de derecho internacional pûbli­
co, la via de las opiniones consultivas o la de un tribunal de ar­
bitraje. (25) .
8. PROCEDIMIENTO.
Los idiomas oficiales de la Corte son el Inglés y el Francés, 
quedando a las partes la elecciôn del que debe usarse en su caso - 
concreto.
El procedimiento se inicia mediante la notificaciôn del com - 
promiso, o de una solicitud escrita dirigida al Secretario de la - 
Corte, indicando en ambos casos el objeto de la controversia y las 
partes, la que serâ notificada inmediatamente a todos los interesa
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do s (articulo 39 y 40 del estatuto).
La Corte podrâ resolver las excepciones de incompetencia y - 
decretar las medidas provisionales que sean necesarias para prote 
ger los derechos de cada una de las partes, notificândolas inme - 
diatamente a los contendientes y al Consejo de Seguridad.
El procedimiento tendrâ dos fases: una escrita, que compren- 
derâ la comunicaciôn de memories, contramemorias y rêplicas y to- 
do documente en apoyo de las mismas, y una fase oral, consistante 
en la audiencia que la Corte otorgue a testigos, peritos, agentes, 
consejeros y abogados.
La Corte decidirâ la forma y términos a que cada parte debe 
ajuster sus alegatos, y adoptarâ las medidas necesarias para la - 
prâctica de pruebas, pudiendo soliciter cualquier documente o ex- 
plicaciôn a los agentes de las partes y comisionar a cualquier in 
divlduo u organisme para que haga una investigaciôn o emita un —  
dictamen pericial. Una vez recibidas las pruebas, puede negarse a 
recibir elementos probatorios adicionales, declarando terminada - 
la vista y retirândose a deliberar en secrete.
Antes de dicter su decisiôn, la Corte se asegurarâ de que —  
tiene competencia y que la demanda estâ bien fundada en cuanto a 
los hechos y al derecho.
Cuando una de las partes no comparezca o se bastenga de de - 
fender su caso, la otra podrâ pedir a la Corte que décida en su - 
favor.
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Toda decisiôn serâ tomada por mayoria de votos de los magis- 
trados présentes, bastando un quorum de nueve para constituir la 
Corte.
El fallo serâ motivado, mecionarâ los nombres de los magis - 
trados que hayan tomado parte en êl y agregarâ las opiniones disi 
dentes que resulten. Salvo que la Corte determine otra cosa, cada 
parte sufragarâ sus propias costas.
9. DERECHO APLICABLE.
El primer parâgrafo del articulo 38 del estatuto de la Corte 
senala que la funciôn primordial de ésta es decidir conforme al - 
derecho internacional las controversias que le sean sometidas, —  
por lo que deberâ aplicar:
a) Las convenciones internacionales, sean générales o particule - 
res, que establecen reglas expresamente reconocidas por los E£ 
tados litigantes.
b) La costumbre internacional como prueba de una prâctica genera^ 
mente aceptada como derecho.
c) Los principios générales de derecho reconocidos por las nacio­
nes civilizadas.
d) Las decisiones judiciales y las doctrines de los publicistas - 
de mayor competencia de las distintas naciones, como medio au- 
xiliar para la determinaciôn de las reglas de derecho, sin per 
juicio de lo dispuesto en el articulo 59.
Este articulo no constituye una enumeraciôn exhaustive de —
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los fundamentos a que puede recurrir la Corte para dictar sus re- 
soluciones. Solamente enuncia los mâs importantes. Omite, por e - 
jemplo los actos unilaterales de derecho internacional, que sin - 
haber constituido costumbre influyen no obstante en el derecho de 
gentes, asl como las decisiones y resoluciones de los organismos 
internacionales, que tanto contribuyen al desarrollo de este dere 
cho.
La expresiôn oonvenoiones intemacioruiles en realidad. es muy - 
amplia. Abarca los tratados o convenios de carâcter bilateral o 
multilateral y cualquier otro acuerdo internacional, incluso sin 
carâcter formal, pero que contenga réglas aceptadas por los con - 
tendientes.
La costumbre a que debe recurrir la Corte como fuente de De­
recho internacional, ha de poseer los dos elementos que tradicio - 
nalmente la han integrado. Al resolver los asuntos de la platafor 
ma del Mar del Norte, la CIJ declarô, refiriêndose al derecho con 
suetudinario, que "los aatos asi aonsiderados no sôlo deben representor —  
una practiaa aonstante, sino que deben ser testimonio ademâs, por su naturale­
za o por la manera en que se llevan a oabo, de una prâotioa oonsiderada obliga 
toria, porque se supone la existencia de una norma de derecho que asi lo exigel*
Los principios générales de derecho, a los que PASTOR RIDRUE 
JO llama principios jurîdicos superiores, estân constituîdos se - 
gûn la cita que este autor hace de VERDROSS, por los très siguien 
tes grupos:
1.- Aquellos principios obtenidos directamente de la idea de
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derecho como, por ejemplo, el principio de que toda regia de dere­
cho debe tener un contenido razonable.
2.- Principios no expresados por el derecho positivo, pero da 
dos impllcitamente como una instituciôn regulada por éste; con la 
instituciôn del tratado, por ejemplo, se da el principio de que to 
da convenciôn supone un oonsentimiento libre sobre un objeto lîci- 
to.
3.- Finalmente, aquellos principios afirmados por el derecho 
positivo de las naciones civilizadas, puesto que si un principio - 
de derecho es aceptado por la legislaciôn de los diferentes paises, 
es llcito presumir que se trata de una conclusiôn derivada de la - 
idea misma del derecho. (26).
A las decisiones judiciales y a la doctrina de los publici^ - 
tas, no se les reconoce en realidad el carâcter de fuente princi - 
pal de derecho internacional, sino que constituye un simple "medio 
ccuxiliar para determinar las reglas de derecho".
Las decisiones judiciales invocadas, pueden ser las de los —  
tribunales nacionales o internacionales y, entre estas ûltimas, —  
las dictadas por la misma Corte Internacional de Justicia, con la 
salvedad de que estas decisiones sôlo obligan a las partes en liti 
gio y respecto del caso que ha sido fallado.
No parece que pueda hablarse de jurisprudencia obligatoria de 
la Corte Internacional, aunque PASTOR RIDRÜEJO, en su monografîa - 
apenas citada, opina que "cuando exista, no una sôla, sino un congunto de 
decisiones gudiciales que completen o aclaren la régla positiva en el mismo —
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sentido, o que para casos anâlogos sin régla positiva procuren la misma solu - 
ciôn juridica, o que sustituyan la soluciôn antiguridica de la régla positiva 
por otra mâs conforme con los principios superiores, habrâ factores bastantes 
para atribuir valor vinculatorio a aquel congunto de decisiones concordantes,"
10. SOLUCION EX AEQUO ET BOND,
El segundo pârrafo del articulo en estudio, faculta a la Cor
te para decidir un litigio ex aequo et bono, si las partes asi lo -
conviniesen.
La finalidad de esta disposiciôn.no fue la de facultar a la
Corte para utilizar la equidad como método de interpretaciôn, ---
pues ésta es inherente a la funciôn jurisdiccional, sino autori^ - 
zarle para resolver el litigio con base en una equidad modificado 
ra de la Ley, relevândole de fundar su sentencia en normas de de­
recho vigente.
Gracias al amplio poder de disposiciôn que el derecho inter­
nacional reconoce a las partes, éstas pueden, mediante acuerdos - 
particulares, establecer no sôlo los hechos sino incluso las nor­
mas de derecho en las que debe basarse la decisiôn, o autorizar - 
al juzgador para que cree normas nuevas destinadas a resolver, —  
con base en la equidad, el caso que se le somete. La concesiôn de 
esta facultad es excepcional, por lo que en su sentencia el juez 
debe decidir conforme a derecho cuando no haya una expresa autori 
zaciôn de las partes para recurrir a la equidad. (27).
La funciôn de una equidad asi concebida, desborda manifiesta
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mente, dice CHARLES DE VISSCHER, la esfera del derecho y se con —  
vierte en una misiôn polîtica cuando, con el oonsentimiento de los 
Estados interesados, se aplica a valores, bienes o intereses que - 
segûn el derecho vigente no son jurldicamente disentitles, para —  
procéder a su distribuciôn sobre nuevas bases, de acuerdo con las 
exigencias de una justicia social mejor concebida. Semejante modo 
de actuaciôn se sitûa en un piano extrano al derecho. Por eso, una 
soluciôn de tal naturaleza no deberîa corresponder a un organisme 
cuyas funciones son propiamente jurldicas.
No deben exagerarse, sin embargo, los efectos prâcticos de e£ 
te método, al suponer que un gran nûmero de controversias polîti - 
cas serân sometidas a la Corte, al poder desplazar las normas del 
Derecho vigente y sustituirlas por normas nuevas que permitan una 
sentencia constitutiva mâs justa.
El arreglo "ex aequo et bono", implica no sôlo una gran confian- 
za en el ôrgano resolutor, sino ademâs un cierto grado de desinte- 
rés politico en las partes con respecto al punto central de su di­
ferencia. Esta posiciôn es muy poco frecuente, cuando se trata de 
reajustar intereses verdaderamente importantes. Ademâs, no es co - 
rriente que los Estados litigantes hallen igual interés- en solici­
ter una resoluciôn de este tipo, ya que resultarâ siempre mâs ven- 
tajosa para quien tenga conciencia de la debilidad de sus preten -
siones en base al derecho vigente, y ofrecerâ, en cambio, poco ---
atractivo para la otra parte.
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11. INTERPRETACION Y REVISION DE LAS SENTENCIAS.
Las resoluciones de la Corte son definitives e inapelables 
(articulo 60), pero pueden ser objeto de interpretaciôn y de revi­
siôn.
ANGELA DEL VECCHIO, senala que ambos recursos facultan al tri^ 
bunal para examiner nuevamente su propia sentencia. Sin embargo, - 
mientras la revisiôn se propone corregir una sentencia manifiesta- 
mente injuste, por haberse descubierto un hecho nuevo, desconocido 
precedentemente por el Juez y las partes, la interpretaciôn va di­
rigida a resolver un eventual desconciefto sobre el significado y 
contenido del fallo.
Toda vez que en el derecho internacional no existe un tribu - 
nal de apelaciôn, el procedimiento interpretative asume mayor im - 
portancia que en el derecho interno, en el que las partes pueden - 
corregir la ambiguedad de una sentencia recurriendo a la interpre­
taciôn o a un juez superior que reexamine el caso.
La interpretaciôn se limita a esclarecer el significado y con 
tenido de la decisiôn judicial, sin violar la autoridad de la cosa 
juzgada. Es decir, la nota caracterîstica de la interpretaciôn es 
su incapacidad de modificar o suprimir alguna de las disposiciones 
de la sentencia (28).
La revisiôn, por su parte, es un recurso no devolutivo que sô 
lo podrâ -pedirse, segûn el articulo 61 del estatuto, cuando se fun 
de en el descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda —
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ser factor decisivo y que, al pronunciarse la sentencia, fuera de£ 
conocido de la Corte y de la parte que pide la revisiôn, siempre - 
que su dèâconocimiento no se deba a negligencia.
La Corte abrirâ el proceso de revisiôn, mediante una résolu - 
ciôn en que harâ constar expresamente la existencia del hecho nue­
vo, y si éste, por su naturaleza, justifica la revisiôn, declararâ 
que hay lugar a la solicitud.
Antes de iniciar el proceso de revisiôn la Corte podrâ exigir 
que se cumpla lo dispuesto por el fallo.
Este recurso, como lo indica su propio nombre, implica un nue 
vo estudio del caso y una eventual modificaciôn de la sentencia —  
dictada. Nada dice el estatuto, sin embargo, sobre las diligencias 
preliminares de constataciôn del hecho antes desconocido y capaz - 
de justificar la revisiôn del fallo.
Las diligencias, los documentos y demâs elementos de convie - 
ciôn, cdeberân presentarse ante la Corte como si de una jurisdic - 
ciôn voluntaria se tratara, sin citaciôn de los posibles afecta —  
dos?
La comprobaciôn del hecho, cse propondrâ como una cuestiôn li 
tigiosa, parecida a las controversias del inciso c) parâgrafo 2 del 
articulo 36 del estatuto?
La resoluciôn que abre el proceso de revisiôn nos parece inde 
bidamente exigente, poco técnica, y comprometedora del litigio. Si 
en esta resoluciôn se déclara la existencia de un hecho nuevo; su
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alta trascendencia para la causa, pues su naturaleza justifica la 
revisiôn,-y se da ehtrada a la solicitud por considerarla en prin 
cipio justificada* <?Cuâl serâ entonces el objeto del recurso?... 
Quizâs el constater que ni la Corte ni el récurrente conocîan el 
hecho al pronunciarse el fallo, tarea jurîdicamente imposible por 
tratarse de un fenômeno negative, a menos que se hubieran manifes 
tado sabedores del hecho en alguna forma, o êste fuera suficiente 
mente notorio para que con una media diligencia, la parte que se 
dice afectada o el tribunal, hubieran llegado a su conocimiento.
En este ûltimo caso, la carga de la prueba corresponderîa a 
la parte beneficiada con la sentencia que se revisa, quien no po- 
drâ, segûn parece, impugnar durante el juicio de revisiôn, ni la 
existencia ni la trascendencia de la circunstancia reciên descu - 
bierta.
Si la notoriedad del hecho o los actos que presumen su cono­
cimiento fuesen muy claros, parece obvio que la solicitud deberîa 
ser rechazada, aunque no faltarâ quien considéré que este tema es 
mâs propio de la sentencia de fonde.
Si el conocimiento del hecho estuvo al alcance del tribunal, 
pero no de las partes, suponiendo que êsto fuera posible, y s61o 
por su negligencia no fue considerado en la sentencia, cdeberâ - 
perder la parte afectada, su derecho a la revisiôn del fallo?. —  
<?La negligencia de quien hace precluir el derecho a la revisiôn?.
El articule 83 del reglamento de la Corte, no resuelve en —  
realidad ninguna de estas interrogantes, dice solamente que la de
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manda de revisiôn se iniciarâ mediante una solicitud y que êsta -: 
contendrâ:
La menciôn del fallo cuya revisiôn se pide.
Las indicaciones necesarias para demostrar que se han cumpl^ 
do las condiciones requeridas en el articule 61 del estatuto, y
La lista de los documentes en apoyo de la solicitud que debe 
rân acompanarse.
Agrega este articule, que el Secretario transmitirâ la deman 
da de revisiôn a las otras partes, y que êstas podrân presenter - 
sus observaciones dentro del plazo que fije la Corte, despuês del 
cual, êsta resolverâ si la demanda de revisiôn es admisible.
Aunque el solicitante no tenga posibilidad de replicar, es - 
posible que las observaciones de la otra parte sirvan a determ^ - 
nar lo infundado de la solicitud, lo caduco de la acciôn o inclu­
se la prescripciôn de êsta, pero si despuês de conocer sus argu - 
mentos el tribunal déclara que ha lugar a la solicitud, £quê se - 
deja, preguntamos de nuevo, para el fonde?.
En fin, la solicitud de revisiôn deberâ formularse dentro —  
del têrmino de seis meses despuês de descubierto el hecho nuevo, 
de lo contrario caducarâ la acciôn.
No podrâ, por otra parte, pedirse la revisiôn una vez trans- 
currido el têrmino de diez ahos desde la fecha del fallo, pues ya 
habrâ prescrite este derecho (pârrafos 4 y 5 del articule 61 del 
estatuto).
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12. OBLIGATORIEDAD Y EJECUCION DE LAS SENTENCIAS.
Una vez dictada la sentencia, queda todavia un ûltimo y muy 
grave problema; actualizar la obligaciôn de las partes a cumplir- 
la.
El carâcter obligatorio de la sentencia se impone indepen —  
dientemente del contenido, se trate de sentencias declaratorias o 
constitutivas. El primer pârrafo del articule 94 de la Carta, im­
pone a sus miembros el compromise de cumplir la decision de la —  
Corte Internacional de Justicia, en todo litigio en que sean pas­
tes, mientras que el articule 59 del estatuto aclara que la deci- 
si6n de la Corte no es obligatoria sine para los litigantes y re£ 
pecto del caso que ha side decidido.
Todas las sentencias dictadas por la Corte permanente de Ju£ 
ticia Internacional fueron cumplidas, a excepciôn del ' W^imbledon Ca 
se" (29) en que la Corte decidiô a favor de Francia un asunto so - 
bre reparaciôn de dahos, sin que la sentencia fuese obedecida.
La Corte Internacional de Justicia, en cambio, ha tenido ma- 
yores problemas con el acatamiento de sus fallos. Albania se com- 
prometiô a pagar a Gran Bretaha s61o el 25% de los dahos causados 
en el asunto del Canal de Corfû, pero êsta se negô a aceptar d£ - 
cha cantidad e incautô los bienes albaneses en el Reino Unido; —  
Irân, por otra parte, no tomô las medidas de protecciôn ordenadas 
en el problema "Anglo-Irarvian Oit Company"*,, las decisiones en el caso 
del asilo de Haya de la Torre fueron originalmente rechazadas, - 
aunque despuês se cumplieron tras largas u apasionadas negociacio
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nes.
En materia de arbitraje, también se han dado casos en que u- 
na de las partes ha eludido o retardado maliciosamente el cumpli- 
miento del laudo. Como ejemplos figura el caso "pelletier" entre - 
Estados Unidos y Haiti, en 1885; la disputa por cuestiones de li­
mites entre Bolivia y Perû resuelta en 1907, y el importante "aaso 
del Chamizal" problema fronterizo entre México y Estados Unidos, ar 
bitrado en 1911 a favor del primero y cumplimentado mâs de medio 
siglo despuês por el Présidente Johnson.
El Comisario estadounidense sostuvo en 1911, refiriêndose a 
este ûltimo caso, que "award is vague^ indeterminate^ and uncertain in —  
its term, and impossible of execution" y concluyô diciendo: "The present - 
decision terminates nothing; settles nothing. It is simply an invitation for - 
international litigation. It breathes the spirit of unconscious but neverthe_ - 
less unauthorized compromise rather than of judicial détermination”,
Los Estados Unidos justificaron su negativa a devolver la su 
perficie que correspondis a México, alegando la vaguedad del lau­
do, pero su actitud résulté extremadamente negativa para la pro - 
tecciôn de los ciudadanos norteamericanos y sus bienes en Amêrica 
latina. La falta de ejecuciôn del laudo sobre el Chamizal consti- 
tuyô el argumente invocado puntualmente por México, para justifi- 
car su negativa a pagar indemnizaciones a los nacionales de Esta­
dos Unidos. El caso Chamizal se resolviô en definitive mediante - 
el convenio del 29 de agosto de 1963, el que entré en vigor el 18 
de abril de 1972.
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A pesar de estos antecedentes, podemos afirmar que el princi 
pio de que tanto el laudo arbitral como la sentencia judicial son 
obligatorios para las partes, y que deben cumplirse de buena fe, 
se ha venido respetando entre las naciones.
No parece existir ninguna prohibiciôn para que las partes a- 
cuerden cump1imentar, en forma distinta a lo mandado, la senten - 
cia del drgano arbitral o judicial. La doctrina estâ de acuerdo, 
por otra parte, en que la falta de ejecuciôn voluntaria de las de 
cisiones arbitrales o judiciales, constituye un ilîcito interna - 
cional a cargo del Estado perdidoso, a quien puede aplicarse las 
sanciones previstas en el derecho internacional.
Ni el estatuto ni el reglamento de la Corte preven norma al­
guna para la ejecuciôn de las sentencias. Y es que, en materia in 
ternacional, el procedimiento de ejecuciôn no forma parte del pro 
cedimiento judicial, sino que pertenece en realidad al campo de - 
la politica de los Estados y de las organizaciones internaciona - 
les.
En un primer momento, los Estados favorecidos con una senten 
cia incumplida por su contendiente, pueden recurrir a presiones - 
diplomâticas, como la ruptura de relaciones; a medidas econômicas 
como el boicot, el embargo de bienes o la suspensiôn de pagos al 
Estado responsable, pero no estân facultados para hacer uso de la 
fuerza, porque lo prohibe expresamente la Carta de las Naciones - 
Unidas, excepciôn hecha de los casos de légitima defensa.
Los Estados podrân, antes de aplicar alguna de estas sancio-
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nes recurrir antes al Consejo de Seguridad, el cual pocfrd, si lo ovee 
neoesario, hacer recomendaciones o dictar medidas con el objeto de 
que se lleve a efecto la ejecuciôn del fallo, (2® pârrafo del ar­
ticule 94 de la Carta).
Muchos son los criterios a propôsito de las medidas que pue­
de utilizer el Consejo de Seguridad, aunque es claro que no estâ 
obligado a intervenir si no lo considéra oportuno.
Para algunos autores, como ANGELA DEL VECCHIO, la ejecuciôn 
de una decisiôn judicial no reentra en ninguna de las situaciones 
previstas por el articule 39 de la Carta de la ONU y, por lo tan­
to, el Consejo no podrâ utilizer las medidas de tipo politico y - 
menos las de naturaleza militer que tiene a su disposiciôn.
El argumente de que estas situaciones o conflictos no amena- 
zan ni a la paz ni a la seguridad internacionales, es totalmente 
inadmisible cuando se plantea a priori, porque habrâ casos concre 
tes en que el incumplimiento dégénéré en una crisis que ponga en 
peligro dichos intereses.
Sin embargo, y aûn reconociendo que êsto no suceda en ningûn 
caso, ccuâles serân entonces esas medidas?.
Los poderes otorgados al Consejo, estân previstos en los ca- 
pitulos VI, VII, VIII y XII de la Carta. Todos, menos el ûltimo 
que se ocupa del rêgimen internacional de administraciôn fiducia- 
ria, se refieren a cuestiones sobre el mantenimiento de la paz y 
seguridad entre las naciones.
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Con un criterio formalists, tendriamos que concluir que el - 
Consejo no podrâ adopter en realidad ninguna medida, cuando el in 
cumplimiento de una sentencia no traiga aparejado un peligro para 
la paz y seguridad, lo que haria letra muerta del artlculo 94 en 
la mayoria de los casos, o podriamos llegar hasta el absurdo, ad-
mitiendo que el Consejo debe esperar a que la controversia se ---
agrave ostensiblemente, para entonces poder intervenir.
Nosotros considérâmes que la finalidad del articule 94, per- 
mite el aprovechamiento de las medidas puestas a disposiciôn del 
Consejo, sobre todo las que no impliquen el uso de la fuerza arma 
da, independientemente de que también sirvan para prévenir y solu 
cionar las controversias que hagan peligrar la paz, o resolver —  
las que ya hayan desembocado en un conflicto bêlico.
La naturaleza de estas medidas admite cualquier utilizaciôn 
acifica, si se aplican por el Consejo a travês de acciones colec 
ivas, pero si se usan unilateralmente por los Estados defrauda - 
os por el incumplimiento de la sentencia, suponiendo que éstos - 
engan capacidad para enfrentarse al infractor, producirân casi - 
■nevitablemente un aumento de la tensiôn internacional, en ningûn 
odo saludable para la paz.
Résulta, por lo tanto, mâs efectivo y prudente, que sea el - 
onsejo de Seguridad el que acuerde la interrupciôn, total o par­
iai, de las relaciones econômicas de los Estados miembros con el 
ue se niega a cumplir la sentencia de la Corte, o la suspensiôn 
e las comunicaciones ferroviarias, marîtimas, aêreas y demâs, a- 
i como la ruptura de las relaciones diplomâticas, ya que éstas - 
didas involucran y obligan a todos los miembros de las Naciones
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Unidas. La solidaridad internacional debe mostrarse, incluso en - 
estos casos.
Para hacer cumplir las resoluciones de los organismos jud_i - 
ciales del derecho de gentes, se ha desarrollado una notable ten- 
dencia entre las naciones, aunque todavia limitada regionalmente 
y dentro de sistemas jurldicos particulares. Nos referimos a la - 
obligaciôn impuesta a los tribunales nacionales, de mandar ejecu- 
tar bajo el procedimiento compulsivo interno, las resoluciones de ôr 
ganos judiciales de derecho internacional, como ocurre con las —  
sentencias de la Corte de Justicia de la Comunidad Europea, y co­
mo aparentemente se ejecutarân los fallos de la sala de controver 
sias de los fondos marinos, integrada en el proyecto de un tribu­
nal Internacional del Derecho del mar.
Un sistema judicial que modifique las actuales caracterlsti- 
cas del procedimiento a que se someten las nacfones, bâsicamente 
facultative, inorgânico, limitado y excepcional, carente ademâs - 
de fuerza coactiva para imponer sus decisiones, es la ilusiôn de 
muchos publicistas, sinceramente partidarios de un gobierno mun - 
dial mâs fuerte y respetado, o quizâs debiéramos decir, mâs respe 
tado porque mâs fuerte.
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CAPITULO QUARTO
LA SOLUCION DE CONTROVERSIAS' EN EL DERECHO DEL MAR.
I. INTRODUCCIÔN.
El derecho del mar habîa side hasta hace pocos ahos un capîtu 
lo mâs del derecho internacional pûblico. Las controversias que de 
ël se nutrîan estaban reducidas a problemas de pesquerîas, juris - 
dicciôn y limites del mar territorial, paso por los estrechos in - 
ternacionales, algunas formas de contaminaciôn marina y de protec­
ciôn de las especies.
Los grandes descubrimientos cientificos multiplicaron los ---
usos del mar y los conflictos con êl relacionados. El aviôn, el —  
submarine, la energia atômica, el sônar y otros sistemas que reve- 
laron la forma y profundidad del fondo marino, son sôlo ejemplos - 
que se conectan con la moderna mineria y las tëcnicas de explota - 
ciôn ictiolôgicas y, sobre todo, con la extracciôn de hidrocarbu -
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ros de la plataforma continental.
Conforme iban surgiendo nuevas situaciones de conflicto, las 
naciones trataban de reglamentar la materia atendiendo a su impor 
tancia y difusiôn. En 1910 se suscribe la convenciôn sobre respon 
sabilidad por dahos causados por colisiôn en el mar; en 1914 el - 
tratado sobre la seguridad de la vida en el mar, revisado en 1929, 
1948 y 1960; en 1921 se firman la convenciôn y el estatuto sobre 
el rêgimen de las vîas acuâticas navegables de interês internacio 
nal y la libertad de trânsito; y dos ahos despuês, la convenciôn 
y el estatuto de Ginebra sobre el rêgimen internacional de los —  
puertos maritimes; en 1946 se suscribe el convenio internacional 
por el que se régula la caza de ballenas, y en 1966 el que se en- 
carga de la conservaciôn del atûn del Atlântico; en 1954 se acuer 
da en Londres el convenio sobre prevenciôn de la contaminaciôn en 
el mar por petrôleo, seguido en 1972 y 1973 por las convenciones, 
suscritas en esa misma ciudad, para prévenir la contaminaciôn ma­
rina por vertimientos en el mar y la proveniente de barcos, re£ - 
pectivamente; en 1963 se abre a la firma el tratado por el que se 
prohiben los ensayos con armas nucleares en la atmôsfera, el espa 
cio ultraterrestre y bajo el agua y, en fin, en 1971 el tratado - 
sobre prohibiciôn de emplazar armas nucleares y otras armas de —  
destrucciôn masiva en los fondos marinos y oceânicos y su subsue- 
lo.
Estos instrumentos de derecho internacional, mencionados a - 
titulo ejemplificativo de entre los muchos que han suscrito las - 
naciones, resolvieron por si mismos muchas controversias a propô-
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sito del mar y sus recursos; impidieron el nacimiento de muchos 
conflictos al regular materias que hasta entonces pertenecîan al 
derecho de la polémica y la integraciôn,vy algunos fijaron las nor­
ma s para la soluciôn de controversias futuras, mediante clâusulas 
compromisorias que remitîan a diverses métodos.
Estas clâusulas, los tratados générales de conciliaciôn, me- 
diaciôn, arbitraje y otros sistemas de arreglo previstos por las 
normas générales del derecho de gentes, constituîan un sistema in 
complete y divergente para la importancia que habîan adquirido —  
los conflictos del mar en nuestro siglo.
Se hacîa necesario uniformizar los métodos de arreglo, dar - 
les flexibilidad, crear organismos permanentes de carâcter juris- 
dicciohal y, sobre todo, atraer al casi centenar de nuevos pa_î - 
ses que nacieron despuês de la Primera Guerra Mundial, para dar - 
un contenido verdaderamente universal al sistema de soluciôn de - 
controversias.
El primer tlmido intento se realizô en Ginebra, queriendo —  
aprovechar la I Conferencia de las Naciones Unidas sobre el dere­
cho del mar y los convenios que de ella surgieron.
''P)-ôî OCûL:>
I I .  EL PROBLEMA OPCIONAL DE 1958/ SOBRE JURISDICCION OBLIGATORIA 
EN LA SOLUCION DE CONTROVERSIAS M A rIT IM A S.
Los cuatro convenios suscritos en Ginebra en el ano de 1958, 
quedaron sometidos a las normas procesales générales del derecho - 
internacional, por lo que toca a la soluciôn de los conflictos so-
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bre interpretaciôn y aplicaciôn de los mismo s .
Se propuso, sin embargo, que para no dejar a las partes la - 
iniciativa -necesariaraente bilateral- del tipo de arreglo, inclu- 
îda la cuestiôn de la designaciôn del tribunal y el procedimiento, 
se firmara por los Estados que lo creyesen oportuno, un protocolo 
en el que se obligaran a priori a someter cualquier controversia 
derivada de los convenios sobre alta mar; plataforma continental; 
mar territorial y zona contîgua; pesca y conservaciôn de los re - 
cursos vivos del alta mar, a la Corte Internacional de Justicia, 
la que entenderîa de la demanda presentada por una de las partes 
cuando la otra hubiese suscrito también el protocolo.
La jurisdicciôn otorgada a la Corte Internacional de Justi - 
cia, era de naturaleza compulsiva u obligatoria porque la parte - 
demandada debîa comparecer en juicio o de lo contrario ser juzga- 
da en rebeldîa.
Quedaron, no obstante, exceptuadas de esta jurisdicciôn:
a) Las controversias relativas al establecimiento de medidas 
de conservaciôn de los recursos vivos, explotados por dos 
o mâs Estados en cualquier zona de alta mar, cuando los - 
interesados no llegaran a un acuerdo en el plazo de doce 
meses de iniciadas las negociaciones.
b) Las controversias suscitadas por el rechazo de un Estado, 
de las medidas de conservaciôn impuestas por otros paîses 
en cualquier zona pesquera de àlta mar, ni no se llegaba
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a un acuerdo en doce meses.
c) Las controversias derivadas de la falta de entendimiento 
para fijar medidas comunes de conservaciôn, cuando la zo­
na de pesca de alta mar fuere adyacente a uno de los Esta 
dos en conflicto, si no se llegaba a un entendimiento en 
doce meses.
d) También se excluyeron del procedimiento ordinario, las con 
troversias que proveniesen de la oposiciôn de cualquier - 
Estado que tuviera interés, a las medidas de conservaciôn 
adoptadas unilateralmente por el Estado ribereho sobre la 
zona adyacente de pesca en alta mar, cuando éstas respon-
dieran a una necesidad urgente, fundada en dictâmenes ---
cientificos y no discriminasen a Pescadores extranjeros. 
Estas medidas sôlo podrîan tomarse si no se llegaba a un 
acuerdo despuês de seis meses de negociaciones, y
e) Las controversias entre un Estado que pescara en alta mar 
y otro que no se dedicara a la pesca en esta zona, adya - 
cente a sus costas, pero que propusiese medidas de conser 
vaciôn basadas en conclusiones cientlficas, que fuesen re 
chazadas persistentemente por el primero durante doce me­
ses de negociaciones (articules 4,5,6,7, y 8 del Convenio 
sobre Pesca y Conservaciôn de los Recursos vivos en alta 
mar) .
Para resolver este tipo de controversias de contenido técni- 
co, el convenio de referencia reenviô a un procedimiento arbitral.
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a cargo de una comisiôn especial compuesta por cinco miembros, —  
salvo que las partes conviniesen en otro procedimiento pacifico, 
de acuerdo con lo previsto en el articulo 33 de la Carta de las - 
Naciones Unidas.
Los miembros de la comisiôn serian designados de comûn acuer 
do por las partes, dentro de los tres meses siguientes a la deman 
da de arbitraje. A falta de acuerdo, y dentro de los tres meses -
siguientes, por el secretario general de la ONU a peticiôn de ---
cualquiera de las partes, y previa consulta de los interesados, - 
del Présidente de la Corte Internacional de Justicia y del Direc- 
otr General de la FAO.
La comisiôn, uno de cuyos miembros seria nombrado President^, 
deberia fallar por mayoria dentro de los cinco meses que siguie - 
ran a su designaciôn, pudiendo suspender previamente aquellas me­
didas tomadas unilateralmente por los Estados adyacentes a la zo­
na de pesca, cuando, basândose en pruebas "prima facie", la comisiôn 
llegase al convencimiento de que no era necesario aplicar urgente 
mente tales medidas.
Las decisiones de la comisiôn especial eran obligatorias pa­
ra los Estados partes en el litigio, y no podian ser recurridas. 
No obstante, si se modificaban los hechos en que se basaba la de­
cisiôn, debido a cambios importantes en las réservas de peces o - 
en los métodos de pesca y los Estados interesados inician négocia 
ciones para introducir de comûn acuerdo las modificaciones necesa 
rias en las medidas de conservaciôn, cualquiera de elles podîa re 
currir de nuevo al procedimiento de arbitraje, si no se llegaba a
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un acuerdo en un plazo prudencial y ya hubieran transcurrido al - 
menos dos ahos desde el dictado del fallo anterior (artlculos 9, 
10, 11 y 12 del convenio ya mencionado).
El protocolo facultativo que nos ocupa, indicaba, ademâs, la 
obligaciôn de las partes de notificarse mutuamente la existencia 
de un presunto litigio, para que pudieran optar, dentro de un pla 
zo de dos meses a contar de la notificaciôn, por un tribunal de - 
arbitraje en vez de la Corte Internacional de Justicia, o reçu —  
rrir dentro del mismo plazo a un procedimiento de conciliaciôn.
Si las recomendaciones de la Comisiôn de conciliaciôn no ---
eran aceptadas por las partes en litigio, dentro de los dos meses 
de haber sido formuladas, o estas no mostraban preferencia por el 
arbitraje o la conciliaciôn, cualquiera de ellas podîa someter el 
litigio a la Corte Internacional mediante demanda.
Hasta aquî las disposiciones de un convenio adicional de ---
aceptaciôn voluntaria, que con sôlo siete artîculos pretende ser­
vir como instrumento procesal y dirimir las controversias sobre - 
el derecho convencional del mar, aunque limitado a las conferen - 
cias de Ginebra y a un reducido nûmero de paîses que suscribieron 
el protocolo.
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I I I .  EL SISTEMA DE SOLUCIÔN DE CONTROVERSIAS EN EL PROYECTO DE LA 
I I I  CONFERENCIA DEL DERECHO DEL MAR,
1. ANTECEDENTES.
Habîamos dicho que el Comité encargado de elaborar un texto 
normative para la conferencia habîa fallado en su encargo, por -r 
los defectos naturales de su composiciôn polîtica, y la amplitud 
de los temas que deberîan ocupar a la tercera conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.
No sôlo faltô un proyecto oficioso, sino que, partiendo de -
un razonamiento primario no necesariamente vâlido, la soluciôn de
controversias quedô relegada a un momento posterior al designar - 
las comisiones y la agenda de trabajo de la conferencia. Se creyô 
que primero debîa determinarse los temas sustantivos para ocupar- 
se posteriormente de la materia procesal.
Todavîa en 1976 el représentante de la India sostenîa en las 
reuniones del plenario que "el anâlisis de la ouestiôn del arreglo de las 
controversias, es algo prematuro esta etapa^ Eay c[ue resolver primero las dis­
posiciones sustantivas de la convenciôn y êolo despuês discutirse la cuestiôn 
del procedimiento", (1) .
Fue por esta causa que el tema de la soluciôn de controver -
sias en la actual conferencia del derecho del mar, no fue confia-
do a ninguna comisiôn en' la reuniôn preparatoria de 1973, y fue 
apenas mencionado por algunas delegaciones durante la segunda reu 
niôn en Caracas el verano de 1974. En este mismo perîodo de sesio
—314—
nés, EE.UU. realizô consultas oficiosas entre unas treinta d e l e ­
gaciones, las que desembocaron en un documente de trabajo (L-7) - 
destinado a servir como punto de referencia en las negociaciones, 
por el que se establecîa la soluciôn jurisdiccional de controver­
sias con ciertas variantes a propôsito de los ôrganos que debe — ■ 
rîan ejercerla, y la necesidad de que el tema figurara como parte 
intégrante de la convenciôn y no en un protocolo facultativo como 
habîa sucedido en 1958. (2).
No hubo debate pûblico en la reuniôn de Caracas, sobre el a- 
rreglo de controversias. Sin embargo, muchos Estados consideran - 
este tema como un aspecto crîtico de las negociaciones, argumen - 
tando que los métodos de soluciôn que pudieran acordarse, ten..--- 
drîan una influencia indirecta en la aprobaciôn de las materias - 
sustantivas, ya que la efectividad de una instituciôn estâ vincu- 
lada întimamente a la garantîa procesal de su cumplimiento.
En la ûltima parte de esta sesiôn, los treinta Estados a que 
ya hicimos referencia, capitaneados por el Embajador GALINDO POHL 
de El Salvador y HARRY de Australia, sirviendo el Profesor LOUIS 
SOHN de la Escuela de Derecho de Harvard como relator, se reunie- 
ron informalmente para discutir las bases de un sistema de solu - 
ciôn de controversias.
El documente de trabajo que se elaborô en estas reuniones, - 
resultô el mâs serio y constructive de toda la sesiôn. Las notas 
caracterîsticas del mismo pueden ser concentrados en los once si­
guientes puntos:
a) Existe una obligaciôn de arreglar las controversias por medios
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pacîficos.
b) La soluciôn de controversias debe buscarse a travês de los me­
dios escogidos por las partes.
c) El arreglo directe serâ procedente, pero una vez agotados los 
medios de negociaciôn debe recurrirse a los procedimientos pre
vistos en la convenciôn, o a los acordados por las partes, ---
siempre que produzcan una decisiôn obligatoria.
d) Cuando la controversia sea sometida a un procedimiento no vin- 
culante, las disposiciones del compromise especîficarân cuândo 
una parte estâ facultada para recurrir a los métodos obligato­
rios previstos por la convenciôn.
e) La obligaciôn de recurrir a un método vinculante puede satisfa 
cerse mediante el recurso a tres fores alternatives; el arb^ - 
traje, el tribunal especial del derecho del mar y la Corte In­
ternacional de Justicia.
f) Debe distinguirse entre soluciones générales y funcionales, —  
pues ciertas materias requieren un foro especializado, como el 
que podîa crearse bajo la autoridad de los fondos marinos, pa­
ra resolver las disputas en esta zona.
g) La maquinaria de soluciôn de controversias que se establezcan 
en el texto de la convenciôn, estarâ abierta a todos los Esta­
dos miembros, y extenderse a los casos en que organizaciones - 
y personas naturales y jurîdicos puedan estar envueltas.
h) El texto debe ocuparse de la cuestiôn del agotamiento de los - 
recursos internos.
i) Sobre las opiniones consultivas, debe determinarse si un tribu 
nal nacional, autorizado por su ley interna, puede soliciter -
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una opiniôn al Tribunal del Derecho del mar, reîacionada con - 
là interpretaciôn o aplicaciôn de là convenciôn., 
j) Debe ocuparse también la conferencia, del derecho aplicable, - 
determinando principalmente, en qué casos pueden aplicarse nor 
mas adicionales a las previstas en la convenciôn, sea que se - 
trate de convenios bilatérales o reglamentos de organizaciones 
acordes con la Conferencia, ademâs del derecho de las partes - 
para acordar un procedimiento de arreglo "ex aequo et bono", 
k) Por ûltimo, deben ser tratadas las excepciones y réservas a —  
los métodos de soluciôn de controversias, previstos por la con 
venciôn. (3).
2. FORMULA MONTREUX.
La parte medular del sistema adoptado por la conferencia en 
el articule 287 del proyecto, se conoce como la fôrmuîa Montreux. 
Consiste en un compromise flexible respecte a los ôrganos aveca - 
dos a la soluciôn de controversias, pues sosteniendo siempre el 
principle de jurisdicciôn obligatoria, permite que "un Estado parte, 
al firmar o ratifioar la oonvenoiôn, o al expresar su oonsentimiento en oual - 
quier momento ulterior, pueda elegir libremente, mediante una declaraaiôn heoha 
por escrito, uno o varios de los medios siguientes para la soluoiôn de oontro_ - 
versias relatival a la interpretaaiôn o apliaaoiôn del convenio",
a) El Tribunal Internacional del Derecho del Mar constituido de conformidad con 
el anexo VI,
b) La Corte Internacional de Justicia,
c) Un Tribunal arbitral constituido de conformidad con el anexo VII,
-317-
d) Un Tribunal arbitral especial constituido de conformidad con el anexo VIII, 
respecto de una o mâs de las categorias de controversia que en êl se especi^  
fican,.(pesquerias, protecciôn y conservaciôn del medio marino, investiga - 
ciôn cientifica marina y navegaciôn, incluida la contaminaciôn causada por 
los buques) i articulo I del anexo VIII),"
Esta fôrmula, es la recogida en el informe oficioso que re - 
dactô el profesor SOHN de la reuniôn informai sostenida en Mon —  
treux por algunos delegados, en marzo de 1975, para tratar el te­
ma de la soluciôn de controversias, pero adicionada con el enfo - 
que funcional del sistema, es decir, incluyendo el arbitraje espe 
cial para ciertos temas de contenido preponderantemente têcnico.
El enfoque general, originalmente propuesto por algunas dele 
gaciones, sostenîa que todas las controversias debîan solucionar- 
se a travês de la jurisdicciôn obligatoria, mientras que el enfo­
que funcional, sostenido principalmente por Francia, sehalaba a - 
cada clase de controversia un modo especîfico de arreglo. Respec­
to a este tema, el texto oficioso del proyecto de convenciôn ado£ 
tô la fôrmula transaccional que ya quedô transcrite.
Originalmente, la tercera CONFERMAR en su sesiôn de Caracas 
determinô que el tema 21, relative al arreglo de controversias, - 
fuese tratado por cada una de sus comisiones principales en la me 
dida en que correspondiera a sus mandates. No obstante, debido a 
la importancia del tema y para evitar enfoques contradictories, se 
prefiriô examinerlo en las sesiones plenarias. Correspondiô enton 
ces al présidente de la conferencia, Dr. Shirley Hamilton Amera - 
singhe, préparer un texto sobre el tema, ya que a la presidencia
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correspondra cualquier materia que no hubiese sido asignada a nin 
guna de las comisiones.
Fue asî que el présidente de la convenciôn, despuês de con - 
sultar con las delegaciones, presentô en julio de 1975, un proyec 
to sobre el sistema de soluciôn de controversias que fue debatido 
en las sesiones informales del plenario de la conferencia en el - 
verano de 1976, recibiendo numerosas propuestas de enmienda, que 
han venido ocupando a la conferencia desde entonces.
STEVENSON y OXMAN resehaban la sesiôn de Ginebra de 1975, d^ 
ciendo que el grupo informai encargado del texto sobre soluciôn - 
de controversias, estuvo constituido por mâs de 60 Estados y que 
los co-presidentes celebraron consultas también informales con los 
présidentes de la conferencia y de los principales comités, a pro 
pôsito del proyecto que elaboraban.
Algunos paîses, incluyendo principalmente a los Estados Uni­
dos, expresaron pûblicamente que un acuerdo sobre soluciôn compu]^ 
siva de controversias, era un elemento esencial de un paquete glo 
bal de temas que sôlo serîan aprobados en bloque. Y es que en el 
tratado existen, segûn los comentaristas, "muoho espaoio para matenten 
didos, abusos de poder e interferencias en et ejeroioio de dereohos, basados en 
interpretaoiones unilatérales"
Fue en Ginebra, en la Sesiôn de 1975, cuando se hicieron las 
primeras tentativas de excluir toda la Zona Econômica de la Juri£ 
dicciôn obligatoria. Estas pretensiones fueron rechazados enérgi- 
camente por varios paîses industrializados, principalmente por —
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los Estados Unidos.
No fue una casualidad que los Estados con 200 millas de mar 
territorial, o su équivalente, fueran quienes propusieran la ex - 
clusiôn de la zona econômica del sistema de soluciôn de controver 
sias. Estos sostenîan que la soberanîa sobre este espacio que ve- 
rîa restringida, si el ejercicio de sus derechos discrecionales - 
se veîa sometido a una jurisdicciôn extranacional, mientras que - 
los Estados interesados en protéger la navegaciôn y otros liberta 
des en esa zona, insistîan en una garantîa, no del Estado ribere­
ho, sino del derecho internacional, a propôsito del ejercicio de 
estas libertades.
No se trataba de un tema procesal perifêrico, sino de un te­
ma sustantivo que compromete todavîa a la conferencia. Si los Es­
tados no pueden recurrir a un procedimiento internacional para —  
protéger sus derechos, si sus intereses, no êstân adecuadamente - 
tutelados, dquê incentivo existe, se preguntan los cronistas de - 
esta sesiôn, para estos Estados, en aceptar un tratado que conti- 
ene inevitablemente reglas, que acomodan intereses en los que -—
■ t
ellos no participant. .
En este sentido, el debate sobre el sistema general y funcio 
nal de soluciôn de controversias, segûn ADEDE, ha asumido peligro 
sas dimensiones, comprometiendo el êxito mismo de toda la confe - 
rencia.
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3. METODOS PACIFICOS DE SOLUCION DE CONTROVERSIAS, PRELACION Y A- 
GOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS.
El texto del proyecto prevé, como obligaciôn de los Estados 
participantes, la de solucionar sus controversies a través de los 
medios pacificos de su elecciôn (artîculo 279 y 280), tomando en 
cuenta los indicados en el articule 33 de La Carta.
Los procedimientos obligatorios, conducentes a decisiones —  
también obligatorias, sôlo operan despuës que los Estados hayan - 
intentado por métodos de tipo diplomâtico, la soluciôn de aque —  
lias diferencias surgidas por la interpretaciôn y aplicaciôn del 
future convenio, y siempre que hubieran agotado los recursos in - 
ternes, de conformidad con el Derecho Internacional (articules —  
283, 286 y 295).
El représentante de los Paises Bajos, hablando tambiên en —  
nombre de Bélgica y Luxemburgo habia expuesto, sin embargo, en la 
sesiôn de New York de 1976, que si bien, "de aonform-Cdad oon el deve^  - 
cho intemao'ional general no se puede incoar un proaedï-mïento ante un Tribunal 
Intemaoional hasta que se hayan agotado todos los recursos intemos^ esta nor 
ma, polêmioa por lo demâs en la dootrina del derecho internacional, puede modi 
ficarse o suprimirse en un tratado. Para ello existen éôlidas razones prâcti - 
cas, entre ellas,,el deseo de acelerar el arreglo de las controversias, A este 
respecte, el orador recuerda que en muchos casos que entrain la ccplicaciôn de 
la futura ConvenciSn, el principio del agotamiento de los recursos internes no
se ap>lica y que, en muchos paises, los tribunales no estân^ facultados para --
aplicar normas convencionales u otras normas de derecho internacional, si su -
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aplioaoidn es incompatible con la de la legislaciôn nacionaV',
La delegaciôn irlandesa, por su parte, reforzd esta propues- 
ta, al sostener que "los procedimientos deben garantizar un arreglo râpidot, 
equitativo y poco costoso, A ese respecte, podria excluirse o modificarse la - 
norma tradicional de derecho internacional relatita al agotamiento de los - 
curses internes » Si bien se basa en conceptos de soberania, se trata de una —  
norma que quizâs en la prâctica los Estados no puedan aplicar en muchos casos 
de controversia, y que daria como resultado demoras e incluse ingusticias. La 
modificaciôn de esa norma no menoscabaria los derechos legitimes de las partes, 
pero su manteninriento si podria ser pergudicial para la apropiada aplicaciôn - 
de los procedimientos de arreglo."
La oposiciôn de los paises latinoamericanos, principalmente, 
de una amplia tradiciôn proteccionista, y con una buena memoria a 
propôsito de mâs de una intervenciôn politica y militar de paises 
mâs poderosos, con el pretexto de protéger los intereses de sus - 
ciudadanos, impidiô que estas razonadas proposiciones tuvieran -—  
éxito, aunque a decir verdad, tampoco fueron materia de excesivas 
discusiones, pues a todos los paises interesa asegurar primero su 
jurisdicciôn y agotarla, antes de admitir cualquier procedimiento 
internacional de soluciôn.
Tampoco se aplicarâ el sistema de la convenciôn, si los liti 
gantes hubiesen aceptado otros instrumentes definitives y obliga­
torios, mediante acuerdo general, regional o especial (articule - 
282) .
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4. METODOS DIPLOMATICOS Y POLITICOS INSTITUCIONALES DE SOLUCION.
Una de las crîticas que se dirigen al texto que sirve a la - 
negociaciôn, es que régula escasamente los procedimientos diplomâ 
ticos y politicos de soluciôn. En realidad la critica no es total 
mente fundada, ya que estos métodos no requieren de una reglamen- 
taciôn especifica por ser ampliamente conocidos y de gran flexib^ 
lidad, ademâs de no ser obligatorios para las partes en forma con 
creta, ya que ellas pueden recurrir al que le resuite mâs apropia 
do.
a) Intercambio de Opiniones.
Sin embargo, el proyecto si impone como obligaciôn a los con 
tendientes, el recurrir al intercambio de opiniones para resolver 
la controversia, ya sea mediante negociaciones celebradas de bue­
na fe o por otros medios pacificos^
El intercambio de opiniones, que no es mâs que una forma pre 
liminar de negociaciôn directe para tratar el fonde del problème 
o, por lo menos, para determiner el mêtodo de soluciôn aplicable, 
es también obligatorio segûn el texto del proyecto, cada vez que 
se ponga fin a un procedimiento sin que la controversia haya sido 
resuelta, o cuando logrado un arreglo, las circunstancias requie­
ren que se celebren otras consultas respecte a la forma de 1lever 
lo a la prâctica (articule 281).
"Las negociaoiones direotas", afirmaba el représentante de la URSS
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ante el plenario, en el cuarto perîodo de sesiones, "aonstituyen pa 
va las partes interesadas el medio mas efiaaz de arreglo de controversias, A - 
este respecte, son de suma importancia las disposiciones que estipulan que, si 
surgiere una controversias enti?e Estados, las partes procederdn sin demora a - 
intercarribiar opiniones en relaciân con el arreglo de la controversia, asi como 
las disposiciones relatives a las consultas y el intercambio de informaciones, 
en relaciân con la adopciôn por los Estados, de ciertas medidas previstas en - 
la convenciôn y que afecten a otros Estados",
b) La Conciliaciôn.
Este procedimiento, tambiên de tipo instrumental, ha sido re 
cogido por la convenciôn que se esté elaborando, dândole un carâc 
ter voluntario y un anexo, el nûmero V, en el que se régula la —  
constituciôn de una comisiôn de conciliaciôn compuesta en princi­
pio de cinco miembros, la que fijarâ su propio procedimiento, sa]L 
vo que las partes convengan otra cosa, y rendirâ su informe den - 
tro de los doce meses siguientes a su constituciôn.
Sin embargo, en los casos en que se admitan limitaciones o - 
excepciones a la jurisdicciôn obligatoria, el procedimiento de —  
conciliaciôn serâ obligatorio como mêtodo de soluciôn sustitutivq, 
pero el informe de la comisiôn,incluldas sus conclusiones y reco- 
mendaciones, no serâ en ningûn caso obligatorio para las partes, 
(articule 284, 297, 298 y anexo V).
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5. METODOS JUDICIALES.
La segunda secciôn del capîtulo general sobre soluciôn de —  
controversias (parte XV), adopta la fôrmula Montreux, a que ya —  
nos hemos referido, toda vez que las partes pueden elegir el tri­
bunal a que someterân sus diferencias al mornento de ratificar o - 
adherirse a la convenciôn, quedando firme el principio de juri£ - 
dicciôn obligatoria cuando no hayan llegado a un acuerdo mediante 
el mêtodo directo de la negociaciôn, o de procedimientos instru - 
mentales como la conciliaciôn, la mediaciôn o cualquier otro, o - 
bien hubiese expirado ya el plazo que se hubieran otorgado las par 
tes para solucionar la controversia por métodos diplomâticos.
Los ôrganos jurisdiccionales que poseen competencia general 
segûn este capitule, son;
El Tribunal del Derecho del Mar que nacerâ con este convenio 
a proposiciôn de los Estados Unidos, con una sala especial para - 
solucionar las controversias de los fondes marines.
La Corte Internacional de Justicia, ôrgano de las Naciones - 
Unidas al que ya nos hemos referido, apoyado por Inglaterra y — -- 
otros paises.
Un Tribunal Arbitral constituido por cinco miembros elegidos 
de una lista de ârbitros, segûn las disposiciones del anexo VII - 
del texto en negociaciôn.
Siguiendo la tendencia funcional, la delegaciôn francesa pre 
sentô el 26 de marzo de 1975, un documente de trabajo sobre proce
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dimientos especiales en materia de pesquerîa, contaminaciôn e in- 
vestigaciôn cientîfica marina, apoyada en parte por la Uniôn So - 
viêtica. Polonia, Chile, Argentina y Brasil, que quedô despuës ma 
terializado en un tribunal especial de arbitrage, constituido por 
expertes, al que se reconoce una competencia limitada, aunque tam 
biên la sala de controversias de los fondes marines, integrada en 
el Tribunal del Derecho del Mar, responde al criterio funcional o 
especilizado, cuya competencia es regulada en forma autônoma por 
la parte XI del texto oficioso y por una secciôn del anexo VI.
Entre las muchas cuestiones provocadas por la presencia de - 
mâs de un tribunal avocado a la soluciôn de los conflictos del —  
mar, la delegaciôn de Nicaragua se planteaba, cpodrâ aceptarse en 
forma general el sistema de réservas a la jurisdicciôn compulsif - 
va? cdeben regularse en la convenciôn, las declaraciones sobre la 
clâusula automâtica de jurisdicciôn obligatoria de la Corte Inter 
nacional de Justicia? êque sucederâ en caso de superposiciôn de 
varias competencias? Otra cuestiôn de mucha importancia, es la re 
laciôn entre el tribunal del Derecho del Mar y la Corte Interna - 
cional de Justicia. ôDisminuirâ este Tribunal la autoridad de la 
Corte? cCômo se eliminarâ la posibilidad de jurisprudencias con - 
tradictorias?.
Veamos cuâl ha sido la respuesta de la convenciôn a las mu - 
chas inquietudes de los participantes.
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6. LA JURISDICCION OBLIGATORIA EN EL DERECHO DEL MAR.
Casi todas las delegaciones ante la Conferencia sobre el De­
recho del Mar, expresaron,en principio, su simpatia por la juris­
dicciôn obligatoria, aprobando que se contemplera en el mismo Con 
venio en elaboraciôn, como clâusulas compromisoria.
No se créa, sin embargo, que "et ccpego de los Estados a su sobera­
nia haya disminuido, -aclaraba el représentante de Israel ante la —  
Conferencia^ ni su sensibilidad ante las restriociones, aun las aparentes o 
relativas. Su libertad de eleaoiôn politioa sigue siendo muy aguda, Pareae im­
probable que la oonduota futura de los Estados difiera de la que han tenido en 
el pasado. Las diferencias politicas, geogrâficas y econômicas entre elles, —  
son factores reales que no pueden ignorarse y que constituyen la base y la 
tificaciôn de las limitaciones impuestas a la jurisdicciôn de los tribunales - 
intemacionales, Asi ha sucedido a la Corte Internacional de Justicia, Por con 
siguiente, no es probable que las soluciones simplistas resistan el guide del 
tiempo ",
Sin embargo, en 1976 ya parecieron inapropiadas y quedaron - 
aisladas del consenso, declaraciones tan generalizadas como la de 
China, al argumenter "que los Estados deben arreglar siempre sus controver 
sias, mediante la negociaciôn y las consultas, en pie de igualdad y con mutuo 
respeto de su soberania y su integridad territorial, aunque ciertamente los Fs 
tados pueden elegir otros medios de arreglo pacifico de controversias. Si se - 
pide a un Estado soberano que acepte incondicionalmente la jurisdicciôn obliga 
toria de un ôrgano Judicial Internacional, se coloca a este ôrgano por encima 
de este Estado soberano, lo que es contrario al principio de la soberania esta
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tal",
Igual indiferencia caus6 la propuesta rumana de que las di£ 
posiciones relativas a la soluciôn obligatoria de controversias, 
deben incorporarse en un protocole facultative de la Convenciôn, 
de conformidad con la prâctica anterior. Ello permitirîa, segûn - 
esta delegaciôn, que la nueva Convenciôn fuese apoyada por un ma­
yor nûmero de Estados.
Por lo que se refiere concretamente a la soluciôn de conflic 
tes intemacionales, sobre espacios maritimes en que los Estados 
ejerzan derechos soberanos, "la ouestiôn esencial-SQq^n la delega —  
ciôn argentina- gira en tomo al alaanoe que deberia darse en la aonvenoiSn 
a la jurisdiooiôn obligatoria. Para resolver este problema, deberâ enoontrarse 
una fôrmula equilibrada que concilie los diversos intereses en juego, Asi, por 
ejemplo, los Estados que pescan en aguas distantes serian partidarios de un —  
procedimiento especial en materia de pesquerias, que incluyera la aceptaciôn - 
de la jurisdicciôn obligatoria de algûn ôrgano, lo que entranaria un desequili 
brio en relaciôn con los Estados riberehos, especialmente de aquellos Estados 
en desarrollo que no poseen flotas pesqueras poderosas, los que se verian obl^ 
gados a litigar cada vez que trataran de hacer efectiva alguna medida reglamen 
taria, "
"El principio general deberia ser la exclusiôn de la jurisdicciôn obliga^  
toria. Esta soluciôn no convertiria al Estado ribereno en ârbitro dbsoluto de 
las controversias que se susciten en las zonas maritimas sujetas a su jurisdic­
ciôn, pues este debei^ ia cumplir siempre con la obligaciôn general de resolver 
sus controversias por medios pacificos, Lo que no se puede aceptar, es la juri^' 
dicciôn obligatoria de un Tribunal Intemacdonal, con respecto a actos o medi -
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das del Estado rihereno que se refievan a zonas sometidas a su soberania o ju­
ris diooiân, "
7. EXCEPCIONES A LA JURISDICCION OBLIGATORIA.
a) Antecedentes.
Sin embargo, a diferencia de la delegaciôn ecuatoriana que - 
se negô^radicalmente a la jurisdicciôn compulsiva internacional - 
para las controversias derivadas de incidentes producidos en zo - 
nas de soberania estatal, pues éstas eran competencia exclusiva - 
de Ips tribunales nacionales, la Delegaciôn argentina admitiô que 
"existen aiertos derechos, cuya importancia para la Comunidad Internacional po_ 
dria hacer aconsejable la adopciôn de algûn tipo de salvaguardias especiales; 
asi, en el caso de las libertades de navegaciôn y sobrevuelo mâs allâ de las - 
doce nrlllas del mar territorial, podria aceptarse un mécanisme que previera, - 
en ultima instancia, una soluciôn jurisdiccional de cardcter obligatorio,"
En parecidos têrminos se expresô el représentante de Chile, 
al sehalar que los procedimientos de soluciôn arbitral o judicial 
obligatoria, deberian aplicarse ûnicamente a las controversias re 
lativas a zonas maritimas que no estuviesen sometidas a las juri£ 
dicciones nacionales. Con todo, la delegaciôn de Chile se manife£ 
tô dispuesta a considerar la inserciôn en el texto de la conven - 
ciôn, del arreglo obligatorio respecto de las controversias rela­
tivas a la zona econômica exclusiva, en la estera de la navega —  
ciôn y el sobrevuelo.
Para esta delegaciôn, el principio de la jurisdicciôn exclu-
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si va de los tribunales nacionales con respecto a las controver —  
sias derivadas de las zonas maritimas bajo soberania nacional, no 
significa ni ilegalidad, ni irresponsabilidad por parte del Esta­
do, sino simplemente que en taies litigios, un Estado no puede c£ 
tar unilateralmente a otro ante un tribunal internacional, y que 
las partes en una controversia deben tratar de solucionarla por - 
algûn medio pacifico de su propia elecciôn.
Se dijo que las controversias sobre pesquerias y otros pro - 
blemas anâlogos, demostraban la necesidad de un sistema general - 
obligatorio de soluciôn. En realidad, segûn esta delegaciôn, e£ - 
tas controversias no se deben a la falta de un tribunal interna - 
cional con jurisdicciôn obligatoria, sino a la ausencia de normas 
sustantivas universalmente aceptadas. Cuando la conferencia aprue 
be una convenciôn sobre estos temas, disminuirân las controver —  
sias, aunque también es importante la sincera voluntad de los Es­
tados en evitarlas o solucionar las en forma adecuada. La i n d u  —  
siôn de excesivas réservas desvirtuan el alcance de cualquier con 
venio, y la falta de voluntad en su cumplimiento, le nulifican to 
talmente.
La Delegaciôn de Chipre, por su parte, intervino a propôsito 
de las excepciones y réservas al procedimiento obligatorio, decla 
rândose ocntraria a ellas. Admitiô, sin embargo, que habia que —  
permitir ciertas excepciones para lograr un mayor apoyo a la con­
ferencia, pero limitândolas al minimo. Esta delegaciôn se opuso - 
expresamente a toda excepciôn sobre cuestiones de delimitaciôn de 
zonas maritimas -ya sea que se trate de mar territorial, de la zo
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na contigua, de la zona econômica exclusiva o de la plataforma —  
continental- entre los Estados cuyas costas estén situadas trente 
a frente, argumentando que estas cuestiones deben ser resueltas - 
por un tercero, ya que pueden degenerar en enfrentcimientos polity 
cos, econômicos e incluso militares. Si estas excepciones se esta 
blecieran, los Estados pequenos y débiles quedarîan a merced de - 
interpretaciones arbitrarias y de medidas unilatérales de los Es­
tados suficientemente fuertes como para imponer su voluntad. El - 
riesgo séria aûn mayor, si los criterios adoptados para esa deli­
mitaciôn no se basasen en reglas juridicas précisas, como la li - 
nea media, sino en nociones vagas, como los "prinàipios equitativos" 
o, "airaunstanoias especiales", que pueden interpreter se de manera —  
subjetiva. Si se adopta este ûltimo criterio, séria aûn mâs impe­
rative un sistema de arreglo obligatorio con la intervenciôn de - 
un tercero.
Uruguay, por su parte, aceptô que deberian admitirse algunas 
reformas, aunque sôlo fuera para hacer politicamente factible que 
el mayor nûmero posible de Estados ratificase la conferencia. De- 
be tenerse cuidado sin embargo, advirtiô esta delegaciôn, de no - 
erigir un edificio aparentemene astable, cuando en realidad mu —  
chos de sus pilares se hunden en la arena. No es tolerable que —  
ciertos Estados se adhieran a un sistema de arreglo pacifico de - 
controversias, cuando en realidad sôlo estân dispuestos a someter 
a procedimientos obligatorios de arreglo, aquellas controversias 
menores con otros Estados.
Un ûltimo ejemplo, entre las delegaciones que aceptaban aigu
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nas excepciones a la jurisdicciôn obligatoria, lo presentô Grecia, 
manifestando previamente que no desearia que la conferencia esti- 
pulase excepciones al arreglo jurldico compulsivo. Solicitô, sin 
embargo, para le caso que se decidiese lo contrario, que la Corte 
Internacional de Justicia, asi como el Tribunal del Derecho del - 
Mar, en caso de que fuese creado, tuviesen igualmente competencia 
obligatoria para decidir si una controversia determinada constitu 
ye o no una excepciôn. Estos Tribunales deberian tener "la oompeten 
oia de la competencia", es decir, estar calificados para determinar, 
desde el memento en que una u otra de las partes recurre a ellos, 
si tienen competencia para dirimir o no la controversia,
Frente a las posiciones territorialistas de los paises que - 
exigian jurisdicciôn exclusiva sobre las controversias referidas 
a zonas de su soberania, y desoyendo las posiciones aristotélicas 
de las delegaciones apenas citadas, la voz de los Estados Unidos 
se hizo oir a través de su delegado, negéndose a aceptar que se - 
excluyera a la Zona Econômcia de los procedimientos de arreglo o- 
bligatorio.
Japôn, por su parte, sin entrar en detalles, declarô a tra - 
vés de su delegaciôn, que no podia aceptar taies excepciones, ya 
que son contrarias al principio de arreglo obligatorio de las con 
troversias, pero fue el représentante de la Repûblica Federal Ale 
mana, quien expuso en forma razonada los argumentos a este propô­
sito. Se dijo que era errôneo sostener que se infrigia la sobera­
nia de un Estado ribereno, si el ejercicio de sus derechos en el 
mar territorial y la Zono Econômica pudiera ser examinado por un
— 33 2—
tribunal internacional, puesto que el arreglo de controversias se 
refiere ûnicamente a la aplicaciôn e interpretaciôn de la conven­
ciôn y nunca se afirmô que este arreglo fuese incompatible con la 
soberania de las partes en una controversia. Semejante posiciôn - 
tan solo puede conducir a interpretaciones unilatérales y conflic 
tos intemacionales, que es precisamente lo que el arreglo obliga 
torio de controversias se propone evitar. Quienes abogan por esta 
excepciôn, afirmaba esta delegaciôn, parecen preocupados por el - 
hecho de que los procedimientos intemacionales pueden coartar el 
ejercicio de los poderes discrecionales del Estado ribereno, cuan 
do la convenciôn establece estos mismos poderes. Aquel no séria - 
un argumente para negar el recurso a procedimientos de arreglo o- 
bligatorio, cuando estân en juego los intereses de otros Estados. 
Los derechos minimes en el mar territorial o la zona econômica o- 
torgados a otros Estados en virtud de la convenciôn, han de reci- 
bir tanta protecciôn juridica como los poderes reguladores de los 
Estados riberehos. De otro modo, los derechos otorgados por la —  
convenciôn serian prâcticamente inexistantes. El ejercicio de la 
jurisdicciôn exclusiva del Estado ribereno, sôlo quedaria exento 
de la competencia de los Tribunales Intemacionales, en la medida 
en que la convenciôn otorgara un poder discrecional a dicho Esta­
do y siempre que el ejercerlo no coartara los derechos de terce - 
ros, hiciera caso omiso de criterios y normas intemacionales ge- 
neralmente aceptadas, o abusara de sus facultades discrecionales 
en detrimento de otros Estados.
No se créa, sin embargo, que sôlo los paises industrialize - 
dos se opusieron o condic ionaron minuc io s amente las excepciones a
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la jurisdicciôn internacional obligatoria, buscando la protecciôn 
de sus intereses hegemônicos, también los Estados sin litoral o - 
en desventaja geogréfica se negaron a aceptar los criterios nacio 
nalistas de Iso paises reberehos, "Deben equilibrcœse debidcanente tos - 
derechos y deberes de todos los Estados, decia Hungria como portavoz of£ 
cioso de los paises mediterrâneos- y la convenciôn debe contener salva­
guardias suficientes contra el dbuso de esos derechos por cualesquiera de las 
partes contratantes, Es por esta razôn que la delegaciôn de Hungria no puede - 
apoyar la jurisdicciôn del Estado ribereno, respecto de las controversias sobre 
zonas situadas fuera del mar territorial en la cual dicho Estado ejerce su sobe_ 
rania, es decir, sobre la zona econôrrdca exclusiva",
El concepto de soberania, usado como arma y escudo al mismo 
tiempo por los paises riberehos subdesarrollados, oculta en real£ 
dad la extrema politizaciôn de las controversias sobre délimita - 
ciôn de espacios marinos; pesca en la zona econômica, investiga - 
ciôn cientifica marina y actividades militares realizadas en esa 
zona por terceros Estados, entre otros temas que fueron propue£ - 
tos como de competencia nacional.
Las delegaciones latinoamericanas fueron tajantes en este —  
punto, comenta el Dr. PASTOR RIDRUEJO en su crônica sobre el tema. 
La zona econômica exclusiva es parte de la soberania del Estado - 
ribereho, por lo menos en cuanto a la explotaciôn de sus recursos, 
y no podia admitirse otra jurisdicciôn que no fuera la de los tr£ 
bunales estatales.
Los paises industrializados, por su parte, exigieron la in - 
clusiôn de estas controversias en la misma jurisdicciôn que los -
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otros temas del derecho del mar, con el propôsito de evitar posi- 
bles arbitrariedades del Estado costero, al momento de ejercitar 
los derechos que el "jus gentium" les reconoce en ese ârea maritime. 
Los Estados Unidos llegaron incluso a subordinar su aceptaciôn de 
esta zona -como si no fuera ya una instituciôn de derecho interna 
cional consuetudinario- a la instauraciôn en ella de la jurisdic­
ciôn de los tribunales intemacionales.
El temor de muchos Estados de ver limitados sus derechos so­
beranos, y el ejercicio de sus facultades discrecionales sobre la 
zona econômcia exclusiva y la plataforma continental, por un abu- 
so de los procedimientos jurîdicos previstos en el texto del Con- 
benio sobre el Derecho del Mar, encontrô una fôrmula de transac -
ciôn en la sêptima sesiôn. El texto revisado para fines de nego -
ciaciôn sôlo prevela, hasta entonces, que "en ningûn caso el ârhitro 
o el juez dehia sustituir su discvecionalidad a la del Estado costero"{àiiticu 
lo 297, p. 3 -c), fôrmula que resultaba insuficiente para los Es­
tados no industrializados, por lo que, en el perîodo de Ginebra -
-primavera de 1978- "despuës de dilicadas discusiones, el présidente del -
45 grupo de negociaciôn, el delegado griego Cosntantin Stravopoulos, presentô 
como sugerencia una fôrmula de compormiso cuyas caracteristicas esenciales fue_ 
ron, la exclusiôn de la soluciôn obligatoria gidicial o arbitral de aquellas - 
controversias relativas a los derechos soberanos de los Estados sobre los - 
cursos biolôgicos de su zona econômdèa o al ejercicio de taies derechos, y la 
obligaciôn de someter a un procedimiento obligatorio de conciliaciôn algunas - 
de esas controversias, como aquellas referentes a las violaciones manifiestas 
y arbitrarias de las obligaciones relativas a la conservaciôn, determinaoiôn -
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de la captura permùsible y el acceso de terceros Estados a la pesca del ^surpu 
lus' o excedente, A esta se agregô una norma de cardcter general sobre el àbu- 
so del derecho, segûn la cual, 'Los Estados egercitardn sus derechos y poderes 
jurisdiccionales reconocidos por la présente convenciôn, en forma tal que no - 
dahen sin necesidad o arbitrariamente, los derechos de los otros Estados y los 
intereses de la comunidad internacionall", (4).
b) Limitaciones y Excepciones a la Jurisdicciôn Obligatoria, en - 
el Texto del Proyecto de Convenciôn.
Fue esta la fôrmula recogida por la convenciôn. El artîculo 
297 del proyecto, dispone que el Estado ribereho no estarâ obliga 
do a someter a la jurisdicciôn obligatoria, ninguna controversia 
derivada del ejercicio de sus facultades discrecionales para dene_ 
gar una solicitud de invetigaciôn cientîfica marina en la zona econôrrrùca exclu 
siva, cuando ésta tenga importancia directa en la exploraciôn y ex 
plotaciôn de esta zona; cuando entrahe perforaciones o la con£ —  
trucciôn de instalaciones marinas ; en el caso de que los informes 
previos a la concesiôn sean incorrectes, o la entidad investigado 
ra tenga obligaciones pendientes con el Estado ribereho.
Tampoco serân sometidas a ésta jurisdicciôp, sin consent^ —  
miento del Estado ribereho, las controversias que se produzcan —  
por el ejercicio de sus facultades discrecionales para mandar sus_ - 
pender o césar dichas investigaoionés, por no ejecutarse de acuerdo con 
la informaciôn transmitida.
En el primer caso, es obligatorio el procedimiento de conci­
liaciôn, pero la comisiôn respectiva no cuestionarâ el ejercicio
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de la facultad discrecional del Estado ribereho para negar la au- 
torizaciôn, o para reservarse âreas de actividades exploratorias. 
y de explotaciôn mâs allâ de las doscientas millas de su zona eco 
nômica exclusiva, pero dentro de su plataforma continental, en —  
donde no puede, en cambio, negar discrecionalmente su consent^ —  
miento a la investigaciôn.
Tambiên puede rechazar la jurisdicciôn compulsiva, el Estado 
interesado, respecto a controversias relativas a sus derechos so­
bre los recursos vivos de la zona econômica exclusiva o su ejerc£ 
cio, incluidas sus facultades discrecionales para determinar la - 
captura permisible, su capacidad de explotaciôn, la asignaciôn de 
excedentes a otros Estados y las modalidades y condiciones esta - 
blecidas en sus reglamentos de conservaciôn y de ordenaciôn.
No obstante, si no se llega a un acuerdo a través de métodos 
diplomâticos, se someterân al procedimiento de conciliaciôn obli­
gatoria, las controversias originadas en la imputaciôn al Estado 
ribereho, de violar manifiestamente sus obligaciones de conserva­
ciôn y ordenaciôn de los recursos vivos de la zona econômica ex - 
clusiva; de haberse negado arbitrariamente a determinar, a pet£ - 
ciôn de otro Estado, la captura permisible y su capacidad de ex - 
plotaciôn; o de asignar a un Estado, principalmente sin litoral o 
en situaciôn geogrâfica desventajosa, la totalidad o parte del ex 
cedente declarado.
Tampoco en estos casos la comisiôn de conciliaciôn podrâ —  
sustituir por la propia, la facultad discrecional del Estado ribe 
reho.
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En realidad, las controversias antes enunciadas pueden ser - 
sometidas a los procedimientos obligatorios conducentes a decisio 
nes con fuerza vinculante, sôlo que, atendiendo al cardcter di£ - 
crecional de las facultades ejercidas por el Estado ribereno, y - 
al interés politico que casi siempre revisten los conflictos que 
derivan de sus derechos soberanos sobre los recursos vivos de la 
zona econômica exclusiva, el texto del convenio le faculta para - 
negarse a someter este tipo de controversias a la jurisdicciôn o- 
bligatoria, dejândolas sujetas, sin embargo, al procedimiento de 
conciliaciôn obligatoria a través de una comisiôn, aunque el in - 
forme y las conclusiones de este colegiado no sean vinculantes pa 
ra las partes.
Nada impide, sin embargo, que el Estado afectado inicie el - 
procedimiento judicial contra el Estado ribereho que le ha negado 
o suspendido la licencia de investigaciôn cientîfica en la zona - 
econômica, o que ha violado sus derechos a participar de los re - 
cursos vivos de ese espacio marîtimo. El paîs demandado puede en­
tonces negarse a aceptar este procedimiento, o intervenir directa 
mente, contestando el escrito de demanda, ya que su derecho a re­
chazar el método judicial es meramente opcional.
También puede el Estado ribereho, rechazar a priori los mé­
todos judiciales, mediante declaraciôn hecha al firmar o ratify - 
car la convenciôn, o en cualquier momento posterior; retirer esa 
oposiciôn o limitarla a alguna de las controversias privilegiadas 
o a determinados Estados.
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El artîculo 298, por su parte, prevé como excepciones facul­
tatives a la jurisdicciôn obligatoria, es decir, como derecho de 
las partes para rechazar uno o varies de los procedimientos pre - 
vistos en el texto, las controversias que se refieran a la delim£ 
taciôn de las zonas maritimes entre Estados adyacentes o con cos­
tas situadas frente a frente, las relativas a las bahîas o tîtu - 
los histôricos, las que surjan respecto a actividades militares, 
incluidas las actividades de este tipo realizadas por buques y ae 
ronaves de Estado, dedicados a servicios no comerciales, y las —  
controversias respecto de las cuales, el Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas ejerza las funciones a que se refiere la Car­
ta, a menos que el Consejo pida a las partes que las sblucionen - 
por los medios previstos en la Convenciôn.
En compensaciôn, se prevé la jurisdicciôn obligatoria sin —  
ninguna limitaciôn, para las controversias concernientes a la vio 
laciôn, por parte del Estado costero,de los derechos de navega —  
ciôn, sobrevuelo, tendido de cables submarines y otros usos lici­
tes del mar, o cuando se alegue que un EStado ha actuado en con - 
travenciôn de las normas y reglas intemacionales o violado los - 
reglamentos del Estado ribereho al ejercer estas libertades o, en 
fin, los conflictos derivados del incumplimiento de los Estados, 
de sus obligaciones en materia de protecciôn y conservaciôn del - 
medio marino.
Las controversias sobre delimitaciôn de espacios marîtimos - 
poseen una carga polîtica indiscutible. Su relaciôn con la exten- 
siôn del territorio o los derechos soberanos de un Estado, es la
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causa principal de su inclusiôn entre las excepciones facultat£ - 
vas a la jurisdicciôn obligatoria. Sin embargo, nada impide teôr_i 
camente que puedan someterse a los métodos judiciales, como suce- 
diô en el arbitraje Anglo-Francés sobre la plataforma continental 
del Canal de la Mancha, en la disputa Greco-Turca sobre la plata­
forma del Mar Egeo y otros casos; lo que sucede es que, atendien­
do al carâcter politico que puede revestir la controversia, se de 
ja a los Estados la posibilidad de rechazar a priori estos proce­
dimientos, a condiciôn de que, agotadas infructuosamente las nego 
ciaciones, o no obtenido ningûn resultado de éstas, después de un 
tiempo razonable, acepte, a peticiôn de cualquier parte en la con 
troversia, que la cuestiôn sea sometida al procedimiento de conc£ 
liaciôn, a menos que esta sumisiôn entrane el examen concurrente 
de otra controversia no resuelta, relativa a la soberania u otros 
derechos del EStado sobre un territorio continental o insular.
Una vez que la comisiôn de conciliaciôn haya presentado su - 
informe, las partes negociarân un acuerdo siguiendo sus recomenda 
ciones; si éstas no conducen a un arreglo, los Estados recurrirân, 
por mutuo acuerdo, a los métodos judiciales obligatorios.
Las controversias sobre bahias o titulos histôricos, se rela 
cionan con un ârea maritima sujeta a la soberania de un Estado, - 
el que basa sus pretensiones en derechos excepcionales de ocupa - 
ciôn, transmisiones especiales o importancia histôrica, mientras 
que la contraparte impugna la naturaleza juridica de ese espacio 
con fundamento en las normas générales del derecho de gentes.
El interés territorialista y, por lo tanto, su connotaciôn -
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polîtica, hacen de estas controversias otro caso de excepciôn a - 
los procedimientos judiciales obligatorios, al que se aplican las 
normas anteriormente descritas, con tal que el Estado lo manifie£ 
te al momento de suscribir o ratificar la convenciôn, o en cua^ - 
quier momento posterior, y siempre que no se baya iniciado el proce 
dimiento judicial respecto de una controversia de este tipo, pues 
entonces la oposiciôn no tendrâ efectos en el caso concreto.
Las controversias relativas a actividades militares de terce 
ros Estados, en la Zona Econômica Exclusiva, aunque ejecutadas —  
con fines pacificos, son excusadas del procedimiento judicial e—  
obligatorio, por su alta significaciôn politica.
Résulta lôgico que ningûn Estado pueda admitir de buen grado^
que esas aguas donde impera la libertad de navegaciôn, puedan ---
usarse para ejercicios o expérimentes bélicos, aunque no vayan d£ 
rigides a intimidar o lesionar al Estado ribereho o a ningûn otro, 
porque el efecto psicolôgico sobre la poblaciôn y el gobierno, es 
totalmente independiente de la voluntad de los paises que reçu —  
rren a este discutible use del mar.
Es obvie, por otra parte, que el rechazo de la jurisdicciôn 
obligatoria, no bénéficia al Estado costero que no posee capac£ - 
dad negociadora por su debilidad en el contexte internacional, si 
no a las grandes potencies, ya que el recurso a los procedimien - 
tos judiciales provoca, en principio, una igualdad en el piano ju 
ridico que no poseen los paises en materia politica o econômica.
La indefensiôn de los paises costeros del tercer mundo, pare
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ce agravarse en el proyecto, al no preverse el recurso a la conc£ 
liaciôn obligatoria,
Cuando las actividades militares, o las encaminadas a hacer 
cumplir los derechos soberanos sobre la Zona Econômica, sean ejer 
citadas por el Estado ribereho, entonces la situaciôn se revierte^ 
pero acusa menor gravedad para los terceros Estados afectados, —  
por no ser su soberania, ni su seguridad la que entra en juego.
Por fin, las controversias reservadas en la Carta de las Na­
ciones Unidas para el Consejo de Seguridad, por hacer peligrar la 
paz y la seguridad intemacionales, pueden tambiên excluirse de - 
la jurisdicciôn de los tribunales previstos en el proyecto de con 
venciôn.
A este respecto, el représentante de los Paises Bajos calif£ 
cô en 1976 la excepciôn^ como especialmente injustificada, argu - 
mentando que era contraria al art. 36 de la Carta y que planteaba 
la cuestiôn de determinar cuândo el Consejo de Seguridad ejerce - 
esas funciones. Ademâs, cualquiera de los miembros permanentes —  
del Consejo de Seguridad, esté o no involucrado en la controver - 
sia, podia impedir, mediante el veto, que èl Consejo de Seguridad 
decidiera que el procedimiento previsto en la futura convenciôn - 
no era incompatible con el ejercicio de sus funciones.
Si realmente es necesario prever el caso en que el Consejo - 
de Seguridad conozca de un litigio, y éste es simultâneamente ob- 
jeto de un procedimiento de arreglo previsto en la futura conven­
ciôn, por lo menos deberia exigirse, antes de suspender su aplica
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ciôn, que el Consejo de Seguridad decidiera que el procedimiento 
previsto en la convenciôn obstaculiza el ejercicio de sus funcio­
nes. De hecho, el Consejo de Seguridad podrâ adoptar una decisiôn 
obligatoria de ese tipo en cualquier momento, incluso si no hay - 
una disposiciôn en ese sentido en la convenciôn futura, salvo en 
el caso de que un Estado parte en la convenciôn formulera una ré­
serva, la cual, sin embargo, sôlo podria referirse a las contro - 
versias en las que ese Estado fuera la parte demandada.
El proyecto parece admitir esta excepciôn, como una simple - 
defense procesal de la parte demandada, cuando el Consejo ya esté 
conociendo del asunto, y que el procedimiento judicial podria con 
tinuar si este ôrgano politico retirera el asunto de su orden del 
die o pidiese a las partes que lo solucionaran por los medios pre 
vistos en la convenciôn. Pero aparece incluida tambiên, en forma 
general, como una de las hipôtesis de excepciôn facultative que - 
pueden declararse a priori.
Si de estas controversias no puede ocuparse ni siquiera la - 
Asamblea General, cuando el Cosnejo se encargue de ellas, a mayo- 
ria de razôn estarân impedidos cualesquiera otros organismos in - 
ternacionales, incluso judiciales, de mener importancia. Pero es­
te en el caso de que ya se hubiera planteado el conflicto ante el 
Consejo y, al mismo tiempo, ante cualquier ôrgano de jurisdicciôn 
obligatoria en el derecho del mar. Hipôtesis posible cuando ningu 
no de los contendientes hubieran hecho use de la réserva faculta- 
tiva.
El problema, para el caso de oposiciôn anticipada, estriba -
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en la determinaciôn de la naturaleza de la controversia, para sa­
ber si es de las que el Consejo de Seguridad debe conocer.
cQuiên harâ esta declaraciôn? ... ôacaso las partes involu -
cradas, como en el caso de la réserva estadounidense sobre las —  
"cuestiones de competencia interna"! . îQuizâs el Tribunal que conozca 
del asunto, o el mismoi.Consejo de Seguridad?,
El proyecto no responde claramente a estas interrogantes, - 
pues ni siquiera cuenta con una disposiciôn como el artîculo 36, 
epîgrafe 6 del Estatuto de la Corte, por el que se otorga a este 
organisme competencia sobre la competencia, aunque si dispone, a 
fin de evitar el abuso de los procedimientos judiciales, que el -
tribunal ante el cual se présente una demanda sobre temas de ju -
risdicciôn limitada, es decir, sobre libertades de navegaciôn, so 
brevuelo y tendido de cables y tuberîas submarines o de cuale£ —  
quiera otros usos internacionalmente lîcitos del mar en la Z.E.E. 
o incluso sobre protecciôn y preservaciôn del medio marino, inve£ 
tigaciôn cientîfica, y perquerîas "decidirâ a peticiôn de cualquiera de 
las partes, o por iniciativa propia, si la demanda constituye una utilizaciôn 
abusiva de los medios procesales o si consta, en principio, que estâ suficien- 
temente fundada. En el primer caso, el tribunal decretarâ la suspensiôn de las 
actuaciones (art, 294),"
Este procedimiento preliminar puede aprovecharse para deter­
minar el carâcter de la controversia y, por lo tanto, su ubica -- 
ciôn entre los temas exceptuados de la jurisdicciôn compulsiva.
Los Estados pueden retirer, sin embargo, en cualquier momen-
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to su declaraciôn de réserva, y someter una controversia que haya 
quedado incluida en virtud de esa declaraciôn, a cualquiera de —  
los procedimientos especificados en la convenciôn.
8. MEDIDAS CAUTELARES.
El articule 290 del Proyecto faculta al Tribunal que conozca 
de una controversia, "para deoretar tas medidas cautetares que estime apro^  
piadas para satvaguardar tos dereahos de tas partes e impedir que se oausen da- 
nos graves at medio marino, hasta que se dicte et fatto definitive",
"Las medidas cautetares sôto podrân decretarse, modificarse o revocarse 
a peticiôn de una de tas partes en la controversia, despuës de que la otra par­
te haya sido oida",
Ya desde 1976, la delegaciôn de los Paises Bajos habia reco- 
nocido, que toda controversia puede requérir la adopciôn de medi­
das precautorias, especialmente cuando guarde relaciôn con cue£ - 
tiones maritimas que entranen el movimiento de buques o de aerona 
ves. El tribunal facultado para resolver definitivamente la con - 
troversia, deberia tener competencia para adoptar esas medidas. - 
No se plantearâ problema alguno, argumentaba esta delegaciôn, si - 
las partes aceptan la competencia de la Corte Internacional de —  
Justicia o del tribunal de Derecho del Mar, pero si cuando se tra 
te de un procedimiento especial como el arbitraje, pues entonces 
la necesidad de adoptar medidas precautorias sugirân antes de que 
se constituya el tribunal. En este caso, otro ôrgano judicial per 
manente deberâ estar facultado para adoptar taies medidas, mien -
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tras se constituye el 6rgano arbitral, el cual a su vez serâ com­
pétente para revisar la decisiôn.
Atendiendo a esas observaciones, el articule 290 en comenta- 
rio, determinô que "hasta que se oonstituya et trihunàl arbitral al que se 
haya sometïdo una oontroversia, oualquier aorte a tribunal designado de aornûn 
aouerdo par las partes^ a falta de tal aauerdo en el plazo de dos semanas - 
oontado desde la feaha de la soliditud de medidas aautelares^ el Tribunal In - 
temaaional del Dereaho del Mar Oj en su casOj la Sala de oontroversias de los 
fondos marinos^ estarân faaultados para dearetar taies medidas,,, si estiman^ 
en prinaipiOj que el Tribunal al que se ha sometido la aontroversia séria com­
pétente y que la urgenaia de la situaoiôn asi lo requiere. Tan pronto oomo se 
aonstituya el tribunal arbitral, êste podrâ aonfirmar, modifiaar o revoaar esas 
medidas oautelares",
9. LA LIBERACION DE BÜQUES Y TRIPULACION POR VIA SUMARIA INTERNA- 
CIONAL.
Una manifestaciôn sui generis de medida provisional autônoma 
o, si se quiere, de controversia de contenido limitado, ya que no 
permite el conocimiento del fondo del asunto, es la que se refie- 
re a la liberaciôn de buques extranjeros, apresados por un Estado 
que no hubiese observado, por negligencia o por otra causa, las - 
disposiciones de la convenciôn con relaciôn al pronto levantamien 
to de esta medida, inclulda la liberaciôn de su tripulaciôn, una 
vez constitulda fianza bastante.
El art. 292 del proyecto senala que "la auestiôn del levantanrùen-
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to de las medidas de detenoiôn podrân someterse a la Corte o al Tribunal que 
las partes hayan designado de oomün aouerdo, A falta de aauerdo en un plazo de 
10 dias, oontado desde el momento de la detenoiôn, la ouestiôn del levantamter^ 
to de taies medidas podrâ someterse a la Corte o al Tribunal que el Estado que 
haya prooedido a la detenoiôn haya designado, o al tribunal Intemaoional del 
Dereoho del Mar, "
"La petioiôn de levantamiento de la medida de detenoiôn, sôlo podrâ ser 
formulada por el Estado del pabellôn del buque o en su nombre", aunque los - 
Estados Unidos habîan propuesto, con un criterio pragmâtico, que 
se permitiera al propietario o armador de un buque embargado, in- 
tentar en forma directa su propia liberaciôn mediante los proced^ 
mientos sumarios establecidos en la misma convenciôn, proposiciôn 
apoyada infructuosamente por Corea.,
"La oorte o el tribunal dirimdrâ sin demora la ouestiôn del levantarrien- 
to de las medidas de detenoiôn, y sôlo oonooerâ de esta ouestiôn, sin prequ^ - 
gar el fondo de oualquier demanda interpuesta oontra el buque, su propietario 
o su tripulaoiôn ante el tribunal naoional apropiado. Las autoridades del Esta 
do que haya prooedido a la detenoiôn, seguirân siendo oompetentes para ordenar 
en oualquier momento el levantamiento de las medidas de detenoiôn del buque o 
la liberaciôn de su tripulaoiôn",
"Las autoridades del Estado que haya prooedido a la detenoiôn, e^eouta - 
rân sin demora, una vez oonstituidxi la fianza u otra garantia finanoiera deter 
minada por la oorte o el tribunal, la deodsiôn de la oorte o el tribunal oon - 
oemiente al levantamiento de las medidas de detenoiôn del buque o a la libera 
oiôn de su tripulaoiôn".
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La importancia del tema y la bondad de un procedimiento in - 
ternacional sumario, aunque limitado al levantamiento de la medi­
da detentiva, hacen inûtil oualquier comentario adicional. Espana 
seria, entre otros paises pesqueros, uno de los principales bene­
ficiaries de esta instituciôn, habida cuenta de los multiples con 
flictos con Francia, Portugal y los paîses del noroeste africano, 
por la detenoiôn de sus buques, y el prolongado apresamiento de - 
su tripulaciôn.
10. LAS PARTES ANTE LA JURISDICCION INTERNACIONAL DEL DERECHO DEL 
MAR.
Ya habîamos visto, que una de las circunstancias que venian 
pesando desfavorablemente en el volumen de actividad de la corte 
Internacional de Justicia, era la falta de acceso de los particu- 
lares y de las organizaciones internacionales, aunque ciertos or­
ganismes de derecho internacional pûblico si podian plantearle —  
cuestiones consultivas.
El maestro DIEZ DE VELASCO, considéra que el tema es de im - 
portancia excepcional, aunque no sea mucho lo conseguido per el - 
individuo para fijar su capacidad procesal ante determinados tri- 
bunales internacionales.
Entre los antecedentes que nos proporciona este autor, algu- 
nos tomados de GARCIA BAUER, encontramos el protocole Franco-hai- 
tiano de 1940, relative al asunto Aboilard. Tambiên el articule - 
4® de la convenciôn XII de La Haya de 1907, por la cual se creaba
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un tribunal Internacional de presas y se preveîa que los recursos 
podian ser ejercitados por una potencia neutral o por un particu­
lar neutral o beligerante. Sin embargo, la fuerza de este prece - 
dente es minima si se tiene en cuenta que la citada convenciôn no 
entrô en vigor por falta de nûmero suficiente de ratificaciones. 
Un supuesto de mayor entidad fue el establecido por el Convenio - 
de Washington de 20 de diciembre de 1907, en el que las cinco re- 
pûblicas de la América Central crearon un Tribunal de Justicia —  
Centroamericano, al que podian acudir los individuos que sus pro- 
pios Estados. Este Tribunal conociô de cinco demandas presentadas 
por particulares, dos de las cuales (casos Fornos y Molina Larios) 
fueron declaradas inadmisibles por no haberse agotado previamente 
los recursos internos, otra (caso Cerdâ), por no haberse aprobado 
la nacionalidad nicaraguense del autor y no haberse agotado los - 
recursos, la cuarta, (caso Bermûdez), por haberse reconocido la - 
legalidad del decreto de expulsiôn y declarada sin fundamento la 
demanda y, finalmente, en el caso del présidente Gonzâlez Flores, 
se declarô inadmisible la demanda porque implicaba una interven - 
ciôn en los asuntos internos de Costa Rica. El hecho de no haber 
entrado el Tribunal en el fondo de ninguno de los asuntos, impide 
extraer consecuencias susceptibles de generalizaciôn, aunque el - 
intente es ya digno de mencionarse.
Otro interesante precente lo encontramos en las disposicio - 
nés de los Tratados de Paz, concluldos al final de la Primera Gue 
rra Mundial -articules 304 y siguientes del Tratado de Versalles-, 
que instituyeron los Tribunales Arbitrales Mixtes, compétentes pa 
ra conocer de las oontroversias entre particulares y los Estados
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ex-enemigos.
No faltan précédantes pues, aunque algunos hayan quedado sin 
realizaciôn, del acceso de individuos a los Tribunales internacio 
nales, y por lo tanto de un incipiente reconocimiento de su legi- 
timaciôn activa ante esta jurisdicciôn.
Sin embargo, el hecho de que tribunales tan importantes, con 
membresîa universal, como el desaparecido Tribunal Permanente de 
Justicia Internacional y la actual Corte Internacional de Justi - 
cia, hayan negado su funciôn jurisdiccional a los particulares, - 
supone una évidente restricciôn por lo tajante de la negativa y - 
demuestra el largo camino que le queda al individuo por recorrer 
en cuanto a su capacidad de obrar en el âmbito internacional.
Una nota igualmente triste fue el habérsele vedado su acceso 
al Tribunal Europeo de Derechos del Hombre, pese a .las muchas ten 
tativas en favor que se realizaron en el curso de la convenciôn. 
El temor politico fue mayor que la justicia, haberle autorizado 
hubiera supuesto la posibilidad de que reclamara contra su propio 
Estado por las violaciones cometidas contra los derechos reconoci_ 
dos al hombre europeo (5).
Para muchos tratadistas la actual Conferencia del Derecho —  
del Mar puede hacer realidad, aunque limitada a la zona de los —  
fondos marinos, el acceso de los particulares a los ôrganos judi- 
ciales de carâcter internacional.
Un balance de las opiniones expresadas en la actual conferen
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cia sobre el Derecho del Mar, cancela el acceso de los individuos 
a las jurisdicciôn internacional.
Entre los paîses desarrollados que se han opuesto rotundamen 
te a la legitimaciôn procesal de personas fîsicas o jurîdicas, o 
de organizaciones internacionales, respecte a la jurisdicciôn con 
tenciosa internacional, figuran el Reino Unido y la Repûblica Fe­
deral Alemana, pero tambiên otros otros paîses de caracterîsticas 
polîticas tan diversas como podrîa ser Turquîa, Kenya, Rumania o 
Mongolia. El argumente compartido fue el expuesto por la delega - 
ciôn de Polonia, al sostener que el acceso de personas y organis­
mes a los tribunales del derecho de gentes, era contrario a los - 
principles y la prêctica del derecho internacional contemporêneo. 
Si se aceptara este derecho, argumentaba, los nacionales de un E£ 
tado podrian, contra la voluntad de ese Estado, convertirse en —  
partes de litigios contra Estados extranjeros y organizaciones in 
ternacionales, dando origen a una situaciôn incompatible con el - 
principle reconocido de la jurisdicciôn de los Estados sobre sus 
nacionales.
Resultan dignas de menciôn las intervenciones disidentes de 
Italia e Irlanda a propôsito del tema. Este ûltimo pais afirmô —
que "la oonfevenoia dehe descartar o modifiaar, sin titubeos, el ooncepto tra 
dioional en virtud del aual, el aaoeso a los tribunales internacionales se ha 
visto limitado a los Estados, En oiertas circunstancias, el no prever el dere­
oho de aooeso de los individuos puede oonstituir una inqustioia, Por otra par­
te, si se prevé una apelaoiân ante el tribunal por oualquier procedimiento de 
arreglo especial que pudiera orearse en la convenciôn, séria neoesario prever
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el aooeso al tribunal para las personas, tanto naturales oomo juridioas, - 
peoto de aquellas oontroversias en que se vieren involuoradas, La experienoia 
ensena que los reoelos respeoto de esa cvrisdiooiôn no se justifioan."
El représentante de Italia, por su parte, expresô "su esperan- 
za de que las personas naturales y juridioas tengan aooeso al Tribunal del De­
reoho del Mar, La Corte de Justioia de las oomunidades europeas y el Centro In 
temaoional de arreglo de diferenoias relativas a inversiones, son ejemplos —  
muy interesantes de la utilidad de dioha soluoiôn",
Sin embargo, esta esperanza no abarcaba una legitimaciôn ab- 
soluta de las personas y organizaciones internacionales ante la - 
jurisdicciôn del "jus gentiun", sino que se referîa a los proced^ - 
mientos de arreglo que involucran, en forma exclusiva, a las con- 
troversias sobre los fondos marinos internacionales, habida cuen­
ta del carâcter particular del régimen en gestaciôn y el interës 
directe de los particulares, autorizados para explorar y explotar 
la Zona Internacional de los Fondos Marinos.
Por lo que se refiere a las actividades en este espacio mari
timo internacional, la Delegaciôn de Espana hizo patente ante el 
plenario, que las caracterîsticas y la novedad de sus problemas - 
exigen un procedimiento separado de arreglo de controversies y, - 
como culminaciôn del mismo, un tribunal especializado orgânicamen 
te vinculado a la Autoridad, aunque independiente' de ella desde -
el punto de vista funcional. Este tribunal deberâ reunir ciertas
caracterîsticas; deberâ poder contrôler la conformidad de las nor 
mas dimanadas de los ôrganos compétentes de la Autoridad con las 
disposiciones de la convenciôn. Ademâs, deberân tener acceso al -
-352-
tribunal, las personas fîsicas o jurîdicas que hayan celebrado un 
contrato con la Autoridad para la realizaciôn de actividades en - 
la zona.
La delegaciôn de Mauricio, sostuvo en cambio, que dicho tri­
bunal entenderîa en toda controversia de îndole comercial que se 
planteara como resultado de actividades realizadas, o por reali- 
zar, en los fondos marinos de la Zona Internacional, entre la au 
toridad y los solicitantes, tanto personas naturales como jurîd^ 
cas, o entre la Autoridad y los Estados o oualquier combinaciôn 
de esas partes. El tribunal deberîa aplicar un criterio funcional 
y su procçdimiento deberîa ser simple y expeditivo. Estarîa inte- 
grado por jueces independientes, designados con base en una di£ - 
tribuciôn geogrâfica equeitativa, pero no tendrîa competencia pa­
ra revisar las directrices polîticas impuestas por la Asamblea, - 
ôrgano supremo de la Autoridad.
El hecho de que la gran mayorîa de las delegaciones admitie- 
ran, con mayor o menor resistencia, la calidad de partes a las —  
personas fîsicas o jurîdicas y a los Organismos Internacionales, 
permitiêndoles recurrir directamente a la sala de controversies - 
de los fondos marinos, sin necesidad de ser representados por el 
Estado de su nacionalidad, provocô una explosiôn de optimisme en 
muchos publicistas, pues esta situaciôn innovadora en el derecho 
internacional pareciô abrir las puertas de la jurisdicciôn inter­
nacional a los particulares.
No participâmes en la misma medida de esta euforia. El régi­
me n internacional de los fondos marinos esté inspirado en valores
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de justicia social verdaderamente loables, pero su actividad in -
trinseca es de tipo econômico, independientemente de la forma ---
equitativa en que distribuya entre los Estados los bénéficiés ob- 
tenidos en pecunia, tecnologîa o capacitaciôn.
Los Estados que participan en la exploraciôn y explotaciôn - 
de la Zona, lo hacen en un piano de igualdad con las personas ju­
rîdicas y fîsicas patrocinadas por otros Estados, toda vez que su 
actividad es igualmente de tipo empresarial, de mayor envergadura 
e interës, si se quiere, pero igualmente motivada por el lucre.
Desde esta perspectiva, los Estados se despojan de sus cali- 
dades polîticas, como lo hacen multitud de veces en sus relacio - 
nés internas al contratar con particulares, por lo que nada de ex 
trano tiene que la empresa de la Autoridad o oualquier contratis- 
ta, sea otro Estado, una empresa o incluse un particular, le de - 
mande ante la sala de controversies el incumplimiento de sus obli 
gaciones, como ocurre en el derecho naoional, y como hubiera ocu- 
rrido en el caso de oonstituir un Tribunal administrative como 6r 
gano institucional de la Autoridad.
La conclusion es poco alentadora para los apologistes del a£ 
ceso del individuo a la jurisdicciôn internacional. En los con —  
flictos justiciables por la Sala de controversies de los Fondos - 
Marinos, los Estados participan mâs como particulares que como en 
tidades soberanas, y el individuo que interviene, no adquiere por 
elle mayor reconocimiento internacional que si demandera a un orga 
no del propio Estado, ante los tribunales internes, por el incum­
plimiento en el page de un suministro o la desocupaciôn de un lo-
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cal dado en arrendamiento.
Ni la ubicaciôn de la Zona donde los contratistas realizan - 
sus actividades de extracciôn minera; ni la importancia mundial - 
de sus recursos; ni la incorporaciôn del ôrgano judicial avocado 
a la soluoiôn de controversies, al Tribunal Internacional de Dere 
cho del Mar, dan necesariamente carâcter internacional a la mate­
ria del conflicto, ni suponen la entrada triunfal del individuo - 
en una jurisdicciôn creada por los Estados para litigar con sus - 
iguales.
A peser de esta situaciôn, a los Estados incomoda la idea de 
ser vencidos judicialmente por un individuo, ante un foro interna 
cional. Se explica asî la disposiciôn del articule 191 del proyec 
to, por cuanto prevé que si una persona natural o jurîdica enta - 
bla una acciôn contra un Estado parte del que no sea naoional, el 
Estado demandado podrâ soliciter al Estado que patrocine a esa —  
persona, que comparezca en las actuaciones en nombre de ella. De 
no hacerlo, el Estado demandado podrâ tomar los recaudos necesa - 
rios para que comparezca en su nombre una: persona jurîdica de su 
nacionalidad.
11. OBLIGATORIEDAD Y EJECUCION DE LAS SENTENCIAS.
"'Toda deoisidn diotada -dice el articule 296 del Proyecto- o to_ 
da medida deovetada por una Corte o Tribunal que sea compétente, serâ défini- 
tiva y deberâ ser oumplida por todas las partes en la controversia,
"Tal decyisiân o medida sôlo tendrâ fuerza obligatoria para las partes -
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en litigio y respeoto de ta controversia que haya sido dirimida,"
No obstante la similitud de esta disposiciôn con el articule 
59 del Estatuto de la Corte, el proyecto de conferencia sobre el 
Derecho del Mar carece de una referenda al articule 94 de la Car 
ta de las Naciones Unidas, por el que se faculta al Consejo de Se 
guridad para hacer recomendaciones o dictar medidas, con el obje- 
to de que se lleve a efecto la ejecuciôn del fallo.
Se deja por lo tanto a las normas générales del derecho in - 
ternacional los métodos de ejecuciôn, por lo que respecta a las - 
sentencias o laudos dictados por los organismos judiciales que po 
seen competencia general en asuntos marinos.
Sin embargo, por lo que respecta al enfoque funcional, el —  
art. 40 del anexo VI, introduce en el proyecto una de sus notas - 
mâs interesantes, relacionada con el tema de la ejecuciôn de fa - 
llos dictados por la Sala de Controversies de los Fondos Marinos. 
Este articulado dispone, que las sentencias, de la sala serân eje 
cutables en los territorios de los Estados signatarios, de la mi£ 
ma manera que las sentencias o providencias del Tribunal Supremo 
del Estado parte en que se solicite la ejecuciôn.
Esta disposiciôn parece imponer a los Estados, la obligaciôn 
de ejecutar los fallos de la Sala, a través de sus propias autor^ 
dades y procedimientos, aunque no aclara si este deber se refiere 
sôlo a las sentencias dictadas contra particulares o empresas que 
tengan su domicilie y bienes en el territorio del Estado que les 
ha patrocinado, o si pueden ejecutarse por ese procedimiento, los 
fallos dictados contra ese mismo Estado, en una especie de ---
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autoejecuciôn forzosa, lo que no parece del todo factible. La nor 
ma de referenda sin embargo, permite la aventura de la interpre 
taciôn, desvelando nuevos horizontes al derecho internacional pû 
blico, similares a los 'desciibiertos por la, Corte de Justicia 
de la Comunidad Econômica europea.
1
Todo lo anterior demuestra, no sôlo la autonomîa que desde 
los inicios de la conferencia caracterizô a la Zona Internacional 
de Fondos Marinos, sino el avanzado bosquejo desarrollado en tor 
no a la soluoiôn de controversies derivadas de las actividades - 
en este revolucionario espacio marîtimo. '
12. LOS ORGANOS JUDICIALES EN EL DERECHO DEL MAR.
Hemos sehalado que la fôrmula Montreux, modernizada con el - 
enfoque funcional, permite a los Estados designer el ôrgano judi­
cial al que desean someter sus controversies. Que un sistema efec 
tivo y viable es la piedra angular del nuevo orden internacional 
de los ocëanos que pretende crear la convenciôn de Derecho del —  
Mar, cuya caracterîstica principal es, precisamente, su flexibili 
dad, al ofrecer a los Estados una ancha game de métodos para solu 
cionar sus diferenoias, sin abandonar los sistemas de soluoiôn —  
obligatoria (6). Veamos cuales son estos organismos judiciales y - 
cômo operan;
a) El Tribunal del Derecho del Mar.
Este organisme, creado formaImente por la Conferencia, no es
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en realidad una instituciôn reciên pensada. Muchos internaciona - 
listas la habîan contemplado como una necesidad ante la avalancha 
de discusiones sobre los temas maritimes y la aparente crisis de
la Corte Internacional de Justicia. La presencia de un ôrgano ju­
dicial especializado que concentrera todas Las disputas interna - 
cionales sobre el Derecho del Mar, ha sido propuesta incluso por 
escritores de ciencia ficciôn, como el estadounidense Elisabeth 
Mann-Borgese, quien ofreciô a las Naciones Unidas "un proyeoto suma 
mente comptejo, -inspirado en ta estruotura de diferentes organizaciones y de 
cosntituciones -nacionates. Este mecanismo, avocado a ta exptotaciôn de tos ma 
reSj constaria de no menos de seis series de instituciones (una comisiân mari 
tima, una asambtea maritima, u-na agenda maritima de ptanificaciôn, très secr^ 
tarias para ta exptotaciôn minera, ta extracciôn petrotifera en mar profundo, 
ta pesca y agricuttura y un Tribunat Maritime), ademâs de très categorias de 
miembros fundadores; organizacioens intergubemamentates y no gubemamentates, 
miembros asociados e individuos, Todo estdba previsto en este sistema, hasta 
ta sede de ta institudôn en ta Vateta (Matta)," (7).
El Tribunal del Derecho del Mar, apoyado por los Estados Un£
dos, apareciô en el texto original preparado por el présidente de 
la conferencia, con una manifiesta preminencia. En caso de desa - 
euerdo entre las partes de una controversia en cuanto al foro ele 
gido, séria compétente este tribunal, como tambiên cuando una par 
te contratante involucrada en un conflicto, no hubiere designado 
tribunal para someter sus controversies.
Este tribunal segûn la delegaciôn de Chipre, deberîa tener - 
un papel primordial en el sistema y podia estar compuesto por dos
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câmaras, una de las cuales se ocuparîa exclusivamente de las cue£ 
tiones relativas a los fondos marinos y la otra tendrîa una juri£ 
dicciôn general sobre todos los otros temas. Se facilitarîa asî, 
considerablemente, la soluoiôn de la espinosa ouestiôn de saber - 
si sôlo los Estados pueden comparecer ante ese tribunal, o si tam 
biên tendrîan acceso las organizaciones internacionales y las per 
sonas fîsicas y morales.
Contra esta preminencia del Tribunal del Derecho del Mar, d£ 
ce el Dr. PASTOR RIDRÜEJO, "fue muy signifioativa la postura de Francia 
y otros paises de Europa occidental, Ellos sostenian que todo tribunal precons^ 
tituido es un tribunal mal constituido; y tal base conducia obviamente al arb-£ 
traje que, para la delegaciôn francesa, era el sistema cuya aceptaciôn debia - 
presunrirse a falta de declaraciôn expresa, o cuando los Estados parte en una - 
misma controversia discreparen en cuanto al foro elegido. Las delegaciones ita 
liana y danesa apoyaron este ûltimo punto," (8) .
La delegaciôn francesa sostenîa, que el mécanisme de solu - 
ciôn de controversies debîa tener el mayor alcance posible, y co- 
rresponder a las caracterîsticas especîficas del Derecho Interna­
cional en general, y a las del Derecho del Mar en particular. En 
primer lugar debe descartarse la simplificaciôn ilusoria de exten 
der entre los Estados los mécanismes que sôlo tienen validez en - 
el derecho interne.
En efecto, decîa la delegaciôn francesa, el principle de ---
igualdad soberana de los Estados, lleva a la conclusiôn de que to 
da jurisdicciôn internacional es limitada y excepcional, y que el 
recurso a un tribunal internacional sôlo puede oonstituir un pro-
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cedimiento auxiliar de arreglo de oontroversias. A esta primera - 
conclusiôn deben anadirse las consecuencias que dimanan de los ca 
racteres propios del derecho del mar, complejo conjunto de normas 
jurîdicas de diverse carâcter, que pueden generar litigios de na- 
turaleza muy heterogénea. Para resolverlos, parece prudente comen 
zar por establecer una tipologîa de las oontroversias, y determi- 
nar las diversas variables que se han de tener en cuenta al elegir 
los métodos de arreglo; este criterio pragmâtico, permite adoptar 
una serie de procedimientos en funciôn de la naturaleza y el obje 
to de cada una de las categorîas de controversies. La delegaciôn 
de Francia no se mostrô partidaria de incluir en estos proced£ —  
mientos, la posibilidad de un tribunal permanente con competencia 
general. Propuso en cambio que se aceptara el principle de arre - 
glo mediante terceros imparciales, disegnados en cada caso por —  
las partes en la controversia y, aplicando el principio funcional, 
que se previeran procedimientos especiales para cierta categorîa 
de conflictos.
Una tercera posiciôn es la que, a nuestro parecer hizo coin- 
cidir a las mâs importantes delegaciones; la sostenida por el Re£ 
no Unido, cuyo représentante se mostrô poco convencido de la nece 
sidad de crar un nuevo Tribunal permanente. El nûmero de casos 
que tendrîa que resolver probablemente no justificarîa los eleva- 
dos costos de su constituciôn y mantenimiento. Por lo demâs, de - 
necesitarse un tribunal permanente, ya existe la Corte Internacio 
nal de Justicia, que se creô para resolver controversies como las 
relativas a la interpretaciôn de los tratados y al derecho del —  
Mar. Alemania, Italia, Argentina y Dinamarca, entre otros Estados,
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apoyaron a la Corte como ôrgano exclusivo de carâcter permanente, 
admitiendo el arbitraje como una nueva opciôn, pero de tribunal - 
transitorio.
La delegaciôn espanola reconociô, por su parte, en la reu —  
niôn del plenario de la conferencia, durante el cuarto période de 
sesiones, que la Corte Internacional de Justicia habîa sabido cum 
plir de manera satisfactoria la funciôn que le encomendara la Car 
ta de las Naciones Unidas, y que séria el ôrgano por excelencia - 
que deberîa encargarse del arreglo judicial de controversies, ade 
mâs, agregô la delegaciôn de Bulgaria, el fortalecimiento de la - 
C.I.J. tendrîa para la comunidad internacional, mucho mayor inte- 
rês que crear un nuevo tribunal cuyas atribuciones fuesen simila­
res .
Por ûltimo, Japôn, considerando que los problemas del dere - 
cho del mar pueden solucionarse dentro del actual sistema, impug- 
nô la creaciôn de un nuevo tribunal, porque darîa lugar a una du- 
plicidad de funciones respeoto de la Corte, y a mâs de un conflie 
to de competencies.
En un texto de negociaciôn como el formulado por la conferen 
cia, cabîa el mantenimiento de todas estas proposiciones, porque 
serâ al momento de designer el ôrgano judicial al que los Estados 
someterân sus controversies, cuando se conozca, por una simple —  
operaciôn numérica, si tendremos un nuevo tribunal especializado 
en temas marîtimos, tanto générales como especiales, referidos a 
la zona internacional de fondos marinos; si la sala de controver-
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sias constituirâ un tribunal autônomo porque el tribunal interna­
cional de derecho del Mar no alcanza suficiente apoyo, o si êste 
darâ el golpe de gracia a una Corte Internacional, que apenas aho 
ra empezarîa su "edad interesante",
Por lo que respecta al tribunal al que deberâ responder la - 
jurisdicciôn supletoria, a falta de acuerdo o designaciôn de las 
partes, la soluciôn francesa es la que se ha impuesto en el texto 
actual, ya que segûn los pârrafos 3 y 5 del articule 287, "se pre- 
sumirâ que eê Estado involucrado en una aontroversia no aomprendida en una de- 
alaraaiân vigente, ha aoeptado el arbitrage,,, si las partes en una aontrover­
sia no han aoeptado el mismo procedimiento para la soluoiôn de la misma, êsta 
sôlo podrâ ser sometido. al arbitrage a menos que las partes convengan otra co- 
sa",
El Tribunal del derecho del mar estâ previsto como un ôrgano 
judicial especializado y permanente, compuesto de 21 miembros in­
dependientes, elegidos por los Estados partes en la Convenciôn, 
entre personas que gocen de la mâs alta reputaciôn por su equidad 
e integridad y sean de reconocida competencia en asuntos relacio- 
nados con el derecho del mar. Deberân representar equitativamente 
a los principales sistemas jurîdicos y geogrâficos del mundo (ar­
ticules 2 y 4 del anexo VI).
El Tribunal no podrâ tener dos miembros de un mismo Estado y 
si,en cambio, très miembros por lo menos que representen a cada - 
uno de los grupos geogrâficos establecidos por la Asamblea Gene - 
ral de las Naciones Unidas (articule 3 del mismo anexo).
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Ademâs de ocuparse de la composiciôn y la duraciôn del cargo 
(nueve anos con posibilidad de reelecciôn), el sistema de suplen- 
cias y las condiciones relativas a la actividad, participaciôn e 
inmunidades de los miembros de este Tribunal, en forma muy parec£ 
da al estatuto de la Corte, el anexo de referenda régula el esta 
blecimiento de una sala de controversies de los fondos marinos, y 
de salas especiales compuestas de très o mâs miembros, con facul- 
tades para conocer de determinadas categorîas de controversies.
Buscando hacer atractivo el recurso a este Tribunal precons- 
tituîdo, cuyo quorum es de once miembros por lo menos, el articu­
le 15 del anexo propone una fôrmula flexible al autorizar al tri­
bunal para oonstituir, con sus propios miembros, una sala espe —  
ciel que conozca de una controversia determinada, siempre que las 
partes lo soliciten y aprueben su composiciôn, identificândose en 
cierta medida con un tribunal de arbitraje.
Este ôrgano judicial, como los otros previstos en la fôrmula 
Montreux, deben decidir las oontroversias de acuerdo con la con - 
venciôn y las normas de derecho internacional que no sean incompa 
tibles con la misma. Si las partes en conflicto convienen en ello, 
fallarâ "ex aequo et hono", segûn el articule 293 del proyecto de —  
convenio.
El articule 20 del anexo respective, dispone que los Estados 
podrân ser parte en los asuntos sometidos a ese tribunal, pero no 
limita a ellos su jurisdicciôn, pues como ya se dijo, acepta que 
entidades distintas tengan tambiên acceso, pero sôlo por lo que - 
respecta a los conflictos sobre la zona internacional de los fon-
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dos marinos, en los que empresas y particulares estân legitimados 
procesalmente ante la sala respectiva, ademâs de que deja abierta 
la posibilidad de nuevas hipôtesis, creadas por acuerdo entre las 
partes, por las que se concéda competencia al tribunal para cono­
cer de controversies entre Estados y entidades distintas.
Estâ previsto en este anexo, que el tribunal puede tomar me­
didas provisionales, a solicitud de cualquiera de las partes, pa­
ra salvaguardar los derechos o para impedir que se causen danos gra 
ves al medio marino. Estas podrân modificarse o revocarse, tan —  
pronto como varîen las circunstancias o dejen de existir (disposi_ 
ciôn complementaria del articule 290 del convenio.)
El Tribunal dictarâ las providencias necesarias para el cur­
so del proceso, y decidirâ la forma y términos a que cada parte - 
deberâ ajuster sus alegatos, adoptando ademâs las medidas proce - 
dentes para la prâctica de pruebas.
Cuando una parte no comparezca o se abstenga de defender su 
posiciôn, la otra podrâ pedir al Tribunal que prosiga las actua - 
ciones y dicte su fallo. Este se tomarâ por mayoria de votos, pe­
ro antes, el Tribunal deberâ asegurarse no sôlo de que tiene com­
petencia, sino ademâs que la pretensiôn estâ bien fundada en cuan 
to a los hechos y al derecho.
El fallo serâ definitive, motivado, con inclusiôn de las op_i 
niones disidentes, obligatorio sôlo para las partes y por lo que 
respecta a la controversia, y susceptible de interpretaciôn por - 
el mismo tribunal.
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Nada prevé el anexo de referenda ni el texto principal del 
convenio en elaboraciôn, a propôsito de un posible recurso de re- 
visiôn, ni respeoto a la forma de hacer ejecutar las sentencias, 
como si hace el estatuto de la Corte Internacional de Justicia a 
través del Consejo de Seguridad.
b) La Sala de Controversies de los Fondos Marinos.
El tema que originô la Conferencia y que esté llamado a revo 
lucionar el principio de la libertad de los mares, es el de la zo 
na internacional de los fondos marinos mâs allé de las jurisdic - 
ciones nacionales.
Los très mayores obstâculos que pueden producir el archivo - 
del tratado son, segûn BERNARD H. OXMAN, la ouestiôn todavia pen- 
diente de la explotaciôn de los fondos marinos, incluyendo el si£ 
tema de votaciôn ante la autoridad; las proposiciones inspiradas 
en razones politicas, en relaciôn con los movimientos de libera - 
ciôn naoional y los graves defectos del sistema para adoptar dec£ 
siones, basado en "el aouerdo de oaballeros" de utilizer el sistema - 
del consenso hasta que fuera indispensable la votaciôn (9).
En 1977 escribîa PASTOR RIDRÜEJO sobre el Estado de las nego 
ciaciones en la III Conferencia del Derecho del Mar, a propôsito 
del sistema de soluciôn de controversies (10), relevando cômo la 
mayorîa de las delegaciones se inclinaban por que fuera un tribu­
nal especial, vinculado orgânicaimente a la future autoridad de la 
Zona, el encargado de dirimir las controversies.
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El documento presentado en 1976 por el Présidente de la con­
ferencia, se referîa al Tribunal de los fondos marinos con cierta 
ambigüedad, pues algunas de sus disposiciones le hacîan aparecer 
como un organismo vinculado a la Autoridad, otras como un ôrgano 
judicial autônomo, mientras que el anexo relativo a la compos£ —  
ciôn y funciones del Tribunal del derecho del mar, aparecîa como 
una sala especial ocupada de las cuestiones relativas a la explo­
raciôn y explotaciôn de los fondos marinos.
La delegaciôn de Polonia, por ejemplo, declarô en 1976 que - 
apoyaba el enfoque funcional de soluciôn de controversies, y que 
era, por lo tanto, partidaria del establecimiento de un tribunal 
de los fondos marinos, como uno de los ôrganos de la Autoridad de 
los fondos marinos.
Pakistan y Nigeria, considerando el carâcter sui generis de 
las controversies acerca de los fondos marinos internacionales, - 
apoyaron la creaciôn de un "Tribunal de Dereoho del Mar", cuya princ£ 
pal funciôn sea entender en aquellas cuestiones relacionadas con 
la exploraciôn y explotaciôn de esta zona.
El texto revisado, tal y como aparece a finales de 1980, ---
otorga competencia para resolver las controversies que surjan en 
la zona, a una sala especializada del Tribunal Internacional del 
Derecho del Mar, sin que los Estados pueden elegir otro ôrgano ju 
risdiccional para someterle este tipo de litigios.
En efecto, la fôrmula Montreux no alcanza a esta Sala, a pe­
ser de que sus miembros forman parte del tribunal antes menciona-
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do. La libertad para elegir los medios de soluciôn judicial de —  
controversies, sôlo opera en lo que se refiere a la competencia - 
general, no asi en lo que hace a las competencies especializadas 
o funcionales.
El articule 187 del proyecto de convenciôn, otorga a esta sa 
la competencia exclusiva y obligatoria, frente a oualquier otro - 
tribunal;
a) En las controversies que se susciten entre los Estados parte, 
concernientes a la interpretaciôn o aplicaciôn de la secciôn - 
correspondiente a los fondos marinos internacionales y a los 
anexos que a ella se refieran.
b) En las controversies que se susciten entre un Estado parte y - 
la autoridad, acerca de actes u omisiones de la autoridad o —  
del Estado, cuando se alegue que éstos violan las normas apli- 
cables a los fondos marinos, o los reglamentos o procedimien - 
tos promulgados con arreglo a elles, o respeoto a los actos de 
la Autoridad que, segûn se alegue, constituyan una extralimita 
ciôn en el ejercicio de la jurisdicciôn, o un abuso de poder;
c) En las controversies que involucren a partes contratantes, a - 
la Autoridad, a la empresa, a las entidades estatales o las —  
personas naturales o jurîdicas mencionadas en el apartado b) - 
del pârrafo 2 del artîculo 153, que se refieran a:
i) La interpretaciôn o la aplicaciôn del contrato pertinente 
o de un plan de trabajo; 
ii) Las acciones u omisiones de una parte contratante que ---
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guarden relaciôn con actividades en la zona y que estên - 
dirigidas a la otra parte, o que afecten directamente sus 
intereses légitimes.
d) En las oontroversias que se susciten entre la Autoridad y un - 
probable contratista que haya sido patrocinado por un Estado, 
segûn lo dispuesto en el apartado b) del pârrafo 2 del articu­
le 153, y que haya cumplido debidamente las condiciones de la 
solicitud, en relaciôn con la denegaciôn del contrato o con u- 
na ouestiôn jurîdica que surja en la negociaciôn del mismo.
e) En todas las cuestiones especialmente establecidas en la pre - 
sente convenciôn.
Esta sala no tendrâ competencia, sin embargo, respecte de —  
las facultades discrecionales ejercidas por la Autoridad de los - 
fondos marinos, ni podrâ declarar la nulidad de sus normas, régla 
mentes o procedimientos, ni la falta de conformidad de éstos con 
las disposiciones de la convenciôn. Sôlo estâ facultada para re - 
solver el caso concrete que se le someta. (artîculo 190 del texto 
oficioso del proyecto).
Algunas excepciones modifican o limitan la competencia de e£ 
ta Sala, formada por once miembros del Tribunal Internacional del 
Derecho del Mar, designados por las dos terceras partes de los —  
miembros présentes y votantes de la Asamblea de la Autoridad de - 
los Fondos Marinos.
En primer lugar, las partes podrân remitir sus controversies 
sobre interpretaciôn y aplicaciôn de la parte del convenio que se
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refiere a los fondos marinos, a una Sala especial del Internacio­
nal de Derecho del Mar, cuya composiciôn se fijarâ con la aproba-
ciôn de las partes, incluyendo en plan de igualdad a aquellos ---
miembros que tengan la nacionalidad de los litigantes, o admitien 
do incluso a miembros especiales designados por las partes. (art_i 
culos 15 y 17 del anexo VI).
Tambiên podrâ constituirse, a peticiôn de parte interesada, 
una sala ad hoc compuesta por très miembros de la Sala de contro­
versies, aprobados por los solicitantes, pero éstos no deberân e£ 
tar al servicio o ser nacionales de las partes en disputa, (artî­
culo 37 del anexo VI), aunque la constituciôn de esta ûltima sala 
no implique en realidad una excepciôn a la competencia de la sala 
de controversies de los fondos marinos, por ser una forma de agi- 
lizar el procedimiento y de permitir la intervenciôn de los Esta­
dos en conflicto en la designaciôn de los miembros de esta sala - 
especial.
Una segunda y ûltima excepciôn a la competencia de la sala, 
responde a una versiôn extrema del principio funcional. Se trata 
de la interpretaciôn y aplicaciôn de los contratos o de un plan - 
de trabajo para la exploraciôn o explotaciôn de la zona.
El pârrafo 2 del artîculo 188 del Proyecto en discusiôn, di£ 
pone que este tipo de disputas deberân ser sometidas, a solicitud 
de cualquiera de las partes, a un "arbitrage oomera-ial vinoulante", a- 
clarando que el tribunal de arbitraje no tendrâ jurisdicciôn para 
interpretar ninguna de las disposiciones del convenio, por lo que, 
si la interpretaciôn résulta necesaria, deberâ remitir la eues —
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tiôn a la sala de oontroversias para que êsta resuelva.
La sala de controversies de los fondos marinos tendrâ tam - 
biên funciones consultivas y dictaminadoras de tipo especial y - 
general.
Cuando una medida propuesta a la Asamblea de la Autoridad no 
parezca conforme a la convenciôn, un cuarto de sus miembros podrâ 
pedir al présidente que solicite a la Sala de controversies una - 
opiniôn consultive sobre el tema, debiéndose aplazar la votaciôn 
hasta que la opiniôn se rinda. (artîculo 159 pârrafo 10).
Igualmente, cuando se trate de suspensiôn de los privilegios 
y derechos inherentes a la calidad de miembro, no podrâ adoptarse 
ninguna medida por la Asamblea, hasta que la sala de controver —  
sias de los fondos marinos haya determinado que ese Estado ha vio 
lado manifiesta y repetidamente las disposiciones de la conven —  
ciôn, en lo que se refiere a la zona (artîculo 185, pârrafo 2).
Y en fin, esta misma sala emitirâ opiniones consultivas con 
carâcter urgente y general, cuando asî se lo soliciten la Asam —  
blea o el Consejo, sobre las cuestiones jurîdicas que se planteen 
dentro del âmbito de actividades de estos Organos (artîculo 189 - 
del proyecto),
El manifiesto interês de los Estados, de que la Asamblea de 
la Autoridad asegure la representaciôn de los principales siste -
mas jurîdicos del mundo, asî como una distribuciôn geogrâfica ---
equitativa en la Sala, al momento de votar a sus miembros por un -
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perîodo de très anos, o por un segundo perîodo de igual duraciôn, 
parece confirmar el criterio politico de su composiciôn, justifi- 
cando la desconfianza de la Comunidad Internacional respecte a la 
independencia de sus miembros, como también sucede en el Tribunal 
internacional del Derecho del Mar,y en la Corte Internacional de 
Justicia, cuando, en pureza juridica, si los magistrados son inde 
pendientes-y resuelven con fundamento juridico los casos que se - 
les plantean, no importa el ârea geogrâfica o la naciôn de que —  
provengan.
Pero lo que résulta injustificable, si se quiere obtener la 
confianza en la imparcialidad de la sala, es que se le hayan otor 
gado las funciones consultivas y dictaminadoras especiales a que 
ya se hizo referenda, pues se le obliga a emitir juicios y a de- 
terminar la existencia de ciertas condiciones, que bien podrian - 
ser materia de futures controversies y^entrer de nuevo en la com- 
petencia de la Sala, pero ahora con carâcter de conflictos jud^ - 
dales, es decir, como materia contenciosa.
Imaginemos que un Estado plantea une controversia ante al Sa 
la, por considérer que la Asamblea le privô ilegalmente de sus de 
rechos como miembro, ya que no considéra haber violado "reipetida y 
manifiestamente" sus obligaciones convencionales, o que impugne la - 
adopciôn o el rechazo de une medida por parte de la asamblea, por 
considérer que el hecho es contrario a sus intereses y violatorio 
de la convenciôn. cCuâl serâ entonces el grado de imparcialidad - 
de la sala de controversies, si el dictàmen sobre la violaciôn 
'^ rejpetida y mardfiesta" o la opiniôn sobre la conformidad o no de la
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medida a los principios de la convenciôn, hubieran emanado de ---
ella a titulo de consulta?.
Hemos ya comentado los esfuerzos de la C.I.J., para no pre - 
juzgar sobre el fondo de una controversia interestatal presentada 
como una simple cuestiôn consultiva, y ahora résulta que el pro - 
yecto ignora êsta pûblica experiencia y obliga a la sala de c o n ­
troversies a prejuzgar en forma inevitable.
Esta situaciôn es doblemente criticable, porque no s6lo afec 
ta la libertad decisoria de este ôrgano judicial, sino que olvida 
la existencia de una comisiôn juridica y técnica (articule 165 —  
del proyecto), que es ôrgano del Consejo, y a la que se podria o- 
torgar esas facultades consultivas y dictaminadoras que tanto per 
judican la imagen de la Sala. Nada decimos sobre las consultas —  
que la Asamblea o el Consejo puedan dirigir a este organisme, con 
tal que se refieran a cuestiones juridicas générales, surgidas en 
el âmbito de sus actividades.
c) La Corte Internacional de Justicia.
Poco podemos agregar a lo que ya hemos dicho sobre este Tri­
bunal, cuyos muchos detractores aseguran que atraviesa por una —  
grave crisis.
Entre los principales atractivos que adornaron el nacimiento 
de la Corte, en perjuicio aparente de los tribunales arbitrales, 
destacaba su capacidad creadora de criterios estables, y su apor-
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taciôn, por lo tanto, al "corpus" del derecho internacional, ade - 
mâs que agilizarîa la soluciôn de controversies por tratarse de - 
un Tribunal permanente, a diferencia de los Tribunales arbitrales 
que deben ser constituîdos por acuerdo entre las partes y dotados 
de una jurisdicciôn efîmera que nace con el conflicto y concluye 
con la resoluciôn.
No obstante estas previsiones, la Corte no se ha distinguido, 
ni por la creaciôn de precedentes, ni por su agilidad procesal, y 
ha sido criticada desde hace mucho tiempo, por la forma en que se 
désigna a sus jueces, por su falta de eficacia al no contar con - 
una jurisdicciôn obligatoria amplia, ni poder ejecutar sus résolu 
ciones, ademâs del alto costo de su mantenimiento, derivado preci 
samente de su escasa actividad.
Estas crîticas no son totalmente justas, porque no puede es- 
perarse mayor actividad en un Tribunal Internacional, que la que 
le procuren sus propios afiliados al someterle sus controversias. 
La lentitud, por otra parte, con ser cierta, es un factor que re£ 
ponsabiliza también a las partes, pero que sirve para enfriar los 
ânimos, mientras que el criterio para elegir a sus jueces, no es 
menos interesado que el que mueve a las partes a constituir tribu 
nales de arbitraje, no obstante el alto costo econômico y tempo - 
ral que su creaciôn y funcionamiento requiere. El interês por la de 
signaçiôn directa de los ârbitros, parece orientado a la bûsqueda de 
apoyo, mâs que de imparcialidad.
Admitiendo esta realidad y sabiendo de las crîticas que se le 
enderezaban, la Corte introdujo en 1.972 algunas modificaciones -
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en su estatuto, con el propôsito de aumentar su atractivo como 6r 
gano de arreglo judicial de controversias.
Y es que las fuentes de competencia puestas a disposiciôn de 
la Corte, basadas principalmente en la movible voluntad de los E£ 
tados, no suministraron el nûmero de controversias que se espera- 
ba, lo que puso a la Corte en tal situaciôn de desempleo, que le 
obligô a modificar el Estatuto para hacer que sus magistrados que 
daran disponibles como posibles ârbitros a elegir por las partes. 
Autorizô ademâs el establecimiento de Salas ad hoc para conocer - 
de un asunto determinado, estableciendo que la elecciôn de los ma 
gistrados que formarîan estas Salas, podria fundarse. en un consen 
30 entre la Corte y las partes, e incluso integrarse con magistra 
dos especialmente designados por ellas, lo que hizo de estas sa - 
las verdaderos tribunales de arbitraje.
Esta modernizada Corte, es uno de los tribunales puestos a - 
la opciôn de los palses que participan en la III Conferencia del 
Derecho del Mar. La designaciôn concreta deberâ hacerse al momen- 
to de ratificar o adherirse al Convenio, o mediante comunicaciôn 
escrita en cualquier momento posterior. El mar, por ironla de un 
naufragio sui generis^es la ûnica salvaciôn de una corte enrige - 
cida por la inactividad.
d) El Tribunal Arbitral.
Este ôrgano judicial se caracteriza, porque sus miembros son 
designados por las partes, de entre los intégrantes de una lista
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de ârbitros confeccionada por el Secretario General de las Nacio- 
nes Unidas. Estâ regulado en cuanto a su constituciôn y funciona­
miento, por el anexo VII del Convenio.
Cada una de las partes podrâ nombrar a uno de los cinco ârbi 
tros que compondrân el Tribunal, preferiblemente de la lista an - 
tes senalada, pudiendo ser nacional de esa parte. Los otros tres 
serân nombrados por acuerdo entre los contendientes y serân nacio 
nales de terceros Estados, recayendo la presidencia en uno de es- 
tos ûltimos.
Salvo pacto en contrario, el Tribunal fijarâ sus propias nor 
mas de procedimiento, garantizando a cada una de las partes la —  
plena oportunidad de ser oîdas y de presenter su caso.
Las partes estarân obligadas a sumintstrar al Tribunal, to - 
dos los documentos y la informacidn pertinentes, a permitirle la 
citaciôn y recepciôn de testigos o peritos, la inspecciôn de luga 
res y a sufragar equitativamente los gastos del tribunal y la re- 
muneraciôn de sus miembros.
La ausencia o incomparecencia de una de sus partes, no cons- 
tituirâ un impedimento para las actuaciones, y el laudo que se —  
dicte serâ obligatorio, definitive e inapelable, a menos que las 
partes hubieran convenido previamente un procedimiento de apela - 
ciôn, pudiendo el Tribunal aclararlo o interpretarlo a solicitud 
de cualquiera de los interesados.
A despecho de la tesis estadounidense, es este Tribunal Arbi^
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tral y no el Tribunal internacional de Derecho del Mar, el que co 
nocerâ de las controversias cuando los Estados no hayan designado 
un ôrgano en particular o, cuando habiendo sehalado ôrganos judi- 
ciales distintos, no se pongan de acuerdo sobre le Tribunal que - 
deba conocer al controversia concreta.
e) El Tribunal Especial de Arbitraje.
Este organisme se identifica con las comisiones especiales - 
propuestas por Francia en apoyo del enfoque funcional. Estas comjL 
siones fueron combatidas por los Estados riberehos en desarrollo, 
porque habiendo sido establecidas en materia de pesca, contamina- 
ciôn, investigaciôn cientîfica y navegaciôn, temîan fundamental - 
mente que estuvieran concebidas para operar en la Z.E.E., ademâs 
de que ellos contaban con la abundancia de expertes de que sî di£ 
ponian los palses industrializados. Rusia y los Estados de Europa 
Oriental, ademâs de Francia, fueron los mâs acérrimos defensores 
de los procedimientos especiales.
Suiza y Ecuador, entre otros palses, declararon que no esta- 
ban convencidos de la necesidad de someter a procedimientos espe­
ciales, las controversias sobre pesquerlas, contaminaciôn e inve£ 
tigaciôn cientîfica marina, y que los criterios têcnicos para re­
solver este tipo de conflictos, podlan ser obtenidos por la Corte 
internacional de Justicia, mediante el recurso a peritos o perso­
nas calificadas, sin tener que constituir tribunales o comisiones 
especializadas que atentaban contra la economla y la unidad de ju 
risdicciôn.
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Los Estados Unidos, sin embargo, admitiendo la constituciôn 
de esas comisiones, pero queriendo limitar sus facultades, propu- 
sieron que sôlo pudieran aplicar la convenciôn en sus respectives 
esteras de competencia, pero no interpretarla, desatino lôgico y 
juridico que afortunadamente no fue recogido por el texto actual.
El articule 1° del anexo VIII dispone que, "con sujecoiôn a las 
dispos'io'iones de ta parte XV, todo Estado ■invotuorado en una controversia so_ - 
bre ta interpretaciân o ta apticaciôn de tos articutos de esta convenciôn, re­
latives a : 1) pesquerias , 2) protecciôn y preservaciôn del medio marine, --
2) investigaciôn cientifica marina y 4) navegaciôn, inctuida ta contaminaciôn 
causada por buques y por vertimientos, podrâ someter ta controversia al proce­
dimiento especial de arbitrage prévis te en este anexo, mediante notificaciôn - 
dirigida a ta otra parte en ta controversia,"
La composiciôn y funcionamiento de este Tribunal, concuerdan 
esencialmente con las normes del arbitraje general, pero las lis­
tas de ârbitros expertes se confeccionarân y mantendrân por sepa- 
rado en las siguientes organizaciones;
1) En la Organizaciôn de las Naciones Unidas para la Agriculture 
y la Alimentaciôn; la lista de expertes en pesqueria.
2) En el programa de las Naciones Unidas para el medio ambiente; 
la lista de expertes en protecciôn y preservaciôn del medio mari­
ne .
3) En la comisiôn oceanogrâfica intergubernamental; la lista de - 
expertes en la investigaciôn cientifica marina, y
4) En la organizaciôn consultiva maritima intergubernamental; la
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lista de expertes en navegaciôn y contaminaciôn causada por buques 
y vertimientos.
Los cinco miembros que forman el Tribunal especial de Arbitra 
je, serân nombrados por las partes, preferentemente de estas li£ - 
tas. Dos por cada Estado, uno de los cuales puede ser nacional y - 
el quinte, que serâ el présidente, serâ designado de comûn acuerdo.
Este Tribunal podrâ realizar, a solicitud de los contendien - 
tes, una investigaciôn para determinar exclusivamente los hechos -
que hayan originado una controversia sobre la interpretaciôn y ---
aplicaciôn del convenio, teniendo sus conclusiones efectos dirimen 
tes entre las partes. Podrâ igualmente formuler recomendaciones —  
sin fuerza decisoria.
En cuanto al procedimiento, obligaciones de las partes, vota- 
ciôn del laudo e interpretaciôn del mismo, se aplicarân "mutatis mu­
tandis" las normes de arbitraje general antes expuestas.
Hasta aquî el bosquejo, ciertamente provisional e informativo 
del sistema de soluciôn de controversias que se ha venido constru- 
yendo, con graves dificultades, en la III Conferencia de las Nacio 
nés Unidas sobre el Derecho del Mar. Este tema, penosamente anti - 
guo, y sin embargo vitalmente actualizado por los cambios socia - 
les de nuestro siglo, no constituye una rama separada del derecho 
internacional, sino que estâ vinculado a sus normas fundamentales 
y palpita, se engrandece y muere, con las instituciones de derecho 
sustantivo a las que complementa y realiza.
El procedimiento legislativo internacional, lento en su forma
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consuetudinaria tradicional, difîcil y estrecho en su aspecto con 
vencional, ha encontrado en ésta Conferencia una fôrmula mixta; 
la creaciôn consensual de normas que legitiman una realidad prée­
xistante, ademâs de un sistema flexible para conciliar esa multi- 
plicidad de intereses estatales que buscan en el mar, algunos, la 
H a v e  del poder, otros, la fuente de su propia subsistencia.
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